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El Derecho Ambiental es el conjunto de principios y 
normas jurídicas que regulan la conducta individual y 
colectiva de la sociedad en su relación con el ambiente. Se 
le ha definido también como una de la disciplina más 
renovadoras y discutidas del Derecho. 

El estudio de sus normas, de la doctrina y la jurisprudencia 
representa una de las necesidades más urgentes de la 
actividad jurídica actual. Hoy más que nunca es preciso 
entender de la manera más correcta la legislación ambien-
tal para influir constructivamente en la toma de decisiones 
de los órganos encargados de la administración legislativa 
y su justa gerencia.
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Nota del Editor

“Esta Primera Edición del Compendio Jurídico de Medio 
Ambiente y Recursos Naturales está dedicado a cuatro com-

pañeros ambientalistas que con pensamiento revolucionario y  
con su invaluable trabajo contribuyeron al fortalecimiento de 

la ciudadanía ambiental en Nicaragua: Vladimir Pérez Leiva 
(V2001); Eudoro Espinoza  Rojas (V2004); Rodolfo Blandón 

Gutiérrez (V2006); Félix Pedro Obregón (V2010)”.

La legislación ambiental en Nicaragua no es nueva, así como no son nuevos 
los problemas que enfrentan las comunidades por el cumplimiento de un 
ambiente saludable,  la implementación de un modelo de desarrollo sosteni-
ble y por consiguiente, de su derecho. 

Hoy más que nunca es preciso entender la correcta aplicación del derecho 
ambiental y poder influir constructivamente en la toma de decisiones de los 
órganos encargados de la administración legislativa y su justa gerencia.  

En nuestro país, con la puesta en vigencia de la Constitución Política de Ni-
caragua en 1987, y la incorporación del tema ambiental en la misma, este se 
convierte en un nuevo derecho de obligatoria protección por parte del Esta-
do al medio ambiente y como un deber a cumplir por todos los ciudadanos.

La publicación del Compendio Jurídico de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales parte de la idea de poner en relieve la existencia de un emergente 
derecho ambiental en nuestro país. El reconocimiento a la participación ciu-
dadana, su esfuerzo por mantener un ambiente saludable para las presentes 
y futuras generaciones.

Este material no pretende ser único, sino contribuir a una mayor producción 
doctrinaria en la materia y servir como promotor de conocimiento. De la mis-
ma manera servir a la imperiosa y ardua tarea que tenemos los movimientos 
sociales en la capacitación a la ciudadanía y otros tomadores de decisión com-
prometidos con la búsqueda de soluciones en pos del desarrollo sostenible.



Este trabajo constituye uno de los primeros esfuerzos dentro de esta índole, 
por lo que deberá ser el trabajo a continuar dentro de este movimiento inte-
grado por adolescentes, jóvenes y adultos. 

Finalmente, nuestro agradecimiento a la Organización Panamericana de la 
Salud; Oficina de Acceso a la Información Pública y Biblioteca Parlamentaria 
de la Asamblea Nacional; Al Doctor Félix González; a los Ex presidentes de la 
Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales de la Asamblea Nacional: 
Carlos García y Francisco Jarquín; a los diputados: René Núñez Téllez, Edwin 
Castro Rivera, Odel Íncer Barquero, Wilfredo Navarro y los diputados que 
integran la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales.

Raomir Manzanarez

Este compendio Jurídico recupera y facilita el acceso a frutos del trabajo en 
Nicaragua orientado a superar el reto que significa para el derecho contribuir 
a conformar las dimensiones económica, social y ambiental del desarrollo 
sostenible en sus diferentes esferas temáticas e intersectoriales y a canalizar 
el debate y los conflictos que se suscitan en su búsqueda. 

El Informe “Nuestro Futuro Común” de la Comisión Mundial sobre Medio 
Ambiente y Desarrollo, preparado para las Naciones Unidas (NU) en 1987, 
enunció los alcances de desarrollo sostenible. En la Conferencia de NU sobre 
Medio Ambiente y Desarrollo de Río en 1992, se asocióel desarrollo con 
condiciones ambientales adecuadas y en el Principio 1 de su Declaración se 
estableció que los seres humanos constituyen el centro de las preocupacio-
nes relacionadas con el desarrollo sostenible y tienen derecho a una vida 
saludable y productiva en armonía con la naturaleza. 

La Declaración Final de la Conferencia de las NU sobre Desarrollo Sostenible 
de 2012, Río + 20, en elapartado I sobre Visión Común, incluyerecono-
cimiento a la importancia de que las personas influyan en sus vidas y su 
futuro, participen en la adopción de decisiones y expresen sus inquietudes; y 
resalta la necesidad de forjar alianzas de personas, gobiernos, sociedad civil 
y sector privado. En el apartado IV sobre Marco institucional para el desarro-
llo sostenible, se resalta la importancia de fortalecer las tres dimensionesdel 
desarrollo sostenible: económica, social y ambiental. En el apartado V. Marco 
para la acción y el seguimiento, en las esferas temáticas se incluyen conside-
raciones específicas sobre: Erradicación de la pobreza; Seguridad alimentaria 
y Nutrición y agricultura sostenible; Agua y saneamiento; Energía; Turismo 
sostenible; Transporte sostenible; Ciudades y asentamientos humanos soste-
nibles; Salud y población, entre otros.

Este compendio inicia con la Constitución Política que ensu artículo 60 esta-
blece que los nicaragüenses tienen derechode habitar en un ambiente salu-
dable y en su artículo 105 reconoce obligaciones del Estado en relación con 
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La Constitución Política de Nicaragua puesta en vigencia en 1987, incorporó 
temas nunca antes contenidos como la Autonomía de la Costa del Caribe, el 
tema ambiental, el derecho a la alimentación y otros.

En el Art. 102 del Capítulo I, señala nuestra Constitución “Los recursos natu-
rales son patrimonio nacional. La preservación del ambiente y la conserva-
ción, desarrollo y explotación racional de los recursos naturales correspon-
den al Estado; éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos 
recursos, cuando el interés nacional lo requiera”. Es clara la obligación que 
nuestra Constitución plantea tanto para el Estado como para los ciudadanos 
y de allí se deriva la necesidad de elaborar, discutir y aprobar leyes que 
permitan la preservación, la conservación y el desarrollo de este patrimonio 
nacional que son los recursos naturales.

Por ello, es que hoy junto con los Jóvenes Ambientalistas y la Organización 
Panamericana de la Salud, en el marco de las actividades de la Feria Nacional 
de la Tierra, estamos presentando este compendio jurídico sobre el medio 
ambiente y los recursos naturales aprobados por la Asamblea Nacional. Son 
un total de diecisiete leyes que han sido aprobadas en los últimos años por 
la Asamblea Nacional que constituyen la base para la legislación ambiental 
en Nicaragua, cuyo fundamento es la Constitución Política de la República y 
los Tratados y Convenios Internacionales y Regionales, suscritos y ratificados 
por el país en esta materia. Estos instrumentos están orientados a la protec-
ción, conservación, regulación y aprovechamiento sostenible de los recursos 
naturales de la Nación.

No está demás recordar que el hombre se ha encargado en el último siglo 
de deteriorar su ambiente vital, al grado que hoy estamos sufriendo los más 
inestables cambios climáticos de los últimos años y estamos a punto de 
heredar, si no cambiamos nuestro comportamiento, un sitio inseguro para 

Presentación
servicios públicos básicos que incluyen transporte, energía, agua e infraes-
tructura vial, entre otros. Las leyes aquí agrupadas comprenden diferentes 
aspectos de las dimensiones del desarrollo, tales como educación y valores 
ambientales, protección de los recursos naturales y del hábitat humano, de-
litos ambientales, energía, minería, régimen jurídico del Gran Canal Intero-
ceánico y de creación de la autoridad correspondiente. 

En conformidad con el Modelo de Salud Familiar y Comunitario adoptado por 
el Ministerio de Salud, el cual da importancia a acciones participativas de ac-
tores sociales para prevenir la enfermedad y proteger el ambiente y la salud, 
el compendio incluye la Ley 722, Ley Especial de Comités de Agua Potable 
y Saneamiento (CAPS), orientada a potenciar el trabajo de organizaciones 
comunitarias, gobiernos locales e instituciones en beneficio de ambientes 
saludables para habitantes con limitaciones de acceso o calidad a estos ser-
vicios básicos.

Reconocemos y felicitamos a la Asamblea Nacional por la gestión participa-
tiva y aprobación de estas leyes, y al Programa Feria Nacional de la Tierra de 
la Asociación Club de Jóvenes Ambientalistas por abogar y divulgar tópicos 
relevantes para el ambiente, la salud y el desarrollo sostenible. Reiteramos 
nuestro interés de acompañar y apoyar su gestión ante estas u otras inicia-
tivas, como los que ahora asumen para avanzar hacia una gestión integral 
de los residuos.

Dr. Jorge Luis Prosperi
Representante de la OPS/OMS en Nicaragua
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Ing. René Núñez Téllez
Presidente

Asamble Nacional

Artículo 60.- 
Los nicaragüenses tienen derecho de habitar en un ambiente saludable. Es obliga-
ción del Estado la preservación, conservación y rescate del medio ambiente y de los 
recursos naturales.

Artículo 102.-
Los recursos naturales son patrimonio nacional. La preservación del ambiente y la 
conservación, desarrollo y explotación racional de los recursos naturales correspon-
den al Estado; éste podrá celebrar contratos de explotación racional de estos recur-
sos, cuando el interés nacional lo requiera.

Artículo 177.-
Los municipios gozan de autonomía política administrativa y financiera. La admi-
nistración y gobiernos de los mismos corresponden a las autoridades municipales. 

La autonomía no exime ni inhibe al Poder Ejecutivo ni a los demás poderes del 
Estado, de sus obligaciones y responsabilidades con los municipios. Se establece la 
obligatoriedad de destinar un porcentaje suficiente del Presupuesto General de la 
República a los municipios del país, el que se distribuirá priorizando a los municipios 
con menos capacidad de ingresos. El porcentaje y su distribución serán fijados por 
la ley.

La autonomía es regulada conforme la Ley de Municipios, que requerirá para su 
aprobación y reforma de la votación favorable de la mayoría absoluta de los dipu-
tados.

Los gobiernos municipales tienen competencia en materia que incida en el desarro-
llo socio-económico de su circunscripción. En los contratos de explotación racional 
de los recursos naturales ubicados en el municipio respectivo, el Estado solicitará 
y tomará en cuenta la opinión de los gobiernos municipales antes de autorizarlos.

CONSTITUCIÓN POLITICA DE LA 
REPUBLICA DE NICARAGUA

el desarrollo de la vida a las futuras generaciones. De allí la importancia de 
retomar los conocimientos ancestrales de nuestros aborígenes que vivían en 
armonía con la naturaleza, que respetaban sus leyes y que restituían lo que 
lamentablemente el hombre podía destruir. 

El objetivo de esta publicación, que no es un trabajo completo, es contribuir 
a la divulgación del marco legal al que hemos hecho referencia, en el enten-
dido que también hay muchas leyes, que sin ser ambientales, contienen im-
portantes componentes para el mejoramiento y cuido del medio ambiente.

Queda pues en sus manos este esfuerzo inicial de recopilación de las leyes 
ambientales para que las estudiemos, la divulguemos y que como ciudada-
nos velemos especialmente por el cumplimiento. 
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La Ley de Municipios deberá incluir, entre otros aspectos, las competencias munici-
pales, las relaciones con el gobierno central, con los pueblos indígenas de todo el 
país y con todos los poderes del Estado, y la coordinación interinstitucional.

Artículo 180.-
Las comunidades de la Costa Atlántica tienen el derecho de vivir y desarrollarse bajo 
las formas de organización social que corresponden a sus tradiciones históricas y 
culturales.

El Estado garantiza a estas comunidades el disfrute de sus recursos naturales, la 
efectividad de sus formas de propiedad comunal y la libre elección de sus autorida-
des y diputados.

Asimismo garantiza la preservación de sus culturas y lenguas, religiones y costum-
bres.

Artículo 181.-
El Estado organizará, por medio de una ley, el régimen de autonomía para los pue-
blos indígenas y las comunidades étnicas de la Costa Atlántica, la que deberá conte-
ner, entre otras normas: las atribuciones de sus órganos de gobierno, su relación con 
el Poder Ejecutivo y Legislativo y con los municipios, y el ejercicio de sus derechos. 
Dicha ley, para su aprobación y reforma, requerirá de la mayoría establecida para la 
reforma a las leyes constitucionales.

Las concesiones y los contratos de explotación racional de los recursos naturales que 
otorga el Estado en las regiones autónomas de la Costa Atlántica, deberán contar 
con la aprobación del Consejo Regional Autónomo correspondiente.

Los miembros de los consejos regionales autónomos de la Costa Atlántica podrán 
perder su condición por las causas y los procedimientos que establezca la ley.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

Hace saber al pueblo nicaragüense que:

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA

En uso de sus facultades;

HA DICTADO

La siguiente:

LEY QUE INSTITUYE LA SEMANA DEL MEDIO AMBIENTE Y
 RECURSOS NATURALES

Artículo 1.-
Institúyase la Semana del Medio Ambiente y Recursos Naturales, que será la primera 
semana de Junio de cada año. 

Artículo 2.-
La celebración de la Semana del Medio Ambiente y Recursos Naturales, tendrá por 
objeto impulsar la preservación, conservación y rescate del medio ambiente y de 
los recursos naturales, a través de un proceso de concientización y de participación 
activa de la ciudadanía en general.

LEY QUE INSTITUYE LA SEMANA 
DEL MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS 

NATURALES
(Ley No. 195, Aprobada el 26 de abril de 1995, Publicada en La Gaceta, 
Diario Oficial N° 118 del 26 de junio de 1995)
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EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

Hace saber al pueblo nicaragüense que:

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

CONSIDERANDO

I
Que la Constitución Política de la República, en su artículo 60 establece la obliga-
ción del Estado de preservar, conservar y rescatar el medio ambiente y los recursos 
naturales, al igual que el derecho de los nicaragüenses de habitar en un ambiente 
saludable.- 

II
Que en la actualidad el tráfico internacional de desechos peligrosos es motivo de 
honda preocupación, particularmente para los países en vías de desarrollo los que 
frecuentemente se ven expuestos a ser convertidos en virtual basurero de sustancias 
y desechos contaminantes.-

III
Que diversos países, contando con el apoyo y respaldo de organismos internacio-
nales, han aprobado leyes necesarias para proscribir el movimiento transfronterizo 
de desechos y sustancias tóxicas. Entre estos organismos internacionales se destaca 
la participación de las Naciones Unidas con el Programa para el Medio Ambiente, a 

LEY QUE PROHÍBE EL TRÁFICO 
DE DESECHOS PELIGROSOS Y 

SUSTANCIAS TÓXICAS
(Ley No. 168 Aprobada el 1 de diciembre de 1993, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 102 del 2 de junio de 1994) 

Artículo 3.-
Durante la Semana del Medio Ambiente y los Recursos Naturales y para el cum-
plimiento de los objetivos previstos en el Artículo anterior, los órganos del Poder 
Ejecutivo que señale el Presidente de la República y los Gobiernos Regionales de 
nuestra Costa Atlántica y Concejos Municipales, impulsarán y llevarán a cabo, entre 
otras, las siguientes actividades: charlas y seminarios orientados al conocimiento del 
medio ambiente y de los recursos naturales, del valor de la flora y de la fauna, de la 
defensa y conservación de los bosques y del beneficio ecológico para las Comunida-
des, su situación actual y las actividades que se deben impulsar para su protección 
y conservación; actos públicos y conmemorativos, visitas a Parques Ecológicos, con-
cursos de distinta índole; visitas a lugares afectados por la deforestación de bosques 
y la contaminación y otras. 

Artículo 4.-
Los mismos órganos del Poder Ejecutivo deberán incentivar a los medios de comuni-
cación social para que cooperen en la celebración de la Semana del Medio Ambiente 
y Recursos Naturales, difundiendo sus actos conmemorativos y estimulando a la 
población a cumplir con los objetivos de la misma.

Artículo 5.-
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley.

Artículo 6.-
Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en cualquier medio de comu-
nicación social, sin perjuicio de su posterior publicación en La Gaceta, Diario Oficial.

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a 
los veintiséis días del mes de Abril de mil novecientos noventa y cinco. LUIS HUM-
BERTO GUZMÁN, Presidente de la Asamblea Nacional. JULIA MENA RIVERA, 
Secretaria de la Asamblea Nacional.

POR TANTO:

Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, veinte de 
Junio de mil novecientos noventa y cinco. VIOLETA BARRIOS DE CHAMORRO, 
Presidente de la República de Nicaragua. 
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Capítulo II
Definiciones.-

Artículo 2.- 
Para todos los efectos de esta Ley se considera tráfico ilegal de desechos peligrosos 
y sustancias tóxicas, dentro del territorio nacional, cualquier movimiento de los mis-
mos, por vía terrestre, acuática, aérea u otro medio, que se realice en contravención 
a lo establecido a esta Ley y el “Acuerdo Regional sobre movimiento transfronterizo 
de desechos peligrosos” y a las normas y principios del Derecho Internacional.-

Artículo 3.-
Se consideran desechos peligrosos todos aquellos que se encuentran contamina-
dos por sustancias químicas y radioactivas, cuya manipulación, almacenamiento, 
tratamiento y disposición final atenta contra la salud humana y la protección de los 
recursos naturales, especialmente los desechos contenidos dentro de las categorías 
señaladas en el anexo de la presente Ley.-

Artículo 4.-
De igual manera se consideran Sustancias Tóxicas, además de las enumeradas en el 
anexo a que hace referencia el artículo anterior, todas aquellas que hayan sido pro-
hibidas, suspendidas o rechazadas por disposición gubernamental en el país donde 
se hubiesen producido.-

Capítulo III
De Las Prohibiciones.-

Artículo 5.-
Se prohíbe en todo el territorio nacional, realizar operaciones de movimiento trans-
fronterizo de desechos tóxicos que implique utilizar nuestro territorio como Estado 
intermedio o de tránsito en la transportación de material tóxico que vaya en detri-
mento de un tercer país.-

Artículo 6.-
Los desechos que por la naturaleza de sus componentes radioactivos están sujetos 
a sistemas de control internacional, se ubican fuera del ámbito de aplicación de la 
presente Ley.-

Artículo 7.-
Irena en coordinación con el Minsa, Mede, Movimientos Ambientalistas y representan-
tes de las universidades, en un plazo de seis meses, establecerán las regulaciones ne-
cesarias que deban cumplir las fábricas o industrias nacionales para la transportación, 
manipulación y disposición final de los desechos tóxicos y peligrosos que producen.-

través del cual, se han aprobado distintas resoluciones y recomendaciones en ma-
teria de pautas y principios para el manejo y disposición final de desechos tóxicos.- 

IV
Que son de sobra conocidas las peligrosas consecuencias que para la vida humana y 
los Recursos Naturales representa el vertimiento y disposición de sustancias tóxicas, 
muchos de cuyos efectos han dejado en otros países una alta tasa de personas afec-
tadas con enfermedades toxigénicas, teratogénicas, cancerígenas, problemas respi-
ratorios, cardio - vasculares, gástricos, así como la contaminación química biológica 
del aire, la tierra, el agua y los alimentos.-

V
Que los presidentes del área Centroamericana conscientes de los peligros que para 
la región representa la movilización de sustancias y desechos peligrosos, suscribie-
ron en Ciudad de Panamá en Diciembre de 1992 el “Acuerdo Regional sobre movi-
miento transfronterizo de desechos peligrosos”, uno de cuyos artículos establece 
la obligación general de emitir medidas legales, administrativas y otras que fuesen 
apropiadas dentro de la jurisdicción de cada Estado para prohibir la importación y 
tránsito de desechos considerados peligrosos.-

VI
Que en este sentido, nuestro país ha recibido en los últimos años solicitudes para la 
importación de desechos tóxicos peligrosos.-

En uso de sus facultades,

HA DICTADO

La Siguiente:

LEY QUE PROHÍBE EL TRÁFICO DE DESECHOS PELIGROSOS
Y SUSTANCIAS TÓXICAS

Capítulo I
Objeto de la Ley.-

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto establecer el conjunto de normas y disposiciones 
orientadas a prevenir la contaminación del medio ambiente y sus diversos ecosis-
temas y proteger la salud de la población ante el peligro de la contaminación de 
la atmósfera, del suelo y de las aguas, como consecuencia de la transportación, 
manipulación, almacenamiento y disposición final de desechos peligrosos.-
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como tráfico ilegal de desechos peligrosos y sustancias tóxicas realizados por terce-
ros, dentro del territorio nacional, podrá recurrir ante las autoridades competentes 
en defensa de sus derechos. El Estado, a través de la Procuraduría General de Justi-
cia, establecerá, en su caso, las acciones que le correspondan.-

Artículo 15.-
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, “Diario 
Oficial”.

Dado en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional 
al Primer día del mes de Diciembre de mil novecientos noventa y tres.- GUSTA-
VO TABLADA ZELAYA.- PRESIDENTE DE LA ASAMBLEA NACIONAL.- FRANCISCO 
DUARTE TAPIA.- SECRETARIO DE LA ASAMBLEA NACIONAL. 

Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese.- Managua, 
diecinueve de Enero de mil novecientos noventa y cuatro.- VIOLETA BARRIOS DE 
CHAMORRO, PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA. 

Anexo I.-
CATEGORÍAS DE DESECHOS QUE HAY QUE CONTROLAR.-

Corrientes de Desechos.-

1)	 Desechos clínicos resultantes de la atención médica prestada en hospitales, 
centros médicos y clínicos.-

2)	 Desechos resultantes de la producción y preparación de productos farmacéu-
ticos.

3)	 Desechos de medicamentos y productos farmacéuticos.-

4)	 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de bió-
xidos y productos fitofarmacéuticos.-

5)	 Desechos resultantes de la fabricación, preparación y la utilización de produc-
tos químicos para la preservación de la madera.-

6)	 Desechos resultantes de la producción, la preparación y la utilización de disol-
ventes orgánicos.-

7)	 Desechos que contengan cianuros, resultantes del tratamiento térmico y las 
operaciones de temple.-

8)	 Desechos de aceites minerales no aptos para el uso a que estaban destina-
dos.-

Capítulo IV
De Las Sanciones.-

Artículo 8.-
Constituye delito contra la salud pública, el tráfico ilegal de desechos peligrosos y 
sustancias tóxicas, definido en el Arto. 3 de la presente Ley.

Artículo 9.-
La persona natural que en su carácter individual, como gerente, o representante de 
una persona jurídica haya sido encontrada responsable por la autoridad competente 
en la comisión del delito contra la salud pública de tráfico ilegal de desechos peligro-
sos y sustancias tóxicas, será sancionada con la pena contemplada en el Arto. 331 
del Código Penal y una multa de Diez Mil Córdobas, a favor del Fisco.-

Artículo 10.-
Si la persona a que se refiere el artículo anterior fuere empleado o funcionario pú-
blico, además de las sanciones establecidas en dicho artículo, sufrirá la pena de 
inhabilitación absoluta.-

Artículo 11.-
Las empresas comerciales, constructoras, industriales y similares del sector privado, 
que se involucren en el tráfico de sustancias peligrosas le será suspendida su licencia 
comercial y cancelada su Personalidad Jurídica; además, deberá enterar al Fisco una 
multa de Cincuenta Mil Córdobas, sin perjuicio de las responsabilidades penales a 
que hubiese lugar contra su gerente o representante legal.-

Artículo 12.-
Los cómplices y encubridores, involucrados en el tráfico de sustancias tóxicas, sufri-
rán la pena y multa que corresponde a la autor principal, disminuida en la mitad, si 
no fuere reincidente.-

Capítulo V
Órganos de Control y Aplicación de La Ley.-

Artículo 13.-
El Ministerio de Salud y el Instituto Nicaragüense de Recursos Naturales, con la 
cooperación de la Policía Nacional y el Ejército, crearán una instancia de coordina-
ción que elabore los mecanismos y planes de control y seguimiento a los preceptos 
establecidos en esta Ley.-

Artículo 14.-
Toda persona natural o jurídica que se considere afectada por actos considerados 
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29)	 Mercurio, compuestos de mercurio.-

30)	 Talio, compuestos de talio.-

31)	 Plomo, compuestos de plomo.-

32)	 Compuestos inorgánicos de flúor, con exclusión del fluoruro cálcico.-

33)	 Cianuros inorgánicos.-

34)	 Soluciones ácidas o ácidos en forma sólida.-

35)	 Soluciones básicas o bases en forma sólida.-

36)	 Asbesto (polvo fibras).-

37)	 Compuestos orgánicos de fósforo.-

38)	 Cianuros orgánicos.-

39)	 Fenoles, compuestos fenólicos, con inclusión de clorofonoles.-

40)	 Éteres.-

41)	 Solventes orgánicos halogenados.-

42)	 Disolventes orgánicos, con exclusión de disolventes halogenados.-

43)	 Cualquier sustancia del grupo de las dibenzofuranos policlorados.-

44)	 Cualquier sustancia del grupo de las dibenzoparadioxinas policloradas.-

45)	 Compuestos organohalogenados, que no sean las sustancias mencionadas en 
el presente anexo (por ejemplo 39, 41, 42, 43, 44).

Anexo II
CATEGORÍAS DE DESECHOS QUE REQUIERAN UNA

CONSIDERACIÓN ESPECIAL.-

46)	 Desechos recogidos de los hogares.-

47)	 Residuos resultantes de la incineración de desechos de los hogares.

Anexo III
LISTA DE CARACTERÍSTICAS PELIGROSAS.-

Clases de las No. de Código Características Naciones Unidas 

1H1 Explosivos.- Por sustancias explosivas o desechos se entiende toda sustancia 
o desecho sólido o líquido (o mezcla de sustancias o desechos) que por sí mismo 
es capaz, mediante reacción química de emitir un gas a una temperatura, presión y 
velocidad tales que pueden ocasionar a la zona circundantes.-

9)	 Mezclas y emulsiones de desechos de aceites y agua o de hidrocarburos y 
agua.

10)	 Sustancias y artículos de desechos que contengan, o están contaminados por 
bifenilos policlorados (PBC), terfenilos policlorados (PCT) o bifenilos polibro-
mados (PLB).-

11)	 Residuos alquitranados resultantes de la refinación, destilación o cualquier 
otra tratamiento pirolítico.-

12)	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de tintas, 
colorantes, pigmentos, pinturas, lacas o barnices.-

13)	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de resinas, 
látex, plastificantes o colas y adhesivos.-

14)	 Sustancias químicas de desechos, no identificadas o nuevas, resultantes de 
investigación y el desarrollo o de las actividades de enseñanza cuyos efectos 
en el ser humano o el medio ambiente no se conozcan.-

15)	 Desechos de carácter explosivo que no estén sometidos a una legislación 
diferente.-

16)	 Desechos resultantes de la producción, preparación y utilización de productos 
químicos y materiales para fines fotográficos.-

17)	 Desechos resultantes del tratamiento de superficie de metales y plásticos.-

18)	 Residuos resultantes de las operaciones de eliminación de desechos industria-
les.-

Desechos que tengan como constituyente:

19)	 Metales carbonilos.-

20)	 Berillo compuestos de berillo.-

21)	 Compuestos de cromo Hexavalente.-

22)	 Compuesto de Cobre.-

23)	 Compuesto de Zinc.-

24)	 Arsénico, compuestos de arsénico.-

25)	 Selenio, compuestos de selenio.-

26)	 Cadmio, compuestos de cadmio.-

27)	 Antimonio, compuestos de antimonio.-

28)	 Telurio, compuestos de telurio.-
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o hasta destruir, otras mercaderías o los medios de transporte; o pueden también 
provocar otros peligros.-

9 H10 Liberación de gases tóxicos en contacto con el aire o el agua. Sustancias o de-
sechos por reacción con el aire o el agua, pueden emitir gases tóxicos en cantidades 
peligrosas.-

9 H11 Sustancias tóxicas (con efectos retardados o Crónicos. Sustancias o desechos 
que, de ser aspirados, ingeridos, o de penetrar en la piel pueden entrañar efectos 
retardados o crónicos, incluso la carcinogenis.-

9 H12 Ecotóxicos.-Sustancias o desechos que, si se liberan tienen o pueden tener 
efectos adversos inmediatos o retardados en el medio ambiente, debido a la bioacu-
mulación o los efectos tóxicos en los sistemas bióticos.-

9 H13 Sustancias que pueden por algún medio después de su eliminación, dar ori-
gen a otra sustancia, por ejemplo, un producto de lixiviación, que posee alguna de 
las características arriba expuestas.- 

Corresponde al sistema de numeración de clases de peligros de las recomendaciones 
de las Naciones Unidas sobre el transporte de mercaderías peligrosas (ST/SG/AC.10/ 
1 Rev.5, Naciones Unidas, Nueva York 1988).

3H3 Líquidos inflamables.- Por líquidos inflamables se entiende aquellos líquidos o 
mezclas de líquidos o líquidos con sólidos en solución o suspensión (por ejemplo, 
pinturas, barnices, lacas, etc. pero sin incluir sustancias o desechos clasificados de 
otra manera debido a sus características peligrosas) que emitan vapores inflamables 
a temperaturas no mayores de 60.5°C en ensayos con cubeta abierta, como los ensa-
yos con cubetas abiertas y con cubetas cerradas no son estrictamente comparables, 
o incluso los resultados obtenidos mediante un mismo ensayo a menudo diferente 
entre sí, la reglamentación que se apartará de las cifras antes mencionadas para 
tener en cuenta tales diferencias sería compatible con el espíritu de esta definición.-

4.1 H4.1 Sólidos inflamables.- Se trata de los sólidos, o desechos sólidos, distintos 
a los clasificados como explosivos, que en las condiciones prevalecientes durante el 
transporte son fácilmente combustibles o pueden causar un incendio o contribuir al 
mismo la fricción.-

4.2 H4.2 Sustancias o desechos susceptibles de combustión espontánea. Se trata de 
sustancias o desechos susceptibles de calentamiento espontáneo en las condiciones 
normales del transporte, o del calentamiento en contacto con el aire y que pueden 
entonces encenderse.-

4.3 H4.3 Sustancias o desechos que, en contacto con el agua, emiten gases infla-
mables, sustancias o desechos que por reacción con el agua, son susceptibles de in-
flamación espontánea o de emisión de gases inflamables en cantidades peligrosas.-

5.1 H5.1 Oxidantes.-Sustancias o desechos que, sin ser necesariamente combusti-
bles, pueden, en general al ceder oxígeno, causar o favorecer combustión de otros 
materiales.

5.2 H5.2 Peróxidos orgánicos.-Las sustancias o los desechos orgánicos que contie-
nen la estructura bivalente -0-0 son sustancias inestables térmicamente que pueden 
sufrir una descomposición auto acelerada exotérmica.-

6.1 H6.1 Tóxicos (venenos) agudos.-Sustancias o desechos que pueden causar la 
muerte o lesiones graves o daños a la salud humana, si se ingieren o inhalan o 
entran en contacto con la piel.- 

6.2 H6.2 Sustancias infecciosas.-Sustancias o desechos que contienen microorganis-
mos viables o sus toxinas, agentes conocidos o supuestos de enfermedades en los 
animales o en el hombre.-

8 H8 Corrosivos Sustancias o desechos que, por acción química, causan daños gra-
ves en los tejidos vivos que tocan, o que, en caso de fuga, pueden dañar gravemente 
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El Presidente de la República de Nicaragua. 

Hace saber al Pueblo Nicaragüense que: 

La Asamblea Nacional de la República de Nicaragua 

En uso de sus facultades; 

Ha Dictado 

LEY  DE REFORMAS Y ADICIONES A LA LEY N° 217,
“LEY GENERAL DEL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES”

TITULO I

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Art.1
La presente Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales tiene por 
objeto establecer las normas para la conservación, protección, mejoramiento y res-
tauración del Medio Ambiente y los Recursos Naturales que lo integran asegurando 
su uso racional y sostenible, de acuerdo a lo señalado en la Constitución Política.

LEY GENERAL DEL MEDIO AMBIENTE
Y RECURSOS NATURALES

(Ley No. 217, Aprobada el 27 de marzo de1996, Publicada en La Gaceta, 
Diario Oficial N° 105 del 6 de junio de 1996, con sus REFORMAS Y ADICIONES 
INCORPORADAS, Ley No. 647, Aprobada el 26 de marzo del 2008,  Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 62 del 3 de Abril del 2008).
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Art.2
Las disposiciones contenidas en la presente ley son de orden público. Toda persona 
podrá tener participación ciudadana  para promover el inicio de acciones administra-
tivas, civiles o penales en contra de los que infrinjan la presente ley.

Art.3
Son objetivos particulares de la presente Ley:

1) 	 Prevención, regulación y control de cualesquiera de las causas o actividades que 
originen deterioro del medio ambiente y contaminación de los ecosistemas.

2)	 Establecer los medios, formas y oportunidades para una explotación racional 
de los recursos naturales dentro de una Planificación Nacional fundamentada 
en el desarrollo sostenible, con equidad y justicia social y tomando en  cuenta 
la diversidad  cultural del  país y respetando los derechos reconocidos a  nues-
tras regiones autónomas de la Costa Atlántica y Gobiernos Municipales.

3)	 La utilización correcta del espacio físico a través de un ordenamiento territo-
rial que considere la protección del ambiente y los recursos naturales como 
base para el desarrollo de las actividades humanas.

4)	 Fortalecer el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, para garantizar la biodi-
versidad y demás recursos.              

5)	 Garantizar el uso y manejo racional de las cuencas y sistemas hídricos, ase-
gurando de esta manera la sostenibilidad de los mismos.                

6)	 Fomentar y estimular la educación ambiental como medio para promover 
una sociedad en armonía con la naturaleza.                                                                                  

7)	 Propiciar un medio ambiente sano que contribuya de la mejor manera a la 
promoción de la salud y prevención de las enfermedades del pueblo nicara-
güense.

8)	 Impulsar e incentivar actividades y programas que tiendan al desarrollo y 
cumplimiento de la presente Ley.

9)	 Las demás contenidas en esta Ley.

Art.4
El desarrollo económico y social del país se sujetará a los siguientes  principios 
rectores:

1)	 El ambiente es patrimonio común de la nación y constituye una base para el 
desarrollo sostenible del país.

2)	 Es deber del Estado y de todos los habitantes proteger los recursos naturales 
y el ambiente, mejorarlos, restaurarlos y procurar eliminar los patrones de 
producción y consumo no sostenibles.

3)	 El criterio de prevención prevalecerá sobre  cualquier otro en la gestión pú-
blica  y privada del ambiente. No podrá alegarse la falta de una certeza 
científica absoluta  como razón para no adoptar medidas  preventivas en 
todas las actividades que impacten el ambiente.

4)	 El Estado debe reconocer y prestar apoyo  a los pueblos y Comunidades Indí-
genas, sean éstas de las Regiones Autónomas o del Pacífico Centro del país, 
en sus actividades para la preservación con el  ambiente y uso sostenible de 
los recursos naturales.

5) 	 El derecho de propiedad tiene una función social ambiental que limita y 
condiciona su ejercicio absoluto, abusivo y arbitrario, de conformidad con 
las disposiciones de la presente ley y de las leyes ambientales especiales 
vigentes o que se sancionen en el futuro.

6)	 La libertad de los habitantes, en el ámbito de las actividades económicas y 
sociales, está limitada y condicionada por el interés social, de conformidad 
con las disposiciones de la Constitución Política, la presente Ley  y  las leyes 
ambientales especiales vigentes o que se dicten en el futuro.

7)	 Las condiciones y contratos de explotación racional de los recursos naturales 
que otorga el Estado en las regiones autónomas de la Costa Atlántica debe-
rán contar con la aprobación del Consejo Autónomo correspondiente.  En los 
contratos de explotación racional de los recursos naturales ubicados en los 
municipios respectivos, el Estado solicitará y tomará en cuenta la opinión de 
los gobiernos municipales, antes de autorizarlos.

8)	 El principio de Precaución prevalecerá sobre cualquier otro en la gestión 
pública y privada del ambiente. El Estado tomará medidas preventivas en 
caso de duda sobre el impacto o las consecuencias ambientales negativas de 
alguna acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño.

CAPITULO  II
DEFINICIONES

Art. 5
Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

ADAPTACIÓN AL CAMBIO CLIMÁTICO:  Ajustes a sistemas humanos o naturales 
como respuesta a estímulos climáticos proyectados o reales, o sus efectos, que pue-
den moderar el daño o aprovechar sus aspectos beneficiosos.

AREAS PROTEGIDAS: Las que tienen por objeto la conservación, el  manejo racio-
nal y la restauración de la flora, fauna silvestre y otras formas de vida, así como la 
biodiversidad y la biosfera. 
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Igualmente se incluirá en esta categoría, aquellos espacios del territorio nacional  
que al protegerlos, se pretende restaurar y conservar fenómenos geomorfológicos, 
sitios de importancia histórica, arqueológica, cultural, escénica o recreativa. 

AMBIENTE: El sistema de elementos bióticos, abióticos, socio económicos cultura-
les y estéticos que interactúan entre sí, con los individuos y con la comunidad en la 
que viven determinando su relación y sobrevivencia.

APROVECHAMIENTO: El uso o explotación racional sostenible de recursos natura-
les y ambientales.

AUDITOR AMBIENTAL: Profesional acreditado ante el Ministerio del Ambiente y 
los Recursos Naturales (MARENA) para realizar auditorías ambientales, determinar 
medidas preventivas y correctivas derivadas de la realización de una auditoría am-
biental y las demás actividades vinculadas con éstas.  

AUDITORÍA AMBIENTAL: Examen sistemático y exhaustivo de una empresa y/o 
actividad económica, de sus equipos y procesos, así como de la contaminación y 
riesgo que la misma genera, que tiene por objeto evaluar el cumplimiento de las 
políticas y normas ambientales, con el fin de determinar las medidas preventivas y 
correctivas necesarias para la protección del ambiente y ejecutar las acciones que 
permitan que dicha instalación opere en pleno cumplimiento de la legislación am-
biental vigente y conforme a las buenas prácticas de operación aplicables.

BIODIVERSIDAD: El conjunto de todas y cada una de las especies de seres vivos y 
sus variedades sean terrestres acuáticos, vivan en el aire o en el suelo, sean  plantas 
o animales o de cualquier índole incluye la diversidad de una misma especie, entre 
especies y entre ecosistemas, así como la diversidad genética.

CAMBIO CLIMATICO: Importante variación estadística en el estado medio del cli-
ma o en su variabilidad, que persiste durante un período prolongado (normalmente 
decenios o incluso más), que puede deberse a procesos naturales internos, a cam-
bios del forzamiento externo, o bien a cambios persistentes de origen antropogénico 
en la composición de la atmósfera o en el uso de las tierras.

CONSERVACION: La aplicación de las medidas necesarias para preservar, mejorar, 
mantener, rehabilitar y restaurar las poblaciones y los ecosistemas, sin afectar su 
aprovechamiento.

CONTAMINACION: La presencia y/o introducción al ambiente de elementos noci-
vos a la vida, la flora o la fauna, o que degrade la calidad de la atmósfera, del agua, 
del suelo o de los bienes y recursos naturales en general.

CONTAMINANTE: Toda materia, elemento, compuesto, sustancias, derivados quí-
micos o biológicos, energía, radiación, vibración, ruido o una combinación de ellos 
en cualquiera  de sus estados físicos que al incorporarse o actuar en la atmósfera, 
agua, suelo, flora, fauna o cualquier otro  elemento del ambiente, altere o modifique 

su composición natural y degrade su calidad, poniendo en riesgo la salud de las 
personas y la preservación  y conservación del ambiente.

CONTROL AMBIENTAL: La vigilancia, inspección, monitoreo y aplicación de medi-
das para la conservación del ambiente.

CONSUMO SOSTENIBLE:  Es el uso de bienes y servicios que responden a las ne-
cesidades básicas y contribuye a la mejora en la calidad de vida, mientras reduce el 
uso de recursos naturales,  materiales tóxicos y contaminantes a lo largo del ciclo de 
vida, sin comprometer la satisfacción de las necesidades de las futuras generaciones.

DAÑO AMBIENTAL: Toda pérdida, disminución, deterioro o perjuicio que se oca-
sione al ambiente o a uno o más de sus  componentes.

DOCUMENTO DE IMPACTO AMBIENTAL: Documento preparado por el equipo 
multidisciplinario, bajo la responsabilidad del proponente, mediante el cual se da a 
conocer a la autoridad competente y otros interesados los resultados y conclusiones 
del Estudio de  Impacto Ambiental, traduciendo las informaciones y datos técnicos 
en un lenguaje claro y de fácil comprensión.

DESARROLLO SOSTENIBLE: Mejorar la calidad de la vida humana sin rebasar la 
capacidad de carga de los ecosistemas que la sustentan.

CAPACIDAD DE CARGA: Son los límites que los ecosistemas y la biosfera pueden 
soportar sin sufrir un grave deterioro.

EDUCACION AMBIENTAL: Proceso permanente de formación ciudadana, formal 
e informal, para la toma de conciencia y el desarrollo de valores, concepto y acti-
tudes frente a la protección y el uso sostenible de los recursos naturales y el medio 
ambiente.

ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL: Conjunto de actividades técnicas y científi-
cas destinadas a la identificación, predicción y control de los impactos ambientales 
de un proyecto y sus alternativas presentado en forma de informe técnico y realizado 
según los criterios establecidos por las normas vigentes.

ECOSISTEMAS: La unidad básica de interacción de los organismos vivos entre sí y 
su relación con el ambiente.

ESTUDIO DE IMPACTO AL CAMBIO CLIMÁTICO: Consecuencias del cambio cli-
mático en sistemas humanos y naturales. 

EVALUACIÓN AMBIENTAL ESTRATEGICA (EAE): Instrumento de gestión am-
biental que incorpora procedimientos para considerar los impactos ambientales de 
planes y programas en los niveles más altos del proceso de decisión, con el objeto 
de alcanzar un desarrollo sostenible. 

EVALUACION DE IMPACTO AMBIENTAL: Se entiende por Evaluación de Impac-
to Ambiental (EIA) el instrumento de política y gestión ambiental formado por el 
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conjunto de procedimientos estudios y sistemas técnicos que permiten estimar los 
efectos que la ejecución de una determinada obra, actividad o proyecto puedan 
causar sobre el ambiente.

GASES DE EFECTO INVERNADERO: Gases integrantes de la atmósfera, de origen 
natural y antropogénico, que absorben y emiten radiaciones en determinadas lon-
gitudes de ondas del espectro de radiación infrarroja emitido por la superficie de la 
tierra, la atmósfera, y las nubes, lo que causa el efecto invernadero.

IMPACTO AMBIENTAL: Cualquier alteración significativa positiva o negativa de 
uno o más de los componentes del ambiente provocadas por acción humana y/o 
acontecimientos  de la naturaleza en un área de influencia definida.

MITIGACIÓN DEL CAMBIO CLIMÁTICO: Intervención antropogénica para reducir 
las fuentes o mejorar los sumideros de gases de efecto invernadero.

NIVELES DE EMISION: Liberación de gases de efecto invernadero o sus precurso-
res en la atmósfera en un área y un período de tiempo especificado.

ORDENAMIENTO: Proceso de Planificación dirigido a evaluar y programar el uso 
del suelo en el territorio Nacional, de acuerdo con sus características potenciales y 
de aptitud tomando en cuenta los recursos naturales y ambientales, las actividades 
económicas y sociales y la distribución de la población, en el marco de una política 
de conservación y uso sostenible de los sistemas ecológicos.

PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES: Es un instrumento de gestión ambiental, 
de naturaleza económica que permite valorar y establecer un pago por los servicios 
que brindan los ecosistemas, logrando con ello introducir los costos ambientales en 
los flujos de caja de las actividades productivas de diferentes niveles, en los ámbitos 
público y privado. 

PERMISO AMBIENTAL: Documento otorgado por la autoridad competente a so-
licitud del proponente de un Proyecto el que certifica que desde el punto de vista 
de protección ambiental la actividad se puede ejecutar bajo el condicionamiento de 
cumplir las medidas establecidas. 

PREVENCIÓN DE DESASTRES: Conjunto de actividades y medidas de carácter téc-
nico y legal que deben de realizarse durante el proceso de planificación del desarro-
llo socio-económico, con la finalidad de evitar pérdidas de vidas humanas y daños a 
la economía como consecuencias de las emergencias y/o desastres.

PRODUCCIÓN MÁS LIMPIA: Aplicación continúa de una estrategia ambiental pre-
ventiva integrada y aplicada a los procesos, productos y servicios para mejorar la 
eco eficiencia y reducir los riesgos para los humanos y el medio ambiente.

PROYECTOS ESPECIALES: Tipología de proyectos que tienen alta significación 
económica y ambiental para el país y pueden incidir significativamente en una o más 
regiones ecológicas de Nicaragua, según el mapa de Ecosistemas oficial del país, o 

bien trasciende a la escala nacional, internacional, transfronteriza, considerándose 
además como proyectos de interés nacional por su connotación económica, social 
y ambiental

RECURSOS NATURALES: Elementos naturales de que dispone el hombre para 
satisfacer sus necesidades económicas, sociales y culturales. (Elementos naturales 
susceptibles de ser aprovechados por el hombre).

RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES: Aquellos que no son susceptibles de 
renovación, regeneración o recuperación, en lapsos menores a varios miles o millo-
nes de años, puesto que se han formado en la tierra en largos períodos geológicos. 
En este grupo se encuentran los minerales, los combustibles nucleares y los llamados 
combustibles fósiles (hidrocarburos como el petróleo, gas natural y carbón mineral).

RECURSOS NATURALES RENOVABLES: Aquellos que tienen la capacidad de re-
generarse por procesos naturales y que pueden, también ser mantenidos o incre-
mentados por el manejo que el ser humano haga de ellos. A este tipo de recursos 
pertenece el agua, el suelo, el aire, la energía en todas sus formas, la biomasa 
constituida por la flora y la fauna, tanto silvestre como doméstica.

RESIDUOS PELIGROSOS: Se entiende por residuos peligrosos aquellos que, en 
cualquier estado físico, contengan cantidades significativas de sustancias que pue-
den presentar peligro para la vida o salud de los organismos vivos cuando se liberan 
al ambiente o si se manipulan incorrectamente debido a su magnitud o modalidad 
de sus características corrosivas, tóxicas, venenosas, reactivas, explosivas, inflama-
bles, biológicamente perniciosas, infecciosas, irritantes o de cualquier otra caracte-
rística que representen un peligro para la salud humana, la calidad de la vida, los 
recursos ambientales o el equilibrio ecológico.

SERVICIOS AMBIENTALES: Son aquellas funciones de los ecosistemas que gene-
ran beneficios económicos y ambientales para la sociedad  y los ecosistemas. 

TECNOLOGÍA LIMPIA: tecnologías que aumentan la productividad de las empre-
sas de una manera sostenible; es decir, conservan la materia prima y la energía, 
reducen la toxicidad de los materiales usados en el proceso y la cantidad de los 
residuos y emisiones en la fuente.

VULNERABILIDAD AL CAMBIO CLIMÁTICO: Susceptibilidad de un sistema hu-
mano a recibir daños debido a los efectos adversos del cambio climático, incluyendo 
la variabilidad climática y los fenómenos extremos. La vulnerabilidad está en función 
del carácter, magnitud y velocidad de la variación climática al que se encuentra ex-
puesto un sistema, su sensibilidad, y su capacidad de adaptación.

ZONA DE AMORTIGUAMIENTO: Áreas colindante o  circundante  de incidencia 
directa y/o indirecta a las áreas protegidas, sujetas a promoción de actividades de 
desarrollo sostenible como agro turísticas, agropecuarias y forestales, entre otras, 
que apoyan los objetivos de manejo y minimizan los impactos negativos hacia las 
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áreas protegidas. 

ZONA DE RECARGA HÍDRICA: Parte alta de la cuenca donde se origina el ciclo 
hidrológico fundamental, mediante los mayores aportes de infiltramiento de agua 
pluvial en el subsuelo.

TITULO II
DE LA GESTION DEL AMBIENTE

CAPITULO  I
DE LA COMISION DEL AMBIENTE

Art.6
Se crea la Comisión Nacional del Ambiente, como foro de análisis, discusión y con-
certación de las políticas ambientales.  Esta funcionará como instancia de coordina-
ción entre el Estado y la Sociedad Civil para procurar la acción armónica de todos los 
sectores, así como órgano consultivo y asesor del Poder Ejecutivo en relación a la 
formulación de políticas, estrategias, diseño y ejecución de programas ambientales.

Art.7
La Comisión estará integrada en forma permanente por los representantes de las 
siguientes Instituciones y organismos:

1)	 Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales, quien lo presidirá.

2)	 Ministerio de Economía y Desarrollo

3)	 Ministerio de Finanzas.

4)	 Ministerio de Construcción y Transporte.

5)	 Ministerio de Salud.

6)	 Ministerio de Relaciones Exteriores.

7)	 Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales.

8)	 Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados.

9)	 Un Delegado de cada uno de los Consejos Regionales Autónomos del  Atlán-
tico Sur y Norte.

10)	 Un delegado de la Asociación de Municipios de  Nicaragua.

11)	 Dos delegados de los organismos no gubernamentales ambientalistas.     

12)	 Dos delegados de la Empresa Privada: uno del sector industrial y otro del 
sector agropecuario.

13)	 Un delegado del sector sindical.

14)	 Un delegado del Consejo Nacional de Universidades.

15)	 Un delegado de la Comisión del Medio Ambiente y Recursos Naturales de la 
Asamblea Nacional.

16)	 Un delegado del Ministerio Agropecuario y Forestal

Cuando la temática lo amerite se invitará a participar al Representante de otras 
Instituciones y Organismos del Estado o la Sociedad Civil.

La Comisión funcionará de acuerdo al Reglamento Interno que ella misma emitirá.

La Comisión Nacional del Ambiente nombrará de entre sus miembros un Comité 
Interinstitucional como instancia especializada de consulta, asesoría técnica y re-
comendaciones entre Instituciones del Estado, Gobiernos Regionales  y Gobiernos 
Locales, para el conocimiento y toma de decisiones sobre problemáticas eventuales 
resultantes de un daño al medio ambiente. Este Comité será coordinado por el Mi-
nisterio del Ambiente y los Recursos Naturales, y entre sus miembros estará el Dele-
gado del Consejo Regional Autónomo del Atlántico de la región donde se identifica 
el daño ambiental.

El Comité podrá invitar a otras instituciones cuando el caso lo amerite.

Art.8
El Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales como ente regulador y normador de 
la política ambiental del país, será el responsable del cumplimiento de la presente 
Ley y dará seguimiento a la ejecución de las disposiciones establecidas en la misma.

Art.9
Se crea la Procuraduría para la Defensa del Ambiente y de  los Recursos Naturales, 
como rama especializada de la Procuraduría General de la República. Esta ejercerá la 
representación  y defensa de los intereses del estado y la sociedad en los juicios que 
se promuevan en materia ambiental, sean de índole administrativa, civil o penal, 
además, se le deberá reconocer la condición de víctima en lo referido a los delitos 
contra el medio ambiente y los recursos naturales.

Art.10
La Procuraduría del Ambiente tendrá las siguientes atribuciones:

1)	 Ejercer las acciones y representación del interés público, con carácter de par-
te procesal, en todos aquellos juicios por infracción a las leyes ambientales;

2)	 Ejercer las demás acciones previstas en esta Ley, en la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de Justicia y en las demás leyes pertinentes.



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|24| |25|

CAPITULO  II
DE LOS INSTRUMENTOS PARA LA GESTION AMBIENTAL

Art.11
Son Instrumentos para la Gestión Ambiental el conjunto de políticas, directrices, 
normas técnicas y legales, actividades, programas, proyectos e instituciones que 
permiten la aplicación de los Principios Generales Ambientales y la consecución de 
los objetivos ambientales del país, entre estos, los siguientes:

1)	 De la Planificación y Legislación.

2)	 Del Ordenamiento Ambiental del Territorio.

3)	 De las Áreas Protegidas.

4)	 De Permisos y Evaluaciones del Impacto Ambiental.

5)	 Del Sistema Nacional de Información Ambiental.

6)	 De la Educación, Divulgación y Desarrollo Científico Tecnológico

7)	 De los Incentivos.

8)	 De las Inversiones Públicas.

9)	 Del Fondo Nacional del Ambiente

10)	 De  la Declaración de Áreas contaminadas y de las Emergencias Ambientales.

11)	 Del sistema de pago por Servicios Ambientales

12)	 De la Auditoría Ambiental

13)	 Del Cambio Climático y su gestión

14)	 De la Seguridad por efectos de sustancias químicas, tóxicas y contaminan-
tes.	

SECCION   I
DE LA PLANIFICACION Y LEGISLACION

Art.12
La planificación del desarrollo nacional, regional y municipal del país deberá integrar 
elementos ambientales en sus planes, programas y proyectos económicos y socia-
les, respetando los principios de publicidad y participación ciudadana. Dentro del 
ámbito de su competencia, todos los organismos de la administración pública entes 
descentralizados y autoridades municipales deben prever y planificar la no afecta-
ción irreversible y la protección y recuperación del ambiente y los recursos naturales 
para evitar su deterioro y extinción.

Art.13
Las instancias responsables de la formulación y aplicación de la Política Ambiental, 
de las normas técnicas y demás instrumentos previstos en la legislación, observarán 
los siguientes principios:

1)	 Del equilibrio de los ecosistemas dependen la vida y las posibilidades pro-
ductivas del país.

2)	 Los ecosistemas y sus elementos deben ser aprovechados de manera  que se 
asegure una productividad óptima y sostenida, compatible con su equilibrio 
e integridad.

3)	 La protección del equilibrio ecológico es una responsabilidad compartida del 
Estado y los ciudadanos.

4) 	 La responsabilidad de velar por el equilibrio ecológico, comprende tanto las 
condiciones presentes como las que determinarán la calidad de la vida de las 
futuras generaciones.

5)	 La eficiencia de las acciones ambientales requieren de la coordinación inte-
rinstitucional y la concertación con la sociedad civil.

6)	 La prevención es el medio más eficaz para evitar los desequilibrios ecológicos.

7)	 El aprovechamiento de los recursos naturales renovables debe realizarse de 
manera que asegure el mantenimiento de su biodiversidad y renovabilidad     

8) 	 La explotación óptima de los recursos naturales no renovables evita la gene-
ración de efectos ecológicos adversos.

9)	 La calidad de vida de la población depende del control y de la prevención de 
la contaminación ambiental, del adecuado aprovechamiento de los elemen-
tos naturales y del mejoramiento del entorno natural en los asentamientos 
humanos

10)	 Las actividades que se lleven a cabo dentro del territorio nacional, deberán 
respetar el equilibrio ecológico de otros países o de zonas de jurisdicción  
internacional.

SECCION II
DEL ORDENAMIENTO AMBIENTAL DEL TERRITORIO

Art.14
El ordenamiento ambiental del territorio tendrá como objetivo principal alcanzar la  
máxima armonía posible en las interrelaciones de la sociedad con su medio ambien-
te, tomando en cuenta:
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1) 	 Las características topográficas, geomorfológicas y meteorológicas de las 
diferentes regiones ambientales del país.

2)	 Las vocaciones de cada región en función de sus recursos naturales, la con-
servación, recuperación y mejoramiento de la calidad de las fuentes de agua.

3)	 La distribución y pautas culturales de la población.

4)	 Los desequilibrios ecológicos existentes por causas humanas o naturales.

Art.15
El Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales y el Ministerio del Ambiente y los 
Recursos Naturales dictarán y pondrán en vigencia las normas, pautas y criterios, 
para el ordenamiento del territorio tomando en cuenta:

1)	 Los usos prioritarios a que estarán destinadas las áreas del Territorio Nacio-
nal de acuerdo a sus potencialidades económicas, condiciones específicas y 
capacidades ecológicas;

2)	 La localización de las principales zonas industriales, agroindustriales, agro-
pecuarias, forestales, mineras y de servicios;

3)	 Los lineamientos generales del proceso de urbanización y del sistema de 
ciudades;

4)	 La delimitación de las áreas naturales protegidas y de otros espacios sujetos 
a un régimen especial de conservación y mejoramiento del ambiente; de 
protección absoluta y de manejo restringido;

5)	 La ubicación de las grandes obras de infraestructura relativas a energía, 
comunicaciones, transporte, aprovechamiento de recursos hídricos, sanea-
miento de áreas extensas y otras análogas;

6)	 Los lineamientos generales de los corredores viales y de transporte;

Art.16
La elaboración y ejecución de los planes de ordenamiento del territorio será respon-
sabilidad de las autoridades municipales quienes lo harán en base a las pautas y  
directrices establecidas. En el caso de las regiones Autónomas de la Costa Atlántica 
será competencia de los Consejos Regionales Autónomos con la Asistencia Técnica 
de las Instituciones especializadas.

SECCION  III
DE LAS AREAS PROTEGIDAS

Art.17
Crease el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, que comprende todas las áreas 
protegidas declaradas  a la fecha y las que se declaren en el futuro. A este sistema 

se integran con sus regulaciones particulares las Reservas Silvestres Privadas, así 
como los instrumentos legales, de gestión ambiental y administrativos requeridos 
para su desarrollo.

La protección de los recursos naturales del país son objeto de seguridad nacional, 
así como, de la más elevada responsabilidad y prioridad del Estado, dentro de ese 
espíritu en las áreas protegidas se establece veda para el recurso forestal total y 
permanente. 

Art.18
El establecimiento y declaración legal de áreas naturales protegidas, tiene como 
objetivo fundamental:

1)	 Preservar los ecosistemas naturales representativos de las diversas regiones  
biogeográficas y ecológicas del país. 

2)	 Proteger cuencas hidrográficas, ciclos hidrológicos, mantos acuíferos, mues-
tras de comunidades bióticas, recursos genéticos y la diversidad genética 
silvestre de flora y fauna.		

3)	 Favorecer el desarrollo de tecnologías apropiadas para el mejoramiento y el 
aprovechamiento racional y sostenible de los ecosistemas naturales. 

4)	 Proteger paisajes naturales y los entornos de los monumentos históricos, 
arqueológicos y artísticos.

5)	 Promover las actividades recreativas y de turismo en convivencia con la na-
turaleza.

6)	 Favorecer la educación ambiental, la investigación científica y el estudio de 
los ecosistemas.

7)	 Promover el desarrollo local sostenible fomentando la implementación de 
procesos y tecnologías limpias  para el mejoramiento y el aprovechamiento 
racional y sostenible de los ecosistemas naturales. 

8)	 Potenciar de forma sistémica los servicios ambientales que proveen las áreas 
protegidas para el beneficio de los habitantes de la zona, la economía nacio-
nal y el desarrollo sostenible.

Art.19
Se incorporará y transformará a los habitantes de áreas protegidas en los verdaderos 
vigilantes de esos sitios, garantizándoles de parte del Estado todos los derechos y 
garantías a que tienen derecho los nicaragüenses.
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Art.20
La declaración de áreas protegidas se establecerá por ley, y su iniciativa se normará 
de acuerdo a lo establecido en el Arto.140 Cn.  Previo a la declaratoria se deberá 
tomar en cuenta:

1)	 La identificación y delimitación del área.

2)	 El Estudio técnico, que contenga las características y condiciones biofísicas, 
sociales, culturales y ambientales.

3)	 Las condiciones socio económicas de la población y  áreas circundantes.

4)	 Las categorías de manejo reconocidas internacionalmente y las que se formu-
len a nivel nacional.

5)	 La partida presupuestaria para pagar en efectivo y de previo a los propietarios 
que fueren afectados.

6)	 Las  comunidades indígenas cuando el área protegida se establezca en tierras 
de dichas comunidades.

7)	 Para efectos de esta ley las categorías de áreas protegidas reconocidas serán 
las siguientes:

7.1.   Reserva Natural.

7.2.   Parque Nacional.

7.3.   Reserva Biológica

7.4.   Monumento Nacional

7.5.   Monumento Histórico.

7.6.   Refugio de vida silvestre.

7.7.   Reserva de Biosfera.

7.8.   Reserva de Recursos genéticos.

7.9.   Paisaje terrestre y marino protegidos

Art.21
Todas las actividades que se desarrollen en áreas protegidas deben realizarse con-
forme a lo establecido en el respectivo Plan de Manejo aprobado por el MARENA, 
los que se adecuarán a las categorías que para cada área se establezca.

En el caso de las áreas protegidas que no cuentan con el plan de manejo las activi-
dades se desarrollarán de conformidad a lo establecido en un Plan Operativo Anual 
aprobado por el MARENA, el cual deberá ser consultado con las instituciones que 
tengan incidencia en el área, incluyendo las Alcaldías respectivas, y orientado a crear 
las condiciones para la elaboración del plan de manejo respectivo en un plazo no 

mayor de dos años. Tanto en la consecución de los objetivos de protección como en 
la gestión y vigilancia se garantizará la participación de la comunidad.

Art.22
El Ministerio del Ambiente y  los Recursos Naturales, será la institución competente 
para la administración, normación, autorización de actividades, supervisión, moni-
toreo y regulación en las áreas protegidas que integran el SINAP.  Podrá así mismo 
dar en administración las Áreas Protegidas  bajo  la figura de comanejo, conforme a 
los criterios, requisitos y procedimiento administrativo establecidos para tal efecto.

Art.23
Todas las tierras de propiedad privada situadas en áreas protegidas están sujetas 
a las  condiciones de Manejo establecidas en las leyes que regulen la materia. Los 
derechos adquiridos de los propietarios que no acepten las nuevas condiciones que 
se establezcan estarán sujetos a declaración de utilidad pública, previo pago en  
efectivo de justa indemnización.

Art.24
Se establecerá una Zona de Amortiguamiento colindante o circundante a cada Área 
Protegida, para lo cual  se deberá proceder de la siguiente forma:

1)	 En el caso de declaración de nuevas Áreas Protegidas, la zona de amortigua-
miento se establecerá en su Ley creadora.

2)	 Cuando existan Áreas Protegidas ya declaradas, que no cuenten con zonas 
de amortiguamiento se estará a lo dispuesto en el Plan de Manejo aprobado 
o que se le apruebe de conformidad a lo establecido en el arto. 8 de esta Ley.

Para un efectivo control, monitoreo y seguimiento que garantice el desarrollo soste-
nible en las Zonas de Amortiguamiento, se deberán crear los instrumentos que sean 
necesarios con la participación y en coordinación con las instituciones y/o actores 
que tienen incidencia en la zona.

En las zonas de amortiguamiento de las Reservas de Biosfera Bosawas y la del Su-
reste y la Reserva Natural Cerro Wawashang y en las futuras que se acuerden, se es-
tablece un área perimetral externa de diez kilómetros medidos a partir del límite del 
área protegida que la constituye, en el que únicamente se permitirá el aprovecha-
miento forestal con fines domésticos no comerciales y para uso exclusivo en el área.
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SECCION IV
DEL SISTEMA DE EVALUACIÓN AMBIENTAL

Art.25
El Sistema de Evaluación Ambiental será administrado por el Ministerio del Ambien-
te y los Recursos Naturales en coordinación con las instituciones que corresponda. 
En el caso de las Regiones Autónomas el Sistema de Evaluación Ambiental será 
administrado por el Consejo Regional respectivo en coordinación con el MARENA, 
para efectos de involucrarse en el proceso de toma de decisiones, en el control y 
seguimiento a lo establecido en los Permisos Ambientales otorgados por el Consejo 
Regional respectivo.

Art.26 
Los Planes y Programas de Inversión y de Desarrollo Municipal y Sectorial estarán 
obligados a realizar una Evaluación Ambiental Estratégica (EAE), para lo cual el MA-
RENA establecerá los criterios, metodologías, requisitos y procedimiento adminis-
trativo a seguir.

Art.27 
Los proyectos, obras, industrias o cualquier otra actividad, públicos o privados, de 
inversión nacional o extranjera, durante su fase de pre inversión, ejecución, am-
pliación, rehabilitación o reconversión que por sus  características pueden producir 
deterioro al medio ambiente o a los recursos naturales, conforme a la lista especifica 
de las categorías de obras o proyectos que se establezcan en el Reglamento respec-
tivo, deberán obtener previo a su ejecución, el Permiso Ambiental o Autorización 
Ambiental. Todo proyecto de desarrollo turístico o de uso urbanístico en zonas cos-
teras deberá contar con el Estudio de Impacto Ambiental para obtener el permiso 
correspondiente.

Las obras o proyectos que requieran de Permiso Ambiental en base a lista específi-
ca, deberán de previo realizar un Estudio  de Impacto Ambiental. El MARENA y los 
Consejos Regionales están obligados a consultar el estudio con los organismos sec-
toriales competentes así como con los gobiernos Municipales respectivos. En caso 
de requerir una Autorización Ambiental, la obra, industria o proyecto será sometido 
a una Valoración Ambiental, so pena de Ley. 

Se prohíbe la fragmentación de las obras o proyectos para evadir la responsabilidad 
del Estudio en toda su dimensión. El proponente deberá presentar al MARENA el 
Plan Maestro de la Inversión Total del Proyecto. 

La obtención de los permisos de uso de suelos y de construcción para cualquier tipo 
de obras e infraestructuras horizontales y/o verticales, requieren obligatoriamente el 

contar de previo con el Permiso Ambiental correspondiente, emitido por el MARENA 
de conformidad a lo establecido en el Sistema de Evaluación Estratégica. 

Art.28 
En los Permisos Ambientales se incluirán todas las obligaciones del propietario del 
proyecto o institución responsable del mismo estableciendo la forma de seguimiento 
y cumplimiento del Permiso obtenido.

Art.29	
El permiso obliga a quien se le otorga:

1)	 Mantener los controles y recomendaciones establecidas para la ejecución o 
realización de la actividad.

2)		 Asumir las responsabilidades administrativas, civiles y penales de los daños 
que se causaren al ambiente.

3)	 Observar las disposiciones establecidas en las normas y reglamentos espe-
ciales vigentes.                    

Art.30
El Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales en base a la clasificación de las 
obras de inversión y el dimensionamiento de las mismas, emitirá las normas téc-
nicas, disposiciones y guías metodológicas necesarias para la elaboración de los 
Estudios de Impacto Ambiental.

Art.31
Las actividades que no estuviesen contempladas en  la lista de tipo de obras o 
proyectos  a que hace referencia el artículo anterior, estarán obligados antes de 
su ejecución, a solicitar a la Municipalidad el correspondiente Permiso Ambiental, 
previo llenado del formulario establecido por el MARENA. Los Consejos Regionales 
Autónomos  y los Gobiernos Municipales evaluarán la solicitud para aprobar o de-
negar dicho permiso.

Art.32
Todas aquellas personas naturales o jurídicas que no cumplan con las exigencias, 
disposiciones o controles que se fijen, serán sancionadas por MARENA, sin perjuicio 
de las acciones de orden civil o penal que se ejerzan en su contra de conformidad a 
la Legislación vigente.

Art.33
Se establece la Fianza Ambiental como garantía financiera, a favor del Estado   de 
Nicaragua, efectuada por toda persona natural o jurídica que en virtud de ejecutar  
una actividad, obra o proyecto está obligada a obtener un Permiso Ambiental. Esta 
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tiene como finalidad garantizar el cumplimiento de las condiciones establecidas en 
el Permiso Ambiental y el resarcimiento de los costos por los daños ambientales 
causados. 

SECCION  V
DEL SISTEMA NACIONAL DE INFORMACION AMBIENTAL

Art.34
Se establece el Sistema Nacional de Información Ambiental bajo la responsabilidad 
del Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales.  Dicho sistema estará integra-
do por los organismos e instituciones públicas y privadas dedicadas a generar infor-
mación técnica y científica sobre el estado del Ambiente y los Recursos Naturales.

Art.35
Los datos del Sistema Nacional de Información Ambiental  serán de libre consulta y 
se  procurará su periódica difusión, salvo los restringidos por las Leyes específicas.

Art.36
Sin perjuicio de los derechos de propiedad intelectual, todo aquel que realice una 
investigación o trabajo sobre el ambiente y los Recursos Naturales entregará un 
ejemplar o copia de la investigación o estudio al Ministerio del Ambiente y los Re-
cursos Naturales.  En el caso de estudios realizados en las Regiones Autónomas se 
remitirá copia del mismo al Consejo Regional Autónomo respectivo. 

SECCION  VI
DE LA EDUCACION, DIVULGACION Y DESARROLLO

CIENTIFICO Y TECNOLOGICO

Art.37
El Sistema Educativo Nacional y los medios de comunicación social, promoverán la 
Educación Ambiental, que permita el conocimiento del equilibrio ecológico y su im-
portancia para el ambiente y la salud y que dé pautas para el comportamiento social 
e individual con el fin de mejorar la calidad ambiental.

Art.38
Las autoridades  educativas deben  incluir en los programas de educación formal y 
no formal, contenidos y metodologías, conocimientos y hábitos de conducta para la 
preservación y protección del ambiente.

Art.39
Para la obtención del grado académico de bachillerato se exigirá un número mínimo 
de horas de práctica o servicio ecológico de acuerdo al reglamento que el Ministerio 
de Educación al efecto emita.

Art.40
Las autoridades encargadas de promover el desarrollo científico y tecnológico del 
país, con la colaboración del Ministro del Ambiente y los Recursos Naturales, en 
consulta con sectores de la comunidad científica y la sociedad civil, elaborarán, ac-
tualizarán y pondrán en ejecución un Programa Nacional de Ciencia y Tecnología 
Ambientales para el Desarrollo Sostenible en la forma y plazos que se establezcan 
en el reglamento.

SECCION  VII
DE LOS INCENTIVOS

Art.41
El Estado hará reconocimiento moral a las personas naturales o jurídicas y a institu-
ciones que se destaquen en la protección de los Recursos Naturales y del Ambiente.

Art.42
El Estado establecerá y ejecutará una política de incentivos y  beneficios económicos  
dirigidos a quienes contribuyan a través de sus inversiones a la protección, mejora-
miento y restauración del ambiente.

Art.43
El Estado garantizará facilidades a aquellas Empresas que una vez agotadas las 
opciones y alternativas tecnológicas factibles para resolver la contaminación y la 
afectación a la salud y seguridad pública que provocan, deban ser reubicadas en 
otro sitio menos riesgoso.  Las condiciones para el otorgamiento de las facilidades 
se definirán vía reglamento.

Art.44
A las personas naturales o jurídicas que se dediquen a actividades de investigación, 
fomento y conservación del ambiente, podrá  deducírseles como  gasto  en los im-
puestos  sobre la Renta, los montos invertidos para tal fin, previa certificación del 
Ministerio del  Ambiente y los Recursos Naturales en consulta con el Ministerio de 
Finanzas. 

Art.45
Se exonera del pago de Impuesto a los Bienes Inmuebles, a aquellas propiedades 
destinadas a Programas de Reforestación, Conservación de Suelos y de Biodiversidad. 
El Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales reglamentará y dará certificación 
a los beneficiarios correspondientes.

Art.46
Los medios de comunicación social que concedan gratuitamente tiempo o espacios 
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a la divulgación de campañas de Educación Ambiental debidamente autorizadas, 
podrán gozar de incentivos fiscales en proporción al valor de los mismos.

Art.47 
El Estado fomentará mediante incentivos fiscales las inversiones para  el reciclaje de 
desechos domésticos y comerciales para su industrialización y reutilización, acorde a 
los procedimientos técnicos y sanitarios que aprueben las autoridades competentes. 

Art.48
Se exonerará de Impuestos de importación a los equipos y maquinarias concep-
tualizados como tecnología limpia en su uso, previa certificación del Ministerio del 
Ambiente y Recursos Naturales.

SECCION  VIII
DE LAS INVERSIONES PÚBLICAS

Art.49 
En los planes de obras públicas las Instituciones incluirán entre las prioridades las 
inversiones que estén destinadas a la protección y el mejoramiento de la calidad de 
vida.

Art.50  
Las partidas presupuestarias destinadas a las obras o proyectos de inversión, de-
berán incluir los fondos necesarios para asegurar la incorporación del Estudio del  
Impacto Ambiental y medidas o acciones que se deriven de los mismos en el caso de 
las inversiones públicas corresponderá a la Contraloría General de la República velar 
porque dichas partidas estén incorporadas en los presupuestos respectivos.

SECCION  IX
DEL FONDO NACIONAL DEL AMBIENTE

Art.51
Se crea el Fondo Nacional del Ambiente para desarrollar y financiar programas y 
proyectos de protección, conservación, restauración del ambiente y desarrollo sos-
tenible.  Dicho Fondo se regirá por un reglamento especial que emitirá el Poder 
Ejecutivo respetando las disposiciones señaladas en las leyes específicas en relación 
con las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica.  Su uso será definido en consulta 
con la Comisión Nacional del Ambiente.

Art.52 
El Fondo Nacional del Ambiente se integrará con los fondos provenientes del otor-
gamiento de licencias ambientales, multas y decomisos por infracciones a ésta Ley 

y por las donaciones nacionales e internacionales otorgadas para tal fin; y, otros 
recursos que para tal efecto se le asignen.

Art.53
Las actividades, proyectos y programas a ser financiados total o parcialmente por 
el Fondo Nacional del Ambiente, podrán ser ejecutados por instituciones estatales 
regionales autónomas, municipales o por organizaciones no gubernamentales y de 
la Empresa Privada; éstos deberán estar enmarcados en las políticas nacionales, 
regionales y municipales para el ambiente y desarrollo sostenible y ser sometidos al 
proceso de selección y aprobación según Reglamento. 

SECCION  X
DE LA DECLARATORIA DE AREAS CONTAMINADAS

Y DE LAS EMERGENCIAS AMBIENTALES

Art.54
La Presidencia de la República a propuesta del Ministerio del Ambiente y los Re-
cursos Naturales de los Consejos Regionales Autónomos de la Costa Atlántica y 
los Consejos Municipales respectivos podrá declarar zona de emergencia ambiental 
ante la ocurrencia de un desastre, por el tiempo que subsista la situación y sus 
consecuencias.

Art.55 
Todas las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, están obligadas a par-
ticipar en la prevención y solución de los problemas originados por los desastres 
ambientales.

Art.56
La Presidencia de la República a propuesta del Ministerio del Ambiente y los Recur-
sos Naturales, los Consejos Regionales Autónomos de la Costa Atlántica y los Con-
sejos Municipales respectivos podrá declarar como áreas contaminadas las zonas 
cuyos índices de contaminación sobrepasen los límites permisibles y en las mismas 
se aplicarán las medidas de control que correspondan.

SECCIÓN XI
DEL PAGO POR SERVICIOS AMBIENTALES

Art.57
Crease el Sistema de Valoración y Pagos por Servicios Ambientales, como instrumen-
to de gestión ambiental, con el fin de valorar y establecer un pago por los servicios, 
así como, generar financiamiento e incentivos para la promoción de la conservación, 
preservación y uso sostenible del ambiente y los recursos naturales. 
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El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones relativas al Sistema de Valoración y 
Pago por Servicios Ambientales creado en la presente Ley, el que debe contener al 
menos lo siguiente:

1)	 Marco institucional ejecutivo y participativo del Sistema de Valoración y Pago 
por Servicios Ambientales, creando su respectiva estructura y organización 
administrativa.

2)	 Objetivos del Sistema dirigidos a facilitar el proceso de pago por servicios 
ambientales.

3)	 Mecanismos e instrumentos de participación pública, para garantizar la de-
mocracia representativa y participativa del Sistema.

4)	 Esferas de acción institucional para promover el pago por servicios ambien-
tales en el país.

5)	 Otras funciones y atribuciones de carácter ejecutivas y operativas.

SECCIÓN XII
DE LA AUDITORÍA AMBIENTAL

Art.58
Se establece la Auditoría Ambiental como un proceso sistemático, independiente y 
documentado de un examen de una empresa o actividad económica para obtener 
evidencias y evaluarlas de manera objetiva, para verificar el grado de cumplimiento,  
de las políticas y normas ambientales, así como de las medidas, condicionantes y 
obligaciones impuestas en el Permiso Ambiental otorgado por el MARENA , Munici-
palidades o los Consejos Regionales Autónomos del Atlántico Norte y Sur, por parte 
del Proponente de un proyecto, obra o actividad.  

Las auditorías ambientales serán asumidas por los respectivos proponentes o due-
ños de un proyecto, obra o actividad.

Art.59
El reglamento de la presente ley, regulará el procedimiento administrativo para 
realizar las auditorías ambientales, las cuales serán programadas directamente por 
las autoridades competentes, las que a su vez serán responsables del monitoreo y 
seguimiento de los resultados de las mismas. También establecerá los requisitos de 
competencia que deberá cumplir el auditor ambiental durante su proceso de certi-
ficación e inscripción en el registro correspondiente, que formará parte del Registro 
Nacional de Evaluación Ambiental (RENEA).

SECCIÓN XIII
GESTIÓN DEL CAMBIO CLIMÁTICO

Art.60
El Poder Ejecutivo deberá formular e impulsar una Política de Adaptación al Cambio 
Climático, a fin de incorporar la adaptación y mitigación en los planes sectoriales. 
Esta política estará orientada a:

1)	 Impulsar los mecanismos de adaptación de las poblaciones vulnerables, me-
diante la implementación de planes y estrategias a nivel regional y nacional.

2)	 Fortalecer las capacidades institucionales y de los grupos de actores claves 
en la gestión del cambio climático, y evaluar la vulnerabilidad y la adapta-
ción de los sistemas humanos priorizados ante el cambio climático, la varia-
bilidad, riesgos y eventos extremos.

3)	 Desarrollar las capacidades para un mejor entendimiento y conocimiento de 
los efectos del cambio climático en los sistemas humanos, a fin de desarrollar 
y priorizar medidas de adaptación.

4)	 Promover y apoyar la disponibilidad e intercambio de información entre los 
diferentes sectores nacionales, así como la divulgación y sensibilización al 
público, en materia de cambio climático.

5)	 Contribuir al monitoreo, seguimiento y evaluación de la variabilidad climá-
tica en los distintos sistemas humanos y de interés socioeconómico para el 
país.

6)	 Contribuir a la mitigación del fenómeno de cambio climático, utilizando los 
mecanismos creados por la Convención Marco de Naciones Unidas para el 
Cambio Climático.

SECCIÓN XIV
DE LA SEGURIDAD POR EFECTOS DE SUSTANCIAS QUÍMICAS

CONTAMINANTES Y OTRAS QUE AFECTEN EL MEDIO AMBIENTE
Y LOS RECURSOS NATURALES

Art.61
El Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales (MARENA), es la máxima autoridad 
competente en materia de seguridad por efectos de sustancias químicas contami-
nantes. Este deberá establecer las coordinaciones necesarias sobre el tema en el ám-
bito nacional, regional e internacional sin perjuicio de las funciones y competencias 
específicas establecidas para otras entidades.

Art.62
Créase la Comisión Nacional de Seguridad Química, coordinada por el MARENA e 
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integrada por las demás instituciones involucradas en la regulación, control y uso 
de todas las sustancias químicas contaminantes y residuos peligrosos en el país, de 
conformidad a Política Nacional de Seguridad Química. Esta Comisión se regirá por 
su normativa interna de funcionamiento.

Art.63
El registro, regulación y control de plaguicidas en el Ministerio Agropecuario y Fo-
restal (MAGFOR), requiere de previo la obtención de los avales toxicológicos y eco 
toxicológicos, emitidos por el MINSA y el MARENA respectivamente. Las disposi-
ciones técnicas establecidas en los avales toxicológicos y eco toxicológicos son de 
obligatorio cumplimiento.

TITULO III
DE LOS RECURSOS NATURALES

CAPITULO  I.
NORMAS COMUNES Y FORMAS DE ADQUIRIR LOS DERECHOS

Art.64 
Los recursos naturales son patrimonio nacional, su dominio, uso y aprovechamiento 
serán regulados por lo que establezca la presente ley, las leyes especiales y sus 
respectivos reglamentos.  El Estado podrá otorgar derecho a aprovechar los recursos 
naturales por concesión, permisos, licencias y cuotas.

Art.65 	
Para el uso y el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables 
deben tomarse en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

1)	 La sostenibilidad de los recursos naturales. 

2)	 La conveniencia  de  la  preservación  del  ambiente, sus costos  y beneficios 
socio económicos.

3)	 Los planes y  prioridades  del  país,  municipio  o  región  autónoma  y co-
munidad  indígena  donde se encuentren los recursos y los beneficios de su 
aprovechamiento para las comunidades

Art.66 
El plazo para el aprovechamiento de los recursos naturales se fijará en las leyes 
específicas tomando en cuenta la naturaleza del recurso, su disponibilidad, la renta-
bilidad individual y social de la misma.

Art.67  
El Estado, por razones de interés público, podrá  limitar en forma total o parcial, 
permanente o transitoria, el uso y aprovechamiento de los recursos naturales. Esta 
materia se regulará a través de las leyes específicas.

Art.68
Serán causales generales de rescisión de los permisos de aprovechamiento, el in-
cumplimiento de la presente ley y de las leyes especiales.

Art.69 
Las leyes especiales que regulen el dominio, uso y aprovechamiento de los recursos 
naturales deberán enmarcarse en lo preceptuado en la presente Ley.

Art.70
Es facultad del  Ministerio de Economía y Desarrollo, la administración del uso de 
los recursos naturales del dominio del Estado que le hayan asignado o se le asignen 
por ley, garantizando el cumplimiento de las normas técnicas y regulaciones esta-
blecidas por el Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales. En las Regiones 
Autónomas esta administración se hará en coordinación con los Consejos Regionales 
Autónomos.

Art.71
Es facultad del Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, la normación del 
uso de los recursos naturales renovables y no renovables, el  monitoreo, control de 
calidad y el uso adecuado de los mismos.  En las Regiones Autónomas esta norma-
ción se hará en coordinación con los Consejos Regionales Autónomos.

CAPITULO II
DE LA BIODIVERSIDAD Y EL PATRIMONIO GENETICO NACIONAL

Art.72
Es deber del Estado y de todos sus habitantes velar por la conservación y aprove-
chamiento de la diversidad biológica y del patrimonio genético nacional, de acuerdo 
a los principios y normas consignados en la legislación nacional, en los Tratados y 
Convenios Internacionales suscritos y ratificados por Nicaragua. 

En el caso de los pueblos indígenas y comunidades étnicas que aportan recursos 
genéticos, el Estado garantizará que dicho uso se concederá conforme a condiciones 
determinadas en consultas con los mismos.

Art.73
Las personas naturales o jurídicas que realicen estudios sobre biotecnología, debe-
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rán contar con la aprobación de la autoridad competente, de acuerdo al Reglamento 
establecido para tal efecto. En los casos autorizados se debe asegurar la participa-
ción efectiva de la población, en especial, aquellos grupos que aportan recursos ge-
néticos y, proporcionarles toda la información disponible acerca del uso, seguridad 
y los posibles efectos derivados de la transferencia, manipulación y utilización de 
cualquier organismo resultante.

Art.74
Por Ministerio de esta ley quedan registradas y patentadas a favor del Estado y del 
pueblo nicaragüense, para su uso exclusivo o preferente, los germoplasmas y cada 
una de las especies nativas del territorio nacional, particularmente las endémicas.  
Se establecerá un Reglamento para tal efecto, el cual fijará el procedimiento.

Art.75
Para el uso y aprovechamiento de la Diversidad Biológica, tanto silvestre como do-
mesticada, se debe tomar en cuenta lo siguiente:

1)	 La diversidad de las especies animales y vegetales.

2)	 Las especies endémicas y en peligro de extinción.

3)	 El inventario y monitoreo biológico de la Biodiversidad.

4)	 El conocimiento y uso tradicional por comunidades locales e indígenas.

5)	 La tecnología de manejo de las especies de mayor interés.

Art.76
El  Ministerio del  Ambiente y los Recursos Naturales determinará el listado de las 
especies en  peligro de extinción, amenazadas o protegidas, las cuales serán objeto 
de riguroso control y de mecanismos de  protección in situ y ex situ, que garanticen 
su   recuperación  y conservación  de acuerdo a las  leyes especiales y/o convenios 
regionales e internacionales.

Art.77
El establecimiento de zoo criaderos para fines comerciales o actividades científicas 
de especies amenazadas en peligro o en vías de extinción, se regulará por ley.

Art.78 
La introducción al país y la salida del mismo de especies animales y vegetales, sean 
éstas nativas o no nativas, deben ser previamente autorizadas por la autoridad com-
petente, de acuerdo a los principios y normas consignadas en la legislación nacional, 
en los Tratados y Convenios  Internacionales suscritos y ratificados por Nicaragua.

Art.79
El  Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales realizará inventario y registro 
de la diversidad biológica del país, para lo cual se podrá coordinar con centros de 
investigación nacionales y extranjeros.

Art.80   	
Con el fin de normar el resguardo y preservación de la Diversidad Biológica del país, 
se establece un plazo máximo de seis meses para presentar una iniciativa de Ley de 
Biodiversidad, a partir de la vigencia de esta ley, la que deberá reflejar entre otros 
aspectos, lo referente:

1)	 Las Áreas  Naturales Protegidas.

2)	 Recursos Genéticos.

3)	 Especies animales y vegetales.

4)	 Conservación in situ y ex situ

5)	 Uso y aprovechamiento sostenible de los recursos de Biodiversidad. 
                                  
Art.81
A efectos de resguardar  la diversidad biológica, el Ministerio del Ambiente y los 
Recursos Naturales, deberá:

1)	 Coordinar con las instituciones respectivas, con la finalidad de proteger y evi-
tar la extinción o agotamiento de los recursos naturales e implementar vedas 
temporales o indefinidas relacionadas con los recursos forestales, pesqueros 
y acuícola y de cualquier otra naturaleza que sean necesarios proteger.}

2)	 Fijar cuotas de exportación, de especies de fauna, caza, y captura.

3)	 Retener embarques de productos de la vida silvestre, tanto los originados en 
Nicaragua como en tránsito, en cualquier fase de su envío o traslado, cuando 
presuma que se trata de comercio ilegal o se infrinjan las disposiciones de 
esta Ley y sus Reglamentos, quedando exento de cualquier tipo de respon-
sabilidad.

CAPITULO II
DE LAS AGUAS

SECCION I: 
NORMAS COMUNES

Art.82
El agua, en cualesquiera de sus estados, es de dominio público.  El Estado se reser-
va además la propiedad de las playas marítimas, fluviales y lacustres; el álveo de 
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las corrientes y el lecho de los depósitos naturales de agua; los terrenos salitrosos, 
el terreno firme comprendido hasta treinta metros después de la línea de marcas  
máximas  o  a  la del cauce permanente de ríos y lagos y los estratos  o depósitos de 
las aguas subterráneas.

El Estado garantizará la protección del ambiente y los recursos naturales que se en-
cuentren a lo largo de todos los litorales marítimos, costa y riberas de lagos, lagunas 
y ríos del país, evitando que se provoquen mayores deterioros, la desconfiguración 
geográfica y paisajística, la extracción de materiales, quemas, vertidos y otras activi-
dades que causen severos daños a los ecosistemas.

Art.83
Es obligación del Estado y de todas las personas naturales o jurídicas que ejerzan 
actividad en el territorio nacional y sus aguas jurisdiccionales, la protección y conser-
vación de los ecosistemas acuáticos, garantizando su sostenibilidad.

Art.84
El uso,  manejo  y  aprovechamiento  de  los  ecosistemas acuáticos, costeros y los 
recursos hidrobiológicos  contenidos en ellos, deberá realizarse con base sostenible 
y de acuerdo a planes de  manejo que garanticen la conservación de los mismos.

Art.85
En el uso del agua  gozarán de prioridad las necesidades de consumo humano y los 
Servicios públicos.

Los Centros de Salud y Puestos de Salud, donde los hubiere y las Autoridades Mu-
nicipales y Comunales, deberán incluir en sus programas relacionados con higiene 
ambiental, un Capítulo que establezca y desarrolle el tema de la Educación Sobre el 
Manejo, obtención, reserva y uso del agua de consumo humano. Su utilización no 
ampara ninguna forma de abuso del recurso

Art.86
La persona tiene derecho a utilizar las aguas para satisfacer sus necesidades bási-
cas, siempre que con ello no cause perjuicio a terceros  ni implique derivaciones o  
contenciones, ni empleo de máquinas o realización de actividades que deterioren 
de alguna forma el cauce y sus márgenes, lo alteren, contaminen  o imposibilite su 
aprovechamiento por terceros.

Art.87
Salvo las excepciones consignadas en la presente Ley, el uso del agua requerirá de 
autorización previa, especialmente para los siguientes casos:

1)	 Establecer servicios  de transportación,  turismo,  recreación  o   deporte en  
lagos lagunas, ríos y demás depósitos o cursos de agua.

2)	 Explotación Comercial de la Fauna y otras formas de vida contenidas en los 
mismos.

3)	 Aprovechamiento de la biodiversidad existente en los recursos acuáticos.

4)	 Ocupación de playas o riberas de ríos.

5)	 Verter aguas residuales o de sistemas de drenajes de aguas pluviales.

6)	 Inyectar aguas residuales provenientes de actividad geotérmica.

7)	 Cualquier otra ocupación que derive lucro para quienes la efectúen.

Art.88
Para autorizar el uso del agua, las instituciones con mandato deberán de tomar en 
cuenta las siguientes disposiciones:

1)	 Considerar la interrelación equilibrada con los demás recursos y el funcio-
namiento del ciclo hidrológico, con especial protección de los suelos, áreas 
boscosas, formaciones geológicas y de las áreas de recarga de los acuíferos.

2)	 Promover el manejo integrado de las cuencas hidrográficas.

3)	 Proteger las especies del ecosistema del sistema acuático y costero terrestre, 
especialmente las endémicas, amenazadas o en peligro de extinción.

4)	 Evitar  el  uso o gestión de cualquier elemento del sistema hídrico que pueda 
perjudicar las condiciones físicas, químicas o bacteriológicas del agua.

Art.89  	
La autoridad competente, en caso de estar en peligro el uso sostenible del  recurso 
agua por causa de accidentes, desastres naturales, contaminación o abusos en el 
uso, podrá restringir, modificar o cancelar las concesiones, permisos o autorizaciones 
otorgadas

Art.90 	
La duración de las concesiones y autorizaciones, sus requisitos y procedimientos 
para su tramitación, se sujetarán en lo que fueren aplicables a las normas estable-
cidas en la Ley. 

Para el otorgamiento de derechos sobre las aguas, deberán tomarse  como criterios 
básicos el principio de publicidad y licitación pública, prefiriéndose aquellos que 
proyecten la más racional utilización del agua y su entorno
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Art.91
Constituyen obligaciones de los beneficiarios de concesión o autorización  de uso 
de aguas:

1)	 Obtener aprobación previa de las obras para captar, controlar, conducir, al-
macenar o distribuir las aguas.

2)	 Contar con instrumentos que le permitan conocer y medir la cantidad de 
aguas derivadas o consumidas. 

3)	 Aprovechar las aguas con eficiencia y economía, empleando sistemas ópti-
mos de captación y utilización.

4)	 Reintegrar los sobrantes de aguas a sus cauces de orígenes o darles el uso 
previsto en la concesión o autorización.

5)	 Evitar desbordamientos en las vías públicas y otros predios, de las aguas 
contenidas o de las provenientes de lluvia.		

6)	 Realizar con carácter provisorio las obras de defensa en caso de crecientes 
extraordinarias u otros hechos semejantes de fuerza mayor.

7)	 Acondicionar los sistemas necesarios que permitan el paso de la fauna acuá-
tica, cuando construyan obras hidráulicas.

8)	 Facilitar a la autoridad competente sus labores de vigilancia e inspección y 
suministrarle la información que ésta requiera sobre el uso de las aguas.

9)	 Contribuir en los términos que se establezca en la concesión o autorización, 
a la conservación de las estructuras hidráulicas, cobertura vegetal adecuada, 
caminos de vigilancias y demás obras e instalaciones comunes.

10)	 Establecer a lo inmediato las medidas necesarias y construir las obras que 
impidan la contaminación física, química o biológica que signifiquen un pe-
ligro para el ecosistema y la salud humana.

Art.92
Las autorizaciones para el aprovechamiento de las aguas subterráneas podrán ser 
revisadas, modificadas o canceladas, cuando circunstancias hidrogeológicas sobre 
explotación o riesgo de estarlo así lo impusiesen. Asimismo, podrá establecerse pe-
ríodos de veda para la utilización del agua del subsuelo.

Art.93 	
La autoridad competente, atendiendo el uso que se le da al agua, disponibilidad de 
la misma y características especiales del manto friático, podrá establecer patrones de 
volúmenes anuales de extracción máxima, cuyos controles y aplicación será compe-
tencia de los Gobiernos Regionales Autónomos y las Municipalidades.

SECCION II: 
DE LAS AGUAS CONTINENTALES

Art.94 	
Las aguas continentales superficiales, así como las subterráneas integradas en el 
ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado  al interés general, 
que forma parte del dominio público. Su propiedad uso y limitaciones deben ser 
normados.

Art.95  	
En ningún caso los particulares sin autorización expresa de autoridad competente, 
podrán  modificar artificialmente la fase atmosférica del ciclo hidrológico.

Art.96  	
El cumplimiento de las normas, recomendaciones y demás medidas que el Ministerio 
del Ambiente y los Recursos Naturales dicte, serán de obligatorio cumplimiento para 
los propietarios, tenedores o administradores del uso del agua.

Art.97 	
Las aguas térmicas, medicinales y con otras propiedades especiales serán aprove-
chadas por el Estado, a través de entidades propias o por medio de concesiones.

SECCION  III: 
DE LAS AGUAS MARITIMAS Y COSTERAS

Art.98 	
Son de dominio exclusivo del Estado, las Aguas Marítimas hasta doscientas millas 
náuticas, contadas a partir de la línea de bajamar a lo largo de la costa en el Océano 
Pacífico y Mar Caribe, así como los espacios marítimos incluyendo la Plataforma 
Continental, hasta donde ésta se extienda, y sobre las áreas adyacentes a esta ulti-
ma sobre la que existe o pueda existir jurisdicción nacional, de conformidad con la 
legislación nicaragüense y las normas del derecho internacional.

Art.99   	
Es obligación del Estado la protección del ambiente marino constituido por las aguas 
del mar territorial y de la zona económica adyacente, el subsuelo marino, la plata-
forma continental, las playas y los recursos naturales que se encuentran en  él y en 
el espacio aéreo correspondiente.

Art.100 	
Cualquier actividad en el mar que tenga por finalidad aprovechar los recursos natu-
rales, del suelo, subsuelo o de cualquier otro hábitat marino, requerirá de concesión,  
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licencia o permiso según el caso, de acuerdo a lo que se establezca en las leyes 
específicas.

Art.101 	
Se requerirá  de  un  permiso  especial del Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales  para el  aprovechamiento  sostenible de  manglares  y otras vegetaciones 
en las  ensenadas, caletas y franjas costeras.

El uso de los arrecifes coralinos y zonas adyacentes, se autorizará únicamente con 
fines  de observación e investigación  y de subsistencia de las comunidades étnicas.

Art.102  	
Para llevar  a cabo la extracción de materiales o cualquier tipo de obra en las playas 
y/o plataforma insular continental, se requiere de un permiso especial del Ministerio 
del Ambiente y los Recursos Naturales.     

Art.103 
El manejo de los residuos de los buques serán regulados según los requisitos esta-
blecidos en las leyes especiales, reglamentos y Convenios Internacionales.

Art.104	
A efectos de evitar contaminación por derrame de hidrocarburos, se prohíbe el ver-
timiento en las aguas continentales, marítimas o costeras de:

1)	 Aguas de sentina, de lastre o de lavado de tanques.

2)	 Residuales producidos por la prospección o explotación de pozos petroleros.

3)	 Residuales industriales cuyo contenido en hidrocarburos y otras sustancias 
nocivas y peligrosas, ponga en peligro el medio acuático.

CAPITULO III
DE LOS SUELOS

SECCION I. 
NORMAS COMUNES

Art.105	
Para el uso y manejo de los suelos y de los ecosistemas terrestres deberá tomarse 
en cuenta:

1)	 la compatibilidad con la vocación natural de los mismos, cuidando de man-
tener las  características físicas/químicas y su capacidad productiva. Toda 
actividad humana  deberá respetar  el equilibrio de los ecosistemas.

2)		 Evitar prácticas  que  provoquen erosión, degradación o modificación de las 
características  topográficas y geomorfológicas con efectos negativos.

Art.106	
En terrenos con pendientes iguales o superiores a 35%, los propietarios, tenedores 
o usuarios, deberán  mantener la cobertura vegetal del suelo e introducir cultivos y 
tecnologías aptas para prevenir o corregir la degradación del mismo.

Art.107	
En aquellas áreas donde los suelos presenten niveles altos de degradación o ame-
naza de la misma, el Ministerio de Agricultura y Ganadería en coordinación con el 
Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales y con los Consejos Municipales 
y las Regiones Autónomas respectivas, podrán declarar áreas de conservación de 
suelos dentro  de límites definidos, estableciendo normas de manejo que tiendan a 
detener su deterioro y aseguren su recuperación y protección.

SECCION II
NORMAS PARA LA PROTECCION DE LOS SUELOS FORESTALES

Art.108  
Las tierras definidas como forestales o de vocación forestal deberán explotarse con 
base sostenible y no podrán ser sometidas a cambios de uso.

Art.109 	
El manejo de las tierras forestales se regirá por la siguiente clasificación:

1)	 Área de producción forestal: En la que el uso debe ser dedicado al desarrollo 
sostenible de los recursos forestales.

2)	 Área de conservación forestal: aquella que de debe ser conservada perma-
nentemente  con cobertura forestal para protección y conservación de biodi-
versidad, suelos y/o aguas.

Art.110	
Para el uso y aprovechamiento de las áreas de producción forestal  deproductos ma-
derables y no maderables, éstas deberán ser sometidas a manejo forestal con base 
sostenible, con la aplicación de métodos y tecnologías apropiadas que garanticen 
un rendimiento óptimo.

Se establece una zona de restricción de quince (15) kilómetros desde los límites 
fronterizos hacia el interior del país, donde se prohíbe el aprovechamiento forestal 
para todas las especies. Esta zona estará bajo la vigilancia y el control del Ejército 
de Nicaragua quién deberá actuar en coordinación con el Ministerio del Ambiente y 
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los Recursos Naturales, el Instituto Nacional Forestal (INAFOR) y demás instituciones 
competentes

Art.111	
Para el uso, administración y manejo de las tierras forestales, se deben tomar en 
cuenta los siguientes principios:

1)	 La sostenibilidad del ecosistema forestal.

2)	 La interdependencia que existe entre el bosque y los suelos.

3)	 La función que desempeñan los bosques en el ciclo hidrológico.

4)	 La protección de los suelos, fuentes y corrientes de agua,  de tal manera que 
mantengan  su calidad y los caudales básicos.

5)	 La importancia del bosque como hábitat de la fauna y flora silvestre, protec-
tora de la biodiversidad.     

6)	 Los beneficios económicos, sociales  y culturales consistentes con el desarro-
llo sostenible.

CAPITULO  IV
DE LOS RECURSOS NATURALES NO RENOVABLES

Art.112  	
Son recursos no Renovables aquellos que no pueden ser objeto de reposición en 
su  estado natural, como son los minerales, hidrocarburos y demás substancias del 
suelo y subsuelo, cuya explotación tiene por finalidad la extracción y utilización de 
los mismos.

Art.113  
Los recursos naturales no renovables, por ser del dominio del Estado, este podrá 
ceder su exploración y explotación mediante régimen de concesiones en la forma y 
condiciones que se establezcan  en las leyes específicas y sus reglamentos.

Art.114  
Para la exploración y aprovechamiento de los recursos naturales no renovables, ade-
más de respetar las medidas restrictivas de protección de los recursos minerales o 
del subsuelo en general, la autoridad competente deberá obligatoriamente:

1)	 Asegurar el aprovechamiento racional de las materias primas y la explota-
ción racional de los yacimientos.

2)	 Exigir el tratamiento y disposición segura de materiales de desecho.          

3)	 Promover el uso eficiente de energía.

4)	 Impedir la alteración, directa o indirecta, de los elementos de los ecosiste-
mas, especialmente los depósitos de desmontes, relaces y escorias de las 
minas.

5)	 Asegurar la protección de las áreas protegidas y de los ecosistemas frágiles y 
la restauración de los ambientes que se vean degradados por las actividades 
de  aprovechamiento de los recursos no renovables.

               
Art.115 	
Se prohíbe a los concesionarios de exploraciones y explotaciones mineras e hidrocar-
buros, el vertimiento  en suelos, ríos, lagos, lagunas y cualquier otro curso o fuente 
de agua, de desechos tóxicos o no tóxicos sin su debido tratamiento, que perjudique 
a la salud humana y al ambiente.

Art.116  
No serán sujetos de exploración y explotación los recursos naturales renovables y no 
renovables que se encuentren en áreas protegidas. 

Se exceptúan de esta disposición los recursos geotérmicos, hídricos y eólicos por 
considerarlos de interés nacional para la generación de energía eléctrica, los que po-
drán ser aprovechados de manera sostenible mediante la aplicación de tecnologías 
modernas y limpias que aseguren los mínimos impactos negativos al ambiente en 
general, de conformidad a lo establecido en la legislación nacional y a los procedi-
mientos que se establezcan en el Reglamento de esta Ley.

Las labores de exploración y explotación para los recursos renovables exceptuados 
en el párrafo anterior, requerirán de la existencia previa de un Plan de Manejo del 
Área Protegida aprobado por MARENA, de no existir éste, los concesionarios son 
responsables de la elaboración del Plan de Manejo del área correspondiente apro-
bado por el MARENA. 

El concesionario a partir del primer año de explotación de los recursos señalados 
en el párrafo primero, deberán enterar una compensación mínima por su uso del 
0.5% anual del ingreso bruto por energía producida, que deberán ser enterados a 
la Tesorería General de la República con destino específico al Fondo Nacional del 
Ambiente para labores de seguimiento, monitoreo y control de parte de la autoridad 
ambiental del país, sin perjuicio de las demás obligaciones tributarias establecidas 
en la legislación vigente.

El concesionario finalizada la exploración y/o explotación debe restaurar las afecta-
ciones que se hubiesen causado al entorno natural, en caso, contrario, el MARENA 
procederá a hacer efectiva la fianza ambiental otorgada para tal efecto, sin perjuicio 
de las responsabilidades civiles y penales correspondientes.
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Art.117 	
Los yacimientos minerales y demás recursos geológicos se clasifican para los efectos 
de esta Ley en los siguientes grupos:

1)	 Los minerales cuyo principal contenido comercial o industrial sean elementos 
metálicos.     

2)	 Los minerales cuyo principal contenido comercial o industrial sean elementos 
no metálicos.                   

3)	 Las sustancias minerales y rocas de empleo directo en obras de infraestruc-
tura y construcción que no requieran más operaciones que las de arranque, 
fragmentación y clasificación.                

Art.118  	
La extracción de los minerales metálicos y no metálicos, la extracción de piedra y 
arena, la extracción e industrialización de sal y cal, o, la fabricación de cemento, se 
sujetarán a las normas técnicas que establezca la Ley específica y su reglamento, a 
efecto de evitar el impacto negativo que dichas actividades puedan producir en el 
ambiente y la salud humana.

TITULO IV
DE LA CALIDAD AMBIENTAL

CAPITULO I
NORMAS COMUNES

Art.119  	
Todos los habitantes tienen derecho a disfrutar de un ambiente sano, de los  paisa-
jes naturales  y el deber de contribuir a su preservación. El Estado tiene el deber de 
garantizar la prevención de los factores ambientales adversos, que afecten la salud 
y la calidad de vida de la población, estableciendo las medidas o normas correspon-
dientes.

Art.120	
Para la promoción y preservación de la calidad ambiental de los asentamientos hu-
manos, será obligatorio asegurar una equilibrada relación con los elementos natura-
les que sirven de soporte y entorno, delimitando las áreas industriales, de servicios, 
residenciales, de transición  urbano rural, de espacios verdes y de contacto con la 
naturaleza, así como la prevención y adopción de criterios de buena  calidad am-
biental en las construcciones de edificios.

Art.121	
El Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales en coordinación con las institu-
ciones del Estado, Gobiernos Autónomos y alcaldías:

1)	 Orientará el monitoreo y el control de las fuentes fijas y móviles de contami-
nación, los contaminantes  y la calidad de los ecosistemas.  

2)	 Emitirá estándares y normas de calidad de los ecosistemas, los cuales servi-
rán  como pautas para la normación y la gestión ambiental.

3)	 Emitirá normas de tecnologías, procesos, tratamiento y estándares de emi-
sión, vertidos, así como de desechos y ruidos.

4)	 Emitirá normas sobre la ubicación de actividades contaminantes o riesgosas 
y sobre las zonas de influencia de las mismas.

Art.122 	
Serán objeto de normación y control r las autoridades competentes, todos los pro-
cesos, maquinaria y equipos, insumos, productos y desechos, cuya importación, 
exportación, uso o manejo pueda deteriorar el ambiente o los recursos naturales o 
afectar la salud humana.

Art.123	
Se prohíbe el vertimiento directo de sustancias o desechos contaminantes en suelos, 
ríos, lagos, lagunas y cualquier otro curso de agua.

El Ministerio de Salud en coordinación con el Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales, dictará las normas para la disposición, desecho o eliminación de las sus-
tancias, materiales y productos o su recipiente, que por su naturaleza tóxica puedan 
contaminar el suelo, el subsuelo, los acuíferos o las aguas superficiales.

Art.124  	
Las Personas Naturales o Jurídicas responsables de una  actividad que por acciones 
propias o fortuitas han provocado una degradación ambiental, tomarán de inmedia-
to las medidas necesarias para controlar su efecto y notificará a los Ministerio del 
Ambiente y Recursos Naturales y de Salud.

Art.125 	
Es obligación de toda persona natural o jurídica proporcionar a la autoridad ambien-
tal las informaciones solicitadas y facilitar las inspecciones, de acuerdo a procedi-
mientos establecidos, en las propiedades, instalaciones o locales donde se originen 
las actividades contaminantes.
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Art.126  	
En caso de incumplimiento de las resoluciones emitidas en materia ambiental, la 
autoridad competente limitará  o suspenderá en forma temporal o permanente dicha 
actividad.

Art.127  	
En los planes de desarrollo urbano se tomarán en consideración por parte de la 
autoridad competente, las condiciones topográficas, geomorfológicas, climatológi-
cas y meteorológicas a fin de disminuir el riesgo de contaminación que pudiera  
producirse.

Art.128 	
No podrán introducirse en el territorio nacional, aquellos sistemas, procedimientos, 
materiales y productos contaminantes cuyo uso está prohibido en el país de origen.

Art.129 	
La importación de equipos, proceso o sistemas y materiales que utilicen energía 
atómica, cobalto u otro material  radiactivo, será reglamentada por la autoridad 
competente.

Art.130  	
Las actividades industriales, comerciales o de servicio consideradas riesgosas por la 
gravedad de los efectos que puedan generar en los ecosistemas o para la salud hu-
mana, serán normadas y controladas por el Ministerio del Ambiente y los Recursos 
Naturales y el Ministerio de Salud. La regulación incluirá normas sobre la ubicación, 
la construcción, el funcionamiento y los planes de rescate para disminuir el riesgo y 
el impacto de un posible accidente.  

CAPITULO II
DE LA CONTAMINACION DE LA ATMOSFERA, AGUA Y SUELO

Art.131 	
Las actividades que afecten a la salud por su olor, ruido o falta de higiene serán 
normados y regulados por el Ministerio de Salud.

Art.132  
El Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, en coordinación con el Minis-
terio de Construcción y Transporte y la Policía Nacional, reglamentará  el control de 
Emisiones de Gases Contaminantes provocados por vehículos automotores.

Art.133 	
Se prohíbe fumar en lugares públicos cerrados, entre estos: cines, teatros, medios 

de transporte, restaurantes, oficinas públicas y hospitales. Asimismo, la quema de 
tóxicos en las vías públicas, entre estos, las llantas y otros tóxicos que dañen las vías 
respiratorias de las personas.

Art.134 	
La fumigación área con agroquímicos, será regulada por la autoridad competente, 
estableciendo distancias y concentraciones de aplicación, considerando además la 
existencia de poblados, caseríos, centros turísticos y fuente de agua. 

Art.135  	
El Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales como autoridad competente 
determinará, en consulta con los sectores involucrados, el destino de las aguas resi-
duales, las características de los cuerpos receptores y el tratamiento previo, así como 
las concentraciones y cantidades permisibles.

Art.136  	
Será prohibido ubicar en zonas de abastecimiento de agua potable, instalaciones 
cuyos residuales aún tratados provoquen contaminación de orden físico, químico, 
orgánico, térmico, radioactivo o de cualquier otra naturaleza o presenten riesgos 
potenciales de contaminación.      
        
Art.137 
Las aguas servidas podrán ser utilizadas solamente después de haber sido someti-
das a procesos de depuración y previa autorización del Ministerio de Salud.
Art.138  	Se prohíbe cualquier actividad que produzca en la tierra salinización, late-
rización, desertización o aridificación.

CAPITULO III
DESECHOS SOLIDOS NO PELIGROSOS

Art.139	
Las alcaldías operarán sistemas de recolección, tratamiento y disposición final de 
los desechos sólidos no peligrosos del municipio, observando las normas oficiales 
emitidas por el Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales y el Ministerio de 
Salud, para  la protección del ambiente y la salud.

Art.140  	
El Estado fomentará y estimulará el reciclaje de desechos domésticos y comercia-
les para su industrialización, mediante los procedimientos técnicos y sanitarios que 
aprueben las autoridades competentes.
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CAPITULO IV
RESIDUOS PELIGROSOS

Art.141 	
Toda persona que maneje residuos peligrosos está obligada a tener conocimiento de 
las propiedades  físicas, químicas y biológicas de estas sustancias.

Art.142 
Se prohíbe importar residuos tóxicos de acuerdo a la clasificación de la autoridad 
competente, así como la utilización del territorio nacional como tránsito de los mis-
mos.

Art.143  
El Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, podrá autorizar la exportación 
de residuos tóxicos cuando no existiese procedimiento adecuado en Nicaragua para 
la desactivación o eliminación de los mismos, para ello se requerirá de previo el 
consentimiento expreso del país receptor para eliminarlos en su territorio.

TITULO V
DE LAS  COMPETENCIAS, ACCIONES Y SANCIONES EN MATERIA ADMINIS-

TRATIVA Y JUDICIAL

CAPITULO I
DE LAS COMPETENCIAS Y ACCIONES

Art.144  
Toda infracción a la presente Ley y sus reglamentos, será sancionada administrativa-
mente por la autoridad competente, de conformidad al procedimiento aquí estable-
cido, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Penal y las leyes específicas, así como 
de otras acciones penales y civiles que puedan derivarse de las mismas.

Art.145 	
En caso de delitos, la Procuraduría del Ambiente y los Recursos Naturales, creada en 
el Arto. 9 de esta Ley, será parte en los procesos ante los Tribunales correspondiente, 
a fin de garantizar la aplicación de las leyes.

Art. 146 	
Las resoluciones administrativas para la aplicación de la presente ley y sus regla-
mentos, cuando afecten los intereses patrimoniales o personales, de las personas 
física o jurídica, serán apelables de acuerdo al procedimiento administrativo.

Art.147 	
Para los efectos del proceso administrativo, señalado en el Arto.134   de esta Ley, 
toda persona natural o jurídica podrá interponer denuncia ante la autoridad compe-
tente por infracciones a la presente ley, la cual deberá ser por escrito y contener al 
menos lo siguiente:

1)	 Generales de ley del o los denunciantes.

2)	 Nombre, razón social y ubicación de la persona natural o jurídica.

3)	 Relación de hechos.

4)	 Lugar para oír notificaciones.

5)	 Firmas

Art.148	
Admitida la denuncia, la autoridad competente notificará al denunciado en el térmi-
no de veinticuatro horas hábiles, para su conocimiento.

Una vez  hecha la notificación y en un plazo de tres días hábiles, la autoridad com-
petente mandará a oír al denunciado o a su representante legal, así mismo, podrá 
inspeccionar el lugar de los hechos levantando el Acta correspondiente.

Si la autoridad competente lo considera o si una de las partes lo solicita, se abre a 
prueba por ocho días, con todo cargo.

Cumplido el término probatorio, la autoridad competente en los siguientes tres días 
dictará Resolución motivada y debidamente fundamentada.

En los otros tipos de procedimiento Civil y Penal se regirán según dichas leyes.

A los jueces civiles o penales se les pondrá en conocimiento de la apertura del pro-
ceso administrativo por parte de la autoridad competente. Mientras no finalice el 
proceso iniciado, los judiciales no podrán adoptar ni aplicar medidas precautelares 
de secuestro o embargo preventivo sobre los bienes y demás instrumentos reteni-
dos, so pena de cometer prevaricato. 

La autoridad competente deberá iniciar de oficio el proceso administrativo una vez 
que, previa verificación, tenga conocimiento de la infracción por cualquier medio de 
comunicación o por inspección técnica que ésta realice, sin perjuicio de la partici-
pación de la Procuraduría Ambiental de conformidad a lo establecido en el arto. 10 
de esta Ley. 

Art.149	
Contra las Resoluciones Administrativas que señala el artículo anterior, se establecen 
los Recursos de Reposición y Revisión, según el caso.

El recurso de Reposición, se interpondrá por escrito en el término de tres días más el 
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de la distancia, ante el funcionario de quien emana la Resolución, quien lo admitirá 
y resolverá sin más trámites en el término de ocho días.

El Recurso de Revisión, se interpondrá por escrito en el término de tres días, mas el 
de la distancia, ante el funcionario de quién emanó la Resolución, quién lo admitirá 
sin más trámite, dando noticia a las partes y remitiendo todo lo actuado en el tér-
mino de veinticuatro horas ante el Superior respectivo, éste deberá resolver en un 
plazo de ocho días, agotándose la vía administrativa.

En los casos de los Recursos de Reposición y Revisión, cuando las autoridades com-
petentes no resuelvan en los términos previstos, la falta de resolución se entenderá 
como un caso de silencio que produce efectos positivos.

Art.150 	
La autoridad competente subastará públicamente los bienes, productos y subpro-
ductos que resulten decomisados después de un proceso administrativo  firme.

El procedimiento de la subasta será establecido por Resolución Ministerial del Minis-
terio del Ambiente y los Recursos Naturales, MARENA y los fondos obtenidos como 
productos de las subastas, serán enterados con destino específico al Fondo Nacional 
del Ambiente.

Art.151	
El ejercicio de la acción ambiental se regirá por las leyes de procedimiento res-
pectivas, y los actores serán tenidos como parte legítima con todos los derechos y 
garantías procesales que les corresponden.	

CAPITULO II
DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL

Art.152  	
Toda  persona que por acción u  omisión deteriore el ambiente, está obligada a 
repararlos daños y perjuicios que ocasionen a los recursos ambientales, al equilibrio 
del ecosistema, a la salud y calidad de vida de la población.

Art.153 	
El funcionario que por acción u omisión autorice la realización de acciones, activi-
dades o instalaciones, que causen daños y perjuicios a los recursos ambientales, al 
equilibrio del ecosistema, a la salud y calidad de vida de la población será solidaria-
mente responsable con quien las haya ejecutado.

Art.154  	
Cuando en la comisión del hecho participen dos o más personas, estas serán respon-

sables solidariamente de la totalidad de los daños y perjuicios económicos causa-
dos. En el caso de Personas Jurídicas, la responsabilidad prevista en este  artículo se 
hará la investigación para determinar las personas que participaron en estos daños.
En el caso de Personas Jurídicas creadas ad hoc y que causen estos daños, la au-
toridad competente investigará  los niveles de responsabilidad de terceros en esta 
simulación de contrato.

Art.155  
La eximente  de responsabilidad por daños y perjuicios causados, solo tendrá lugar 
cuando se establezca que estos se produjeron no obstante haberse adoptado todas 
las medidas destinadas a evitarlo.

Art.156 	
La reparación del daño consiste en el restablecimiento de la situación anterior al 
hecho, en los casos que sea posible, en la compensación económica del daño y los 
perjuicios ocasionados al ambiente, a las comunidades o a los particulares.

Art.157 	
Para asegurar los resultados del proceso, la parte actora podrá solicitar, en cualquier 
estado de la causa las medidas cautelares que se consideren procedentes. El juez 
podrá de oficio disponer todas las medidas legales que estime necesarias para den-
tro del proceso garantizar la tutela efectiva del interés general en la protección del 
ambiente.

Art.158  
En caso de urgencia, se puede solicitar en cualquier estado de la causa, y el Juez 
deberá disponerlas, las medidas que sean estrictamente necesarias para detener o 
evitar un daño irreversible al medio ambiente que se esté produciendo o sea inmi-
nente, a la calidad de vida de la población y a la salud humana.

CAPITULO III
DE LAS SANCIONES APLICABLES

Art.159 	
Se establecen como sanciones administrativas las siguientes: retención o interven-
ción, clausura, cancelación, suspensión y multas.

Art.160  	
Las infracciones a la presente Ley y sus Reglamentos, serán sancionadas administra-
tivamente en forma gradual con las sanciones siguientes:



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|58| |59|

1)	 Advertencia por notificación de autoridad competente, valorada bajo un cri-
terio de evaluación de la magnitud del impacto ambiental, estableciendo 
las medidas y el tiempo para la corrección de los factores que deterioren el 
ambiente.

2)	 Multa cuya cuantía será establecida teniendo en cuenta la gravedad de las 
consecuencias y la reincidencia, en un rango de un mil córdobas a cien mi-
llones de córdobas, dependiendo de la capacidad económica y el daño cau-
sado.  

3)	 Suspensión parcial, temporal o cancelación de los permisos, autorizaciones, 
licencias, concesiones y/o cualquier otro derecho para la realización de la 
actividad.

4)	 Clausura o cierre definitivo de instalaciones.

5)	 De acuerdo a la gravedad de la infracción se podrán imponer conjuntamente 
las sanciones establecidas en los incisos 2 y 3.

La aplicación gradual de las sanciones es sin perjuicio de las responsabilidades ci-
viles para resarcir al Estado por los daños y perjuicios ocasionados, así como de las 
penales cuando sean pertinentes. En el caso de delitos contra el medio ambiente y 
los recursos naturales se estará a lo dispuesto en la ley de la materia.

De manera accesoria el Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, está facul-
tado para imponer a todo infractor de la presente Ley y sus Reglamentos, medidas 
de restauración del ambiente y los recursos naturales para mitigar, remediar o com-
pensar los daños ocasionados mediante la elaboración por parte del infractor de un 
Programa de Gestión Ambiental  cuyo contenido y alcance será definido y aprobado 
oficialmente por MARENA. 

De igual forma podrá ordenar o ejecutar a costas del infractor, la destrucción de 
obras e infraestructuras horizontales y verticales y la restauración del ecosistema 
afectado a partir de una evaluación de daños ocasionados por el levantamiento de 
dichas obras e infraestructuras.

Lo recaudado como producto de todas las multas y decomisos por juicios civiles, pe-
nales o administrativos de carácter ambiental, serán enterados a la Tesorería General 
de la República quien deberá destinarlo al Fondo Nacional del Ambiente creado por 
la Ley No 217, Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, del 27 de 
Marzo de 1996 y serán administrados conforme a su Reglamento Decreto 91-2001, 
del 24 de Septiembre de 2001. 

Art.161	
Cuando la gravedad  de la infracción lo amerite, la autoridad competente suspen-

derá, revocará o cancelará la concesión, permiso, licencia y en general de toda au-
torización otorgada para la realización de actividades comerciales, industriales o de 
servicios o para el aprovechamiento de recursos naturales que haya dado lugar a la 
infracción.

Art.162	
Toda multa o sanción deberá hacerse efectiva en los plazos que se establezcan para 
cada caso.  De los ingresos provenientes de las multas el veinticinco por ciento in-
gresará a las Alcaldías de los Municipios donde ocurrió  el daño y el Setenticinco por 
ciento restante al Fondo Nacional del Ambiente, con destino a programas para la 
conservación del ambiente y la calidad de vida de los habitantes del país.

TITULO VI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

CAPITULO UNICO

Art.163  	
Por su importancia estratégica y para efectos de la conservación de la Biodiversidad 
en Nicaragua, se incorporan al Sistema Nacional de Áreas Protegidas, el Refugio de 
Vida Silvestre LA FLOR, en el Municipio de San Juan del Sur; la  Reserva Natural de 
MIRAFLORES en el Municipio de Estelí y la Reserva de Recursos Genéticos en APA-
CUNCA en el Municipio de Somotillo.

Art.164	
Donde se lea Ministerio de Finanzas; Ministerio de Economía y Desarrollo: Ministe-
rio de Agricultura y Ganadería y Ministerio de Construcción y Transporte, se deberá 
entender como: Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de Fomento, 
Industria y Comercio, Ministerio Agropecuario y Forestal y Ministerio de Transporte 
e Infraestructura.

Art.165 	
Todas las normas y leyes vigentes sobre la materia que no se le opongan serán de 
aplicación supletoria.

Art.166  	
El Poder Ejecutivo a propuesta de MARENA y con la participación de la Procura-
duría General de la República y la Superintendencia de Bancos deberá elaborar y 
publicar en un plazo no mayor de doce meses, a partir de la vigencia de ésta Ley, el 
Reglamento que defina los procedimientos y alcances para la aplicación de la Fianza 
Ambiental establecida en el artículo 33.
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Art.167  	
El MARENA revisará en un plazo de doce meses a partir de la entrada en vigencia 
de esta Ley, la situación legal de las concesiones de camaronicultura otorgadas en 
Áreas Protegidas, con el objetivo de conocer y definir mediante planes específicos el 
manejo sostenible de las mismas y la remediación de los daños causados.

Art.168  
Todas estas reformas deberán incorporarse y refundirse en la Ley No. 217, Ley Gene-
ral del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales y publicarse toda la Ley con sus 
reformas y adiciones en La Gaceta, Diario Oficial.
 
Art.169 	
La presente Ley entrará en vigencia desde la fecha de su publicación en cualquier 
medio de comunicación, sin perjuicio de su posterior publicación en la Gaceta, Diario 
Oficial.

Dado en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, 
a los veintisiete días del mes de Marzo de Mil Novecientos Noventa y Seis. Cairo 
Manuel López, Presidente de la Asamblea Nacional.- Jaime Bonilla, Secretario de 
la Asamblea Nacional.

Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, dos 
de mayo de mil novecientos noventa y seis. VIOLETA BARRIOS DE CHAMORRO, 
PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA.

EL PRESIDENTE DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA 

Hace saber al pueblo nicaragüense que: 

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA 

CONSIDERANDO 

I
Que la consecución del desarrollo sostenible implica la transformación de muchas 
de las pautas vigentes en la sociedad nicaragüense en su relación con el ambiente 
y los recursos naturales; siendo la educación la que permitirá al ciudadano tener 
conciencia y conocimiento de la importancia de su protección. 

II 
Que tanto la educación formal y no formal son herramientas fundamentales para 
lograr el cambio de criterios, hábitos y conductas de los ciudadanos. 

III
Que el medio ambiente y los recursos naturales del país se han venido deteriorando 
de manera acelerada en los últimos años, por lo que es necesario que las nuevas 
generaciones tomen conciencia de su preservación. 

LEY CREADORA DE LA ASIGNATURA 
DEL MEDIO AMBIENTE Y LOS 

RECURSOS NATURALES
(Ley No. 342, Aprobada el 28 de marzo del 2000, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 102 del 31 de mayo del 2000)
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IV
Que el panorama que se presenta con la disminución de los bosques, la desaparición 
de los ríos, provocando erosión y contaminación de los suelos, pone en peligro el 
bienestar de las presentes y futuras generaciones. 

V
Que la educación en el tema de los recursos naturales y el medio ambiente, debe 
iniciarse a nivel de preescolar en todas las escuelas y colegios del país, dándole a su 
enseñanza igual importancia que al resto de asignaturas de los programas escolares. 
En uso de sus facultades; 

HA DICTADO 

La siguiente: 

LEY CREADORA DE LA ASIGNATURA 
DEL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES 

Artículo 1.-
Créase la asignatura “Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, la que se impartirá 
en todos los centros de estudios de primaria y secundaria, sean estos públicos o 
privados y constará de enseñanza teórica en las aulas y prácticas ecológicas fuera 
de las mismas. 

La asignatura “Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, se impartirá sin perjuicio 
de los programas de educación ambiental, de desarrollo sostenible y otros, que se 
realizan a través de la educación formal y no formal. 

Artículo 2.-
El Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, será la autoridad competente para 
aplicar la presente Ley; en consecuencia dirigirá la implementación y desarrollo de 
los programas y pensum de dicha asignatura y controlará el efectivo cumplimiento 
de las mismas, a través de sus delegaciones municipales y zonales. 

Artículo 3.-
Se establece que desde el primero hasta el cuarto grado de educación primaria, la 
enseñanza de la asignatura del Medio Ambiente y los Recursos Naturales se incluirá 
en la materia de Ciencias Naturales.

Artículo 4.-
A partir del quinto grado de educación primaria hasta finalizar la secundaria, será 
impartida como una asignatura independiente, sin perjuicio de lo establecido en 

el Artículo 36 de la Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, en 
relación al requisito para obtener el título de bachillerato. 

Lo anterior no limita en ningún momento, los programas sobre educación ambiental 
que desarrolla el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, de forma transversal 
a través de otras asignaturas del pensum académico. 

Artículo 5.-
En el caso de los centros de enseñanza preescolar, los programas deberán contener 
nociones y conceptos sobre el tema del medio ambiente y los recursos naturales, 
adecuándolos al grado de capacidad para el conocimiento de los niños en cada uno 
de los niveles existentes. 

Artículo 6.-
El Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, garantizará la capacitación efectiva 
de todos los maestros, directores, inspectores y demás personal que imparten la 
materia de Ciencias Naturales y de los que impartirán de forma independiente la 
asignatura objeto de la presente Ley. 

En lo que fuere necesario deberá establecer las coordinaciones con otras institucio-
nes del Estado y con organismos no gubernamentales, involucrados en la temática 
ambiental, principalmente la Comisión Nacional de Educación Ambiental creada por 
Decreto Ejecutivo No. 27-94 publicado en La Gaceta, Diario Oficial, No. 106 del 8 
de Junio de 1994. 

Artículo 7.-
Los directores de los centros de educación estatales y privados tendrán la respon-
sabilidad de la aplicación de las normativas y orientaciones que el Ministerio de 
Educación, Cultura y Deportes, dicte en cumplimiento de esta Ley. 

Artículo 8.-
En el Presupuesto General de la República se deberá incluir una partida que garan-
tice el proceso efectivo de aplicación de esta Ley. 

Artículo 9.-
Se faculta al Ministerio de Educación, Cultura y Deportes a realizar las gestiones que 
considere necesarias para obtener el apoyo de organismos nacionales y agencias 
de cooperación internacionales que contribuyan al cumplimiento de las presentes 
disposiciones. 

Artículo 10.-
La presente Ley se reglamentará de acuerdo a lo establecido en el Artículo 150, 
numeral 10 de la Constitución Política. 
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Artículo 11.-
La presente Ley entrará en vigencia sesenta días después de su publicación en La 
Gaceta, Diario Oficial. 

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a 
los veintiocho días del mes de Marzo del dos mil. IVAN ESCOBAR FORNOS, Presi-
dente de la Asamblea Nacional. PEDRO JOAQUIN RIOS CASTELLON, Secretario 
de la Asamblea Nacional. 

Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
trece de Abril del año dos mil. ARNOLDO ALEMÁN LACAYO, Presidente de la 
República de Nicaragua. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

Hace Saber al pueblo nicaragüense que:

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

CONSIDERANDO

I
Que Nicaragua alberga importantes yacimientos minerales, que constituyen parte de 
los más importantes recursos naturales que el país posee. 

II
Que la explotación nacional y sostenible de los recursos naturales debe estar al ser-
vicio de la satisfacción de las necesidades del pueblo nicaragüense y del desarrollo 
del país. 

III
Que el conocimiento con exactitud del potencial minero del país y la explotación 
racional de los recursos mineros requiere de inversiones nacionales y extranjeras. 

IV
Que es voluntad del Gobierno de la República de Nicaragua promover las inversio-
nes nacionales y extranjeras en pro del beneficio nacional. 

LEY ESPECIAL SOBRE EXPLORACIÓN
Y EXPLOTACIÓN DE MINAS

(Ley No. 387, Aprobada el 26 de junio del 2001, Publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial N° 151 del 13 de agosto del 2001, con sus Reformas Incorporadas, Ley N° 
525, Aprobada el 15 de marzo del 2005, Publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
N° 62 del 31 de marzo del 2005)
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V
Que se hace necesario modernizar el marco jurídico de la actividad minera en el 
país, a fin de dar seguridad jurídica a los inversionistas y proteger los intereses del 
Estado nicaragüense incorporado, entre otros, la preservación del medio ambiente y 
la eliminación de la discrecionalidad. 

En uso de sus facultades; 

HA DICTADO

La siguiente: 

LEY ESPECIAL SOBRE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACION DE MINAS

CAPITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-
La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico para el uso racional 
de los recursos minerales de la Nación, además de normar las relaciones de las Ins-
tituciones del Estado con los particulares respecto a la obtención de derechos sobre 
estos recursos y la de los particulares entre sí que estén vinculados a la actividad 
minera. 

El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio será la Institución del Poder Ejecuti-
vo, encargada de la aplicación de las presentes disposiciones, de conformidad con 
lo establecido en la Ley de Organización, Competencia y Procedimiento del Poder 
Ejecutivo y su Reglamento. 

Artículo 2.-
Los recursos minerales existentes en el suelo y en el subsuelo del territorio nacional 
pertenecen al Estado quien ejerce sobre ellos un dominio absoluto, inalienable e 
imprescriptible. 

El Estado garantiza igualdad de derecho y obligaciones para inversionistas naciona-
les y extranjeros.
 
Artículo 3.-
Para los efectos de la presente Ley los recursos minerales se clasifican en: 

1.	 La sustancia o sustancias cuyo principal contenido comercial o industrial sean 
elementos metálicos. 

2.	 La sustancia o sustancias cuyo principal contenido comercial o industrial sean 
elementos metálicos. 

3.	 Las sustancias minerales y rocas de empleo directo en obras de infraestruc-
tura y construcción que no requieran más operaciones que las de arranque, 
fragmentación y clasificación y la sal en su estado natural. 

Artículo 4.-
En caso de duda respecto a la clasificación de un mineral específico, el Ministro de 
Fomento, Industria y Comercio resolverá previo dictamen de su dependencia técnica. 

Artículo 5.-
Las actividades de exploración y explotación se realizarán bajo el título de concesión 
minera, de conformidad con esta Ley, su Reglamento, la legislación ambiental vigen-
te y demás normas técnicas aplicables. 

Otorgada la concesión minera y el permiso ambiental por la autoridad correspon-
diente, los concesionarios estarán debidamente habilitados para el inicio de sus 
actividades mineras. 

La no realización de las actividades de exploración y explotación en los períodos 
antes señalados dará por cancelada de mero derecho la concesión minera otorgada. 

Artículo 6.-
La concesión minera otorgada a sus titulares los derechos exclusivos a la explora-
ción, explotación y establecimiento de Plantas de Beneficios, respectivas sobre el 
conjunto de yacimientos minerales existentes en el área de la misma. 

Artículo 7.-
La exploración abarca todo el conjunto de trabajos superficiales y profundos ejecuta-
dos con el fin de establecer la continuidad de los indicios descubiertos por el recono-
cimiento; además de determinar la existencia efectiva de yacimiento y estudiar sus 
posibilidades y condiciones de explotación futura y de utilización industrial. 

Artículo 8.-
La explotación consiste en la extracción de sustancias minerales y su aprovecha-
miento con fines industriales o comerciales a través de las Plantas de Beneficio. 

Artículo 9.-
La exploración y Explotación de recursos minerales no puede ejecutarse sin obtener 
de previo una concesión minera. 
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CAPITULO II
COMISION NACIONAL DE MINERIA

Artículo 10.-
La Comisión Nacional de Minería como órgano constitutivo y asesor del Ministerio 
de Fomento, Industria y Comercio en materia de política minera. La Comisión Nacio-
nal de Minería estará integrada por: 

1.	 El Ministerio de Fomento Industria y Comercio, quien la presidirá. 

2.	 El Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales. 

3.	 El Presidente de los Consejos Regionales de cada una de las Regiones Autó-
nomas de la Costa Atlántica. 

4.	 El Presidente del Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal. 

5.	 Un representante de las empresas mineras de Nicaragua. 

6.	 Un representante de la pequeña minería. 

7.	 Un representante de las organizaciones ambientalistas. 

8.	 Un delegado de los profesionales de la minería. 

9.	 Un representante de las Asociaciones de Alcaldes. 

10.	 Un representante de los Sindicatos Mineros. 

Cada miembro propietario de la Comisión contará con un suplente debidamente 
acreditado. 

Cuando la temática lo amerite se invitará a participar al representante de otras ins-
tituciones u organismos. 

La Comisión tendrá una Secretaría Ejecutiva, la que estará a cargo del Director Eje-
cutivo de la Administración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo), del Ministe-
rio de Fomento, Industria y Comercio. El Reglamento establecerá sus facultades y 
funciones. 

Artículo 11.-
La Comisión Nacional de Minería tendrá las funciones siguientes: 

1.	 Analizar y proponer políticas que en materia de desarrollo y promoción del 
sector minero pueda dictar el Poder Ejecutivo. 

2.	 Informar y promover el aporte del sector minero al desarrollo sostenible del 
país. 

3.	 Revisar periódicamente los problemas del sector minero y presentar pro-
puestas al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio. 

4.	 Asesorar al Ministro de Fomento, Industria y Comercio en todos los asuntos 
relacionados al sector minero que se sometan a su consideración. 

5.	 Cualquier otra función que se le encargue por Ministerio de esta Ley o su 
Reglamento. 

La Comisión elaborará su normativa de funcionamiento interno. 

CAPITULO III
DERECHOS MINEROS

Artículo 12.-
En lo referente a la exploración, la concesión minera otorga a su titular, salvo derechos 
adquiridos, en los límites de su perímetro e indefinidamente en profundidad, el de-
recho exclusivo de realizar los trabajos señalados en el Artículo 7 de la presente Ley. 

Artículo 13.-
El lote de la concesión minera será delimitado por un polígono con lados orientados 
Norte Sur y Este Oeste, conforme el sistema de coordenadas Universales Transver-
sales Mercators (UTM), utilizado en el mapa topográfico, coincidiendo con las cua-
driculas de dicho sistema de coordenadas. El lote minero tendrá un área máxima de 
50 mil hectáreas y se otorga por un período de veinticinco años prorrogables por 
otro período igual. 

Artículo 14.-
La concesión minera se otorgará al primer solicitante en tiempo de un lote minero 
sobre terreno libre, entendiéndose como libre todo aquel que no este cubierto por 
una concesión, solicitud de concesión en trámite, o en un Área Protegida. 

Artículo 15.-
La concesión minera constituye derechos reales, distintos al de la propiedad de la 
tierra o fundo superficial en que se encuentre, aunque ambas pertenezcan a una 
misma persona. El derecho real emana de una concesión mineras es oponible a ter-
ceros, transferible y transmisible; susceptible de hipoteca y en general de todo acto 
o contrato, excepto el de constitución de patrimonio familiar. 

La concesión minera es un inmueble y sus partes integrantes y accesorias tienen 
igual condición aunque se encuentren fiera de su perímetro. 

Son parte integrante de la concesión minera, los yacimientos minerales que se en-
cuentren dentro de su perímetro y las labores que se ejecuten para su aprovecha-
miento. 

Son partes accesorias de la concesión minera las construcciones, instalaciones y de-
más objetos afectados permanentemente a su operación. 



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|70| |71|

Artículo 16.-
El titular de una concesión minera puede renuncias a ella en todo momento. La 
renuncia puede ser también parcial. 

Artículo 17.-
En lo referente a la explotación, la concesión minera otorga a su titular, el  límites 
del perímetro concedido e indefinidamente en profundidad, además de lo dispuesto 
en el Artículo 34 de la Ley General Sobre Explotación de la Riquezas Naturales, el 
derecho exclusivo de reconocimiento de exploración y explotación de las sustancias 
minerales. 

Artículo 18.-
La concesión minera previa autorización del Ministerio de Fomento, Industrias y Co-
mercio, puede ser dividida, cedida, traspasada y arrendada en forma total o parcial 
fusionada con otras concesiones, cumpliendo con los requisitos y lineamientos esta-
blecidos en la presente Ley y su Reglamento y su posterior inscripción en el Registro 
Central de Concesiones del MIFIC. 

Artículo 19.- 
En caso de expiración por el vencimiento del término o por renuncia de una con-
cesión minera, el titular deberá cumplir con las disposiciones técnicas ambientales 
que se encuentran establecidos en los Permisos Ambientales correspondientes. Su 
incumplimiento queda sujeto a las sanciones establecidas en las Leyes y reglamen-
tos de la materia. 

Artículo 20.-
El otorgamiento de una concesión minera implica a favor del titular los derechos 
consignados en los Artículos 80 y 86 de la Ley General sobre Explotación de la 
Riquezas naturales. 

CAPITULO IV
DE LAS CONCESIONES MINERAS

Artículo 21.- 
Toda concesión minera debe solicitarse ante la Dirección General de Recursos Na-
turales del MIFC. Esta para resolver sobre las solicitudes presentadas, seguirá los 
trámites y preceptos establecidos en la presente Ley y su Reglamento. 

Una vez recibida la solicitud de concesión minera y habiendo cumplido con los re-
quisitos respectivos, en un plazo máximo de tres días hábiles, la Dirección general 
de Recursos Naturales del MIFIC, remitirá copia de la misma, a costa del solicitan-
te, al Consejo Regional de la Región Autónoma de la Costa Atlántica o al Consejo 

Municipal, en que este ubicado geográficamente el interés de la solicitud, para su 
aprobación u opinión respectiva. 

El Ministro de Fomento, Industria y Comercio, otorgará por medio de Acuerdo Minis-
terial, la concesión minera solicitada, en un plazo máximo de 120 días, contados a 
partir de la recepción de la solicitud, para las ubicadas en las Regiones Autónomas 
de la Costa Atlántica, y de 90 días en el resto del país. 

Artículo 22.- 
Las concesiones mineras se otorgarán para todas las sustancias comprendidas en el 
Artículo 3 de la presente Ley.
 
Artículo 23.- 
Las solicitudes de concesiones mineras se presentarán por escrito directamente por 
el interesado o por un representante o apoderado acreditado para tal efecto. El Re-
glamento determinará los requisitos y procedimientos, sin perjuicio de lo establecido 
en el Artículo 33 de la presente Ley. 

Artículo 24.-
No podrán, ni directa ni indirectamente, ni por interpósita personas, adquirir las 
Concesiones Mineras, además de los funcionarios señalados en el Artículo 130 pá-
rrafo tercero de la Constitución Política, aquellos funcionarios que llevan anexa ju-
risdicción en la materia objeto de esta Ley, sus cónyuges y parientes hasta el tercer 
grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad. 

Artículo 25.- 
Cualquier interesado en adquirir y conservar los derechos de un concesionario mine-
ro, queda sometido a las disposiciones de la presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 26.-
Pueden otorgarse concesiones mineras, dentro del perímetro de una concesión pe-
trolera, para lo cual deberá obtenerse el Permiso Ambiental correspondiente y los 
trabajos de las primeras no interfieran las labores específicas de la explotación pe-
trolera. 

Artículo 27.- 
La solicitud de concesión minera será denegada por el Ministro de Fomento, In-
dustria y Comercio cuando no tiene los requisitos establecidos en esta Ley y su 
Reglamento. 

Artículo 28.-
Contra la Resolución Administrativa, denegatoria de una solicitud y/o cancelación 
de una Concesión Minera, se establece el Recurso de Reposición y Apelación en su 
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caso, los que se interpondrán y resolverán dentro de los términos y por los organis-
mos que señala la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y Procedimientos 
del Poder Ejecutivo, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 102 del 03 de Junio 
de 1998. 

En los casos antes señalados, cuando las autoridades no se pronuncien en los tér-
minos previstos, la falta de resolución se entenderá como positiva a favor del recu-
rrente.
 
Artículo 29.- 
La solicitud de prórroga de la concesión minera deberá presentarse a más tardar 
seis meses antes de la fecha en que está expire, a la Dirección general de Recursos 
Naturales del MIFIC; la solicitud se acompañará de todos los documentos que tratan 
de la actividad minera realizada durante el período anterior de la validez. 

Artículo 30.- 
Cuando la renuncia de la concesión minera sea parcial, será necesaria una nueva 
definición de su perímetro y sus límites. 

El otorgamiento de la zona reducida anual la concesión original quedando libre de 
derecho el área renunciada. 

Artículo 31.- 
Toda cesión o traspaso total o parcial de una concesión minera debe ser por un plazo 
que no exceda la duración que resta a la concesión minera original. 

Artículo 32.-
Cada vez que el concesionario minero abandone o concluya un trabajo, deberá cum-
plir con las normas Técnicas Ambientales de tal forma que las obras realizadas no 
constituyan peligro contra la vida o la propiedad de terceros. 

Artículo 33.- 
La solicitud de concesión minera deberá expresar la definición exacta del perímetro 
solicitado. A la respectiva solicitud se acompañará: 

a)	 Un mapa del territorio nacional a escala 1: 50,000 donde se indique la ubi-
cación de la zona a que se refiere la solicitud. 

b)	 Un plano topográfico de escala conveniente orientada al norte verdadero, 
indicando exactamente la ubicación del mojón de referencia.

c)	 Una breve reseña técnica de los trabajos que piensa realizar y los docu-
mentos que puedan aportarse (planos, reportes, análisis, estimación de las 
reservas, etc.) anteriores a la concesión sobre el área que se está solicitando. 

Artículo 34.- 
La concesión minera, deberá ser determinada en el terreno por mojones situados en 
cada uno de sus vértices y por lo menos uno de ellos en relación a un punto invaria-
ble del terreno. Este mojón indicará el nombre del titular, y la fecha de otorgamiento 
de la concesión minera. Si la Dirección General de Recursos Naturales del MIFIC lo 
considera necesario estará obligado a mojonar total o parcialmente su concesión 
minera de exploración y explotación. 

Artículo 35.-
El concesionario podrá renunciar a su concesión minera dando a conocer a la Direc-
ción General de Recursos Naturales del MIFIC, las razones de su renuncia. 

Artículo 36.- 
Tanto la fusión dedos o varias concesiones mineras contiguas, como la desmem-
bración de una concesión minera, serán solicitadas, otorgadas, o rechazadas en la 
misma forma que si se trata de una concesión minera original. 

La concesión minera que resulte de la unión de dos o varias concesiones mineras 
expirará a la fecha de expiración de la más antigua. Las concesiones mineras que 
resultaren de una desmembración tendrán la misma fecha de expiración de la con-
cesión minera original. 

Artículo 37.- 
En los lugares donde se cancelen o renuncien concesiones mineras o cuando las 
solicitudes de las mismas se rehacen o sean objeto de desistimiento o caducidad, el 
área en referencia se considerará libre 30 días después de la fecha de publicación de 
la declaración en La Gaceta, Diario Oficial. 

Todas las solicitudes sobre una misma área sometidas durante ese período, se con-
siderarán para este efecto como presentadas al mismo tiempo, procediéndose a 
licitación entre los interesados de conformidad al procedimiento de la presente Ley y 
su Reglamento. No podrá someter solicitud el titular anterior de la concesión minera 
liberada. En los casos de renuncia parcial de área, solamente se considerará libre de 
la porción del terreno que se abandona. 

Artículo 38.- 
La cesión o traspaso o total o parcial por cualquier título legal de una concesión mi-
nera con sus dependencias inmobiliarias, será; por el término de duración restante 
de la concesión; siempre que los nuevos adquirentes se sometan exactamente a las 
obligaciones de la presente Ley. Esta disposición no se aplica al arrendamiento. 
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CAPITULO V
DE LA PEQUEÑA MINERIA Y LA MINERIA ARTESANAL

Artículo 39.-
Corresponden al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, MIFIC, promover, de-
sarrollar, evaluar y dar seguimiento a través de programas y acciones institucionales, 
el aprovechamiento racional de recursos mineros que realiza la pequeña minería y 
la minería artesanal. 

Artículo 40.- 
Se entiende por pequeña Minería, el aprovechamiento de los recursos mineros que 
realizan personas naturales o jurídicas, que no excedan una capacidad de extracción 
y/o procesamientos de 15 toneladas métricas por día. 

Para la realización de esta actividad, se requerirá de una licencia especial que será 
otorgada por la autoridad que designe el MIFIC, permitiéndose el uso de tecnología 
aplicable a la mediana producción. 

Artículo 41.-
Se entiende por Minería Artesanal, el aprovechamiento de los recursos mineros que 
desarrollan personas naturales de manera individual o en grupos organizados, me-
diante el empleo de técnicas exclusivamente manuales. 

Artículo 42.- 
Dentro de las áreas amparadas por una concesión minera, en donde se desarrollen 
las actividades de exploración, los concesionarios deberán permitir el acceso y la 
realización de la minería artesanal a quienes se encuentren ejerciendo tal actividad 
al momento de otorgarse la concesión, mientras se aprueba una Ley especial que 
regule la minería artesanal y pequeña minería. 

Artículo 43.- 	
La superficie permitida para realizar la minería artesanal, no superará el 1% del área 
total concesionada, para los nuevos mineros artesanales. El concesionario deberá 
definirlo y notificar al MIFIC, para su control y seguimiento en coordinación con el 
MERENA. La autorización no presupone derecho de preferencia a favor del minero 
artesanal. 

Artículo 44.-	
El MIFIC, realizará y actualizará periódicamente un inventario de las áreas o terri-
torios liberados, aptos para el desarrollo de la Minería Artesanal. El libre aprove-
chamiento estará sujeto a programas especiales de manejo internacionales a fin de 
salvaguardar la seguridad ambiental del área y siempre que el interés público no 
exija algo distinto. 

Se establece un período máximo de vigencia de cinco años, para aprovechamiento 
en las áreas o territorios declarados aptos para la actividad minera artesanal. El MI-
FIC deberá definir las áreas en que se realizará el aprovechamiento de los recursos 
mineros. 

Artículo 45.- 
La declaración de áreas o territorios libres para el aprovechamiento, se realizará 
preferentemente en los sitios donde históricamente se ha practicado la minería arte-
sanal, siempre y cuando la actividad no afecte el derecho vigente los concesionarios, 
lo que deberá ser verificado y controlado por inspectores del MIFIC. 

Artículo 46.-
Las actividades de la Pequeña Minería y de la Minería Artesanal, no serán permitidas 
del perímetro de una concesión minera, donde se realicen actividades de explota-
ción, ni en perjuicio de un derecho minero vigente, salvo acuerdo expreso con los 
titulares de la concesión. 

Artículo 47.- 
Las Actividades de la Pequeña Minería y la Minería Artesanal, deberán cumplir obli-
gatoriamente con las disposiciones y normas técnicas vigentes, sobre el impacto 
ambiental y la protección y/0 recuperación del medio ambiente. 

Artículo 48.- 
El Estado promoverá e incentivará la exploración y explotación de los recursos mine-
rales no tradicionales, como zinc, plomo y otros, a través de programas de progra-
mas que den a conocer la existencia, ubicación y valor de los mismos. 

CAPITULO VI
DE LAS PLANTAS DE BENEFICIOS

Artículo 49.- 
Toda Planta para de Beneficio para el procesamiento de sustancias minerales deberá 
estar inscrita en la Dirección General de Recursos Naturales del MIFIC. 

Artículo 50.-
Las Plantas de Beneficios estarán sujetas a las disposiciones establecidas en la Ley 
General del Ambiente y los Recursos Naturales y su Reglamentos. 
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CAPITULO VII
DEL REGISTRO CENTRAL DE CONCESIONES

Artículo 51.- 
El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, a través de la Dirección General de 
Recursos Naturales con la colaboración de la Administración Nacional de Recursos 
Geológicos, AdGeo, llevará un Registro Central de Concesiones en el que se inscribi-
rán los actos y contratos que a continuación se mencionan: 

a)	 Los títulos de concesiones mineras, las prórrogas de éstas y las declaraciones 
de su nulidad o cancelación. 

b)	 Los actos o contratos relativos a la transmisión de la titularidad de concesio-
nes mineras o de los derechos derivados, los de promesa para celebrarlos, 
los gravámenes que se constituyan en relación con la misma, así como los 
convenios que los afectan. 

c)	 Las resoluciones y acuerdos de ocupación y constitución de servidumbres, al 
igual que las que se emitan sobre su cancelación. 

d)	 Las resoluciones expedidas por autoridad judicial o administrativa que afec-
ten concesiones mineras o los derechos que de ellas deriven. 

e)	 Las sociedades titulares de concesiones mineras, al igual que su disolución, 
liquidación y las modificaciones a los estatutos de dichas sociedades que 
determine el Reglamento de la misma. 

f)	 Los avisos notariales preventivos con motivo de celebración de Contratos. 

g)	 Las anotaciones judiciales preventivas derivadas de reclamaciones por nega-
tiva, rectificaciones, modificaciones, nulidad o cancelación de inscripciones. 

h)	 Las anotaciones preventivas para interrumpir la cancelación de inscripciones 
de contratos y convenios sujetos a temporalidad. 

i)	 Cualquier otro acto o contrato que afecte a las concesiones minerales. 

En relación a los actos y contratos previstos en los acápites d) al i), sufrirán contra 
terceros desde la fecha y hora de presentación en el Ministerio; los correspondientes 
a los acá pites a) y c), a partir de su fecha de inscripción, y lo relativo al acápite b), 
el día de su publicación en La Gaceta, Diario Oficial. 

Artículo 52.-
Los actos aludidos en los acápites a) al c) del Artículo anterior se inscribirán de oficio 
y lo relativo a los acápites restantes, a petición de parte interesada, por orden de 
presentación y cuando se cumplan los requisitos que establezcan el Reglamento de 
la presente Ley. 

Artículo 53.- 	
La Administración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo), será la dependencia 
del Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, que registrará las concesiones mi-
neras otorgadas, en el mapa geológico minero del país el cual deberá estar a la 
disposición del público. 

Artículo 54.- 
Toda persona podrá consultar el Registro Central de Concesiones del MIFIC y solicitar 
a su costa, certificaciones de las inscripciones y documentos que dieron lugar a la 
misma. 

Artículo 55.-
Los derechos que confiere la concesión minera y los actos, contratos y convenios que 
la afecten se acreditarán por medio de la constancia de su inscripción en el Registro 
Central de Concesiones del MIFIC. 

Artículo 56.- 
Para proceder a la licitación de una concesión minera a que hace referencia el Artícu-
lo 37 de esta Ley y de los derechos que de ella deriven, será requisitos la expedición 
por parte del Registro Central de Concesiones del MIFIC, de una certificación sobre 
los antecedentes y afectaciones que obren inscritos en relación con la misma. 

Dicha certificación deberá agregarse a las actas de las diligencias de adjudicación o 
en las escrituras respectivas. 

Artículo 57.- 
El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio a través del Registro Central de Con-
cesiones, podrá rectificar o modificar una inscripción cuando sea solicitada por el 
afectado, se acredite la existencia de la omisión o error y no se perjudiquen dere-
chos de terceros o medie consentimiento de parte legítima en forma auténtica. Así 
mismo, procederá la cancelación de la inscripción de un contrato o convenio cuando 
conste fehacientemente la voluntad de las partes. 

Artículo 58.- 
Se tendrá por cancelada la inscripción de los contratos y convenios sujetos a tem-
poralidad, 90 días calendarios después del término de su vigencia si no obra cons-
tancia en contrario. 

Artículo 59.-
Las reclamaciones por negativa, rectificación, modificación o cancelación de inscrip-
ciones que perjudiquen derechos de terceros, así como las que se refieren deberán 
tramitarse judicialmente. 
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CAPITULO VIII
DERECHOS Y OBLIGACIONES COMPLEMENTARIOS

DE LOS CONCESIONARIOS

Artículo 60.- 
Los titulares de concesiones mineras en los terrenos nacionales dentro de los perí-
metros de sus concesiones, podrán: 

1.	 Ocupar los terrenos necesarios en la ejecución de los trabajos de exploración 
y explotación y para las actividades relacionadas con dichos trabajos, así 
como la construcción de alojamientos para el personal empleado. 

2.	 Ejecutar trabajos básicos necesarios para realizar en condiciones económi-
camente normales las varias operaciones requeridas para la exploración y 
explotación, particularmente el transporte de los aprovisionamientos, de los 
materiales, del equipo y las sustancias extraídas. 

3.	 Ejecutar los sondeos y los trabajos necesarios para el abastecimiento de 
agua para el personal y las instalaciones; y 

4.	 Cortar las maderas necesarias para los trabajos cumpliendo con las obliga-
ciones en lo que se refiere a las prácticas de conservación de bosques según 
las Leyes de la materia, lo que no implica una concesión para aprovecha-
miento forestal, así, como, utilizar las aguas racionalmente. 

Cuando las obras a que se refieren los numerales 2), 3) y 4) de este artículo, necesa-
riamente deban ser ejecutadas fuera del perímetro de la concesión minera, deberá 
solicitarse la autorización del caso al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, la 
que será concedida una vez comprobada la necesidad de dichos trabajos, sin perjui-
cio de las autorizaciones que deban obtener de otras autoridades.
 
Artículo 61.-
La ocupación o expropiación de terrenos de propiedades particulares se regirá por lo 
dispuesto en el Capítulo IX de la Ley General de Riquezas Naturales. 

Artículo 62.-
Se consideran trabajos básicos para la exploración y explotación los siguientes: 

1.	 El establecimiento y utilización de plantas eléctricas y líneas de transmisión 
y el establecimiento de instalaciones para abastecimiento de agua. 

2.	 La preparación, el lavado, la concentración, el tratamiento mecánico, quími-
co o metalúrgico de las sustancias minerales así como la aglomeración, la 
destilación y la gasificación de los combustibles en su caso. 

3.	 Construcción de Bodegas y determinación de los depósitos de los escolares. 

4.	 La construcción de viviendas para el personal empleado, hospitales y escue-
las y demás obligaciones contempladas en el Código del Trabajo vigente, así 
como las resoluciones y normativas dictadas por la Organización Internacio-
nal del Trabajo en relación a los trabajadores mineros. 

5.	 La construcción o instalación de vías de comunicaciones, en particular carre-
teras, vías férreas, canales andariveles, puertos y aeropuertos. 

6.	 EL establecimiento de mojones de toda clase; y 

7.	 Todo tipo de trabajos mineros, tales como túneles, pozos, socavones, chiflo-
nes y otras formas reconocidas como trabajos mineros subterráneos, instala-
ciones de equipos para extracción, acarreo de mineral e instalación. 

Artículo 63.- 	
El Concesionario o minero deberá reparar todos los daños que sus trabajos ocasio-
nen a la propiedad del suelo, pagando al dueño una indemnización correspondiente 
al valor de este daño. 

Artículo 64.- 
Se prohíbe el vertimiento de residuos, o desechos líquidos o sólidos resultantes de 
la producción minera, hacia cuerpos de aguas. El concesionario minero tiene la obli-
gación de tratarlos previamente. El que resulte culpable de la contaminación será 
responsable de los daños y perjuicios causados a los bienes nacionales, municipales 
o particulares, sin perjuicio de lo dispuesto en el Código Penal vigente y en la Ley 
general del Medio Ambiente y los Recursos naturales, especialmente en lo que se 
refiere a la elaboración de Estudios del Impacto Ambiental, normas de vertidos y 
obligaciones del concesionario relativas a trabajos de restauración ecológica al cierre 
de la mina. 

Artículo 65.-
Cuando la autoridad correspondiente, de oficio a pedimento de parte, juzgue ne-
cesario poner en comunicación minas vecinas para su ventilación, hacer desagües 
naturales o por medios mecánicos y establecer vías de socorro al servicio de minas 
vecinas, los concesionarios mineros no podrán oponerse a la ejecución de tales tra-
bajos y cada uno estará obligado a participar en los gastos coaccionados en propor-
ción a sus propios beneficios. 

Artículo 66.- 
Cuando los trabajos de explotación ocasionen un daño cualquiera a la explotación 
de una mina vecina, el autor de los trabajos deberá repara el daño o perjuicio cau-
sado. 
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Artículo 67.-
Para evitar que los trabajos de una mina se comuniquen con los trabajos de una 
mina vecina instalada o por instalarse, el Ministerio de Fomento, Industria y Comer-
cio podrá determinar una zona intermedia de anchura suficiente y de profundidad 
indefinida, donde no podrán efectuarse labores de ninguna clase. El establecimiento 
de dicha zona no dará lugar a indemnización de una mina o de explotación de una 
mina en favor de la otra. 

Artículo 68.- 	
Ningún trabajo de exploración y de explotación podrá; ser ejecutado a menos de 
cien metros: 

1.	 De alrededor de las propiedades cercadas, de los pueblos, pozos, edificios 
religiosos, sin la autorización de los dueños o de las autoridades correspon-
dientes y previo dictamen favorable del Ministro de Fomento, Industria y 
Comercio. 

2.	 De ambos lados de las vías de comunicación, acueductos y oleoductos y 
obras de utilidad pública sin autorización del Ministerio de Fomento, Indus-
tria y Comercio. 

CAPITULO IX
DE LOS PAGOS A QUE ESTAN AFECTOS LOS CONCESIONARIOS

Artículo 69.-
Los titulares de una concesión minera, estarán obligados a los pagos siguientes. 

1.	 Derechos de Vigencias o Superficiales. 

2.	 Derecho de Extracción o Regalías. 

Artículo 70.- 
El pago de los Derechos de Vigencia o Superficiales se aplicará a las concesiones 
mineras; el pago se realizará semestralmente y por adelantado. 

Los beneficiados con títulos de concesiones mineras pagaran: 

El equivalente en moneda nacional a veinticinco centavos de dólares los Estados 
Unidos de América ($0.25) el primer año por hectárea. 

El equivalente en moneda nacional a setenta y cinco centavos de dólar de los Esta-
dos Unidos de América ($0.75), por el segundo año por hectárea. 

El equivalente en moneda nacional a uno cincuenta centavos de dólar de los Estados 
Unidos de América (1.50), el tercer y cuarto año por hectárea. 

El equivalente en moneda nacional a tres dólares de los Estados Unidos de América 
($3.00), por el quinto y sexto año por hectárea. 

El equivalente en moneda nacional a cuatro dólares de los Estados Unidos de Amé-
rica ($4.00) por el séptimo y octavo año por hectárea. 

El equivalente en moneda nacional a ocho dólares de los Estados Unidos de América 
($8.00), por el noveno y décimo año por hectárea y, 

A partir del décimo año, el equivalente a doce dólares de los Estados Unidos de 
América ($12.00) por hectárea. 

Artículo 71.- 
El Derecho de Extracción o Regalía es el derecho proporcional sobre el valor de las 
sustancias extraídas, determinada en el sitio de producción en el país (extracción 
beneficio, según el caso), a partir del precio de ventas, restando de este último los 
costos de transporte entre el lugar de producción y el sitio de destino. 

El monto del Derecho de extracción o Regalía de un 3% para todos los minerales. Los 
procedimientos para determinar en cada caso el valor el cual se aplicará el Derecho 
de Extracción o Regalía serán establecidos en el Reglamento. 

Artículo 72.-
La industria minera estará sujeta al pago del impuesto sobre la renta; el pago del 
Derecho de Extracción o Regalía se contemplará como gasto para fines del cálculo 
del impuesto sobre la renta. 

Artículo 73.- 
Los titulares de concesiones mineras, podrán acogerse al régimen de admisión tem-
poral y otros regímenes de promoción de exportaciones que establezca la legislación 
correspondiente para efectos de extensión o suspensión de los impuestos aduaneros 
de importación, para los materiales, maquinarias, instrumentos útiles y demás efec-
tos. Igualmente gozaran de exención para el pago de los impuestos que graven los 
inmuebles de la empresa, dentro del perímetro de su concesión. 

Artículo 73.- 
Salvo lo dispuesto en los artículos 69, 70, 71, 72 de la presente Ley, no se podrá 
obligar a los titulares de concesiones mineras no metálicas, al pago de ningún otro 
servicio, impuesto o carga impositiva, directa o indirecta, que grave los minerales 
antes de extraerlos, el mineral extraído, el acarreo, beneficio, transporte o almace-
namiento de los mismos; así como la venta o exportación de ellos.

El Poder Legislativo no aprobará los Planes de Arbitrio de las Municipalidades que 
establezcan los pagos por servicios e impuestos a que se refiere el párrafo anterior. 
El Estado garantizará estabilidad fiscal para la inversión nacional y extranjera desti-
nada a la actividad minera”
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CAPITULO X
DEL FONDO DE DESARROLLO MINERO Y DEL USO DE LOS

DERECHOS SUPERFICIALES Y REGLAS

Artículo 75.- 
La Tesorería General de la República entregará lo recaudado en concepto de Dere-
chos de Vigencia o Superficiales de Derechos de Extracción o Regalías a más tardar 
los treinta días de haber recibido, de acuerdo a la siguiente distribución. 

En concesiones mineras o sus partes ubicadas en el territorio de las Regiones Autó-
nomas del Atlántico: 

a)	 El 35% deberá ser entregado directamente a los municipios en circunscrip-
ción de la concesión minera, de forma proporcional al área respectiva al área 
respectiva de cada municipio. 

b)	 EL 20% al Consejo Regional respectivo de la Región Autónoma del Atlántico 
en cuyo territorio se realicen las actividades de exploración y explotación. 

c)	 El 30% al Tesoro Nacional. 

d)	 El 15% al Fondo de Desarrollo Minero. 

En concesiones mineras o sus partes ubicadas en el resto del país.

a)	 El 35% deberá ser entregado directamente a los municipios en la circuns-
cripción de la concesión minera, de forma proporcional al área respectiva de 
cada municipio. 

b)	 El 50% al tesoro Nacional. 

c)	  El 50% al Fondo de Desarrollo Minero. 

Artículo 76.- 
Créase el Fondo de Desarrollo Minero para financiar el presupuesto de la Adminis-
tración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo) para ejecutar actividades de fenó-
meno minero, incluyendo investigación básica de los recursos minerales, protección 
del medio ambiente en materia minera y programas especiales de fiscalización y 
monitoreo del sector minero. 

Dicho fondo será administrado por un Comité Regulador presidido por el Ministro 
de Fomento, Industria y Comercio, MIFIC, e integrado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, el ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales, MARENA, y el 
Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales, INETER. 

CAPITULO XI
LA INSPECCIÓN, VIGILANCIA Y FISCALIZACIÓN DEL ESTADO

Artículo 77.- 	
La Administración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo) es la instancia compe-
tente en materia de inspección, vigilancia y fiscalización de las operaciones relacio-
nadas con el aprovechamiento racional de los yacimientos minerales. Sin perjuicio 
de lo establecido en el Ley de Organización, Competencia y Procedimiento del Poder 
Ejecutivo, tendrá las siguientes funciones y atribuciones. 

a)	 Conocer del aprovechamiento racional de los yacimientos minerales.

b)	 Tener acceso a todos los trabajos e instalaciones del concesionario minero. 

c)	 Conocer en conjunto con el MERENA, sin perjuicio de las facultades que le 
corresponden a éste, lo siguientes: 

-	 Los Estudios de Impactos Ambientales de los proyectos mineros. 

-	 Los Primeros Ambientales y programas de mitigación de los proyectos mineros. 

-	 Los programas de gestiones ambientales. 

-	 Los casos de incumplimiento de las normas técnicas ambientales y del Permi-
so Ambiental para su debida prevención o corrección. 

d)	 Aplicar las sanciones correspondientes por incumplimiento de las obligacio-
nes de los concesionarios mineros. 

e)	 Conocer del cumplimiento en materia de prevención, higiene y seguridad 
laboral, sin perjuicio de las facultades que le corresponde al Ministerio del 
Trabajo. 

f)	 Informar periódicamente al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio de 
sus actividades. 

Artículo 78.-
La dirección de los trabajos de exploración y explotación en una concesión minera 
deberán estar a cargo de un técnico como jefe único y responsable, cuya identidad 
debe ser informada a la Administración Nacional de Recursos Geológicos (AdGeo), 
para su registro y control respectivo. 

Artículo 79.-
Todo concesionario minero, en su caso, tendrá la obligación de tener actualizada 
periódicamente la información siguiente:

- 	 Un plano o mapa donde figuren todos los datos de orden topográfico, geoló-
gico y minero relacionado con la concesión. 
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-	 Un plano de los trabajadores superficiales en escala conveniente.

-	 Un plano de los trabajos subterráneos acompañado de su plano de su super-
ficie que le pueda ser supuesto en escala conveniente. 

-	 Un registro de los trabajadores y un registro de producción, venta, depósito y 
exportación de las sustancias minerales. 

-		 Un expediente de la salud del personal obrero y técnico o administrativo 
expuesto riesgo, con exámenes semestrales que conste como epicrisis en el 
expediente. 

Esta información estará siempre a la disposición de la Administración Nacional de 
Recursos Geológicos (AdGeo) en la forma y periodicidad que determine el Regla-
mento. 

Artículo 80.-
Todo accidente grave debe ser inmediatamente notificado a la Administración Nacio-
nal de Recursos Geológicos (AdGeo). 

Los titulares de concesiones mineras, se someterán a todas las disposiciones encami-
nadas a prevenir o eliminar toda causa de peligro para los trabajadores, la seguridad 
laboral, así como las que se refieren a la conservación de las obras de la mina o de 
las minas vecinas, de las aguas y de las vías públicas. 

Artículo 81.- 
Los concesionarios mineros enviarán anualmente al Ministerio de Fomento, Indus-
tria y Comercio y Comercio los informes o documentos siguientes: 

a)	 Personal empleado 

b)	  Informe sobre la Seguridad Industrial de la empresa. 

c)	 Informe sobre las actividades geológicas mineras efectuados y sus resultados. 

d)	 Informes de producción minera. 

e)	 Informes Generales sobre la constitución de la sociedad; balance oficial y 
cualquier modificación ocurrida en el curso del año.

f)	 Detalles de inversiones y gastos hechos en la concesión minera durante el año. 

Artículo 82.-
Para embarques regulares o eventuales de mineral bruto o semi elaborados, la ofi-
cina de Aduana respectiva de manera aleatoria deberá enviar una muestra al Minis-
terio de Fomento, Industria y Comercio, a fin de determinar a costa del interesado 
mediante los análisis del caso, los minerales que contiene para todos los efectos 

legales, sin perjuicio del derecho de AdGeo para inspeccionar el mineral que se 
extraiga o que se baya a embarcar. 

Artículo 83.- 
El Personal técnico del Ministerio de Fomento, Industria y Comercio pondrá a dispo-
sición de los titulares de concesiones mineras, los documentos de carácter técnico o 
científico que les pueden ser útiles en la realización de sus trabajos. 

Artículo 84.-
Lo dispuesto en este Capítulo en lo que fuere concerniente, es sin perjuicio de las 
disposiciones del Código del Trabajo, el Código Penal, la Ley General del medio Am-
biente y los Recursos Naturales y demás Leyes sociales y ambientales promulgadas 
o por promulgarse. 

El MIFIC, está facultado para dictar las regulaciones o disposiciones de carácter téc-
nico, necesarias para el cumplimiento de la presente Ley y su Reglamento. 

CAPITULO XII
DISPOSICIONES ADMINISTRATIVAS, CIVILES Y PENALES

Artículo 85.- 	
La Dirección general de Recursos Naturales del Ministerio de Fomento, Industria y 
Comercio, será competente para conocer de las cuestiones que se promueven entre 
concesionarios por derechos emanados de la presente Ley y su Reglamento. 

Los tribunales judiciales conocerán y resolverán las diferencias entre concesionarios 
mineros, así como entre éstos y terceros, sobre derechos de propiedad, participacio-
nes, deudas y demás asuntos civiles. Sin embargo, en este caso, por acuerdo de los 
interesados, la Dirección General de Recursos Naturales del MIFIC podrá intervenir 
como mediadora proporcionado el arreglo entre las partes. 

Artículo 86.- 
Todas las infracciones a esta Ley serán constatadas por el personal técnico del Minis-
terio de Fomento, Industria y Comercio y por los jueces civiles del distrito, en su caso. 
Tanto al Personal Técnico del Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, como los 
jueces civiles tienen derecho de hacer todas las investigaciones necesarias. 

Artículo 87.- 
La ocultación fines fraudulentos de sustancias extraídas de la concesión minera hará 
incurrir al concesionario en el delito de defraudación fiscal que será sancionado con 
la pena máxima que establecen las Leyes de la materia por primera y segunda vez, 
la tercera reincidencia será motivo suficiente para que el Ministerio de Fomento, 
Industria y Comercio cancela la concesión. 
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Artículo 88.- 
La exportación o venta de cualquier cantidad de mineral no declarada será conside-
rada como defraudación fiscal y será pueda con una multa del doble de los impues-
tos defraudados por la primera vez y con la cancelación de la concesión minera de 
reincidencia. 

Cualquier persona que denuncie al Estado una defraudación de esta especie, tendrá 
derecho a una gratificación conforme lo establecido en el Artículo 14 de la Ley de 
Justicia Tributaria Comercial. 

Artículo 89.- 
La falta de pago al Estado durante tres meses de cualquiera de las obligaciones 
tributarias que establece la presente Ley, será causa de cancelación de la concesión 
minera otorgada, si no se hace el pago en el mes subsiguiente después de la noti-
ficación. 

El estado tendrá derecho preferente sobre los acreedores del concesionario para 
pagarse el mencionado crédito fiscal. 

Artículo 90.- 
Cualquier violación a las obligaciones y regulaciones establecidas en esta Ley, co-
metidas por los concesionarios mineros, será sancionada con una multa pecuniaria 
de hasta el equivalente a Veinte mil dólares de los Estados Unidos de América, y 
especial las siguientes infracciones: 

1)	 Hacer falsa declaración para la implementación de un mojón.

2)	 Destruir, trasladar o modificar ilícitamente los mojones. 

3)	 Falsificar las inscripciones de los títulos y registros de concesiones mineras.

4)	  Hacer falsas declaraciones para obtener una concesión minera. 

5)	 Extraer ilícitamente sustancias minerales. 

6)	 Cometer irregularidades en los registros de producción legal del personal 
técnico del ministerio de Fomento Industria y Comercio. 

7)	 Dar información falsa sobre la cantidad y calidad de las sustancias minerales 
extraídas o producidas. 

Artículo 91.- 
Las disposiciones contenidas en este Capítulo son independientes de las demás 
sanciones que pueden aplicar el Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, de 
conformidad con esta Ley. 

CAPITULO XIII
DISPOSICIONES VARIAS

Artículo 92.-
La extinción, caducidad y nulidad de las concesiones mineras se regirán por lo con-
signado en esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 93.- 
Se establece como unidad de medida superficial para todos los efectos de labores 
mineras la hectárea. 

Artículo 94.-
La información que deben proporcionar los concesionarios de conformidad con el 
Artículo 82 de la presente Ley, será publicada. No obstante, a solicitud razonada 
de un concesionario minero, el Ministro de Fomento, Industria y Comercio podrá 
ordenar que la información se mantenga en carácter confidencial por un término 
no mayor al de la concesión minera respectiva o mientras éste en vigor un derecho 
inherente del solicitante, según el caso. 

Artículo 95.- 
En todo lo que en la presente Ley se denomine concesión minera deberá entenderse 
como la concesión minera de exploración y explotación. 

Artículo 96.- 
Ningún derecho o reclamo podrá oírse o tramitarse en la dependencia del MIFIC que 
reglamentariamente se designe si el interesado no demuestra que está solvente con 
las obligaciones derivadas de su concesión minera. 

Artículo 97.-
Las cantidades establecidas en dólares de los Estados Unidos de América deberán 
calcularse y enterarse al cambio oficial vigente al momento de su cancelación. 

Artículo 98.- 
La Comisión Nacional de Minería deberá ser instalada por el Poder Ejecutivo y entrar 
en funciones en un plazo no mayor de seis meses después de entrar en vigencia la 
presente Ley. 

CAPITULO XIV
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo 99.- 
Las personas naturales o empresas mineras que tengan contratos de concesiones 



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|88| |89|

vigentes, al entrar en vigor la presente reforma, se regirán por lo establecido en los 
mismos hasta su vencimiento, sin que tenga lugar la renovación de tal beneficio. 

Artículo 100.- 
No obstante lo establecido en el artículo anterior, los contratos o concesiones de 
exploración o explotación de minas y canteras, emitidos con anterioridad a estas 
reformas, podrán adaptarse a las minas de conformidad con el procedimiento esta-
blecido en la presente Ley. 

Artículo 101.-
La Dirección General de Recursos Naturales, del Ministerio de Fomento, Industria y 
Comercio, dará un término de sesenta días a partir de la entrada en vigencia de la 
presente Ley, a las personas que ante esta Oficina tuvieren solicitudes pendientes 
de tramitación para que se adapten a lo establecido en esta Ley y su Reglamento, 
siempre y cuando no hubiesen incurrido en caducidad. 

Toda solicitud se tendrá por caduca cuando pasaren tres meses, a partir de su repre-
sentación, sin que el interesado haya impulsado por escrito su curso. EL reglamento 
establecerá su procedimiento. 

Artículo 102.- 
En el caso de los concesionarios mineros que después de tres meses de entrada en 
vigencia esta Ley no hubiesen pagado los impuestos correspondientes que son en 
deber al Estado, por eso mismo hecho y sin necesidad de requerimiento alguno, 
las concesiones mineras caducarán y se revertirán al Estado junto con todos sus 
derechos inherentes. 

Artículo 103.-
Los no previsto en la presente Ley y su reglamento, se regirán por las disposiciones 
del derecho común que le fueren aplicables. 

CAPITULO XV
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 104.-
La presente “LEY ESPECIAL SOBRE EXPLORACION Y EXPLOTACION DE MINAS” es 
complementaria de la Ley general sobre Explotación de la Riquezas Naturales. 

Artículo 105.- 
Los trabajos que se realicen en las concesiones mineras no afectarán áreas donde 
existan localizadas o ubicadas fuentes de agua para el consumo humano; o centros 
o lugares históricos o arqueológicos, presentando atención a lo establecido en la Ley 
General del Medio Ambiente. 

Corresponde al ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales en conjunto con 
las Municipalidades respectivas, la supervisión a lo dispuesto en el párrafo anterior. 

Artículo 106.- 
Se deroga la Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas y Canteras, De-
creto Número 1067, publicado en La Gaceta, Diario Oficial Número 69 al 73 del 24, 
25, 26, 27 y 30 de Marzo de 1965, y cualquier otra disposición que se le oponga, 
especialmente: 

a)	 Capítulo VI y los artículos 50,51, 52, 55, 56, 59, 60 y 62 del Capítulo VII de la 
Ley General sobre Explotación de las Riquezas naturales, Decreto Legislativo 
Número 316, publicado en La Gaceta, Diario Oficial Número 83 del 17 de 
Abril de 1958.

b)	 La Ley de Nacionalización del Sector Minero y Creación de CONDEMINA, 
Decreto Número 137 del 2 de Noviembre de 1979, y su posterior aclaración 
en el Decreto Número 314 del 13 de Febrero de 1980. 

c)	 La Ley de Comercialización, Impuesto y Excedente Sobre el oro y la Plata, 
Decreto Número 637 del 10 de Febrero de 1981. 

d)	 La Ley Orgánica de la Corporación Nicaragüense de Minas (INMINE), Decreto 
Número 377 del 10 de Junio de 1988 y, 

e)	 Decreto 39-95 Reestructuración Institucional del Sector Minero del 20 de 
Junio de 1995. 

Artículo 107.- 
La presente ley tiene carácter especial, sus disposiciones prevalecerán sobre las ge-
nerales y especiales que se le opongan. 

Artículo 108.-
La presente Ley será reglamentada por el Poder Ejecutivo de acuerdo a lo estable-
cido en la Constitución Política, sin violentar o desnaturalizar el sentido y alcances 
de esta Ley. 

Artículo 109.- 
La presente Ley entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación en La 
Gaceta, Diario Oficial. 

La Presente Ley Especial sobre Exploración y Explotación de Minas, aprobada por la 
Asamblea Nacional el día trece de Marzo del dos mil uno, contiene el Veto Parcial 
del Presidente de la República aceptado en la Constitución de la Primera Sesión 
Ordinaria de la Décima Séptima Legislatura. 
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Dado en la Ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, 
a los veintiséis días del mes de Junio del dos mil uno. OSCAR MONCADA REYES, 
Presidente de la Asamblea Nacional. PEDRO JOAQUÍN RÍOS CASTELLÓN, Secre-
tario de la Asamblea Nacional. 

Por Tanto: Téngase como Ley de la República, Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintisiete de Julio del año dos mil uno. ARNOLDO ALEMÁN LACAYO.- Presidente 
de la República de Nicaragua. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

Hace Saber al pueblo nicaragüense que: 

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

CONSIDERANDO

I
Que desde 1998 se han aprobado leyes para el sector energético que han permitido 
la modernización de la legislación que regula y promueve la inversión nacional y 
extranjera par el desarrollo de la economía nacional.

II
Que es necesario continuar con el esfuerzo de dotar a la Nación del marco jurídico 
que impulse el crecimiento sostenido de la capacidad energética del país, priorizan-
do la utilización racional de los recursos naturales como fuente primaria de energía 
para disminuir nuestra dependencia de las importaciones petrolíferas.

III
Que está demostrada la gran capacidad y potencial geométrico con que cuenta Nica-
ragua para lo cual se necesita establecer un régimen jurídico, seguro y transparente 

LEY DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN 
DE RECURSOS GEOTÉRMICOS 

(Ley No. 443, Aprobada el 24 de octubre del 2002, Publicada en La Gaceta, 
Diario Oficial N° 222 del 21 de noviembre del 2002, con Reformas y Adiciones 
Incorporadas, Ley N° 594, Aprobada el 2 de agosto del 2006, Publicada en La 
Gaceta, Diario Oficial N° 173 del 05 de septiembre del 2006)
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para incentivar a los inversionistas a explotar esta fuente de energía en beneficio de 
los nicaragüenses. 

En uso de sus facultades;

HA DICTADO

La siguiente:

LEY DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS GEOTÉRMICOS

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto fomentar y establecer las condiciones básicas que 
regularán las actividades de exploración y explotación de los recursos geotérmicos 
del país para la generación exclusiva de energía eléctrica. 

Artículo 2.- 
Los recursos geotérmicos son patrimonio nacional, de conformidad con la Constitu-
ción Política y demás leyes de la República. 

El Estado promueve, regula y establece las actividades inherentes a la exploración y 
explotación de los recursos geotérmicos. 

Las personas naturales o jurídicas podrán realizar libremente investigaciones preli-
minares para la exploración y explotación de los recursos geotérmicos, previa auto-
rización del Instituto Nicaragüense de Energía (INE). 

Artículo 3.- 
EL Instituto Nicaragüense de Energía, en adelante simplemente el INE, será el or-
ganismo del Estado encargado del otorgamiento de concesiones de exploración y 
explotación de recursos geotérmicos. 

La regulación, supervisión y fiscalización de las actividades de exploración y explo-
tación de los recursos geotérmicos, será responsabilidad del INE y del Ministerio de 
los Recursos Naturales y el Ambiente (MARENA), en el ámbito de su competencia, 
los que establecerán las coordinaciones necesarias con las alcaldías del lugar donde 
se encuentra el recurso. 

Artículo 4.- 
El Poder Ejecutivo, por medio de la Comisión Nacional de Energía (CNE), será el 
encargado de formular y promover las políticas nacionales y estrategias aplicables a 
la promoción, desarrollo, exploración y explotación de recursos geotérmicos del país 
pudiendo también realzar investigaciones preliminares de los recursos geotérmicos 
bajo los principios establecidos en la presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 5.- 
Es obligación del Estado recuperar los costos incurridos total o parcialmente en las 
investigaciones que haya realizado, al momento de la licitación de asignación de 
áreas geotérmicas para la exploración, de acuerdo a los términos que serán estable-
cidos en el reglamento de esta Ley.

CAPITULO II
DEFINICIONES

Artículo 6.- 
Para efectos de la presente Ley y su Reglamento se adoptarán las siguientes defini-
ciones: 

1)	 ÁREAS DE RECURSOS GEOTÉRMICOS: Cualquier área superficial del terri-
torio nacional en la que subyacen recursos geotérmicos, susceptibles de ser 
explorados y explotados como fuente energética, previamente identificadas 
por la CNE o por personas naturales o jurídicas a través de investigaciones 
preliminares. 

2)	 CONCESIONARIO: Persona natural o jurídica, nacional o extranjera a quien 
se le ha otorgado una concesión de recursos geotérmicos. 

3)	 CONCESIÓN: Autorización otorgada por el Estado para la exploración y ex-
plotación de los recursos geotérmicos. 

4)	 EXPLOTACIÓN RACIONAL. La que se realice en forma óptima y eficiente 
procurando la sostenibilidad del recurso y la protección del medio ambiente. 

5)	 ENERGÍA GEOTÉRMICA: Cualquier clase de energía que puede generada a 
través del recurso geotérmico. 

6)	 INVESTIGACIONES PRELIMINARES. Son los estudios y trabajos geocien-
tíficos preliminares realizadas en la superficie del suelo que no afectan el 
medio ambiente y permiten identificar y conocer la existencia de recursos 
geotérmicos, realizados ya sea por la CNE o por personas naturales o jurídi-
cas. 

7)	 LEY: Ley de Exploración y explotación de Recursos Geotérmicos. 

8)	 POZOS DE GRADIENTE: Pozos de pequeño diámetro y poco profundidad 
que se perforan para conocer la litología y flujo de calor en el suelo. 

9)	 POZOS DE REINYECCION: Pozos profundos perforados en un área de recur-
sos geotérmicos, con el fin de eliminar las aguas de desechos (separadas del 
vapor a cabeza-pozo) por contener elementos contaminantes para el medio 
ambiente y preservar la presión en el reservorio al reinyectar las aguas en el 
mismo sistema geotérmico. 
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10)	 PUNTOS DE FISCALIZACIÓN: Lugar situado en el área de explotación, en el 
que se mide la producción neta de energía geotérmica. 

11)	 RECURSOS GEOTÉRMICOS: Fluidos de latas y bajas temperaturas produ-
cidas por el calor natural de la tierra que se utilizan para generar energía 
eléctrica. 

12)	 IMPUESTO: Pago anual a favor del Estado por el derecho de una concesión 
de explotación para el aprovechamiento de los recursos geotérmicos. 

13)	 RESERVORIO GEOTÉRMICO: Formación rocosa permeable del subsuelo, en 
donde circulan fluidos geotérmicos en contacto con una fuente de calor y 
confinada por capas sellos impermeables. 

14)	 TASA DE EXTRACCIÓN DEL VAPOR: Tasa óptima de explotación racional 
de fluido, requerida para satisfacer la potencia de generación de la planta 
geotermoeléctrica asegurando la sostenibilidad del reservorio geotérmico. 

15)	 U.T.M: Proyección Universal Transversal de Mercator.

CAPITULO III
PRINCIPIOS GENERALES

Artículo 7.- 
Se declaran de interés nacional todas las actividades objeto de la presente Ley rela-
cionadas y necesarias con la exploración y explotación de los recursos geotérmicos. 

La declaratoria de Interés Nacional, autoriza a explorar y explotar los Recursos Geo-
térmicos. En los casos en que el área objeto de la exploración o explotación se 
encuentre total o parcialmente en áreas protegidas, él o los concesionarios deberán 
obtener del Ministerio del Ambiente y los Recursos Naturales la respectiva aproba-
ción del Estudio de Impacto Ambiental y del Permiso Ambiental, previo al inicio de 
la exploración o la explotación del recurso. El tres por ciento del valor estimado del 
Estudio de Impacto Ambiental y del Permiso Ambiental deberá ser enterado al Mi-
nisterio del Ambiente y Recursos Naturales por parte del concesionario y se utilizarán 
exclusivamente para el proceso de seguimiento y fiscalización de la elaboración de 
estos.

Artículos 8.- 
Para explorar o explotar recursos geotérmicos se requerirá de una concesión bajo 
los términos de la presente Ley, además del Estudio de Impacto Ambiental (EAI), 
para obtener el Permiso Ambiental de MARENA, de conformidad con la legislación 
vigente. El INE antes de otorgar la concesión solicitará su opinión a los Consejos 
Municipales correspondiente. 

Artículo 9.- 
La declaración de utilidad de áreas para la exploración y explotación racional de los 
recursos geotérmicos se realizará de conformidad con la Constitución Política y las 
leyes vigentes. 

Artículo 10.- 
Toda persona natural o jurídica, legalmente constituida, nacional o extranjera, capaz 
civilmente de adquirir derechos y contraer obligaciones y que no tenga prohibición 
expresa o incapacidad especial declarada por ley, podrá solicitar y adquirir concesio-
nes de exploración y explotación. 

Los interesados deberán sujetarse a los preceptos de esta Ley, su reglamento y las 
normativas técnicas aplicables emitidas por el INE, siempre que demuestre tener 
capacidad técnica y financiera para iniciar y llevar a buen término los trabajos co-
rrespondientes.

CAPITULO IV
AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 11.- 
Corresponde al INE ejecutar las políticas y estrategias aprobadas por el Poder Eje-
cutivo a través de la Comisión Nacional de Energía, así como también administrar y 
aplicar la presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 12.- 
Cuando la concesión sea en las Regiones Autónomas de la Costa Caribe nicaragüen-
se, previo a ello, deberá contar con la autorización del Consejo Regional Autonómico 
respectivo. 

CAPITULO V 
DECLARACIÓN DE ÁREAS

Artículo 13.- 
Corresponde la Presidente de la República, a propuesta de la Comisión Nacional de 
Energía, declarar áreas de recursos geométricos a aquellas que han sido identifica-
das a través de investigaciones preliminares. 

Una vez sancionada por el Presidente de la República la declaratoria de áreas de re-
cursos geotérmicos, el INE dará a conocer dichas áreas por medio de su publicación 
en La Gaceta, Diario Oficial. 
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CAPITULO VI 
CONCESIÓN DE EXPLORACIÓN

Artículo 14.- 
Concesión de exploración es el derecho que otorga el Estado, a través del INE a un 
concesionario para explorar, con carácter exclusivo y por un tiempo definido, un 
área delimitada de interés geotérmico, con el fin de determinar su potencial para 
generar energía eléctrica y su evaluación técnico-económico-ambiental, conforme 
las obligaciones que le imponen la presente Ley y su Reglamento. El concesionario 
de exploración no podrá realizar labores de explotación mientras no adquiera una 
concesión que le otorgue tal derecho. 

Artículo 15.- 
Facultad para convocar. Se faculta al Ministerio de Energía y Minas, para convocar 
a inversionistas nacionales o extranjeros, sean personas naturales o jurídicas, públi-
cas, privadas o mixtas, para que mediante negociación directa se les pueda otorgar 
concesiones para la exploración y explotación de recursos geotérmicos de confor-
midad con la presente Ley. Esta facultad es sin detrimento de las competencias de 
fiscalización y control que ejerce la Contraloría General de la República, a la que se 
le deberá informar de previo, del inicio del proceso de negociación directa.

El Ministerio de Energía y Minas, en coordinación con el Ministerio del Ambiente y 
de los Recursos Naturales, deberá garantizar el adecuado y racional uso de los recur-
sos geotérmicos otorgados mediante concesión por negociación directa.

El Instituto Nicaragüense de Energía (INE), de conformidad a lo dispuesto en su Ley 
Orgánica, deberá aprobar el precio monómico de venta de la energía contratada 
para su incorporación a la tarifa.”

Artículo 16.-
Plazo para negociar contratos y sus requisitos. El Ministerio de Energía y Minas, dis-
pondrá de un plazo de treinta días para negociar los contratos respectivos, a partir 
de los acuerdos que favorezcan los intereses de las partes. El proceso de negociación 
se deberá ajustar a las formalidades contractuales establecidas en la ley.

El Ministerio de Energía y Minas, deberá cumplir con los términos y las condiciones 
del Contrato de Exploración establecido en el artículo 19 de la ley. En el caso del 
Contrato de Explotación se deberá proceder de conformidad a lo dispuesto en el 
artículo 29 de la ley, salvo el período correspondiente a la suscripción del contrato, 
el que se sujeta a lo establecido en este artículo.

De no suscribirse el contrato de exploración o de explotación, según sea el caso, en 
el término antes señalado, el Ministerio de Energía y Minas, deberá iniciar las nego-
ciaciones con otros inversionistas interesados que permita garantizar la capacidad 
y reservas instaladas suficientes. El interesado en una concesión de exploración, 

deberá especificar en su solicitud lo siguiente:

1.	 Nombre y demás generales del solicitante o su representante legal;

2.	 Capacidad técnica;

3.	 Información documental sobre la legalidad;

4.	 Capacidad financiera;

5.	 Los alcances de los estudios;

6.	 El plan de inversiones y su cronograma

7.	 El cronograma de actividades anuales con el flujograma que se propone rea-
lizar durante la vigencia de la concesión para los efectos de poder determinar 
el potencial del recurso geotérmico del área concesionada

8.	 La evaluación técnica, económica y ambiental, y

9.	 Constancia de experiencia verificable en el desarrollo de proyectos geotérmicos.”

Artículo 17.-
Plazo para notificar al interesado de la aceptación. El Ministerio de Energía y Minas, 
en un plazo de treinta días deberá notificar al interesado la aceptación o no de la 
solicitud. En caso de ser necesario completar o aclarar información alguna, el Mi-
nisterio de Energía y Minas tendrá la obligación de notificar al interesado mediante 
comunicación escrita dirigida al interesado para que en un plazo de sesenta días 
aclare e informe sobre las objeciones notificadas por la autoridad, quien a su vez 
deberá notificar sobre la resolución de otorgamiento o no de la concesión.

El concesionario a quien se le hubiere notificado por escrito la decisión de otorgarle 
la concesión de exploración, deberá suscribir con el Ministerio de Energía y Minas un 
contrato de Explotación de Recursos Geotérmicos, en un plazo no mayor de sesenta 
días contados a partir de la fecha de recepción de dicha notificación.

Artículo 18.-
Término de duración de la Concesión de exploración. Toda concesión de exploración 
tendrá un término de duración no mayor de tres años, los cuales se computarán a 
partir de la fecha del otorgamiento de la misma. Esta podrá ser prorrogada por un 
período de dos años, siempre que el concesionario demuestre haber cumplido con 
las obligaciones adquiridas en el contrato de otorgamiento de la concesión, y ade-
más introdujere su solicitud de prórroga seis meses antes del término de vencimien-
to de la concesión o prórroga, según corresponda. Este término solamente podrá 
ser interrumpido en caso de fuerza mayor o caso fortuito cuando el concesionario lo 
invoque, correspondiéndole al Ente Regulador determinar en un plazo de tres días 
hábiles si la causal amerita que el plazo sea computado tomando en cuenta el tiem-
po transcurrido o si deberá ser computado como un nuevo plazo.
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Para el otorgamiento de la prorroga, el concesionario al menos deberá de haber 
perforado un pozo exploratorio en el período inicial.

Artículo 19.- 
Las condiciones del contrato de exploración de recursos geotérmicos, serán conveni-
das entre el INE y el concesionario considerando la óptima utilización del recurso. El 
contrato debe contener como mínimo lo siguiente: 

a)	 Ubicación del área y sus respectivas coordenadas UTM; 

b)	 Plan Global de actividades a desarrollar durante el período de exploración; 

c)	 Cronograma anual de ejecución físico-financiero que se propone realizar du-
rante la vigencia de la concesión;

d)	 Garantía de cumplimiento de obligaciones a ser establecidas por el regla-
mento de esta Ley; 

e)	 Es obligación del Concesionario presentar al Instituto Nicaragüense de Ener-
gía, la constancia del trámite respectivo ante el Ministerio del Ambiente y 
Recursos Naturales de los permisos ambientales que correspondan como 
condición para poder iniciar la fase de exploración.

f)	 Constancia de la opinión de los Consejos Municipales y Regionales respectivos; 

g)	 Los demás aspectos que establezca el Reglamento de la presente Ley y las 
normativas técnicas emitidas por el INE. 

Artículo 20.- 
Si dentro del plazo de los sesenta días a que hace referencia el Artículo 17 de la 
presente Ley el solicitante o adjudicatario no concurre a la celebración y firma del 
contrato de exploración, el INE tendrá por desistida su solicitud y caducada la ad-
judicación de la licitación, según sea el caso, para todos los efectos legales y, por 
consiguiente, el solicitante o adjudicatario asumirá las responsabilidades civiles pre-
contractuales respectivas, procediéndose a ejecutar las garantías establecidas para 
su cumplimiento conforme a lo dispuesto en la presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 21.- 
Derechos inherente y preferente dentro de un plazo para el titular. El titular de una 
concesión de exploración tiene derechos inherente y preferente dentro de un plazo 
de hasta nueve meses, los cuales pueden ser prorrogados, con autorización de la 
autoridad competente por un plazo igual, después de finalizada la concesión de 
exploración, a optar por una concesión de explotación, siempre y cuando haya cum-
plido con los compromisos y obligaciones adquiridos en el contrato de exploración 
y además haya desarrollado los estudios técnicos necesarios que permitan la cons-
trucción de pozos para la exploración y explotación, durante el plazo de vigencia 

de la concesión de exploración, o sus prórrogas. El Ministerio de Energía y Minas, 
podrá comprobar el grado de cumplimiento y otorgará la concesión en un período 
de sesenta días hábiles contados a partir de la fecha de presentación de la solicitud.

Los concesionarios y titulares de las licencias de exploración y explotación geotérmi-
ca están obligados a presentar la información técnica, económica y financiera que 
el Instituto Nicaragüense de Energía (INE), Ministerio de Energía y Minas (MEM), la 
Asamblea Nacional o la Contraloría General de la República les requieran.

La fijación de tarifas del sector eléctrico corresponde únicamente al Ente Regulador, 
el que deberá brindar toda la información que se les requiera de conformidad a lo 
establecido en la Ley de Acceso a la Información Pública.

Artículo 22.- 
Si el concesionario no hiciere uso de su derecho preferente para optar a la concesión 
de explotación, a que se refiere el artículo anterior dentro del plazo y términos en 
él señalados, deberá dentro de los sesenta días, posteriores a la expiración de la 
concesión de exploración, traspasar a propiedad del Estado y bajo el control del INE, 
todos los datos obtenidos y estudios efectuados en el área de exploración. 

Dichos estudios deberán contener así mismo, todo dato relativo a cualquier otra 
riqueza o recurso natural distinta del objeto de la concesión que hubiere encontrado 
el concesionario en el curso de sus investigaciones o exploración. Copia de toda esta 
información deberá ser enviada a la Comisión Nacional de Energía. Se consideran 
no terminadas las obligaciones del concesionario para con el Estado, mientras no 
transfiera los estudios o datos a que se refiere este artículo. 

Artículo 23.- 
La extensión territorial de la concesión de exploración en el caso de áreas descono-
cidas o no declaradas de recursos geotérmicos, será hasta de cuatrocientos (400) 
kilómetros cuadrados. La reducción progresiva de esta área será determinada en el 
contrato de exploración y de acuerdo al plan de trabajo presentado por el concesio-
nario y en concordancia con lo establecido en el Permiso Ambiental correspondiente. 

La extensión, cuando se trate de áreas declaradas o conocidas de recursos geotér-
micos, para su exploración, no será mayor de cien (100) kilómetros cuadrados. El 
área para cada concesión de exploración o explotación, será determinada tomando 
en consideración la necesidad de maximizar la explotación óptima del recurso geo-
térmico. 
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CAPITULO VII 
CONCESIÓN DE EXPLOTACIÓN

Artículo 24.-
Derecho de Concesión. La concesión de explotación de recursos geotérmicos es el 
derecho que otorga el Estado por medio del Ministerio de Energía y Minas, con ca-
rácter exclusivo, para extraer fluidos geotérmicos y que estos sean para convertirlos 
o transformarlos en energía eléctrica en un área y tiempo determinados, todo de 
conformidad a las estipulaciones establecidas por la presente Ley y su Reglamento.

La concesión de explotación se otorga al titular de una concesión de exploración 
que haya ejercido su derecho preferente, o a la persona natural o jurídica que la 
obtenga a través de una licitación pública de conformidad con el Artículo 15 de la 
presente Ley.

El derecho de preferencia a que hace referencia el párrafo anterior se pierde por el 
incumplimiento a los términos establecidos en el contrato de explotación o por falta 
de capacidad técnica o financiera para explotar el recurso por parte del concesiona-
rio. Quedan exceptuados aquellos casos en que incumplimientos le fueren atribui-
bles o sean consecuencia de caso fortuito o de fuerza mayor. No se considerarán 
caso fortuito o de fuerza mayor aquellos hechos en donde se pruebe y demuestre 
que el concesionario no cumplió con las recomendaciones técnicas realizadas por la 
autoridad competente correspondiente.

En los casos en que el Ministerio de Energía y Minas, determine que las causales 
de incumplimiento son diferentes al caso fortuito o de fuerza mayor, deberán ser 
probadas por este, y se procederá a la realización de una nueva licitación pública a 
cargo de la autoridad competente.

El Reglamento de la presente Ley establecerá los procedimientos administrativos 
que correspondan, sus reformas o modificaciones se les deberán hacer saber a los 
interesados en un plazo de cuarenta y ocho horas para que presenten sus observa-
ciones y propuestas para su posterior publicación.

Artículo 25.- 
Responsabilidad y riesgo de exploración. La concesión de explotación se otorgará 
a cargo, cuenta y riesgo del interesado, salvo los casos que por su naturaleza co-
rrespondan al caso fortuito o fuerza mayor, en caso que se presente esta excepcio-
nalidad, el Estado no reconocerá mayor derecho al consignatario que el inicio del 
cómputo del término en la concesión.

El titular de una concesión de explotación será propietario de la energía eléctrica 
producida por el vapor geotérmico, mientras el contrato de explotación tenga vi-
gencia. Corresponde al Ente Regulador de conformidad a las estrategias y políticas 
nacionales aprobadas por el Ministerio de Energía y Minas y mediante acuerdo con 

el concesionario, garantizar como primera opción la cobertura de la demanda de 
energía eléctrica del país.

Articulo 26.-
Área de concesión. El área de una concesión de explotación de recursos geotérmicos 
en ningún caso podrá ser mayor a veinte kilómetros cuadrados, debiendo disponer 
de los respectivos planes de manejo ambiental aprobados por la autoridad com-
petente y teniendo en cuenta para tales fines y efecto los estándares y prácticas 
internacionales. La definición y delimitación específica del área se hará en el contrato 
tomando en cuenta los resultados del estudio de factibilidad, la capacidad y exten-
sión del reservorio geotérmico.

El Ministerio de Energía y Minas podrá conceder o no la ampliación del campo 
geotérmico hasta por veinte kilómetros cuadrados adicionales al área concesionada, 
previa solicitud de parte interesada al Ministerio de Energía y Minas. Para la amplia-
ción de la concesión de exploración se tomará en consideración que el concesionario 
haya cumplido con el cronograma de actividades, plan de inversiones y buen mane-
jo del recurso geotérmico y que demuestre a través de estudios geo - científicos la 
prolongación del reservorio al margen del área concesionada.

Artículo 27.-
La concesión de explotación de recursos geotérmicos otorgada bajo la presente Ley 
tendrá una vigencia de hasta veinticinco (25) años, a partir de la fecha de la firma 
del contrato de explotación. 

Artículo. 28.-
La concesión de explotación podrá ser prorrogada excepcionalmente por un período 
adicional de hasta diez años, siempre y cuando el concesionario introduzca la solici-
tud de prórroga después de cinco años de iniciada la explotación y por lo menos tres 
años antes de que concluya el vencimiento de la misma.

Esta prórroga extraordinaria será aprobada por el Ente Regulador de Energía, siem-
pre y cuando el concesionario haya cumplido con las obligaciones del contrato inicial 
de explotación, y que hayan expectativas e indicios técnicos de poder incrementar la 
capacidad de generación del campo y entregue un plan de inversiones adicionales 
proporcional a la ampliación de capacidad de generación.

Si las inversiones adicionales se suspenden por resultados técnicos que demuestren 
que no es posible alcanzar el nuevo nivel de generación previsto, se darán las exten-
siones de la concesión de explotación en proporción al plan de inversión ejecutado.
El Reglamento de la presente ley establecerá los procedimientos a seguir.
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Artículo 29.-
Una vez notificado el interesado sobre la adjudicación de la concesión de explota-
ción, éste deberá, dentro de un período de noventa días calendario a partir de la 
fecha de la notificación, a firmar con el INE el contrato de explotación de recursos 
geotérmicos. Dicho contrato será convenido y firmado entre el concesionario y la 
autoridad responsable del INE y deberá contener al menos: 

a)	 Ubicación del área de la concesión y sus respectivas coordenadas U.T.M; 

b)	 Delimitación del reservorio geotérmico; 

c)	 Cronograma de inversiones mínimas de los trabajos a realizarse en periodos 
anuales y especialmente las que se efectuarán durante los primeros cinco 
años de vigencia del mismo; 

d)	 Garantía de cumplimiento del contrato cuyo monto será establecido por el 
Reglamento de esta Ley; 

e)	 Plazo de iniciación de las actividades y obras. Dicho plazo no podrá ser ma-
yor a seis meses, desde la fecha de la firma del contrato; 

f)	 Constancia o certificado de la existencia del Permiso Ambiental otorgado por 
MARENA; 

g)	 Constancia de la opinión de los Concejos Municipales y Regionales respectivos; 

h)	 Las demás obligaciones señaladas en el Reglamento de esta Ley; 

Artículo 30.- 
En el caso de que dos o más concesiones de explotación aprovechen un mismo re-
servorio de fluidos geotérmicos, los respectivos concesionarios deberán acordar los 
procedimientos técnicos de la explotación común. 

En caso de desacuerdo, tales procedimientos serán determinados por el INE a soli-
citud de cualquier concesionario, garantizando la óptima explotación del recurso y 
el resguardo de los derechos de los concesionarios. Los costos en que incurra el INE 
para establecer este procedimiento serán sufragados por los concesionarios. 

En las fronteras de dos o más concesiones contiguas se deberán evitar las perfora-
ciones dirigidas, que puedan afectar directamente las características naturales del 
reservorio de otra área otorgada en concesión. 

Artículo 31.- 
El concesionario que habiendo realizado el estudio de exploración en el área asig-
nada, se le otorgue una concesión de explotación no mayor a los veinte kilómetros 
en la misma área, podrá solicitar al INE la retención por el término de hasta tres 
años, de un área adicional para profundizar los estudios técnicos que determinen la 
posibilidad de explotarla. 

El área adicional retenida podrá ser incorporada, total o parcialmente, al área de 
concesión de explotación para lo cual en concesionario deberá presentar la docu-
mentación que la justifique además de haber realizado el pago de los cánones co-
rrespondientes. 

El área concesionada sumada al área de retención no deberá exceder los veinte (20) 
kilómetros cuadrados establecidos para la concesión de explotación en el Artículo 
26 de la presente Ley. 

Artículo 32.-
El INE, valuará la justificación de la retención referida en el artículo anterior y con-
siderando criterios técnicos, económicos y ambientales, aprobará o no, dicha reten-
ción. La resolución del INE, será notificada al solicitante dentro de los tres meses 
posteriores a la fecha de recepción de la solicitud. 

Artículo 33.- 
Los estudios de exploración realizados por el concesionario que no sean objeto de 
la concesión de explotación o de retención, pasarán a ser propiedad del Estado 
bajo el control del INE, los cuales gozaran del beneficio de la confidencialidad por 
un período no mayor de tres años a partir del inicio de la concesión de explotación.

CAPITULO VIII
CESIÓN DE DERECHOS

Artículo 34.-
Cesión de derechos. El titular de una concesión de exploración o explotación de 
recursos geotérmicos podrá ceder parcial o totalmente, a través de cualquier título 
legal, sus derechos sobre la concesión, previa solicitud autorizada por el Ministerio 
de Energía y Minas, a cualquier persona natural o jurídica que reúnan las calidades, 
requisitos y capacidades equivalentes a las exigibles para la obtención del titular 
original.

El Ministerio de Energía y Minas dispondrá de un plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha de notificación del concesionario para realizar las comprobaciones 
respectivas y emitir la autorización correspondiente. Una vez transcurrido el plazo 
y si no se pronunciare la autoridad competente, se entenderá que la resolución es 
favorable al titular de la concesión.

Cedida una concesión, el nuevo titular tendrá los mismos derechos y obligaciones 
que correspondían al anterior concesionario.

Artículo 35.- 
Son nulas las cesiones a favor de personas con impedimentos para adquirir conce-
siones o que no reunieren las capacidades y calidades necesarias, así como las cesio-



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|104| |105|

nes efectuadas sin cumplir con los requisitos exigidos por esta Ley y su Reglamento. 
Esta nulidad afecta únicamente la cesión.

CAPITULO IX
OBLIGACIONES DE LOS CONCESIONARIOS

Artículo 36.- 
Serán obligaciones de todo concesionario, además de las establecidas en la presente 
Ley, su Reglamento y el contrato respectivo, las siguientes: 

a)	 Iniciar los trabajos de exploración o explotación, según fuera el caso, a más 
tardar dentro de los tres (3) meses de vigencia del contrato respectivo y una 
vez iniciados dichos trabajos, no interrumpirlos por un periodo mayor de seis 
meses consecutivos, salvo caso fortuito o fuerza mayor. 

b)	 Colocar y conservar los mojones necesarios para que puedan reconocerse 
fácilmente los linderos de las áreas de exploración o explotación, debiendo 
hacerlo conforme los planes aprobados por el INE y de acuerdo con los de-
más requisitos que fije la presente Ley, su Reglamento y el contrato. 

c)	 Tomar oportunamente las medidas apropiadas para evitar pérdidas o des-
perdicios de recursos geotérmicos o daños en bienes nacionales, municipa-
les o de particulares, debiendo responder por esos efectos en caso de culpa 
o negligencia comprobada. 

d)	 Proporcionar al INE los informes técnicos que fueren pertinentes de acuerdo con 
la naturaleza de los trabajos y objeto de la concesión y todos los demás datos 
requeridos por la Ley, su Reglamento, normativas y el contrato respectivo.

e)	 Permitir al personal del INE, debidamente autorizado, realizar las inspeccio-
nes y fiscalizaciones de las actividades y operaciones relativas al objeto de la 
concesión, otorgándoles las facilidades necesarias, con el fin de comprobar 
el cumplimiento de las obligaciones impuestas por esta Ley y Reglamento. 

f)	  Cumplir estrictamente con las disposiciones del Código del Trabajo y demás 
leyes de carácter regional, municipal, social y ambiental, así como tomar to-
das las medidas necesarias que corresponden para proteger la seguridad de 
las la salud de sus obreros y empleados y la protección del medio ambiente. 

Artículo 37.- 
Todo concesionario extranjero y sus filiales, aún cuando haya constituido en Nicara-
gua una sociedad, tiene la obligación de mantener en todo momento en el país, un 
mandatario con poderes suficientes para representarlo plenamente aún en los casos 
de notificaciones, citaciones o emplazamientos originados en la primera providencia 
administrativa o judicial que se dicte. 

El representante legal deberá ser registrado con su dirección exacta ante el INE 
acompañando testimonio del Poder otorgado de conformidad con las leyes de Nica-
ragua, el cual se inscribirá en el Registro de Concesionarios que al efecto llevaré el 
INE. Cualquier cambio de domicilio o del mandatario deberá ser notificado inmedia-
tamente al Registro de Concesiones del INE.
 
Artículo 38.- 
Los derechos y obligaciones de los concesionarios adquiridos de conformidad con 
esta Ley y su reglamento o contratos adaptados a su régimen, no podrán ser alte-
rados durante la vigencia de los mismos, sino mediante común acuerdo entre las 
partes.

CAPÍTULO X
EXTINCIÓN, CADUCIDAD, CANCELACIÓN Y RENUNCIA

DE LAS CONCESIONES

Artículo 39.- 
El INE declarará la extinción de una concesión en los siguientes casos: 

a)	 Por el vencimiento del plazo original por el que ha sido otorgada o de la 
prorroga en su caso. 

b)	  Por la renuncia expresa que haga el titular en escrito presentado al INE. 

c)	 Por caducidad declarada. 

d)	 Por cancelación decretada por INE. 

Artículo 40.-
Declaratoria de caducidad de la concesión. Es facultad del Ministerio de Energía 
y Minas a propuesta del Ente Regulador o por si la declaratoria de caducidad de 
concesión, basado en el incumplimiento de las condiciones específicas que se esta-
blezcan en el contrato de otorgamiento de la concesión y además por las siguientes 
causales:

c) Si el concesionario de exploración no hubiere cumplido el último cronograma y 
programa de trabajo presentado, aprobado y autorizado, las obras e inversiones 
establecidas en el contrato, o la prórroga de la concesión original o en cualquiera de 
las etapas contempladas en dicho contrato y programa de trabajo, hasta por un pe-
ríodo mayor de seis meses con relación a las fechas programadas para la ejecución, 
salvo cuando se trataré de los atrasos ocasionados por caso fortuito o fuerza mayor 
probado, o que no fueren imputables directa o indirectamente al concesionario, todo 
con sujeción a las cláusulas del contrato de exploración. 
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Artículo 41.-
Previo a la declaración de caducidad, el INE instruirá la apertura de expediente para 
la investigación y comprobación de los hechos, con participación del interesado por 
un período de tres meses. Concluida la investigación el dictamen técnico será envia-
do al Consejo de la Dirección del INE, quien a su vez deberá notificar al interesado 
simultáneamente a la fecha de recibido. 

El interesado podrá interponer Recurso de Revisión a dicho dictamen desde los quin-
ce días después de la fecha de su notificación, ante el Consejo de Dirección del INE. 

La resolución dictada por el Consejo de Dirección del INE, dentro de los treinta días 
posteriores a la presentación del Recurso agota el procedimiento en la vía adminis-
trativa. 

La resolución se publicará en la Gaceta, Diario Oficial y en un diario de circulación 
nacional, de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de la presente Ley.
 
Artículo 42.- 
Declarada la extinción de la concesión por la vía de la caducidad, de acuerdo a las 
causales contenidas en el artículo 40 de esta Ley, o en la renuncia del concesionario, 
el INE podrá nombrar un interventor temporal para asegurar la continuidad de las 
operaciones mientras se otorga una nueva concesión. 

Artículo 43.- 
El INE podrá decretar la cancelación de la concesión de exploración o explotación 
otorgadas de conformidad a esta Ley, por las causas siguientes: 

a)	 Por la resistencia manifiesta y reiterada del concesionario, de sus represen-
tantes o de sus empleados, a no permitir por parte del INE, la inspección, 
vigilancia y fiscalización establecidas en el contrato de exploración o explo-
tación respectivos, o que se fijen en esta Ley y su Reglamento. 

b)	 Por la negativa manifiesta y reiterada del concesionario, de sus representan-
tes o de sus empleados, a rendir los informes obligatorios o los que se les 
sean solicitados oficialmente por el INE, de acuerdo a esta Ley y su regla-
mento y al contrato respectivo y a las demás leyes y normativas aplicables. 

c)	 Por brindar informaciones falsas, comprobadas, al INE. 

d)	 Por realizar la explotación en forma irracional en contraposición con lo esta-
blecido en esta Ley y su Reglamento. 

e)	 Por la existencia comprobada de malas condiciones permanentes de trabajo 
que afecten la salud o la subsistencia de los trabajadores. 

f)	 Por reincidencia, después de haber sido notificado el concesionario por el 
Ministerio del Trabajo, o sus delegaciones territoriales dos veces como máxi-
mo en un año, para la corrección de las malas condiciones permanentes de 
trabajo. 

g)	 Por el incumplimiento a lo establecido en el permiso ambiental y a las nor-
mativas ambientales vigentes. 

Artículo 44.- 
El INE puede aceptar la renuncia de cualquier concesión de recursos geotérmicos, 
o parte del área otorgada en ella, de acuerdo al procedimiento establecido en el 
Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 45.- 
Al extinguirse cualquier concesión de recursos geotérmicos, por cualquiera de las 
causales contempladas en el Artículo 40 de esta Ley, el concesionario está obligado 
a retirar dentro de los ciento ochenta días posteriores a la declaración de extinción, 
todos los materiales, equipo e instalaciones, salvo los que el Estado desee mantener 
y cuyo valor será objeto de negociación entre dichas partes, bajo el procedimiento 
establecido para ello en el Reglamento de esta Ley. 

CAPITULO XI 
DISPOSICIONES COMUNES

Artículo 46.- 
Toda solicitud sobre concesiones de exploración o explotación, deberá ser presen-
tada por escrito y en duplicado ante el INE, ya sea directamente por el interesado o 
por un apoderado legal acreditado para tal efecto. 

Aceptada la solicitud, el INE procederá a su registro con fecha y hora de presenta-
ción, el duplicado una vez razonado será devuelto al interesado.
 
Artículo 47.- 
El INE rechazará toda solicitud que se presentare sin llenar los requisitos estableci-
dos en este Ley y su Reglamento. Se establece un plazo de treinta días para que el 
interesado cumpla o complete los requisitos. El registro de la solicitud se realizará 
una vez cumplido con los mismos. 

Artículo 48.- 
En el caso de solicitudes de concesiones sobre la misma área, la prelación en la fecha 
de presentación de la solicitud aceptada establece el derecho de preferencia. 

Artículo 49.-
Antes de admitir la solicitud y calificarla como aceptable, el INE deberá verificar: 

a)	 Si el solicitante tiene la capacidad civil, legal, técnica y financiera necesaria 
para realizar los trabajos de exploración o explotación. 
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b)	 Si el área solicitada está disponible de conformidad con esta Ley y si su ex-
tensión no exceda los límites máximos respectivos. 

c)	 Si se cumplen los demás requisitos establecidos en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 50.-
Cualquier persona que se considere con derechos adquiridos, de acuerdo con la 
presente Ley y su Reglamento, respecto a una solicitud de exploración o explotación, 
podrá oponerse dentro del término de treinta días, contados a partir de la fecha de 
la primera publicación de los avisos en la Gaceta, Diario Oficial. 

Artículo 51.-
Exploración y explotación en áreas de recursos geotérmicos investigados por el Es-
tado.

El Ministerio de Energía y Minas podrá llevar a cabo mediante proceso de negocia-
ción directa el otorgamiento de concesiones de exploración y explotación en áreas 
de recursos geotérmicos cuya existencia y magnitud hayan sido investigadas por el 
Estado. En este caso se regirá de conformidad a lo establecido en los artículos 5 y 
15 de la presente Ley.

Artículo 52.-
Para que pueda ser otorgada una prórroga de concesión de exploración o explo-
tación, será preciso además de lo requerido por esta Ley y su Reglamento, que el 
concesionario no esté en mora respecto al pago de los impuestos, tributaciones, 
cánones y regalías o participaciones a favor del Estado, a que estuviese obligado. 

Artículo 53.- 
El INE, de conformidad con lo establecido en su Ley Orgánica, determinará la unidad 
correspondiente que brindará el apoyo para la administración y aplicación de la 
presente Ley, conocer de los recursos, así como del registro de las concesiones de 
exploración y explotación de recursos geotérmicos en la que se llevarán los libros 
en donde se inscribirán las concesiones y cualquier otro acto relacionado con las 
mismas. Estos libros serán de libre acceso al público. 

El Reglamento de la presente Ley ordenará lo necesario en esta materia. 

Artículo 54.- 
Sobre terrenos cubiertos de previo por una concesión de exploración y explotación 
de recursos geotérmicos, pueden constituirse concesiones mineras. 

Si las actividades de tales concesiones mineras afectan el ejercicio de la concesión 
geotérmica, el titular de la concesión minera deberá realizar, a su exclusivo cargo, 
las obras necesarias para subsanar las dificultades, o bien, indemnizar por el daño 

patrimonial y los retrasos que efectivamente le cause al titular de la concesión geo-
térmica. 

Para los efectos del párrafo anterior, en caso de surgir divergencias que no pudieren 
resolverse directamente entre ambos concesionarios, el INE mandando a oír al Mi-
nisterio de Fomento, Industria y Comercio, MIFIC y al MARENA y con intervención 
de las partes involucradas, resolverá en un plazo de cuarenta y cinco días conforme 
a las reglas generales del Derecho Administrativo que le sean aplicables y las dispo-
siciones del Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 55.- 
En las áreas donde existan de previo concesiones mineras pueden constituirse con-
cesiones de exploración o explotación de recursos geotérmicos. Si las actividades 
de las concesiones de recursos geotérmicos afectaren el ejercicio de las concesiones 
mineras, el titular de la concesión de recursos geotérmicos debe realizar a su exclu-
sivo cargo, las obras necesarias para subsanar las dificultades, o bien, indemnizar 
por el daño patrimonial que efectivamente le cause al titular de la concesión minera. 

Para los efectos del párrafo anterior, en caso de surgir divergencias que no pudieren 
resolverse directamente entre ambos concesionarios, el Ministerio de Fomento, In-
dustria y Comercio, MIFIC, mandando a oír al INE y al MARENA, y con intervención 
de las partes involucradas, resolverá en un plazo de cuarenta y cinco días conforme 
a las reglas generales del Derecho Administrativo que le sean aplicables y las dispo-
siciones del Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 56.- 
Si con motivo de la exploración o explotación geotérmica, se detectare la existencia 
de una sustancia que fuere objeto de pertenencia minera, arqueológica o de otra 
naturaleza, el concesionario deberá informarlo al INE en un plazo no mayor de siete 
días, con el fin de que la entidad correspondiente tome las medidas del caso. 

Artículo 57.- 
El derecho y la acción correspondiente del Estado de Nicaragua, para exigir el cum-
plimiento de cualquier obligación a su favor derivados de una concesión de recursos 
geotérmicos, sometidos al régimen de esta Ley, prescribe a los diez años después de 
extinguida la concesión respectiva.

CAPITULO XII
MEDIDAS DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Artículo 58.- 
Con el fin de proteger la biodiversidad, prevenir, controlar y mitigar los factores al 
medio ambiente causados por las actividades de exploración y explotación geo-
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térmica, el concesionario está obligado a dar cumplimiento en todo momento y 
durante la vigencia de la concesión, a la legislación vigente y toda aquella que se 
emita en el futuro así como las prácticas y técnicas actualizadas e internacionalmen-
te aceptadas de la industria geotérmica. 

Artículo 59.- 
El concesionario deberá permanentemente tomar las medidas que sean necesarias 
para salvaguardar la seguridad de las personas y sus bienes, ya sea dentro o fuera 
del área de concesión, siempre que esté relacionada con sus operaciones. En casos 
de accidentes o emergencias, el concesionario deberá tomar a lo inmediato las me-
didas que considere pertinentes e informar seguidamente al INE y al MAREAN de la 
situación. Si se considera necesario, se podrán suspender las actividades geotérmi-
cas por el tiempo requerido para la seguridad de las operaciones. 

Cuando en cualquier circunstancia, se ponga en peligro vidas humanas, el medio 
ambiente, propiedades de terceros o los yacimientos geotérmicos mismos y el con-
cesionario no tome las medidas necesarias, el INE podrá suspender las actividades 
del concesionario por el tiempo necesario, estipulando condiciones especiales para 
la continuidad de las actividades. 

Artículo 60.- 
El concesionario, previo al otorgamiento de la concesión, deberá presentar un pro-
grama de restauración ambiental para tal caso de contaminación durante la acti-
vidad o por el abandono de sitio, el cual deberá ser aprobado por el Ministerio de 
Recursos Naturales y del Ambiente (MARENA), Para el cumplimiento de este progra-
ma el concesionario depositará una garantía a favor del INE en un banco o empresa 
de seguros de reconocido prestigio que cubra los costos de implementación del 
programa. Las instituciones que otorguen esta garantía si son nacionales deberán 
contar con la aprobación de la Superintendencia de Bancos y de Otras Instituciones 
Financieras, de ser extranjera contar con la aprobación de la misma y del Banco 
Central de Nicaragua a efectos de validar su solvencia. 

El concesionario deberá iniciar dicho programa, desde su aprobación y finalizarlo 
en un período no mayor de cien días calendario antes de extinguida la concesión. 
En el caso que alguna(s) actividade(s) del programa no finalicen durante el período 
estipulado, el INE hará uso de la garantía depositada para su ejecución. 

Artículo 61.- 
El MARENA, en colaboración con el INE, elaborará y pondrá en vigencia las normas 
sobre la protección del medio ambiente relacionado con el recurso geotermia. El 
MARENA, con la asistencia técnica del INE, tendrá la responsabilidad de la adminis-
tración y fiscalización de estas normas.

Artículo 62.- 
El solicitante entregará al INE, como parte de la solicitud de una concesión de ex-
ploración y explotación además de los datos y documentos requeridos, el Estudio 
de Impacto Ambiental y el Permiso Ambiental obtenido de conformidad con la le-
gislación vigente. 

El Reglamento de esta Ley, señalará el procedimiento para la aplicación de este 
Capítulo.

CAPITULO XIII
RÉGIMEN TRIBUTARIO

Artículo 63.-
Los concesionarios que se encuentren desarrollando actividades en recursos geotér-
micos estarán sujetos al régimen tributario común, con las excepciones previstas en 
la presente Ley.
 
Artículo 64.- 
El beneficiario de una exploración y/o explotación de recursos geotérmicos, sus con-
tratistas y subcontratistas, pueden importar libres de impuestos y derechos de adua-
nas, todos los bienes y equipos que sean necesarios para llevar a cabo las operacio-
nes de exploración y explotación geotérmicas, de acuerdo a como se establecerá en 
el Reglamento de esta Ley. 

El titular de la concesión no podrá hacer otro uso de estos bienes y equipos más 
que lo expresamente autorizado en la concesión geotérmica, caso contrario deberá 
enterar los impuestos correspondientes de acuerdo a la legislación tributaria común. 

Los concesionarios, sus contratistas y subcontratistas, pueden reexportar de Nicara-
gua, exento de todos los derechos de aduanas e impuestos de exportación, derechos 
honorarios y gravámenes, todos los bienes y equipos previamente importados, que 
ya no sean necesarios par la conducción de operaciones bajo concesiones de recur-
sos geotérmicos.
 
Artículo 65.-
Los concesionarios que desarrollen actividades de explotación estarán sujetos al 
pago del Impuesto sobre la Renta conforme a lo establecido en la ley de la materia. 
Los socios del concesionario están directa e individualmente obligados al pago del 
Impuesto sobre la Renta.  El Reglamento de la presente ley regulará lo concerniente 
a este Capitulo.
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CAPITULO XIV
CANON DE SUPERFICIE E IMPUESTO

Artículo 66.- 
Todo concesionario de exploración o explotación está sujeto al pago anual de un ca-
non de superficie por cada kilómetro cuadrado concedido en la concesión mientras 
dure la vigencia de la misma. Este pago deberá de cancelarse dentro de los primeros 
treinta días de cada año. Es Estado a su vez hará efectivo el pago del 35% del mis-
mo a los Gobiernos Municipales en cuya circunscripción se efectúe la exploración o 
explotación a más tardar el 15 de Febrero de cada año. 

Artículo 67.- 
Los titulares de concesiones de explotación de recursos geotérmicos, pagarán un 
impuesto anual en base a la producción de toneladas de vapor del área de concesión 
en concordancia con las evaluaciones y mecanismos de pago a ser establecidos en el 
Reglamento. Los pagos serán hechos a favor del Fondo de Desarrollo de la Industria 
Eléctrica. 

El pago del impuesto será efectivo a partir del quinto año del inicio de la entrada 
en operación de la planta geotermoeléctrica respectiva, o hasta en el año en que 
la empresa concesionaria muestre resultados financieros con ingresos positivos de 
conformidad a la legislación fiscal vigente. 

Artículo 68.- 
Incentivos. Las personas naturales o jurídicas, sean estas públicas privadas o mixtas, 
dedicadas al giro de la exploración o explotación geotérmica, así como los nuevos 
proyectos y las ampliaciones que se clasifican como Proyecto de Generación Eléctrica 
con Fuentes Renovables (PGEFR) de acuerdo a lo establecido en la Ley No. 532 “Ley 
para la Promoción de Generación Eléctrica con Fuentes Renovables”, aprobada el 13 
de abril del 2005 y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 102 del 27 de mayo 
del 2005, gozarán de los incentivos establecidos en el artículo 7 de la citada ley. 
Se exceptúan los tributos municipales establecidos en los Planes de Arbitrios, y los 
demás contemplados en otras leyes de la materia, la Ley No. 217, “Ley General del 
Medio Ambiente y de los Recursos Naturales” y en esta ley.

En ningún caso las personas naturales nacional o extranjera, institución guberna-
mental, departamental u organismo público o privado están autorizados para es-
tablecer o cobrar ningún tipo de derecho, impuesto, tributo o tasa por servicio o 
compensaciones de ninguna especie ni por concepto alguno.

Las nuevas empresas que se instalen en futuro con las mismas finalidades y objeti-
vos de explotación de recursos geotérmicos estarán exentas del pago del impuesto 
municipal sobre ventas por un período de cinco años contados desde el inicio de sus 
operaciones industriales.

Para efectos de los incentivos establecidos en la presente Ley, estos continuarán vi-
gentes por un plazo de diez años contados a partir del año de inicio de la entrada en 
operación de la planta respectiva. Concluido el plazo, el concesionario queda sujeto 
a lo establecido en la ley de la materia correspondiente. 

Artículo 69.- 
El Reglamento de la presente Ley determinará los montos específicos y procedimien-
tos respectivos. 

CAPITULO XV
SERVIDUMBRES

Artículo 70.-
La servidumbre podrá establecerse de mutuo acuerdo entre las partes. También pue-
den imponerse servidumbre a solicitud de un titular de concesión. 

El INE podrá imponer servidumbre sobre bienes de propiedad privada o pública para 
el desarrollo de las actividades previstas en las concesiones geotérmicas, tomando 
en cuenta los derechos de los propietarios de los predios sirvientes, incluyendo las 
compensaciones que les correspondiesen conforme a derecho, todo de conformidad 
a lo establecido en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 71.-
Las servidumbres para el desarrollo de las actividades de las concesiones son: 

a)	 De paso o permanente para la construcción y uso de senderos trochas y 
caminos. 

b)	 De ocupación temporal destinada al almacenamiento de bienes necesarios 
para ejecutar obras.

c)	 De ductos, conductos necesarios para el desarrollo de recurso geotérmico. 

d)	 De instalaciones para las centrales geotérmicas.

e)	 De líneas de transmisión. 

Artículo 72.- 
La imposición de una servidumbre conlleva el derecho del dueño del predio a ser 
indemnizado por parte del titular de la concesión. 

Artículo 73.- 
Los procedimientos par la imposición de servidumbres y para el reconocimiento de 
indemnizaciones y pago compensatorios serán establecidos de acuerdo a los artícu-
los 95 al 107 del Capitulo XIII de la Ley de Industria Eléctrica, publicada en la Gaceta, 
Diario Oficial No. 74 del 23 de abril de 1998. 
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CAPITULO XVI
DE LAS INHIBICIONES

Artículo 74.- 
No podrán directa, ni indirectamente, ni por interpósita persona, adquirir o poseer 
las concesiones objeto de esta Ley, ni formar parte de las personas jurídicas que 
las adquieran durante y período de diez años posteriores al otorgamiento de la 
concesión: 

a)	 EL Presidente y Vicepresidente de la República, los Ministros y Vice-Ministros 
de Estado, Directores, Presidente Ejecutivos y Vicepresidentes de Entes au-
tónomos o Empresas del Estado, Diputados de la Asamblea Nacional, los 
Contralores de la Contraloría General de la República, Magistrados de la 
Corte Suprema de Justicia y de Apelaciones, Magistrados del Consejo Supre-
mo Electoral, los demás funcionarios del Gobierno de la República y aquellos 
que lleven anexa jurisdicción en la materia de la presente Ley. 

b)	 El cónyuge y los parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad, de las personas comprendidas en el acápite anterior. 

Los impedimentos a que se refieren los acápites a) y b) no afectan a los derechos 
adquiridos por los cónyuges antes de contraer matrimonio. 

CAPITULO XVII 
INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 75.- 
Toda persona que realice actividades de exploración y explotación de los recursos 
geotérmicos sin el amparo de la concesión correspondiente, contraviniendo la pre-
sente Ley, será sancionado de acuerdo a lo establecido en el reglamento y demás 
penas que establecen las leyes sobre defraudación fiscal. 

Sin perjuicio de las demandas por daños y perjuicios resultantes de la suspensión 
inmediata de las operaciones a que se hagan merecedores los infractores, se podrán 
imponer multas adicionales que no podrán exceder al equivalente en córdobas a 
cien mil dólares de los Estados Unidos de Norteamérica (US $100.000) por cada vez. 

Artículo 76.- 
Cualquier persona que revele información considerada confidencial, será sancionada 
de acuerdo a lo establecido en el Reglamento de la presente Ley. 

Artículo 77.-
Los importes o multas cobradas por el INE a los infractores de la presente Ley y 
su Reglamento, serán depositadas en el Fondo para el Desarrollo de la Industria 
Eléctrica Nacional, destinados al financiamiento de proyectos de electrificación rural. 

CAPITULO XVIII
ADAPTACIÓN DE CONCESIONES Y CONTRATOS

Arto. 78.-
Los contratos o concesiones de exploración o explotación de los recursos geotérmi-
cos otorgados con anterioridad a la presente ley, podrán adecuarse a ella solo en 
caso de solicitud expresa del titular de la concesión, para lo cual se establece un 
término que expira el 31 de diciembre del año 2006.

Artículo 79.- 
no podrá ser objeto de adaptación a esta Ley la concesión o contrato que le faltare 
un año o menos para expirar. 

Artículo 80.- 
La concesión o contrato, adaptados se someterá totalmente al régimen de la presen-
te Ley. El término de su duración continuará corriendo sin interrupción ni alteración 
hasta su vencimiento original. 

Artículo 81.- 
Las solicitudes de adaptación deberán cumplir con los requisitos exigidos por la 
presente Ley y su Reglamento. 

Artículo 82.- 
Una vez recibida la solicitud de adaptación, regirá el procedimiento establecido en 
el Capitulo VI y VII de la presente Ley y del Reglamento de la misma en todo lo que 
fuere aplicable para los efectos del otorgamiento de la concesión. 

Artículo 83.- 
Los contratos o concesiones otorgados bajo el imperio de leyes anteriores y que no 
fueren adaptados a la presente Ley no podrán: 

a)	 Obtener prórroga de los mismos; 

b)	 Traspasarlo por ningún título; 

c)	 Obtener el consentimiento del Estado para adquirir o hacer actividades que 
constituyan beneficios para la concesión o contrato, siempre que ese consen-
timiento fuere necesario, y 

d)	 Recibir del Estado, o adquirir de los particulares por título entre vivos, mien-
tras estén vigentes las concesiones o contratos anteriores, ninguna conce-
sión de las establecidas en esta Ley. 
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CAPITULO XIX
DISPOSICIONES FINALES

Artículo 84.-
Derechos adquiridos, valor promedio y solución de controversias. Los derechos ad-
quiridos por los titulares de las concesiones de exploración y explotación de los 
recursos geotérmicos otorgados con anterioridad a la presente Ley deberán adecuar 
se de acuerdo a ésta. En todo lo no previsto en la presente Ley y su Reglamento, 
se aplicará lo dispuesto en la legislación, especial o la legislación común, así como 
las normas y principios técnicos generalmente aceptados y en uso por la industria 
internacional de la geotermia.

Las empresas generadoras de energía a base de geotermia, en su calidad de licen-
ciatarias, podrán vender al precio monómico de 8.5 centavos de dólar el kWh para el 
mercado de Contratos, PPA, sin embargo los inversionistas podrán contratar con las 
distribuidoras de energía precios mayores, para lo cual requerirán de la autorización 
del Instituto Nicaragüense de Energía (INE).

Cuando existan casos de señalamientos de incumplimientos y que hayan sido de-
bidamente documentados con las pruebas de hecho y derecho de inversión y de-
sarrollo, estos deberán ser dirimidos mediante un proceso arbitral de conformidad 
a los procedimientos y términos de la Ley No. 540, “Ley de Mediación y Arbitraje” 
aprobada el 25 de Mayo del 2005 y publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 122 
del 24 de Junio del 2005.

En los casos que dieren lugar a controversia entre los concesionarios y la autoridad 
respectiva se resolverán por medio de un arbitraje de conformidad a la legislación 
nacional, si aun así persistiese el diferendo se recurrirá a un trámite de mediación. 
Las resultas del arbitraje o de la mediación pondrán fin a las controversias.

En los casos de las personas naturales o jurídicas, sean estas públicas, mixtas o 
privadas, dedicadas al giro de la exploración o explotación geotérmica que tengan 
que realizar sus operaciones en las áreas concesionadas y que generen actividades 
litigiosas sustanciaran sus diferendos de conformidad a las disposiciones contenidas 
en el Decreto No. 229, “Ley de Expropiación”, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, 
número 58 del 09 de marzo de 1976.

Artículo 85.- 
El acuerdo de otorgamiento de una concesión, así como la declaración de extinción 
de una concesión de recursos geotérmicos, deberán ser publicados en la Gaceta, 
Diario Oficial y en dos diarios de circulación nacional. 

Artículo 86.- 
La presente Ley deroga la Ley Especial sobre Exploración y Explotación por el Estado 
de los Recursos Geotérmicos del 12 de diciembre de 1977, publicado en la Gace-
ta, Diario Oficial número 282 y deja sin efecto cualquier otra disposición que se le 
oponga. 

Artículo 87.-
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en la Gaceta, Diario 
Oficial. 

Dada en la Ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, 
a los veinticuatro días del mes de Octubre del año dos mil dos.- JAIME CUADRA 
SOMARRIBA, Presidente de la Asamblea Nacional.- MIGUEL LOPEZ BALDIZON, 
Secretario de la Asamblea Nacional. 

Por Tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veinte de noviembre del año dos mil dos.- ENRIQUE BOLAÑOS GEYER, Presidente 
de la República de Nicaragua. 
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EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA,

Hace saber al pueblo nicaragüense que: 

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA, 

CONSIDERANDO: 

I
Que el sector forestal en Nicaragua debe constituirse en un eje del desarrollo econó-
mico y social del país con la participación de todos los involucrados en la ejecución 
de la actividad forestal.

II
Que se hace necesario actualizar y modernizar el marco jurídico existente en mate-
ria forestal, con el fin de que sea un instrumento que coadyuve a la conservación, 
fomento y desarrollo sostenible del recurso forestal en armonía y coherencia con lo 
establecido en la política forestal de Nicaragua. 

III
Que el establecimiento de un régimen jurídico forestal moderno, ágil y aplicable para 
el sector, contribuirá a la generación de empleos y al incremento del nivel de vida de 
la población mediante su involucramiento en las actividades y prácticas forestales. 

LEY DE CONSERVACIÓN, FOMENTO 
Y DESARROLLO SOSTENIBLE DEL 

SECTOR FORESTAL
(Ley No. 462, Aprobada el 26 de junio del 2003, Publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial N° 168 del 4 de septiembre del 2003, con sus Reformas Incorporadas,  
Ley N° 487, Aprobada el 29 de abril del 2004, Publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial N° 875 de mayo del 2004).



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|120| |121|

IV
Que es responsabilidad del Estado, a través de sus instituciones y con participación 
de los Gobiernos Regionales Autónomos, gobiernos municipales y la sociedad Civil 
en general, garantizar el cumplimiento de los Convenios Internacionales ratificados 
por Nicaragua, y el de velar por la conservación de la biodiversidad incluyendo las 
cuencas hidrográficas asegurando los múltiples beneficios en bienes y servicios pro-
ducidos por nuestros bosques. 

En uso de sus facultades; 

HA DICTADO:

La siguiente: 

LEY DE CONSERVACIÓN, FOMENTO Y DESARROLLO
SOSTENIBLE DEL SECTOR FORESTAL

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.-
La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen legal para la conservación, 
fomento y desarrollo sostenible del sector forestal tomando como base fundamental 
el manejo forestal del bosque natural, el fomento de las plantaciones, la protección, 
conservación y la restauración de áreas forestales. 

Artículo 2.-
Al propietario del suelo le corresponde el dominio del vuelo forestal existente sobre 
él y de sus beneficios derivados, siendo responsable de su manejo, de conformidad 
con lo establecido en la presente Ley y su Reglamento. 

CAPÍTULO II 
DEL SISTEMA NACIONAL DE ADMINISTRACIÓN FORESTAL,

ÓRGANOS Y COMPETENCIAS

Artículo 3.-
Se crea el Sistema Nacional de Administración Forestal (SNAF), el cual estará integra-
do por las entidades del sector público y por personas naturales o jurídicas involu-
cradas en la actividad forestal. Estas personas deberán ser acreditadas y registradas 
por el INAFOR. 

Artículo 4.-
En todo lo que esta Ley no modifique, las entidades del sector público que conforma-
rán el Sistema Nacional de Administración Forestal serán las que por competencias 
y funciones lo tengan establecido en la Ley 290, Ley de Organización, Competencia 
y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicado en la Gaceta, Diario Oficial No. 102, 
del 3 de Junio de 1998; en la Ley 28, Estatuto de la Autonomía de las Regiones de la 
Costa Atlántica de Nicaragua, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 238 del 30 
de Octubre de 1987 y la Ley 40 y 261, Reformas e Incorporaciones a la Ley No. 40, 
Ley de Municipios publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 162 del 26 de Agosto 
de 1997. 

Sección 1 - Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) 

Artículo 5.-
Se crea la Comisión Nacional Forestal (CONAFOR) como instancia del más alto nivel y 
foro para la concertación social del sector forestal, la cual tendrá participación en la 
formulación, seguimiento, control y aprobación de la política, la estrategia y demás 
normativas que se aprueben en materia forestal.

Entre sus funciones principales a la CONAFOR le corresponde: 

a)	 Aprobar la política forestal formulada y elaborada por el MAGFOR

b)	 Conocer de las concesiones forestales que otorgue el Estado.

c)	 Recibir trimestralmente del INAFOR un informe de los permisos otorgados, 
suspendidos o cancelados. 

d)	 Recibir trimestralmente del Comité Regulador del Fondo Nacional de Desa-
rrollo Forestal (FONADEFO), un informe del uso, distribución y disponibilidad 
de dicho fondo. 

e)	 Otras que se establezcan en el Reglamento de esta Ley.

La CONAFOR estará integrada por: 

1.	 El Ministro del MAGFOR, quien la presidirá. 

2.	 El Ministro del MARENA. 

3.	  El Ministro del MIFIC. 

4.	 El Ministro de Educación, Cultura y Deportes. 

5.	 Un representante de cada uno de los Consejo Regionales Autónomos. 

6.	 Un representante de las empresas forestales. 

7.	 Un representante de las organizaciones de dueños de bosques. 

8.	 Un representante de organismos no gubernamentales ambientalistas. 
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9.	 Un representante de la Asociación de Municipios (AMUNIC).

10.	 Un representante de las asociaciones de profesionales forestales. 

11.	 El Director del INAFOR, quien actuará como Secretario Ejecutivo de la Comisión.

12.	 Representante de INTUR. 

13.	  Representante de la Policía Nacional. 

14.	 Representante del Ejército Nacional.

La Presidencia de la CONAFOR es indelegable. En caso de ausencia del Ministro de 
MAGFOR la asumirá en el orden sucesivo el Ministro del MARENA o el Ministro del 
MIFIC. 

En las Regiones, Departamentos y Municipios se conformarán Comisiones Forestales 
con el objetivo de coordinar con la CONAFOR la ejecución, seguimiento y control de 
las actividades de conservación, fomento y desarrollo en sus respectivos territorios. 
Estas Comisiones se integrarán con: 

1.	 El Delegado del MAGFOR. 

2.	 El Delegado del MARENA. 

3.	 El Delgado del MIFIC. 

4.	 El Delegado del Ministerio de Educación, Cultura y Deportes. 

5.	 Un miembro del Consejo Municipal. 

6.	 Un miembro del Consejo Regional, en su caso. 

7.	 Un representante de organismo no gubernamental ambientalista. 

8.	 Un representante de las asociaciones de forestales. 

9.	 Representante de la Policía Nacional. 

10.	 Representante del Ejército Nacional. 

11.	 Representante de INTUR.

Sección 2 - Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) 

Artículo 6.-
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 4 de esta Ley, le corresponde al MAGFOR 
en materia forestal, formular la política y normas forestales; supervisar los progra-
mas de fomento forestal; informar sobre el sector forestal y definir los precios de 
referencia del sector. 

Sección 3 - Instituto Nacional Forestal (INAFOR)

Artículo 7.-
El Instituto Nacional Forestal (INAFOR), bajo la rectoría sectorial del Ministerio Agro-
pecuario y Forestal (MAGFOR), tiene por objeto velar por el cumplimiento del régi-
men forestal en todo el territorio nacional. 

Al INAFOR le corresponden las funciones siguientes: 

1.	 Vigilar el aprovechamiento sostenible de los recursos forestales de la Nación, 
ejerciendo facultades de inspección, disponiendo las medidas, correcciones y 
sanciones pertinentes de conformidad con esta Ley y su Reglamento. 

2.	 Ejecutar en lo que le corresponda, la política de desarrollo forestal de Nica-
ragua. 

3.	 Aprobar los Permisos de Aprovechamiento y conocer, evaluar, y fiscalizar los 
planes de manejo forestal. 

4.	 Proponer al MAGFOR como ente rector las normas técnicas obligatorias para 
el manejo forestal diversificado, para su debida aprobación de conformidad 
con la ley de la materia. 

5.	 Suscribir convenios con los gobiernos municipales o con organismos públi-
cos o privados delegando funciones de vigilancia y control, o fomento tras-
ladando los recursos necesarios en el caso que el convenio se establezca con 
un gobierno municipal. 

6.	 Coadyuvar con las instancias sanitarias del MAGFOR la realización de todas 
las acciones necesarias para la prevención y combate de plagas y enfer-
medades, y vigilar el cumplimiento de las normas sanitarias relativas a las 
especies forestales. 

7.	 Ejecutar las medidas necesarias para prevenir, mitigar y combatir incendios 
forestales. 

8.	 Recomendar al MAGFOR las coordinaciones con el MARENA para el esta-
blecimiento o levantamiento, en su caso, de vedas forestales y ejercer su 
control. 

9.	 Generar información estadística del sector forestal. 

10.	 Administrar el Registro Nacional Forestal y llevar el inventario nacional de los 
recursos forestales. 

11.	 Expedir el aval correspondiente para el goce de los incentivos establecidos 
en la presente Ley. 

12.	  Facilitar la certificación forestal nacional e internacional. 
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13.	  Promover y ejecutar con los gobiernos locales y la sociedad civil, programas 
de fomento forestal, y especialmente aquellos encaminados a la reforesta-
ción de zonas degradadas. 

14.	 Disponer la realización de auditorías forestales externas, conocer sus resulta-
dos y resolver lo que corresponda. 

15.	 Conocer de los recursos que correspondan dentro del procedimiento admi-
nistrativo. 

16.	 Acreditar a los Regentes y Técnicos Forestales Municipales. 

El INAFOR desarrollará sus actividades en el territorio a través de distritos forestales 
desconcentrados de los cuales deberán al menos participar representantes de las 
siguientes instituciones según corresponde: 

1)	 INAFOR. 

2)	  Alcaldías. 

3)	 Consejos Regionales. 

4)	 Universidades donde existan. 

5)	 Policía Nacional. 

6)	 Ejército Nacional. 

7)	 Ministerio de Educación. 

8)	 MARENA. 

9)	 Representante de Asociaciones Forestales.

Todas las actividades mencionadas en los incisos anteriores deberán ser coordinadas 
con las autoridades municipales. 

Sección 4 - Del Registro Nacional Forestal

Artículo 8.-
Se crea la Oficina del Registro Nacional Forestal, donde la información será de carác-
ter público y gratuito y administrado por INAFOR. 

En el Registro Nacional Forestal el INAFOR deberá registrar: 

a)	 Los acuerdos y convenios que se celebren en materia forestal.

b)	 Las plantaciones forestales. 

c)	 Las empresas e industrias forestales. 

d)	 Los viveros o centros de material genético forestal.

e)	 Los Planes de Manejo aprobados. 

f)	 Los Permisos de Aprovechamiento Forestal. 

g)	 Los regentes, auditores forestales, técnicos forestales municipales y regionales. 

h)	 El inventario forestal nacional. 

i)	 Las áreas forestales estatales y nacionales.

El Reglamento definirá los procedimientos para el Registro. 

Sección 5 - De los Regentes y Auditores Forestales

Artículo 9.-
Para efectos de esta Ley se entiende por: 

Regente Forestal: El Profesional o Técnico Forestal acreditado por el Instituto Na-
cional Forestal (INAFOR), para que de conformidad con las leyes y reglamentos, 
garantice la ejecución del Plan de Manejo Forestal aprobado por la autoridad corres-
pondiente, en una unidad de producción. El Regente Forestal es contratado directa-
mente por la persona o empresa responsable de los manejos. 

Auditor Forestal: El Profesional o Técnico Forestal o la empresa especializada, inde-
pendiente, acreditado por el Instituto Nacional Forestal (INAFOR), para evaluar la 
ejecución de los Planes de Manejo Forestal y permisos de aprovechamiento. 

Sección 6 - Delegación de Atribuciones en Material Forestal 

Artículo 10.-
Los gobiernos municipales, previa aprobación de sus respectivos Consejos, podrán 
celebrar Convenios de Delegación de Atribuciones Forestales con el INAFOR para el 
otorgamiento de permisos de aprovechamiento comercial, el seguimiento, vigilancia 
y control, mediante mecanismos que serán definidos en el Reglamento de la presen-
te Ley. Para su entrada en vigencia dichos convenios deberán ser publicados en La 
Gaceta, Diario Oficial, para su entrada en vigencia. 

El INAFOR dará seguimiento y evaluará los resultados que se obtengan por la ejecu-
ción de los acuerdos y convenios a que se refiere este artículo y podrá revocarlos en 
cualquier momento si se incumplen los términos del mismo o se infringen las normas 
forestales vigentes.
 
Artículo 11.-
Los acuerdos y convenios que en materia forestal celebre INAFOR con personas na-
turales o jurídicas, podrán versar sobre la instrumentación de programas forestales, 
el fomento a la educación, cultura, capacitación e investigación forestales, así como, 
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respecto de las labores de vigilancia forestal y demás acciones forestales operativas 
previstas en esta Ley. 

CAPÍTULO III 
MANEJO Y APROVECHAMIENTO FORESTAL

 
Sección 1 - Disposiciones Comunes 

Artículo 12.-
El INAFOR será responsable de supervisar, monitorear, fiscalizar y controlar la eje-
cución de las normas técnicas forestales y Planes de Manejo Forestales en todo 
el territorio nacional estableciendo las debidas coordinaciones con las Comisiones 
Forestales respectivas. 

Artículo 13.-
El propietario de tierras con recursos forestales, o quien ejerza los legítimos derechos 
sobre los recursos, será responsable, en primera instancia, de los actos o conse-
cuencias que se deriven del incumplimiento de las normas técnicas y disposiciones 
administrativas forestales relacionadas con el manejo del recurso forestal. 

Cuando el incumplimiento de éstos se deba a acciones u omisiones, el Regente ó 
Auditor asumirá la responsabilidad del caso. No obstante, para la reparación de 
cualquier daño o para cumplir con la sanción impuesta, ambos serán solidariamente 
responsables. 

Artículo 14.-
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 12 de esta Ley, el seguimiento, vigilancia 
y control de las actividades forestales estará a cargo del INAFOR, quien podrá ejer-
cerla a través de los Regentes Forestales, Auditores Forestales, y Técnicos Forestales 
Municipales debidamente acreditados. 

Artículo 15.-
Para una mayor efectividad en el ejercicio del seguimiento, vigilancia, y control fo-
restal, el INAFOR podrá solicitar la colaboración de las autoridades del orden públi-
co, las que prestarán el apoyo requerido en el marco de la Ley. 

Artículo 16.-
Todas las actividades de aprovechamiento forestal, deben cumplir con las normas 
técnicas obligatorias de manejo forestal del país, incluyendo las que se aprobarán 
para las áreas protegidas. 

El INAFOR emitirá un certificado forestal para la madera que se comercialice en el 
país y proceda de plantaciones forestales registradas y áreas de bosques naturales 
bajo manejo. 

Artículo 17.-
El aprovechamiento forestal en plantaciones o tierras forestales mayores de quinien-
tas (500) hectáreas, previo a la autorización correspondiente, requerirá del Estudio 
de Impacto Ambiental (EIA) para obtener el Permiso Ambiental otorgado por MARE-
NA. El mismo será parte integrante del Plan de Manejo. 

Artículo 18.-
Las plantaciones forestales y las áreas de bosque natural bajo manejos privados o 
estatales, tendrán protección especial en caso de invasión u otras acciones ilícitas 
que atenten contra las mismas. Las autoridades policiales deberán prestar el auxilio 
correspondiente al propietario o a cualquier autoridad civil o militar que lo solicite 
para proceder conforme a la ley al desalojo o a prevenir y neutralizar las actividades 
que destruyan o causen daños al recurso forestal. 

Artículo 19.-
Se prohíbe el corte, extracción o destrucción de árboles de aquellas especies protegi-
das y en vías de extinción que se encuentren registradas en listados nacionales y en 
los convenios internacionales ratificados por el país. Se exceptúan los árboles pro-
venientes de plantaciones debidamente registradas en el Registro Nacional Forestal. 

Artículo 20.-
La conservación, restauración y aprovechamiento sostenible de bosques de man-
glares será responsabilidad del MARENA, de conformidad a lo establecido en la 
Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, Ley 217, publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial No. 105 del 6 de Junio de 1996. Este deberá elaborar un 
Reglamento Especial al respecto. 

Sección 2 - Bosques Naturales

Artículo 21.-
El aprovechamiento de bosques naturales requiere de un Permiso de Aprovecha-
miento emitido por INAFOR, el que tendrá como condición previa la aprobación de 
un Plan de Manejo Forestal, cuya presentación y ejecución estará bajo la responsa-
bilidad de los propietarios o de quien ejerza los derechos sobre el mismo. La forma 
requisitos y procedimientos para la aprobación de un plan de manejo forestal y la 
emisión de un permiso de aprovechamiento, serán determinadas por el Reglamento. 

Artículo 22.-
El INAFOR con la participación de representantes de las autoridades municipales y 
gobiernos regionales, en su caso, aprobará o denegará, previa audiencia pública, 
los planes de manejo forestales en un plazo no mayor de 30 días hábiles. La au-
diencia pública será convocada por el INAFOR y en ella podrán participar los técni-
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cos forestales de las alcaldías municipales y gobiernos regionales autónomos que 
correspondan. 

La audiencia pública tomará como referencia obligatoria la norma técnica aprobada 
según el tipo de bosque o el área bajo manejo. Vencido este plazo el Plan de Manejo 
se dará por aprobado y el solicitante podrá ejecutarlo. En este caso el INAFOR proce-
derá a registrar y emitir el permiso correspondiente de forma inmediata. 

Artículo 23.-
Cuando se trate de aprovechamientos comerciales en áreas menores de 10 hectá-
reas, el permiso se podrá extender en un solo trámite y con requisitos simplificados, 
los que se establecerán reglamentariamente. 

Sección 3 - Plantaciones Forestales 

Artículo 24.-
Las plantaciones que se realicen en cualquier terreno no requieren permiso alguno 
para su establecimiento, mantenimiento, raleo y aprovechamiento, pero deberán 
cumplir con los requisitos de registro y gestionar ante el INAFOR lo correspondiente 
a la certificación del origen del producto para fines de su transporte. 

Artículo 25.-
Las plantaciones forestales pueden realizarse en áreas de aptitud preferentemente 
forestal o con otras aptitudes, mientras no existan normas que expresamente lo 
prohíban. Se prohíbe la sustitución del bosque natural por plantaciones forestales. 

Sección 4 - Áreas Protegidas 

Artículo 26.-
Las actividades forestales que se desarrollen en Áreas Protegidas estarán sujetas a 
las regulaciones establecidas en la legislación vigente sobre esta materia. El Minis-
terio del Ambiente y los Recursos Naturales, MARENA, es la institución responsable 
de velar por su aplicación y cumplimiento, además de establecer las coordinaciones 
necesarias con las demás instituciones del sector. 

Sección 5 - Áreas Forestales de Protección Municipal 

Artículo 27.-
Son Áreas Forestales de Protección Municipal, bajo la responsabilidad y el cuido de 
las municipalidades, las ubicadas: 

1.	 En una distancia de 200 metros medida horizontalmente de la marca máxi-
ma de marea o fluctuación del cuerpo de agua a partir de las costas de los 
lagos, embalses naturales, embalses artificiales y fuentes de agua. 

2.	 En una distancia de 50 metros medidos horizontalmente a cada lado de los 
cauces y de los ríos. 

3.	 En áreas con pendientes mayores de 75 %. 

En estas áreas se prohíbe el corte de árboles en cualquiera de sus modalidades y 
se prohíbe el aprovechamiento forestal de la tala rasa, el uso de plaguicidas y la 
remoción total de la vegetación herbácea.

Sección 6 - Restauración Forestal 

Artículo 28.- 
El Estado promoverá e incentivará la restauración de bosques de protección y con-
servación y establecerá las normas que aseguren la restauración de las áreas de 
conservación. 

Las Áreas de Restauración Forestal son las que no estando cubiertas por vegetación 
forestal, por sus condiciones naturales son aptas para incorporarse al uso forestal 
con fines de protección y conservación. 

Sección 7 - Producción de Oxígeno y Fijación de Carbono

Artículo 29.-
Se crea el Fondo para incentivar a los dueños de bosques que opten por la preserva-
ción y manejo del bosque, con la finalidad de producir oxígeno para la humanidad. 
El Fondo será alimentado con recursos que el Gobierno de la República gestione en 
el ámbito internacional, dentro de los programas de fijación de carbono y preserva-
ción del medio ambiente. Esta materia será reglamentada. 

CAPÍTULO IV
TRANSPORTE, ALMACENAMIENTO Y TRANSFORMACIÓN

Artículo 30.- 
Para efectos del transporte por cualquier medio, todos los productos forestales pro-
cedentes del aprovechamiento de bosque natural o plantaciones forestales, deben 
contar con el certificado de origen que acredite su legalidad, el cual será emitido por 
INAFOR y sin costo alguno. En el caso que provenga de las Áreas Protegidas la emi-
sión del certificado le corresponderá al MARENA. En el Reglamento se especificarán 
los procedimientos y mecanismos que garanticen la seguridad de los certificados y 
el control respectivo. 

Artículo 31.- 
Quienes transporten o realicen actos de comercio o transformación de materias pri-
mas forestales, deberán asegurarse, en los términos que fije el reglamento de esta 
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Ley y las normas técnicas forestales, que las mismas provengan de aprovechamien-
tos debidamente autorizados. 

Las autoridades de Policía y Ejército Nacional colaborarán con el MARENA y el INAFOR 
en el cumplimiento de lo dispuesto en los artículos anteriores, así con las funciones 
que se le establecen como miembros del Sistema Nacional de Prevención, Mitigación y 
Control de Desastres, a que hace referencia el artículo 31 de la presente Ley. 

CAPÍTULO V 
PREVENCIÓN, MITIGACIÓN Y CONTROL DE PLAGAS

E INCENDIOS FORESTALES 

Artículo 32.-
El MAGFOR, en coordinación con INAFOR y demás instituciones relacionadas, es el 
encargado de velar por la prevención y el control de plagas y enfermedades fores-
tales, para lo cual deberá elaborar una normativa especial en donde se establezcan 
el procedimiento a seguir. 

Corresponde al INAFOR, en coordinación con las alcaldías y el Sistema Nacional de 
Prevención, Mitigación y Control de Desastres, ejecutar las medidas necesarias para 
prevenir, los incendios forestales. En caso de incendios forestales, brotes de plagas y 
enfermedades, las autoridades civiles y de orden público, así como otras entidades 
públicas, deberán contribuir y colaborar a la extinción y control de los mismos, faci-
litando personal adecuado y los medios necesarios. 

Artículo 33.- 
Son obligatorias, para los propietarios de tierras con recursos forestales, las cortas 
sanitarias de los árboles en áreas o zonas afectadas por incendios, plagas o enferme-
dades y en los casos de las medidas de prevención a que se refiere esta Ley. 

El INAFOR autorizará las cortas sanitarias y la extracción de productos derivados de 
los mismos, las que serán deducidas de la corta permitida en el bosque. 

La solicitud del permiso por el propietario de las tierras con recursos forestales, en 
los casos previstos en este artículo, deberá ser resuelta por el INAFOR dentro de 
los 15 días subsiguientes a su presentación, de no pronunciarse en ese plazo, se 
considera como autorizada y el INAFOR está obligado a extender las guías corres-
pondientes para el transporte de la madera. 

Artículo 34.- 
Es obligación de todo propietario de tierras con bosques, dar aviso inmediato a las 
autoridades competentes y cumplir con las medidas que se indiquen con relación a 
la prevención, protección y lucha contra incendios, plagas o enfermedades. 

Todas las personas están obligadas a dar libre paso al personal acreditado y equipo 

necesario para la prevención, control, lucha y extinción de los incendios, plagas y 
enfermedades forestales. 

Artículo 35.-
Cualquier autoridad con competencia que descubra indicios de que una práctica 
u omisión en el manejo forestal podrían generar daños graves o irreversibles al 
ecosistema o a cualquiera de sus elementos deberá comunicarlo de inmediato a los 
responsables del manejo forestal y autoridades competentes en materia forestal, 
quienes deberán adoptar medidas precautorias con el fin de evitarlos o mitigarlos, 
incluyendo la suspensión temporal o permanente de los planes de manejo. No se 
podrá invocar la falta de conocimiento y plena certeza científica o la ausencia de 
normas o la falta de autorizaciones superiores. 

CAPÍTULO VI 
FOMENTO E INCENTIVOS PARA EL DESARROLLO FORESTAL

Artículo 36.- 
El fomento forestal se realizará en coordinación con otras entidades del sector pú-
blico relacionadas y con la participación del sector privado y tendrá como objetivo: 

a)	 El manejo del bosque natural. 

b)	 La ampliación de la cobertura forestal. 

c)	 La protección y conservación de bosques. 

d)	 El incremento del valor agregado. 

e)	 Mejorar la tecnología. 

f)	 Fomentar la investigación. 

g)	 Fortalecer el sector forestal.

Artículo 37.- 
El Estado establecerá una política de incentivos cuyo objetivo fundamental será el de 
fomentar el desarrollo forestal, promover la incorporación de las personas naturales 
o jurídicas en actividades de manejo adecuado de los recursos forestales y lograr su 
participación en el incremento de la masa forestal nacional y la reversión del proceso 
de deforestación que sufre el país. 

El Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, incluirá en la materia de actividades 
prácticas el que cada alumno y alumna, desde el tercer grado de primaria hasta el 
quinto de secundaria, deberá sembrar cuatro árboles, ya sean frutales o de madera 
de construcción o preciosa; preferentemente en el nacimiento de las fuentes de agua 
o a la orilla de los ríos durante el año de estudio. 
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Artículo 38.-
Se establecen como incentivos fiscales especiales para el sector, los siguientes: 

1.	 Gozarán de la exoneración del pago del cincuenta por ciento (50%) del Im-
puesto Municipal sobre Venta y del cincuenta por ciento (50%) sobre las 
utilidades derivadas del aprovechamiento, aquellas plantaciones registradas 
durante los primeros 10 años de vigencia de la presente Ley. 

2.	 Se exonera del pago de Impuesto de Bienes Inmuebles a las áreas de las 
propiedades en donde se establezcan plantaciones forestales y a las áreas 
donde se realice manejo forestal a través de un Plan de Manejo Forestal, 
durante los primeros diez años de vigencia de la presente Ley. 

3.	 Las empresas de cualquier giro de negocios que inviertan en plantaciones 
forestales, podrán deducir como gasto el 50% del monto invertido para fines 
del IR. 

4.	 Se exonera del pago de Impuesto de Internación, a las empresas de Segunda 
Transformación y Tercera Transformación que importen maquinaria, equipos 
y accesorios que mejore su nivel tecnológico en el procesamiento de la ma-
dera, excluyendo los aserríos. 

5.	 Todas las instituciones del Estado deberán de priorizar en sus contrataciones, 
la adquisición de bienes elaborados con madera que tienen el debido certifi-
cado forestal del INAFOR, pudiendo reconocer hasta un 5% en la diferencia 
de precios dentro de la licitación o concurso de compras. 

6.	 Todas las personas naturales y jurídicas podrán deducirse hasta un 100% 
del pago de IR cuando este sea destinado a la promoción de reforestación o 
creación de plantaciones forestales. A efectos de esta deducción, de previo 
el contribuyente deberá presentar su iniciativa forestal ante el INAFOR.

Artículo 39.-
Los procedimientos para el establecimiento, la obtención y otorgamiento de los in-
centivos que se establecen en la presente Ley, será objeto de reglamentación espe-
cial emitida por el Poder Ejecutivo. 

Serán beneficiarios de los incentivos creados por la presente Ley, las personas natu-
rales o jurídicas que realicen inversiones en bosques naturales y plantaciones fores-
tales, por sí mismos o por terceros, en predios propios o ajenos y que cumplan con 
los requisitos de registro que se establezcan en el reglamento. 

Artículo 40.-
Para beneficiarse de los incentivos establecidos en la presente Ley, los interesados 
deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

1.	 Estar inscritos en el Registro Forestal del Instituto Nacional Forestal (INAFOR). 

2.	 Constancia Técnica extendida por el Instituto Nacional Forestal (INAFOR) y la 
Comisión Ambiental Municipal. 

CAPÍTULO VII 
CONCESIONES FORESTALES 

Artículo 41.-
El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), es la institución del Estado 
encargada de la administración de las tierras forestales nacionales, las que estarán 
sujetas a concesiones o contratos de explotación racional, de conformidad a los 
Artículos 102 y 181 de la Constitución Política. Se consideran tierras forestales na-
cionales las que no tienen dueño. 

El Estado procurará destinar las propiedades ubicadas en la zona del pacífico y zona 
central del país que tengan aptitud para la reforestación, destinando aquellas pro-
piedades que vayan a ser objeto de subasta por el Banco Central de Nicaragua, para 
esos fines. 

Artículo 42.-
De las tierras inscritas a nombre del Estado como propietario se dispondrá de ellas 
de conformidad con el Código Civil de Nicaragua. Estas tierras serán administradas 
por quien el Poder Ejecutivo por Decreto lo designe. El manejo forestal de estas 
tierras se hará de acuerdo a lo dispuesto en esta Ley en lo que a conservación, pro-
tección, manejo y fomento forestal se refiera. 

Artículo 43.-
Podrán solicitar y obtener concesiones forestales cualquier persona natural o jurídi-
ca, siempre que el área esté disponible y que cumpla con los requisitos establecidos 
en esta Ley y su Reglamento, salvo aquellas personas que la Constitución Política 
señala como inhibidas para tal fin. 

Artículo 44.-
Las tierras forestales estatales sin cobertura boscosa o cobertura de bosque secun-
dario también podrán ser otorgadas mediante concesión para fines de manejo y 
reforestación y su consiguiente aprovechamiento. 

Artículo 45.-
Las concesiones forestales serán otorgadas por el Ministerio de Fomento Industria y 
Comercio. El periodo de vigencia de la concesión deberá ser de dos ciclos de corta 
y podrá ser prorrogada de conformidad con los procedimientos y trámites que se 
establezcan en el Reglamento. 
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Artículo 46.-
El concesionario forestal deberá pagar un derecho de vigencia o superficial equi-
valente en Córdobas a un dólar (U$1.00) por cada hectárea de la totalidad de la 
concesión al inicio de cada año, a la cuenta que establezca la Tesorería General de la 
República del Ministerio de Hacienda y Crédito Público (MHCP). 

Cuando una concesión forestal se revierta al Estado, cederán en su beneficio, sin 
obligación de pago, los activos fijos y las obras que permanentemente se encuen-
tren incorporadas al aprovechamiento del recurso forestal y cuyo retiro signifique 
destrucción o deterioro evidente del recurso no aprovechado. 

Artículo 47.-
Las concesiones forestales podrán traspasarse por cualquier título legal, entre vi-
vos o por causa de muerte, con tal que el traspaso se haga de acuerdo a las leyes 
vigentes. El traspaso deberá ser autorizado por el MIFIC solicitando al interesado 
las mismas garantías del Concesionario original y la continuación de la vigencia del 
contrato original. 

Para aprobar una concesión forestal en la Costa Atlántica de Nicaragua se debe dar 
traslado para su aprobación a los Consejos Regionales Autónomos, en caso de que 
sea en tierras comunales se seguirá el procedimiento de la Ley 445. 

CAPÍTULO VIII
PAGOS POR APROVECHAMIENTO 

Artículo 48.-
Se establece un pago único por derecho de aprovechamiento por metro cúbico ex-
traído de madera en rollo de los bosques naturales, el que se fija en un seis por cien-
to (6%) del precio del mismo, el cual será establecido periódicamente por MAGFOR. 
El Reglamento de la presente Ley deberá establecer la metodología para el cálculo 
de los precios de referencia. 

La industria forestal en toda su cadena estará sujeta al pago del impuesto sobre la 
renta (IR) como las demás industrias del país salvo los incentivos establecidos en 
esta Ley. 

Artículo 49.-
El monto de las recaudaciones que el Estado reciba en concepto de pagos por de-
recho de aprovechamiento, multas, derechos de vigencia, subastas por decomiso, 
conforme a lo establecido en la presente Ley y su Reglamento, deberán enterarse en 
una cuenta especial que para tal efecto llevará la Tesorería General de la República, 
la que a su vez distribuirá lo recaudado en un plazo no mayor de treinta días de la 
siguiente forma: 

1.	 En las Regiones Autónomas se estará a lo dispuesto en la Ley No. 445, Ley del 
Régimen de Propiedad Comunal de los Pueblos Indígenas y Comunidades Ét-
nicas de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica de Nicaragua y de los 
Ríos Bocay, Coco, Indio Maíz, publicado en La Gaceta, Diario Oficial Número 
16 del 23 de Enero del 2003, que establece: 

a.	 Un 25% para la comunidad o comunidades indígenas donde se encuentre el 
recurso a aprovechar. 

b.	 Un 25% para el municipio en donde se encuentra la comunidad indígena. 

c.	 Un 25% para el Consejo Regional y Gobierno Regional correspondiente. 

d.	 Un 25% para el Tesoro Nacional.

2.	 En el resto del país: 

a.	 El 35% directamente a las alcaldías donde se origine el aprovechamiento. 

b.	 El 50% al Fondo Nacional de Desarrollo Forestal (FONADEFO). 

c.	  El 15% de remanente al Tesoro Nacional. 

CAPÍTULO IX 
FONDO DE DESARROLLO FORESTAL 

Artículo 50.-
Créase el Fondo Nacional de Desarrollo Forestal (FONADEFO) para financiar los pro-
gramas y proyectos que se enmarquen en los objetivos de fomento de la presente Ley. 

Artículo 51.-
El capital del FONADEFO estará constituido por: 

1.	 La asignación que se le dé en el Presupuesto General de la República. 

2.	 Donaciones nacionales e internacionales. 

3.	 Los montos acordados en los convenios y acuerdos suscritos a nivel nacional 
e internacional. 

4.	 El 50% de las recaudaciones forestales en materia de derechos, multas y 
subastas por decomiso establecido en el artículo 49 de la presente Ley. 

5.	 Líneas de crédito específicas, cobros por servicios ambientales, programas y 
proyectos.

El Fondo podrá gestionar financiamiento para créditos blandos y canalizarlos a tra-
vés del Sistema Financiero Nacional incluyendo organizaciones de crédito no con-
vencional de acuerdo a la Ley. 
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Artículo 52.-
La administración del Fondo Nacional de Desarrollo Forestal (FONADEFO), estará a 
cargo de un Comité Regulador integrado por: 

1.	 El Ministro Agropecuario y Forestal (MAGFOR), quien lo presidirá.

2.	 El Ministro de Hacienda y Crédito Público (MHCP). 

3.	 El Ministro del Ambiente y Recursos Naturales (MARENA). 

4.	 Un miembro de la Junta Directiva de los Consejos Regionales Autónomos de 
la Costa Atlántica. 

5.	 El Director del INAFOR. 

6.	 El Presidente de AMUNIC. 

El Reglamento definirá su funcionamiento. 

CAPÍTULO X 
INFRACCIONES Y SANCIONES 

Artículo 53.-
Las infracciones a la presente Ley serán sancionadas administrativamente por el 
INAFOR o la autoridad a quien éste expresamente delegue de la siguiente manera: 

1.	 Se considerara como infracción leve las siguientes: 

a)	 No permitir el acceso a plantaciones forestales, viveros y a cualquier área 
de bosque natural, estatal o privada a las autoridades responsables de las 
inspecciones o auditorias técnicas. 

b)	 No portar los documentos que acrediten legalmente la procedencia, trans-
porte, almacenamiento, transformación o posesión de materia prima forestal 
que se obtengan del aprovechamiento. 

c)	 No dar aviso ni presentar informes, establecidos en la presente Ley y su 
Reglamento. 

d)	 Provocar por imprudencia incendios en terrenos forestales.

La reincidencia de una infracción leve será considerada como infracción grave. 

2.	 Se considerarán como infracciones graves las siguientes: 

a)	 Cortar más de cinco árboles que no hayan sido marcados en la ejecución de 
un plan operativo anual. 

b)	 Realizar aprovechamiento de los recursos forestales sin contar con un Permi-
so de Aprovechamiento.

La reincidencia de una infracción grave será considerada como infracción muy grave. 

3.	 Se considerarán como infracciones muy graves las siguientes: 

a)	 Negarse a contribuir y a participar en la prevención, combate y control de 
plagas, enfermedades, incendios forestales en terrenos propios.

b)	  Provocar intencionalmente incendios que afecten los recursos forestales. 

c)	 Realizar actividades de corte, extracción, transporte, transformación o co-
mercialización de recursos forestales de forma ilegal o sin su certificado de 
origen. 

d)	 Realizar en terrenos forestales actividades distintas a lo estipulado en el Plan 
de Manejo.

La reincidencia de una infracción muy grave ocasionará la suspensión temporal del 
permiso de aprovechamiento, concesión o el cierre temporal de la industria o empre-
sa comercializadora de productos forestales. 

Artículo 54.-
Toda infracción leve será sancionada con una amonestación por escrito la primera 
vez y si reincide, se considerará como una infracción grave, procediendo la multa 
correspondiente. 

Toda infracción grave será sancionada con multa de US$ 500 hasta US$ 5,000.00 
(o su equivalente en moneda nacional), la primera vez, y si reincide se considerará 
como una infracción muy grave, procediendo la sanción que corresponda. 

Toda infracción muy grave será sancionada procediendo al decomiso del ilícito para 
subasta, cuando sea aplicable, no pudiendo el infractor participar en la misma. 
Cuando no proceda el decomiso deberá pagar el doble del máximo establecido para 
una infracción grave. 

En el caso del inciso c) numeral 3 del artículo anterior, procederá el decomiso y su-
basta del medio de transporte utilizado para la comisión del ilícito. 

El producto de la subasta será enterado en las cuentas especiales especificadas para 
tal fin por la Tesorería General de la República. 

Artículo 55.-
Sin perjuicio de las funciones que le otorga la Ley de la materia, la Procuraduría para 
la Defensa del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, deberá ser parte en los 
recursos administrativos originados por violación de artículos de la presente Ley y 
sus reglamentos. 
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Artículo 56.-
De la resolución que aplica las sanciones establecidas en este Capítulo caben los 
recursos establecidos en la Ley de Organización, Competencia y Procedimientos del 
Poder Ejecutivo, Ley 290, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 102, del 3 de 
Junio de 1998. Con la Resolución de tales recursos se agota la vía administrativa. 

Artículo 57.-
El monto de las multas establecidas en este Capítulo, deberán enterarse a la cuenta 
especial de la Tesorería General de la República, en un plazo no mayor de siete días 
hábiles a partir de la notificación de la misma. 

Artículo 58.-
Las infracciones y sanciones establecidas en la presente Ley, son sin perjuicio de las 
responsabilidades penales y civiles que se contemplen en las leyes respectivas. 

CAPÍTULO XI 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES 

	
Artículo 59.-
Se autoriza al MHCP a atender los requerimientos presupuestarios del INAFOR para 
el presente ejercicio fiscal, incluyendo los gastos que incurra en auditorias y demás 
actividades del proceso de transición del régimen forestal de la nación. 

Artículo 60.- 
Esta Ley será reglamentada por el Poder Ejecutivo de conformidad a lo establecido en 
la Constitución Política sin violentar o desnaturalizar el sentido y alcances de esta Ley. 

Artículo 61.-
El patrimonio e ingresos del Instituto Nacional Forestal, INAFOR, estará n conforma-
dos por: 

a)	 Los bienes que estén registrados a su nombre. 

b)	 Las donaciones, herencias o legados, nacionales e internacionales que reciba. 

c)	 Las asignaciones incluidas en el Presupuesto General de la República para 
costear sus funciones básicas de control, vigilancia y protección del recurso 
forestal, para lo que el Ministerio de Hacienda y Crédito Público deberá des-
tinar al menos el 50 % de lo que recaude en concepto del IR proveniente del 
sector, o del 50% del remanente establecido en el artículo 49 de esta Ley, lo 
que sea mayor. 

d)	 Los montos que le asigne el Fondo de Desarrollo Forestal.

Artículo 62.-
Téngase incorporado a los beneficios establecidos en el artículo 49, numeral 1, inci-
sos a) y b) de la presente Ley, a las comunidades indígenas del resto del país. 

Artículo 63.- 
El Estado de Nicaragua deberá a través de sus instituciones MAGFOR, INAFOR y 
MARENA proteger y rehabilitar las áreas afectadas por la plaga del gorgojo descor-
tezador del pino. 

Artículo 64.-
Se permite la exportación de madera procesada en forma de muebles, puertas, ven-
tanas y artesanías. 

Artículo 65.-
Se declara las zonas de bosques de pinos afectadas por la plaga del gorgojo des-
cortezador del pino (Deudroctonus frontalis) como zonas priorizadas para el desa-
rrollo forestal sostenible en las que se garantice de manera efectiva la vigilancia y 
el control de actividades forestales y permita que el Gobierno de la República, los 
gobiernos municipales y el sector privado accedan a fondos concesionales para el 
desarrollo forestal y la conservación de las áreas protegidas. 

Artículo 66.-
Por la presente Ley se derogan las siguientes leyes: Ley de Conservación de Bosques, 
del 21 de Junio de 1905, Ley de Emergencia Sobre Aprovechamiento Racional de 
los Bosques, del 3 de Marzo de 1976; Ley de Conservación, Protección y Desarrollo 
de las Riquezas Forestales del País, Decreto Número 1381 del 27 de Septiembre de 
1976, Ley No. 222 Ley de Suspensión de la Tramitación de Solicitudes de Otorga-
miento de Concesiones y Contratos de Exploración y Explotación de los Recursos 
Naturales, del 11 de Junio de 1996, y cualquier otra disposición legal que de manera 
tácita o expresa se le oponga. 

Artículo 67.-
Se establece la vigencia de la Ley No. 402, Ley de Tasas por Aprovechamiento de 
Servicios Forestales, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 199 del 19 de octubre 
del 2001, la que continuará aplicándose hasta el 31 de diciembre del año 2004. 
Vencido este plazo se tendrá por derogada y se estará a lo dispuesto en el artículo 
48 de la presente Ley”. 

Artículo 68.- 
La presente Ley empezará a regir a partir de su publicación en La Gaceta, Diario 
Oficial. 
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Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacio-
nal a los veintiséis días del mes de Junio del año dos mil tres.- JAIME CUADRA 
SOMARRIBA.-Presidente de la Asamblea Nacional.- MIGUEL LOPEZ BALDIZON.- 
Secretario de la Asamblea Nacional. 

Por tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintinueve de Agosto del año dos mil tres.- ENRIQUE BOLAÑOS GEYER.- Presi-
dente de la República de Nicaragua. 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

Hace saber al pueblo nicaragüense que:

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPUBLICA DE NICARAGUA

CONSIDERANDO

I
Que de conformidad a lo establecido en la Constitución Política, los recursos natura-
les son patrimonio nacional y corresponde al Estado promover el desarrollo econó-
mico y social por medio de su conservación, desarrollo y uso sostenible. 

II
Que se hace necesario optimizar los beneficios provenientes del aprovechamiento 
de los recursos hidrobiológicos, como fuente de alimentación, empleo e ingresos, 
estableciendo regulaciones que aseguren un uso ordenado que mejoren la calidad 
de vida de las actuales y futuras generaciones. 

III
Que en este contexto, es necesario modernizar el régimen legal de la actividad pes-
quera y de acuicultura, para compatibilizarla con los lineamientos de política y la 

LEY DE PESCA Y ACUICULTURA
(Ley No. 489,  Aprobada el 26 de noviembre del 2004, Publicada en La Gaceta, 
Diario Oficial N° 251 del 27 de diciembre del 2004, con Reformas de la LEY 
GENERAL DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE LA PESCA Y ACUICULTURA, Ley N° 
678, Aprobada el 12 de marzo del 2009, Publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
N° 106 del 09 de junio del 2009).



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|142| |143|

legislación pesquera internacional y así lograr el aprovechamiento sostenible de los 
recursos hidrobiológicos evitando la sobreexplotación y el exceso de capacidad de 
pesca. 

En uso de sus facultades; 

HA DICTADO

La siguiente: 

LEY DE PESCA Y ACUICULTURA

TITULO I
DISPOSICIONES GENERALES

CAPITULO I
Objeto, Principios Básicos y Ámbito de Aplicación

Artículo 1.-
La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen legal de la actividad pesquera 
y de acuicultura, con el fin de asegurar la conservación y el desarrollo sostenible de 
los recursos hidrobiológicos, optimizando el uso de las pesquerías tradicionales, y 
promoviendo la diversificación de las no tradicionales y de la acuicultura. 

Artículo 2.- 
Son patrimonio nacional y del dominio del Estado los recursos hidrobiológicos, las 
tierras salitrosas y las aguas y fondos nacionales que se utilizan para el cultivo de 
organismos vivos acuáticos. Las actividades de pesca y de acuicultura no podrán ser 
monopolios ni exclusividad de ninguna persona natural o jurídica, pública o privada. 

El Estado fomentará y propiciará el desarrollo de una flota pesquera privada de 
bandera nacional tomando como base el cumplimiento de la legislación vigente en 
los aspectos laborales, ambientales y de seguridad social. 

Artículo 3.- 
Declarase de interés social, la protección, conservación, restauración, desarrollo y 
aprovechamiento de los recursos hidrobiológicos. 

La actividad pesquera está considerada como el proceso de investigación, aprove-
chamiento, procesamiento y comercialización de los recursos hidrobiológicos, igual-
mente la actividad que se realice con fines científicos, didácticos, deportivos y de 
acuicultura. 

Artículo 4.- 
En la explotación de los recursos hidrobiológicos del Mar Caribe se deberán reco-
nocer los derechos establecidos para las Regiones Autónomas en la Constitución 
Política, el Estatuto de Autonomía de las Regiones de la Costa Atlántica y demás 
regulaciones vigentes. 

Artículo 5.- 
Los principios de conservación, sostenibilidad y precaución establecidos en el Có-
digo de Conducta para la Pesca Responsable de la Organización de las Naciones 
Unidas para la Agricultura y la Alimentación, FAO, son reconocidos por el Estado de 
Nicaragua para la formulación y aplicación de la política y la legislación pesquera 
en el país. 

También, se reconocen los convenios y tratados multilaterales y bilaterales, y progra-
mas internacionales de conservación ratificados por el Estado de Nicaragua. 

Artículo 6.- 
El Estado regulará los mecanismos y modelos de explotación de las pesquerías exis-
tentes y el establecimiento de las nuevas, creando además las condiciones necesa-
rias para un uso racional y sostenible de los recursos hidrobiológicos propiciando la 
mayor participación de los nicaragüenses. 

El aprovechamiento de los recursos pesqueros por embarcaciones de bandera ex-
tranjera será supletorio del realizado por la flota nacional y estará sujeto a las regu-
laciones establecidas en esta Ley y a las condiciones y limitaciones establecidas en 
los acuerdos y tratados internacionales ratificados por Nicaragua. 

Artículo 7.- 
Toda persona natural o jurídica podrá realizar actividad pesquera y de acuicultura 
con fines de explotación comercial para lo cual deberá obtener una licencia, una con-
cesión o un permiso, debiendo cumplir con los requisitos establecidos en la presente 
Ley. Los interesados también deberán demostrar la posesión legal de los bienes a 
utilizar en sus actividades. 

Artículo 8.- 
Los títulos que otorga el Estado con derechos a ejercer la actividad pesquera y acui-
cultura son transferibles, transmisibles y susceptibles de darse en garantía de obli-
gaciones, previa autorización del MIFIC. 

Artículo 9.- 
La actividad pesquera y de acuicultura en Áreas Protegidas y sus zonas de amorti-
guamiento, incluyendo sus autorizaciones para tales actividades, estarán sujetas a 
lo establecido en la legislación de Áreas Protegidas, para lo cual el MARENA deberá 
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establecer por medio de Resolución Ministerial, los criterios, requisitos y procedi-
miento administrativo para tales fines. En estas áreas queda prohibido el uso y los 
métodos de pesca de arrastre. 

Los planes de manejo en Áreas Protegidas que cuentan con zona marino-costera o 
áreas de pesca y acuicultura, serán elaborados conforme el procedimiento estableci-
do en la legislación de áreas protegidas vigente, debiendo consultarse dichos planes 
con Adpesca.
 
Artículo 10.- 
El seguimiento, vigilancia y control de las actividades de pesca y de acuicultura 
corresponde al MIFIC a través de Adpesca en coordinación con el MARENA; los 
Consejos Regionales Autónomos en los casos de las Regiones Autónomas, quienes 
deberán consolidar un sistema de inspectoría con auxilio de la Fuerza Naval, de la 
Policía Nacional, de la Dirección General de Servicios Aduaneros, de los Municipios 
y demás instituciones del Estado que fueren necesarias. 

El control y vigilancia de la pesca y acuicultura estarán dirigidos a velar por el cum-
plimiento de las obligaciones emanadas de la presente Ley y su Reglamento, de 
las normas técnicas del sector así como de las normas ambientales, sanitarias y de 
seguridad ocupacional, sin perjuicio de las funciones y atribuciones que tienen los 
Distritos Navales, conforme la Ley 339, Ley de Transporte Acuático y su Reglamento. 

Artículo 11.- 
Las disposiciones de esta Ley, son aplicables a la actividad pesquera y de acuicultura 
que se realice en todos los cuerpos de aguas interiores y en las aguas jurisdiccionales 
incluyendo islas, cayos y bancos adyacentes, así corno en el mar territorial, la zona 
contigua, la plataforma continental y la zona económica exclusiva y en todo lugar 
donde el Estado ejerza soberanía y jurisdicción conforme a la Constitución Política: 

También se aplicará a embarcaciones de bandera nicaragüense que ejerzan activida-
des pesqueras en aguas internacionales de conformidad con los acuerdos, convenios 
y tratados regionales e internacionales aprobados por Nicaragua. 

CAPITULO II
Definiciones

Artículo 12.- 
Para efectos de esta Ley y su Reglamento, se entenderá por: 

Acuicultura: Actividad productiva relativa a la reproducción, engorde, crianza o 
cultivo de recursos y/o especies vivos acuáticos en cautiverio, dentro de un área 
confinada, mediante el uso de técnicas de control y manejo. 

Acuicultor: Persona natural o jurídica dedicada a la reproducción y cultivo de es-
pecies acuáticas autorizadas mediante concesiones otorgadas por el Estado para 
realizarla en aguas o tierras nacionales o en áreas privadas. 

AdPesca: Entidad desconcentrada del MIFIC encargada de la administración pes-
quera y de acuicultura en el país. 

Agua continentales o insulares: Las que forman los mares, lagos, lagunas, em-
balses o ríos dentro del territorio nacional. 

Aguas interiores: Son las aguas situadas en el interior de la línea base del mar 
territorial, la componen los ríos, lagunas costeras, lagos, esteros, bahías, ensenadas 
y puertos. 

AOAC: Asociación de Comunidades Analíticas que funcionan como proveedor mun-
dial y facilitador de desarrollo, uso y armonización de métodos analíticos validados 
y de programas y servicios de seguros de calidad y precisión de laboratorios. 

Armador Artesanal: Propietario o poseedor de hasta cinco embarcaciones de pes-
ca artesanal de una longitud de hasta 15 metros de eslora, para dedicarse o no 
personalmente a la actividad pesquera. 

Armador Industrial: Propietario o poseedor de una o más embarcaciones indus-
triales o más de cinco embarcaciones mayores de quince metros de eslora. 

Artes de Pesca: Instrumentos, equipos, estructura o sistema de diferentes natura-
leza que se utilizan para realizar la captura o extracción de los recursos pesqueros. 

Artes de Pesca Mayores: Instrumentos, equipos, estructura o sistema de diferen-
tes naturaleza que se utilizan para realizar la captura o extracción de los recursos 
pesqueros a escala mayor o industrial, mecanizada o mediante otros artificios o 
técnicas modernas, computarizadas o dirigidas. 

Autoridades Marítimas: La Dirección General de Transporte Acuático del Ministe-
rio de Transporte e Infraestructura y la Fuerza Naval del Ejército de Nicaragua. 

Cuota Global Anual de Captura CGAC: Es una cifra de referencia para la admi-
nistración de las pesquerías bajo el régimen de acceso limitado basada en el cálculo 
de la Cuota Biológicamente aceptable. 

Código de Conducto para la Pesco Responsable: Instrumento de la Organiza-
ción de las Naciones Unidas para la Agricultura y la Alimentación (FAO), que estable-
ce principios y normas internacionales para la aplicación de prácticas responsables, 
con miras a asegurar la conservación, la gestión y el desarrollo eficaz de los recursos 
acuáticos vivos, con el debido respeto al ecosistema y a la biodiversidad.

Concesión de Acuicultura: Derecho otorgado por la autoridad competente para 
realizar, con fines comerciales, el cultivo o crianza de recursos vivos acuáticos en un 
área de terreno salitroso o de agua y fondo nacional medida en hectárea. 
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Cuota Biológicamente Aceptable: Es un volumen de captura determinado en 
base a la variación de la abundancia pasada y presente del reclutamiento, de los 
factores ambientales y del estado de explotación del recurso y que corresponde al 
objetivo de la administración pesquera bajo un esquema de mortalidad de pesca 
constante definida específicamente para cada pesquería. 

Comercialización: Es una fase de la actividad pesquera que consiste en la compra, 
venta, preservación o conservación y transporte de los recursos hidrobiológicos, con 
el fin de hacerlos llegar a los mercados nacionales o internacionales. 

Dispositivos Exclusores de Tortugas: “DETs” (o “TEDs” sus siglas en inglés): 
Artefacto rígido que se instala en las redes camaroneras y permite el escape de las 
tortugas. 

Eslora: Largo de la embarcación. 

Especies Demersales: Recursos hidrobiológicos que viven o se desplazan general-
mente en el fondo de los ambientes acuáticos. 

Especies Pelágicas: Recursos hidrobiológicos que viven o se desplazan general-
mente en las superficies de los ambientes acuáticos. 

Especies Altamente Migratorias: Recursos hidrobiológicos que efectúan des-
plazamientos permanentes principalmente en aguas jurisdiccionales múltiples e in-
ternacionales en busca de un ambiente natural favorable para su alimentación y 
reproducción.

Extracción: Fase de la actividad pesquera consistente en el aprovechamiento de los 
recursos hidrobiológicos mediante la pesca. 

Fauna acompañante: Especies que tienen el mismo hábitat de una especie objeti-
vo y que puede ser extraída incidentalmente por el arte de pesca utilizado. 

Industrialización. Es el proceso de transformación de los recursos y especies hi-
drobiológicos de su estado natural a productos cuyas características son aptas para 
fines de consumo sean de uso humano directo o indirecto. 

Inspección Pesquera: Toda actividad efectuada por los inspectores de pesca y 
miembros de la Fuerza Naval para verificar el cumplimiento de las disposiciones de 
la presente Ley y su Reglamento. 

Instructivo: Sumario que levanta el inspector de pesca y la Capitanía de Puertos, de 
oficio o por denuncias, por violaciones a las actividades pesqueras. 

Licencia de Pesca: Documento emitido por la autoridad competente mediante el 
cual se faculta a las personas naturales o jurídicas dueñas de una embarcación, a 
usarla en el ejercicio de la fase de extracción de la pesca. 

Licencia Especial de Pesca: La otorgada por la autoridad competente para reali-
zar extracción industrial de los túnidos y especies afines, mediante una embarcación 
legalmente a su disposición y en condiciones óptimas para operar. 

Manga: Ancho de la embarcación. 

Milla Náutica: Equivalente a 1.852 metros. 

Ordenación Pesquera: Normas y medidas de control en base a los datos y cono-
cimientos científicos actualizados, que permite mantener un sistema adecuado de 
administración de las actividades de pesca y acuicultura. 

Permiso de Pesca: Documento emitido por la autoridad competente autorizando a 
las personas naturales o jurídicas la realización de pesca comercial de menor escala, 
como la artesanal y el acopio y reproducción de larvas silvestres, y la pesca sin fines 
comerciales como la científica y la deportiva. 

Pescador: Persona que se dedica a la extracción de recursos hidrobiológicos, por 
cualquier método lícito empleado. 

Pesca Artesanal o de Pequeña Escala: Se realiza por nacionales con embarca-
ciones de hasta quince (15) metros de eslora y con fines comerciales. 

Pesca de Subsistencia o de autoconsumo: La realizada por pescadores sin fines 
comerciales con propósitos de subsistencia o mejora de la dieta familiar. 

Pesca Científica: Se realiza por personas naturales o jurídicas autorizadas, para co-
nocimiento y estudio de características biológicas, potencialidades y distribución de 
los recursos pesqueros; ensayos de nuevas artes y métodos de pesca; y, recolectar 
especímenes con fines académicos. 

Pesca Comercial: Es aquella que se realiza con fines lucrativos, 

Pesca Deportiva: La que se realiza con fines de recreación, turismo, esparcimiento 
o competencia deportiva. 

Pesca Didáctica: La realizada por las instituciones públicas o privadas que son 
reconocidas oficialmente para fines capacitación y formación de personas dedicadas 
a la actividad pesquera. 

Pesca Industrial: Se realiza con fines comerciales, utilizando embarcaciones de 
más de quince (15) metros de eslora, así como técnicas y artes de pesca mayores. 

Pie: Medida de longitud tradicional equivalente a 0.3048 de un metro. 

Procesamiento: Fase de la actividad pesquera o de la acuicultura en que el produc-
to extraído o cosechado se transforma dándole valor agregado. 

Recursos Hidrobiológicos: Organismos vivos acuáticos, susceptibles de ser cap-
turados o utilizados para cualquier propósito. 

Reclutamiento: Proceso de ingreso de individuos jóvenes, a la porción capturable 
de una población de peces, crustáceos u otro recurso hidrobiológico sujeto de pesca. 

Reproducción: Fase de la acuicultura para la obtención de huevos, larvas, post-
larvas, alevines u otras semillas de recursos hidrobiológicos. 
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Sistema de Acceso Limitado: Sistema que se caracteriza por restringir el acceso 
al aprovechamiento de aquellas especies en plena explotación, para controlar la 
mortalidad por pesca. 

Sistema de Libre Acceso: Modalidad de pesca que permite la libre entrada a las 
pesquerías para el aprovechamiento de aquellos recursos inexplotados o subexplo-
tados. 

Temporada de Pesca: Es el período en que se permite realizar la captura de recur-
sos hidrobiológicos, definido en meses calendarios para cada año. 

TRB: Tonelaje de Registro Bruto. 

TRN: Tonelaje de Registro Neto. 

Unidad de Pesquería: Es una flota compuesta por una ó más embarcaciones que 
realizan actividades de explotación sobre una o más especies de un recurso específi-
co que posee características similares en un área geográfica determinada. 

Veda: Medida de ordenación pesquera que prohíbe extraer o capturar un recurso 
hidrobiológico en un área y/o por un período determinado. 

Vigilancia Pesquera: Toda actividad realizada por la autoridad competente en 
coordinación con otras instituciones, encaminada a prevenir la realización de opera-
ciones ilícitas durante la pesca y la acuicultura. 

Zarpe de Pesca: Documento público extendido por las Capitanías de Puertos y 
Puestos de Control de embarcaciones de la Fuerza Naval, que certifica que las em-
barcaciones pesqueras nacionales o extranjeras cumplen con las normas de segu-
ridad de la navegación, la prevención de la contaminación y demás regulaciones 
pesqueras. 

TITULO II
DE LA ADMINISTRACION PESQUERA

CAPITULO I
Autoridad de Competencia

Artículo 13.- 
El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio, MIFIC, como responsable de la ad-
ministración del uso y explotación de los recursos pesqueros es la autoridad compe-
tente para la aplicación de la presente Ley y su Reglamento, a través de la Adminis-
tración Nacional de Pesca y Acuicultura, ADPESCA y la Dirección General de Recursos 
Naturales, DGRN, sin perjuicio de las facultades atribuidas a otras instituciones del 
Estado. (DEROGADO por LEY GENERAL DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE LA PES-
CA Y ACUICULTURA, Ley No. 678, Publicada en La Gaceta No. 106 del 9 de Junio de 
2009 debido a que la designación de competencia, funciones y atribuciones pasó 
al Instituto)

Artículo 14.- 
Sin perjuicio de las funciones establecidas en la Ley de Organización, Competencia 
y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en La Gaceta, Diario Oficial Número 
102, el 3 de junio de 1998, la Administración Nacional de Pesca y Acuicultura, AD-
PESCA, deberá. 

1.	 En materia de investigación: 

a)	 Elaborar un Plan de Investigaciones pesqueras y acuicultura. De los resulta-
dos obtenidos se deberá establecer en coordinación con MARENA y consulta 
al CONAPESCA, la ordenación y conservación en materia pesquera y acuícola. 

b)	 Levantar de forma permanente, el inventario de los recursos hidrobiológicos, 
así como establecer su clasificación, distribución y abundancia. 

c)	 Evaluar los recursos pesqueros de interés comercial a fin de proponer las 
medidas de ordenamiento tales como vedas, temporadas, zonas de pesca, 
artes de pesca, entre otras. 

d)	 Recopilar, archivar y procesar información bioestadística de las actividades 
de la pesca y la acuicultura nacionales y publicarlas anualmente. 

e)	 Calcular las capturas biológicamente aceptables que servirán de base para 
elaborar la propuesta técnica de la Cuota Global Anual de Captura de las 
pesquerías bajo acceso limitado y el número de embarcaciones que se pue-
den autorizar. 

f)	 Investigar, validar y desarrollar nuevas técnicas pesqueras y de acuicultura 
tendientes a diversificar y a propiciar el aprovechamiento sostenible de los 
recursos hidrobiológicos. 

g)	 Participar en la elaboración de las propuestas de toda norma técnica relacio-
nada con las etapas de la actividad pesquera y acuícola. 

h)	 Recopilar los datos y la información derivada de la actividad pesquera, tales 
como: captura, esfuerzo, inventario de flota, capacidad instalada de las em-
presas, costos, precios y cualquier otra información necesaria. 

i)	 Contabilizar el porcentaje acumulado de las Cuotas Globales Anuales de 
Captura y ponerlo a disposición del público a través de los medios electróni-
cos de que se dispongan.

 
2.	 En materia de monitoreo, vigilancia y control: 

a)	 Administrar el Sistema de Seguimiento, Vigilancia y Control Satelital y en 
tierra que garantice el cumplimiento de la presente Ley y su Reglamento, 
así como toda disposición sobre el tema, para lo cual deberá coordinarse 
y auxiliarse de la Fuerza Naval, la Dirección de Servicios Aduaneros, Policía 
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Nacional, Procurador Ambiental, CONAPESCA y aquellas instituciones que 
sean necesarias. 

b)	 Aplicar regulaciones en todas las etapas del proceso productivo, desde las 
actividades extractivas de cualquier recurso pesquero, granjas, centros de 
acopios de post-larvas silvestres, laboratorios de producción larvaria, proce-
so de empaque y comercialización en general. 

c)	 Velar para que las operaciones de pesca y acuicultura se realicen con la de-
bida autorización y apegadas a las leyes, los reglamentos y normas técnicas 
establecidas. 

d)	 Levantar, con el apoyo de la Capitanía de Puertos, el instructivo, de oficio o 
por denuncia para la aplicación de las sanciones establecidas por infraccio-
nes a la presente Ley y su Reglamento. 

e)	 Participar en la elaboración de las propuestas de toda norma técnica relacio-
nada con las etapas de la actividad pesquera y acuícola. 

f)	 Realizar inspecciones para verificar el cumplimiento de las disposiciones de 
esta Ley, su Reglamento y demás normas pertinentes, en lo referente a las 
autorizaciones para el aprovechamiento. 

Las inspecciones en materia ambiental y de recursos naturales para las autorizacio-
nes de las actividades de pesca y acuicultura en áreas protegidas, corresponden al 
MARENA. 
Sin perjuicio de lo establecido en los incisos anteriores sobre la vigilancia y el con-
trol, la Fuerza Naval de Nicaragua, ejercerá de manera efectiva, en coordinación 
con la autoridad competente, el control de las actividades pesqueras en toda la 
jurisdicción de las aguas nacionales y los espacios marítimos de¡ país, realizando las 
verificaciones e inspecciones de las embarcaciones, cuando fuese del caso, velando 
por el cumplimiento de las disposiciones de esta Ley, los convenios internacionales 
y el Código de Conducta para la Pesca Responsable, poniendo a las orden de las 
autoridades competentes a los infractores. Igualmente deberán vigilar y controlar 
que en Áreas Protegidas y zonas de amortiguamiento, se utilicen métodos de pesca 
de conformidad a los Planes de Manejo aprobados por el MARENA. 

3.	 En materia de Fomento y Promoción: 

a)	 Elaborar los planes y acciones para mejorar el aprovechamiento de los recur-
sos pesqueros y acuicultura, contribuyendo así a generar mayor beneficio a 
los actores de la actividad. 

b)	 Validar y desarrollar transferencias tecnológicas auxiliándose de la capacita-
ción, asistencia técnica y divulgación. 

c)	 Promover la creación y medidas para: Incentivos fiscales, mejoramiento de 
la infraestructura vial y de servicios en toda la cadena productiva, darle valor 
agregado a los productos pesqueros y acuicultura, mantener disponible la 
información de mercado y canalizar financiamiento externo. 

d)	 Realizar campañas de divulgación para incentivar a la población a consumir 
productos del mar y de la acuicultura. 

e)	 Participar en la elaboración de planes y estrategias tendientes a la formación 
del conglomerado de negocios de pesca y acuicultura. 

f)	 Participar en la elaboración de las propuestas de toda norma técnica relacio-
nada con las etapas de la actividad pesquera y acuícola (MIFIC). 

Artículo 15.- 
Sin perjuicio de las funciones establecidas en la Ley de Organización, Competencia 
y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en La Gaceta, Diario Oficial Número 
102, el 3 de junio de 1998, la Dirección General de Recursos Naturales, deberá: 

a)	 Coordinar la formulación de la planificación y las polí ticas pesqueras en 
conjunto con Adpesca. 

b)	 Elaborar y proponer para su aprobación, las normativas de ordenamientos 
pesqueros, administrativas y técnicas para la administración adecuada de 
los recursos hidrobiológicos y acuicultura, en base a los criterios técnicos 
emitidos por Adpesca, manteniendo una revisión, control y seguimiento sis-
temático de las mismas. 

c)	 Tramitar los derechos de acceso de los recursos hidrobiológicos y acuicultura 
a través de licencias, concesiones y permisos. 

d)	 Administrar el Registro Nacional de Pesca y Acuicultura, en el marco del 
Registro Central de Concesiones. 

e)	 Informar al CONAPESCA sobre los derechos otorgados a personas naturales 
o jurídicas. 

f)	 Publicar periódicamente la cantidad y nombres de beneficiarios con licencias, 
concesiones y permisos otorgados. 

CAPITULO II
Comisión Nacional de Pesca y Acuicultura

Artículo 16.-
Crease la Comisión Nacional de Pesca y Acuicultura (CONAPESCA), como instan-
cia de) más alto nivel y foro de concentración, participación e intercambio de los 
agentes de la actividad pesquera y acuicultura, la cual tendrá carácter consultivo y 
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asesora en los temas de políticas, legislación y planificación para el sector. 

Artículo 17.-
La CONAPESCA, tendrá entre sus funciones principales: 

a)	 Conocer la Política Pesquera y de Acuicultura del país, elaborada por la auto-
ridad competente y expresar las recomendaciones pertinentes. 

b)	 Conocer todo lo relacionado a la propuesta de la Cuota Global Anual de 
Captura, CGAC, previo a su aplicación. 

c)	 Recibir trimestralmente informe sobre el uso del Fondo de Desarrollo Pesquero. 

d)	 Recibir información sobre las licencias de pesca y las concesiones suspendi-
das, canceladas o renuncias de las mismas. 

e)	 Recomendar programas y proyectos científicos-tecnológicos que permitan la 
exploración y explotación ordenada y sostenible de los recursos hidrobioló-
gicos. 

f)	 Recomendar medidas de protección y conservación de los ecosistemas mari-
nos, incluyendo vedas temporales 

g)	 Conocer y establecer recomendaciones a la propuesta de veda elaborada por 
MARENA, previa a su aviso y aplicación. 

h)	 Apoyar los programas de capacitación para los usuarios de los recursos hi-
drobiológicos. 

i)	 Conocer las propuestas de normas de ordenamiento pesqueros y acuícola 
previa a su publicación. 

j)	 Otras que se establezcan en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 18.-
La CONAPESCA estará integrada por: 

1.	 El Ministro del MIFIC, quien la presidirá. 

2.	 Ministro del MARENA. 

3.	 Ministro del MAG-FOR o su delegado. 

4.	 El Director General de Recursos Naturales. 

5.	 El Director de Adpesca, quien fungirá como Secretario Ejecutivo.

6.	 Un representante de cada uno de los Consejos Regionales Autónomos del 
Atlántico.

7.	 Los presidentes de las Asociaciones de Municipios, uno del Atlántico y el otro 
del Pacífico. 

8.	 Un representante de los pescadores industriales de la RAAN y otro de la 
RAAS por el Atlántico, y un representante por los del Pacífico. 

9.	 Un representante de los pescadores artesanales de la RAAN y otro de la 
RAAS por el Atlántico, y un representante por los del Pacífico. 

10.	 Un Representante de los Acuicultores Industriales y otro de los Acuicultores 
Artesanales. 

11.	 Un representante de las Plantas de Procesamiento del Atlántico y otro del 
Pacifico, lo mismo para los Centros de Acopios. 

12.	 Un representante de la Policía Nacional.

13.	 Un representante de la Fuerza Naval. 

14.	 Un representante de la Asociación de Pesca Deportiva de Nicaragua. 

	 En el Reglamento de está Ley se establecerán las funciones y atribuciones de 
la Comisión. 

Artículo 19.- 
La Presidencia de la CONAPESCA es delegable. En caso de ausencia del Ministro del 
MIFIC, la asumirá en el orden sucesivo el Ministro del MARENA. 

El nombramiento de los representantes del sector privado será realizado por las 
respectivas organizaciones gremiales reconocidas y constituidas legalmente. 

Artículo 20.-
Para una mayor operatividad y especialización, la Comisión formará una Subcomi-
sión de Pesca y otra de Acuicultura. Cuando la temática lo amerite se invitará a 
especialistas y/o representantes de otras instituciones u organismos. 

CAPITULO III
Registro Nacional de Pesca y Acuicultura

Artículo 21.-
El MIFIC, a través de la Dirección General de Recursos Naturales, tendrá a su cargo el 
Registro Nacional de Pesca y Acuicultura, RNPA en el que, se inscribirán: 

1. Solicitudes de: 

a.- licencias. 

b.- concesiones. 

c.- permisos. 
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2. Capitanes y marinos.
 
3. Licencias, concesiones y permisos otorgados por actividad. 
 
4. Los títulos de derechos pesqueros y acuícola con sus:

a)	 Traspasos. 

b)	 Modificaciones. 

c)	 Prórrogas. 

d)	 Caducidades. 

e)	 Cancelaciones. 

f)	 Renuncias. 

g)	 Así como cualesquier caución, servidumbres, prendas e hipotecas que se 
constituyan sobre los mismos. 

h)	 Todo acto que los afecte. 

5. Embarcaciones con sus características, número de matrícula y abanderamiento. 

6. Laboratorios y centros de productores de larvas de especies hidrobiológicos. 

7. Granjas acuícola construidas en terrenos privados. 

8. Plantas de procesamiento de recursos y especies hidrobiológicos. 

9. Centros de acopio de larvas y de productos pesqueros. 

10. Centros de expendio y comercialización de productos pesqueros. 

l Reglamento de esta Ley definirá la forma de inscripción, así como otras actividades 
que deberán inscribirse en el Registro, 

Artículo 22.-
El Registro Nacional de pesca y Acuicultura es constitutivo de derecho en lo que 
respecta a licencias, concesiones y permisos otorgados. 

La información del Registro es de carácter público. La inscripción es gratuita y obli-
gatoria. 

Toda persona podrá solicitar certificaciones de las inscripciones y documentos que 
dieron lugar a la misma. 

ORDENACIÓN, PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN DE LOS
RECURSOS HIDROBIOLOGICOS

CAPITULO I
Sostenibilidad de los Recursos Hidrobiológicos

Artículo 23.-
Con el fin de regular la conservación y sostenibilidad de los recursos pesqueros, 
éstos se clasifican en: 

a)	 Inexplotados, cuando no se ejerce explotación alguna sobre la biomasa del 
recurso, su aprovechamiento se regirá bajo el régimen de libre acceso. El MI-
FIC, en coordinación con el MARENA, fomentará la investigación del poten-
cial existente de conformidad a los requisitos establecidos en el Reglamento. 

b)	 Subexplotados, cuando el nivel de explotación permite márgenes excedentes 
en la biomasa del recurso, su aprovechamiento se regirá bajo el régimen de 
libre acceso. 

c)	 Plenamente explotados, cuando el nivel de explotación no deja excedentes 
de biomasa del recurso y se restringirá su aprovechamiento bajo el régimen 
de acceso limitado mediante una Cuota Global Anual de Captura. 

d)	 Sobre explotados, cuando el nivel de explotación ha reducido la biomasa 
disponible a niveles críticos poniéndolo en peligro de extinción, se restringirá 
su acceso mediante el cierre de las pesquerías. 

El MIFIC, en coordinación con MARENA, deberán elaborar los reglamentos específi-
cos que sean necesarios para la explotación de cada especie de pesca y acuicultura, 
con el fin de asegurar un mejor manejo técnico y operativo de los recursos hidro-
biológicos. 

Artículo 24.- 
El MIFIC con la participación de MARENA y de conformidad a la propuesta técnica 
presentada por Adpesca, previa consulta con CONAPESCA, establecerá por medio de 
Acuerdo Ministerial, la Cuota Global Anual de Captura, CGAC, para las pesquerías 
que se encuentren bajo régimen de acceso limitado, incluyendo las especies, como 
la escama, que en su momento llegaran a encontrarse bajo este régimen.
 
Artículo 25.-
Para el caso de cada una de las pesquerías bajo el régimen de acceso limitado en el 
Mar Caribe, el MIFIC dará traslado de la propuesta técnica en que se fundamenta la 
CGAC y el número permisible de embarcaciones a autorizar, para aprobación de los 
Consejos Regionales Autónomos correspondientes, de conformidad con los procedi-
mientos que se establezcan en el Reglamento de la presente Ley. 
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Artículo 26.-
Cuando se alcancen los niveles de desembarques iguales a la CGAC fijada para cual-
quiera de las pesquerías sometidas bajo el régimen de acceso limitado, el MIFIC, en 
consulta con CONAPESCA, evaluará la situación para adoptar las medidas técnicas 
que sean más apropiadas, incluyendo el cierre de la pesquería si fuese necesario 
hasta que se defina la nueva cuota biológicamente aceptable correspondiente a la 
siguiente temporada de pesca. 

Artículo 27.-
Cuando la CGAC y el número permisible de embarcaciones fijadas para cualquiera 
de las pesquerías sometidas bajo el régimen de acceso limitado sea inferior a la del 
año inmediato anterior, el MIFIC, en consulta con la CONAPESCA, reducirá de mane-
ra equitativa entre los titulares el número de licencias de embarcaciones autorizadas 
a faenar en cada una de las pesquerías. 

En el Reglamento de esta Ley se definirá el destino de las fracciones de embarcacio-
nes resultantes.
 
Artículo 28.-
Las pesquerías inexplotadas y subexplotadas bajo el régimen de libre acceso con-
tinuarán hasta cuando la mortalidad por pesca para la pesquería estimada por Ad-
pesca, alcance los valores de la mortalidad de referencia adoptada como objetivo 
de la administración de la unidad de pesquería. Una vez alcanzados estos valores, 
la pesquería será declarada en plan explotación mediante resolución ministerial del 
MIFIC y el acceso será bajo el régimen de acceso limitado. 

CAPITULO II
De las Vedas

Artículo 29.-
Las vedas para los recursos hidrobiológicos serán establecidas mediante Resolución 
Ministerial emitida por MARENA, en base a propuesta técnica de ADPESCA y previa 
consulta con el CONAPESCA. La Resolución deberá señalar los criterios, requisitos y 
procedimientos administrativos para operativizar el Sistema de Vedas, asícomo, las 
especies a vedar, períodos y demás aspectos que se estimen pertinentes. 

Artículo 30.-
Las vedas deberán fundamentarse en la mejor evidencia técnica y científica dispo-
nible que permita fortalecer la sostenibilidad del aprovechamiento de los recursos 
hidrobiológicos. 

Artículo 31.-
El MARENA está obligado a dar aviso a los interesados sobre el establecimiento de 
las vedas al menos treinta días antes de su entrada en vigencia por cualquier medio 
escrito de comunicación social. 

CAPITULO III
De las Medidas de Ordenamiento

Artículo 32.-
El MIFIC, en coordinación con MARENA, elaborará y publicará ;, previa consulta con 
CONAPESCA, las Normas de Ordenamiento Pesqueras y de Acuicultura, en donde se 
regulen las especificaciones técnicas de las embarcaciones, equipos, técnicas, artes y 
métodos de pesca, tallas y pesos mínimos de captura, así como, los procedimientos 
y normas de conducta a utilizar en las actividades pesqueras. 

Artículo 33.-
Se prohíbe capturar, procesar, almacenar y comercializar langosta que se encuentre 
en su fase reproductiva o langosta frezada (con huevo) enchapadas (con esperma-
teca) o en muda. 

Artículo 34.- 
Para la captura, procesamiento y almacenamiento de la langosta del Caribe (Panu-
lirus Argus), se establece como talla mínima una longitud total de 223 mm, medida 
desde la base de las anténulas hasta el final del telson, que corresponde a una lon-
gitud de cefalotórax de 83 mm y una longitud de cola de 140 mm. 

Del mismo modo para fines del control en la comercialización de esta langosta, se 
establece como mínimo una clasificación de cinco (5) onzas de peso de cola, basa-
do en el promedio del peso descongelado recomendado por la AOAC (Asociación 
internacional de Comunidades Analíticas), de todos las especies contenidas en la 
unidad de empaque comercial cuyo rango de distribución esté comprendido entre 
4.5 a 5.5 onzas. 

La violación a las disposiciones anteriores será sancionada de conformidad a lo es-
tablecido en la presente Ley. 

Artículo 35.- 
Se prohíbe el uso de explosivos, venenos u otra forma de pesca destructiva, así 
como el uso de redes de enmalle y bolsas en bocanas, esteros, canales de tránsito 
y arrecifes naturales. 



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|158| |159|

Artículo 36.- 
Las embarcaciones autorizadas para realizar pesca comercial de camarón deberán 
instalar en las redes de arrastres los dispositivos exclusores de tortugas, y los que 
dispusieren para otros recursos. 

Artículo 37.- 
El MIFIC, a través de Adpesca, deberá evaluar periódicamente el uso y comporta-
miento de las embarcaciones, técnicas, equipos y artes de pesca, métodos, lugares y 
prácticas de pesca, desarrollando e implementando medidas para sustituir gradual-
mente las que no sean compatibles con la pesca responsable y el medio ambiente. 

TITULO IV
DE LA ACTIVIDAD PESQUERA Y ACUICULTURA

CAPITULO I
De las Fases de la Pesca

Artículo 38.- 
Se consideran fases de la actividad pesquera, la extracción, el procesamiento y la 
comercialización. Para el caso de la Acuicultura además incluye la reproducción, el 
cultivo, procesamiento y comercialización. 

Artículo 39.- 
La clasificación de la Pesca y Acuicultura tiene como objetivo: 

a)	 Identificar a los grupos que conforman cada sector. 

b)	 Agilizar los mecanismos de otorgamiento de los derechos de acceso. 

c)	 Coadyuvar en el establecimiento de la Cuota Global Anua de Captura. 

d)	 Ejercer un mayor control del sector pesquero y, 

e)	 Determinar el esfuerzo pesquero nacional levantando las correspondientes 
estadísticas. 

CAPITULO II
Del Aprovechamiento

Artículo 40.- 
De acuerdo al medio donde se realiza, el aprovechamiento será marítimo o continen-
tal. La extracción es comercial o no comercial. 

Para efectos de esta Ley, la pesca comercial se divide en: 

a)	 Pesca Artesanal y, 

b)	 Pesca Industrial, que incluye la de especies altamente migratorias. 

Artículo 41.- 
El aprovechamiento no comercial de acuerdo al propósito con que se realice, se 
clasifica en: 

a) 	 Pesca deportiva 

b) 	 Pesca científica 

c) 	 Pesca didáctica 

d) 	 Pesca de subsistencia 

Artículo 42.- 
La pesca artesanal o de pequeña escala queda reservada exclusivamente para que la 
realicen los nicaragüenses, los que deberán cumplir con los requisitos establecidos 
en esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 43.- 
La totalidad de la producción pesquera y de acuicultura con fines de exportación, 
deberá ser procesada en plantas debidamente autorizadas e instaladas en el terri-
torio nacional, cumpliendo con las normativas y disposiciones específicas para cada 
recurso hidrobiológico. El MIFIC podrá emitir permisos especiales para comercializar 
o exportar aquella producción que por limitaciones en la capacidad de las plantas 
no pudieren ser procesadas. 

Artículo 44.- 
Las personas naturales o jurídicas autorizadas a instalar plantas procesadoras, de-
berán cumplir con las normas legales y reglamentarias vigentes y con los convenios 
internacionales que le fuesen aplicables en cuanto a calidad, sanidad, seguridad 
ocupacional, higiene y medio ambiente, además de comprobar el origen del pro-
ducto a procesar. 

Artículo 45.- 
Los interesados en instalar plantas para el procesamiento industrial del recurso pes-
quero y especies de acuicultura, deberán presentar su solicitud al MIFIC, señalando, 
nombre y documentos legales que acrediten la solicitud, proyecto de instalación, lu-
gar, capacidad y productos a procesar, el estudio de viabilidad técnico y económico, 
la certificación sanitaria y el Permiso Ambiental otorgado por MARENA, además de 
otros requisitos que se definan en el Reglamento. 

CAPITULO IV
De la Comercialización

Artículo 46.- 
Para la comercialización nacional e internacional de los productos obtenidos de la 
extracción y el procesamiento de la pesca y acuicultura, se deberá cumplir con lo 
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establecido en esta ley, los convenios internacionales aprobados por el país y demás 
regulaciones aplicables. 

Artículo 47.-
Los comerciantes y exportadores de productos de la pesca y acuicultura están obli-
gados a presentar la documentación que compruebe la legalidad del origen del 
producto, además de sujetarse a las normas de comercialización, sanidad ambiental, 
calidad e inspecciones que se establezcan por la autoridad competente. 

Artículo 48.- 
La autoridad competente podrá establecer centros de control que bajo su super-
visión garanticen el control y calidad de los productos desde su extracción hasta 
el consumo, además de realizar campañas de divulgación dirigidas a mejorar los 
procesos de manipulación y consumo del producto. 

Artículo 49.-
Se prohíbe comercializar: 

a)	 Productos pesqueros y acuícola cuya procedencia legal no es posible com-
probarla. 

b)	 Especies en vedas en Nicaragua o en países centroamericanos, a excepción 
de los inventarios que sean reportados hasta tres días después de estableci-
da la veda. 

c)	 Especies prohibidas en los convenios internacionales de los que el país sea 
parte. 

d)	 Especies con tallas menores a las autorizadas legalmente o aquellas que han 
sido prohibidas por la autoridad competente por encontrarse en peligro de 
extinción. 

e)	 Las especies extraídas en la pesca deportiva. 

f)	 Larvas, post-larvas y alevines extraídos sin ninguna autorización. 

g)	 Productos que entrañen peligro para la salud pública. 

CAPITULO V
De las Embarcaciones

Artículo 50.- 
Tanto los propietarios, operadores, poseedores, capitanes o patrones tripulantes y 
operadores de embarcaciones pesqueras autorizadas, deberán cumplir con lo esta-
blecido en materia de navegación eficiente y segura por la Ley 339, Ley de Transpor-
te Acuático y su Reglamento, y por esta Ley y su Reglamento. 

Artículo 51.-	
La flota pesquera de bandera nacional será regulada por el MIFIC, en lo que respecta 
a la cantidad, condiciones y capacidad del personal a bordo, el cual deberá ser al 
menos un 90% nacional, de conformidad a lo establecido en el Código del Trabajo. 

Sin embargo para el caso de capitanes de naves estos deberán ser en un cien por 
ciento (100%) de nacionalidad nicaragüenses. Este porcentaje habrá de alcanzarse 
gradualmente en un período no mayor de tres años a partir de la vigencia de esta 
Ley, Igualmente quienes desempeñan esta función deberán estar debidamente acre-
ditados en el MIFIC, demostrando además capacidad y experiencia profesional en el 
ejercicio de tal función. 

Artículo 52.-
Los titulares de licencias, concesiones y permisos, deberán cumplir con las dispo-
siciones legales y laborales establecidas para la actividad pesquera incluyendo lo 
concerniente a la seguridad social. 

Los titulares de licencias, concesiones y permisos, así como los capitanes de embar-
caciones industriales y artesanales serán responsables durante las faenas de pesca, 
del cumplimiento de las disposiciones legales establecidas para la actividad pes-
quera. 

Artículo 53.- 
La persona natural o jurídica interesada en construir, importar o adquirir por cual-
quier acto lícito embarcaciones con el objeto de solicitar una licencia de pesca para 
la extracción de recursos hidrobiológicos, deberá obtener previamente autorización 
de la autoridad competente. La sustitución de una embarcación pesquera deberá ser 
autorizada por la autoridad competente de conformidad a los procedimientos que se 
establezcan en el Reglamento de esta Ley. 

Artículo 54.-
Las reparaciones de los barcos pesqueros se deberán hacer en astilleros o instala-
ciones ubicadas en el territorio nacional salvo que no exista capacidad instalada en 
el país. En este caso, previo dictamen técnico de Adpesca, el MIFIC autorizará la 
reparación de la nave fuera del país. 

Artículo 55.- 
El uso de embarcaciones de bandera extranjera será autorizado por la autoridad 
competente cuando se trate de realizar pesca científica y pesca deportiva o en caso 
se autorizara para pesca comercial de recursos de libre acceso. En ningún caso se 
autorizará para pesca comercial de recursos de acceso limitado, sin perjuicio de las 
licencias ya otorgadas. 
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Artículo 56.- 
Toda embarcación deberá portar en el desarrollo de las operaciones extractivas, la 
licencia que comprueba la autorización correspondiente, y el zarpe de pesca además 
de tener la matrícula y la bandera nicaragüense o extranjera que estén debidamente 
registrados. 

Artículo 57.- 
Las personas con derecho de acceso a la actividad pesquera deberán permitir la 
presencia en sus instalaciones o embarcaciones de los funcionarios o inspectores 
acreditados para realizar las inspecciones que consideren necesarias. 

Artículo 58.- 
Todas las embarcaciones que en época de veda salgan a repararse o a dársele man-
tenimiento a astilleros fuera del territorio nacional, deberán ser debidamente certifi-
cadas por la autoridad competente. 

TITULO V
DERECHOS DE ACCESO A LA ACTIVIDAD PESQUERA

CAPITULO I
De los Regímenes de Acceso

Artículo 59.- 
Para los derechos de acceso a la actividad pesquera comercial se establecen dos 
regímenes: El de libre acceso y el acceso limitado. 

El sistema de libre acceso se caracteriza por permitir la libre entrada a los pescadores 
para la explotación de los recursos hidrobiológicos explotados o sub - explotados. 

El sistema de acceso limitado, restringe el acceso al aprovechamiento en aquellas 
pesquerías en plena explotación, para controlar la mortalidad por pesca, mediante 
la definición de una Cuota Global Anual de Captura por cada unidad de pesquería 
y el control del esfuerzo, de pesca estableciendo un número permisible de embar-
caciones. 

Artículo 60.- 
La Cuota Global Anual de Captura se determina sobre la base de las capturas bio-
lógicamente aceptables, la cual variará anualmente en función de las fluctuaciones 
de abundancia, como consecuencia de cambios en el reclutamiento y estado de 
explotación del recurso hidrobiológico. 

CAPITULO II
Requisitos e Inhibiciones para el Acceso

Artículo 61.-
Las personas naturales o jurídicas interesadas en solicitar una licencia de pesca co-
mercial, o una concesión de acuicultura en tierras salitrosas y agua y fondos nacio-
nales, deberán cumplir lo siguiente: 

1.	 Tener capacidad para obligarse y contratar, conforme a la legislación común.

2.	 No encontrarse en convocatoria de acreedores, quiebra o liquidación,

3.	 No encontrarse en interdicción judicial. 

Artículo 62.- 
Están inhibidos para adquirir los derechos de acceso mencionados en el artículo 
anterior párrafo primero, además de las personas señaladas en el artículo 130 de 
la Constitución Política y los funcionarios públicos principales de los Poderes del 
Estado: 

1.	 Los servidores públicos nacionales, regionales y municipales electos directa-
mente, o indirectamente, y los funcionarios públicos principales de todos los 
Poderes. 

2.	 Aquellos que sirvan al MIFIC en su carácter permanente, temporal o en pro-
yectos, en que sirven, y los funcionarios públicos con injerencia o poder de 
decisión, en cualquier etapa del procedimiento de expedición de las licen-
cias, permisos y concesiones

3.	 Las personas jurídicas en cuyo capital social participen algunos de los funcio-
narios mencionados en los incisos anteriores. 

4.	 Los cónyuges y sus parientes, hasta el tercer grado por consanguinidad y 
segundo por afinidad, de los funcionarios cubiertos por la prohibición. 

Artículo 63.- 
No podrá participar, en cualquier etapa del proceso de otorgamiento de licencia o 
permiso de pesca o concesión de acuicultura en tierras nacionales, el servidor públi-
co que tenga en ésta un interés personal, familiar o comercial, incluyendo aquellas 
solicitudes de las que pueda resultar algún beneficio para el mencionado servidor 
público, su cónyuge o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y se-
gundo por afinidad. 
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CAPITULO III
Pesca Industrial

Artículo 64.- 
El derecho de acceso a la captura de recursos hidrobiológicos para la pesca industrial 
se adquirirá mediante una licencia de pesca otorgada por el MIFIC. En el otorga-
miento deberán privar los principios de equidad, competitividad y capacidad del 
recurso a extraer. 

Artículo 65.- 
El otorgamiento de licencias de pesca deberá estar fundamentado en los estudios 
técnicos y científicos de las instituciones responsables el cual evidencie que el recur-
so hidrobiológico no se encuentra sobre explotado o en plena explotación. 

Artículo 66.- 
Las personas naturales o jurídicas interesadas en una licencia de pesca deberán 
cumplir con los siguientes requisitos: 

1.	 Solicitud por escrito dirigida al MIFIC, especificando sus generales de ley. 

2.	 Presentar estudio de viabilidad técnico - económico. 

3.	 Dictamen de inspección del Ministerio del Trabajo, del Ministerio de Salud 
y de la Dirección General de Transporte Acuático, de las embarcaciones a 
poner en operaciones. 

4.	 No encontrarse en convocatoria de acreedores, quiebra o liquidación. 

5.	  No encontrarse en interdicción judicial. 

El plazo para aprobar o no la solicitud es de 30 días hábiles a partir de la fecha de 
presentación de la misma. Si es favorable, el solicitante tendrá un plazo de un (1) 
mes a partir de la notificación para iniciar operaciones, salvo caso fortuito o fuerza 
mayor debidamente comprobado. Este plazo no será prorrogable y su incumplimien-
to dará lugar a la cancelación inmediata de la licencia. 

Artículo 67.-
Las licencias de pesca se emitirán por Acuerdo Ministerial del Ministro del MIFIC, 
una vez aprobada la Cuota Global Anual de Captura teniendo una vigencia de cinco 
(5) años renovables. Las solicitudes de renovación deberán ser presentadas dos (2) 
meses antes de su vencimiento. 

En el Reglamento de esta Ley se establecerán los procedimientos para el otorga-
miento del Permiso Anual por cada embarcación disponible y en adecuadas con-
diciones para operar y que se encuentren amparados en una licencia de pesca, así 

como dentro de las disponibilidades del recurso objeto de captura aprobado en la 
Cuota Global Anual referida en el párrafo anterior. 

En la renovación de licencias para los titulares, el MIFIC tomará como base los re-
sultados obtenidos, la experiencia histórica y las observancias a las leyes por parte 
de los beneficiarios. 

La licencia especificará entre otros aspectos:

1.	 Nombre del titular, si es persona natural o jurídica, 

2.	 Litoral donde se realizarán las operaciones de pesca. 

3.	 Especies autorizadas a capturar. 

4.	 Artes de pesca autorizados. 

5.	 Término de su vigencia. 

6.	 Derechos y obligaciones derivados de la misma. 

7.	 Las condiciones en que se pactaron las operaciones de la embarcación si está 
ha sido arrendada o sea de bandera extranjera. 

Las licencias de pesca deberán inscribirse en el Registro Nacional de Pesca y Acui-
cultura 

Artículo 68.- 
Toda embarcación autorizada a realizar pesca industrial deberá portar y mantener en 
funcionamiento para su localización, los equipos satelitales requeridos, al igual que 
los equipos de salvavidas y de rescate autorizados por Adpesca, quien tiene la res-
ponsabilidad de dar seguimiento satelital para la vigilancia y control de la actividad 
pesquera de las embarcaciones industriales. 

Artículo 69.- 
Los solicitantes de licencias de pesca, que no sean propietarios de las embarcaciones 
para las cuales solicitan licencia, o que no posean contrato de arriendo, o poder 
suficiente, otorgarán una garantía en efectivo equivalente en córdobas a diez mil 
dólares (USD$ 10,000), por cada licencia solicitada. 

En caso de otorgarse la licencia correspondiente, y si dentro del plazo de tres (3) 
meses no ha sido realizado el correspondiente desembarque de producto, dicho 
monto de garantía pasará definitivamente a favor del Fondo de Desarrollo Pesquero. 

Artículo 70.-
En el caso de las Regiones Autónomas de la Costa Caribe, las licencias de pesca 
antes de ser otorgadas por el MIFIC, deberán ser aprobadas por el Consejo Regional 
correspondiente, de conformidad al Artículo 181 de la Constitución Política. 
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Artículo 71.- 
A las embarcaciones que permanezcan inactivas en las pesquerías en plena explo-
tación, sin demostrar operatividad durante seis meses en el caso de la langosta, y 
tres meses en el caso del camarón en el transcurso del año, no necesariamente de 
manera consecutiva, se les cancelará su licencia de pesca, de conformidad a los 
procedimientos establecidos en el Reglamento de esta Ley. Esto no es aplicable para 
las pesquerías inexplotadas o subexplotadas. 

Artículo 72.-
La reducción del esfuerzo pesquero derivada de la Cuota Global Anual de Captura, 
se congelará como derecho histórico y podrá ser reactivado por su titular cuando 
incremente la abundancia del recurso, según se refleje en las CGAC. 

Los derechos históricos de acceso a las pesquerías en plena explotación se inscribi-
rán en el Registro Nacional de Pesca y Acuicultura para seguridad de sus titulares. 

Cuando exista disponibilidad de licencias por aumento de la Cuota Global Anual de 
Captura se reactivarán equitativamente entre aquellas embarcaciones o licencias 
con derechos históricos que hayan sido retiradas. 

CAPITULO IV
De las Especies Altamente Migratorias

Artículo 73.- 
El acceso a la pesca de los túnidos y especies afines altamente, migratorias, se ob-
tendrá mediante una licencia de pesca especial otorgada por el MIFIC por cada 
buque atunero que se encuentre en condiciones óptimas para operar. Esta licencia 
tendrá una vigencia de dos (2) años renovables si no se desembarca ni procesa 
el producto en Nicaragua, y cinco (5) años renovables si desembarca y procesa el 
producto en el país. También se podrá otorgar licencia con vigencia de diez (10) 
años renovables a los que ejecuten proyectos de inversión en tierra a largo plazo. 
Por tratarse de un recurso administrado por Comisiones Internacionales de las que 
Nicaragua es parte, el poder Ejecutivo elaborará un Reglamento Especial donde se 
establezcan las regulaciones, los procedimientos y sanciones correspondientes. 

Para el otorgamiento de la licencia se tomará en cuenta la Cuota reconocida a Nica-
ragua por la Comisión Interamericana del Atún Tropical (CIAT) o por otros organis-
mos internacionales de los cuales llegue a ser parte el país. 

Artículo 74.- 
La Licencia Especial, podrá otorgarse a embarcaciones que enarbolen el pabellón na-
cional o embarcaciones con bandera extranjera que hayan sido fletados o arrenda-
dos con o sin opción compra en las que participen personas naturales o jurisdicción 
nicaragüenses o a empresas nacionales con participación extranjera. 

Artículo 75.- 
Se prohíbe la captura de tiburones en aguas continentales y marinas, con el único 
propósito de cortarle cualquiera de sus aletas, incluyendo la cola, desechando el 
resto del cuerpo de la especie en alta mar, zonas costeras u otros sitios, al igual que 
el tiburón de agua dulce del Lago Cocibolca. Así mismo el desembarque transporte, 
almacenamiento y comercialización de aletas de tiburón frescas, congeladas, secas 
o saladas. 

Artículo 76.- 
Los ejemplares de pez vela y marlins azul destinados a la pesca deportiva, que 
fueran capturados accidentalmente en las pesquerías industriales y artesanales, de-
berán ser liberados y devueltos al mar y no permitido su desembarco. 

Artículo 77.- 
No Se Permitirá la captura, matanza o aprovechamiento de delfines y tortugas ma-
rinas de cualquier tipo, así como la comercialización y transporte de productos y 
subproductos o cualquier uso de las mismas, salvo con fines de investigación cien-
tífica y bajo las regulaciones especiales que establezca el MARENA, de conformidad 
a lo establecido en la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Ame-
nazadas de Fauna y Flora (CITES) de la cual el país es parte. 

CAPITULO V
Pesca Artesanal

Artículo 78.- 
Para el ejercicio de la actividad de la pesca artesanal, se deberá obtener un permiso 
de pesca artesanal con vigencia de cinco (5) años por embarcación y un carnet del 
pescador artesanal que lo identifique como tal, otorgado por el MIFIC, los cuales se-
rán entregados por las alcaldías respectivas, a efecto de que estas lleven un registro 
y control permanente de los mismos. Las solicitudes se presentarán por escrito ante 
el MIFIC, quien dentro de un plazo de treinta (30) días deberá resolver su otorga-
miento. 

El permiso de pesca artesanal indicará: 

a)	 El nombre del titular, si es persona natural o jurídica, nacionalidad.

b)	 Tipo de embarcación a utilizar, especificaciones. 

c)	 Especies autorizadas. 

d)	 Litoral donde operará. 

e)	 Artes de pesca autorizadas. 

f)	 Plazo de vigencia y demás obligaciones que se deriven del mismo. 
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El MIFIC podrá delegar el otorgamiento de los permisos de pesca artesanal a las al-
caldías respectivas por medio de un convenio de delegación de atribuciones firmado 
entre ambas partes, el cual deberá, ser publicado en cualquier medio de comunica-
ción social escrito de circulación nacional para su entrada en vigencia. 

Tomando en consideración las características del Mar Caribe y del Océano Pacífico 
y sus pesquerías, el MIFIC con el CONAPESCA reglamentarán las formas de aprove-
chamiento del recurso de manera racional y sostenible mediante la pesca artesanal.

 Para los pescadores artesanales de la Costa Atlántica y Río San Juan, este permiso 
de pesca artesanal será otorgado por el MIFIC, Consejos Regionales o la respectiva 
alcaldía, sin ningún costo económico. 

Artículo 79.- 
Para el uso exclusivo de la pesca artesanal, se destina, además de las aguas inte-
riores, una franja de tres (3) millas náuticas, medidas desde la línea de bajamar a lo 
largo de la Costa del Pacífico y del Mar Caribe. 

En el caso de las Regiones Autónomas tienen derecho exclusivo para pesca comu-
nitaria y artesanal, dentro de las tres millas adyacentes al litoral y veinticinco millas 
alrededor de los cayos e islas adyacentes. 

En estas zonas podrán realizar sus actividades la pesca de subsistencia y con la de-
bida autorización, la pesca deportiva y la pesca científica o didáctica. 

Artículo 80.- 
En el caso de las pesquerías bajo el régimen de acceso limitado en que participen 
los pescadores artesanales, estos deberán someterse a las restricciones emanadas 
de dicho régimen de acceso, conforme lo establecido en el Reglamento. 

Artículo 81.- 
Los propietarios de embarcaciones de pesca artesanal deberán cumplir con las dis-
posiciones establecidas por la fuerza Naval para efecto del zarpe correspondiente y 
otras medidas requeridas para este tipo de actividad. 

Artículo 82.- 
Se prohíbe la pesca industrial de todas las especies que tienen su hábitat en el Río 
San Juan, solo se permite la pesca artesanal. En el caso de la pesca deportiva, turís-
tica y científica en el Río San Juan, sólo se permitirá con el permiso respectivo de las 
autoridades correspondientes, 

CAPITULO VI
Pesca Deportiva

Artículo 83.- 
El Estado promoverá y fomentará la pesca deportiva con los sectores interesados, 
para fines turísticos, deportivos, de recreación o pasatiempo, la cual deberá reali-
zarse en las temporadas establecidas por Adpesca y conforme a las tallas mínimas, 
artes de pesca, zonas específicas, límites de captura y demás disposiciones que ame-
riten este tipo de actividades, bajo el principio de capturar y liberar. 

Artículo 84.-
La pesca deportiva podrá ser ejercida desde tierra, a bordo de embarcaciones o 
de manera subacuática, por personas naturales o jurídicas, nacionales o extranje-
ras por medio de un permiso otorgado por el MIFIC, una vez inscrito y registrado 
debidamente ante la autoridad competente. El permiso de pesca deportiva tendrá 
una vigencia de un (1) año para las personas naturales o jurídicas nacionales o ex-
tranjeras. El Reglamento de la presente Ley establecerá los procedimientos a seguir 
para el otorgamiento del permiso respectivo, los cuales deberán ser expeditos y con 
participación activa del Instituto Nicaragüense de Turismo (INTUR), con el objetivo 
de facilitar y promover la pesca deportiva. 
Los propietarios de embarcaciones deberán cumplir con las disposiciones estable-
cidas por la Fuerza Naval para efecto del zarpe correspondiente y otras medidas 
requeridas para este tipo de actividad. 

Artículo 85.- 
Se reserva para el uso exclusivo de la pesca deportiva, todas las especies de picudos, 
quedando prohibida su pesca comercial. La pesca de estas especies consistirá en 
modo de captura y liberación, estableciéndose para tales efectos el uso de anzuelos 
circulares de forma estándar. 

El MIFIC, en consulta con la CONAPESCA podrá, mediante Acuerdo y previos estu-
dios realizados, declarar otras especies para uso exclusivo de la pesca deportiva, así 
como impulsar la conservación de especies de interés deportivo y promover políticas 
de manejo sostenible.
 
Artículo 86.- 
El Instituto Nicaragüense de Turismo, INTUR, en coordinación con las Asociaciones 
de Pesca Deportiva legalmente constituidas, regularán y controlarán los torneos de 
pesca deportiva nacionales e internacionales, que se realicen en aguas continenta-
les y marítimas, así mismo el INTUR podrá apoyar al MIFIC en la distribución de los 
permisos de pesca, conforme se establezca en el Reglamento de esta Ley. 
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CAPITULO VII
Pesca científica

Artículo 87.- 
El Estado se reserva, a través de sus instituciones competentes, el derecho a realizar 
la pesca científica, pudiendo otorgarlo también a personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, nacionales o extranjeras. 

Artículo 88.- 
El ejercicio de la actividad de pesca científica, requiere de un permiso otorgado por 
el MIFIC, con una vigencia acorde a las necesidades del programa de investigación 
a realizar. Se reconoce la propiedad intelectual de los resultados que obtenga todo 
el que realice investigaciones. 

Las personas naturales o jurídicas interesadas, deberán presentar su solicitud ante 
el MIFIC, señalando, nombre de la persona o entidad, pública o privada; proyecto 
de investigación, formas de financiamiento; lugar o zonas a investigar y los medios 
técnicos a utilizar. 

El plazo para resolver la solicitud no será mayor a treinta (30) días hábiles. 

Artículo 89.-
La pesca científica estará dirigida hacia el conocimiento de la biología y el estado 
ó situación de los recursos hidrobiológicos, con el objetivo de contribuir al conoci-
miento académico o a una eficiente administración y aprovechamiento sostenible. 

Artículo 90.- 
Son propiedad del Estado, los resultados de las investigaciones realizadas con el 
aporte de recursos estatales o de cooperación internacional que hayan sido gestio-
nados por autoridad competente. Adpesca a través del CIPA deberá participar y/o 
supervisar cualquier programa de investigación, cuando el permiso fuera otorgado 
por convenios con otros Gobiernos. 

CAPITULO VIII
Acopio y Reproducción de Larvas Silvestres

	
Artículo 91.- 
Para el establecimiento de centros de acopio de larvas silvestres, se requiere un 
permiso otorgado por el MIFIC, con una vigencia de un (1) año prorrogable. Los in-
teresados deberán presentar al MIFIC, una solicitud por escrito indicando el nombre 
e identificación del solicitante, descripción de la actividad a realizar, especies, lugar 
de operaciones, artes y métodos a utilizar y mecanismos de comercialización. 

Artículo 92.- 
El MIFIC resolverá la solicitud en un plazo de treinta (30) días. El porcentaje de los 
permisos a otorgar será regulado en el Reglamento de esta Ley. 

Se prohíbe la exportación de larvas silvestres. 

CAPITULO IX
Pesca de Subsistencia

Artículo 93.- 
La pesca de subsistencia solo pueden realizarla los nicaragüenses y se efectuará 
desde tierra o embarcaciones pequeñas, sin fines de lucro. Esta actividad no estará 
afectada a ningún tipo de pago por derecho de acceso. 

Artículo 94.- 
Es obligación de los que ejerzan la pesca de subsistencia y la Acuicultura respetar 
las vedas que se establezcan. Se excluye y prohíbe terminantemente toda forma de 
pesca mediante el uso de explosivos, venenos y contaminantes. 

Artículo 95.- 
El MARENA, en coordinación con las autoridades locales, deberá establecer las nor-
mas de ordenamiento que sean necesarias para la protección y aprovechamiento 
de especies que tienen su hábitat en lagos, lagunas y ríos, tales como el tiburón de 
agua dulce, el gaspar, el róbalo, sábalo, camarón de río, conchas, cuajipales, lagar-
tos, tortugas, entre otras especies. 

Artículo 96.- 
En el caso de la Costa Atlántica y como pesca de subsistencia se remite la pesca de 
la tortuga marina. 

TITULO VI
DE LA ACUICULTURA

CAPITULO UNICO

Artículo 97.-
El Estado promoverá, fomentará e incrementará el desarrollo y ordenamiento de la 
actividad de acuicultura en el país principalmente la de ciclo completo. El fomento 
deberá estimular de una manera especial la acuicultura rural, así como la repro-
ducción y cultivo de organismos hidrobiológicos con el fin de contribuir a un mejor 
abastecimiento del producto a nivel Interno. 
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Artículo 98.- 
La Acuicultura, de acuerdo al propósito con que se realice puede ser comercial, cien-
tífica o rural, además puede clasificarse en Acuicultura de agua dulce ò Acuicultura 
de aguas marinas. 

La Acuicultura comercial y científica podrá ser realizada por cualquier persona na-
tural o jurídica nacional o extranjera, con el objetivo de mejorar el rendimiento de 
las especies cultivadas o domesticar o crear nuevas especies para contribuir en la 
diversificación de la acuicultura comercial. 

Artículo 99.-
El ejercicio de la actividad acuícola, en terrenos y aguas nacionales, requiere ob-
tener una concesión de acuicultura sobre un área superficial exclusiva, medida en 
hectáreas y expresada en coordenadas UTM, ya sea de terreno salitroso o de agua 
y fondo, según sea el caso. 

La concesión de acuicultura se otorga por Acuerdo Ministerial del MIFIC y tendrá una 
duración veinte (20) años renovables por diez (10) años en períodos posteriores. No 
se otorgarán concesiones provisionales. Las concesiones de acuicultura a otorgarse 
en las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica deberán ser aprobadas de previo 
por el Consejo Regional respectivo.

Artículo 100.- 
El interesado deberá presentar la solicitud ante el MIFIC, indicando si es persona 
natural o jurídica, capacidad financiera, programa de actividades, lugar de operacio-
nes, especies a cultivar, artes a utilizar, un estudio de viabilidad técnico-econórnico 
y la Escritura de constitución de empresa si es persona jurídica. El MIFIC tendrá un 
plazo de treinta (30) días para la aprobación o rechazo de las solicitudes. 

Artículo 101.-
Aprobada la solicitud, se notificara al interesado, para que proceda a realizar el 
Estudio de Impacto Ambiental, EIA, y obtener el Permiso Ambiental otorgado por 
MARENA. Cumplidos estos requisitos, el MIFIC, en un plazo de quince (15) días, 
expedirá el Acuerdo Ministerial el cual deberá ser publicado a cuenta del interesado 
en La Gaceta, Diario Oficial para su entrada en vigencia. 

Artículo 102.-
La acuicultura que se realice en terrenos privados deberá inscribirse en el Registro 
Nacional de Pesca y Acuicultura y entregar un informe anual de sus actividades pro-
ductivas al MIFIC y al MARENA. 

Artículo 103.-
Los concesionarios de acuicultura tendrán un plazo de doce (12) meses para iniciar 
operaciones a partir de la notificación del Acuerdo Ministerial, salvo fuerza mayor o 
caso fortuito. En caso contrario se cancelará la concesión otorgada. 

Se consideran como casos de fuerza mayor, la presencia de plagas dictaminadas 
por la autoridad competente, así como los desastres naturales y ambientales que 
impacten en las áreas donde se desarrolla la actividad. 

TITULO VII
DE LOS CANONES Y FONDO DE DESARROLLO PESQUERO

CAPITULO I
De los Cánones

Artículo 104.- 
Con relación a los cánones de pesca, se estará a lo dispuesto en los artículos 103 
y 104 de la Ley de Equidad Fiscal, Ley 453, publicada en La Gaceta, Diario Oficial, 
No. 82 del 6 de mayo del 2003, exceptuándose lo dispuesto en el último párrafo del 
articulo 103 de dicha Ley. 

El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC) y el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público (MHCP), establecerán los cánones respectivos para otras especies 
que no hayan sido contempladas, al igual que revisarán y actualizarán periódica-
mente los pagos anuales por derechos de vigencia y de aprovechamiento por las 
licencias, permisos y concesiones que se encuentren regulados en estos mismos 
artículos. 

Artículo 105.-
El MIFIC, en coordinación con la DGI, podrá declarar mediante resolución una mo-
ratoria para el pago de canon por derecho de aprovechamiento y por tiempo deter-
minado, de alguno de los recursos pesqueros señalados en el artículo 103 de la Ley 
No. 453 de Equidad Fiscal. 

La moratoria se establecerá cuando en un periodo de tres meses, los costos de pro-
ducción para toda la industria nacional sean mayores que los precios de venta FOB 
en Nicaragua, el cual será calculado por el MIFIC en base a los precios del mercado 
internacional, lo cual deberá ser extensivo a la acuicultura. 

En el caso de la Acuicultura, la moratoria se dará cuando las zonas de producción en 
Acuicultura o las flotas pesqueras sean declaradas en estado de desastre natural por 
afectaciones a la infraestructura, a la productividad natural de manera transitoria y 
a mortandades generalizadas por enfermedades, todo de conformidad con la ley de 
la materia. 
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CAPITULO II
Fondo de Desarrollo Pesquero

Artículo 106.-
Crease el Fondo de Desarrollo Pesquero que se formará de los ingresos por los pagos 
de derechos de vigencia y aprovechamiento provenientes de las licencias, permisos 
y concesiones, multas y aportes de cualquier otra entidad nacional o internacional. 

El Fondo estará destinado para ejecutar actividades y proyectos de ordenamiento, 
fomento, investigación, seguimiento, vigilancia y control del sector pesquero y acui-
cultura. 

Artículo 107.-
El Fondo de Desarrollo Pesquero será administrado por un Comité regulador el que 
estará integrado por: 

1.	 El Ministro del MIFIC o quien este delegue, quien lo presidirá. 

2.	 El Ministro de Hacienda y Crédito Público o en su caso, el Director General de 
Ingresos. 

3.	 El Ministro del MARENA o su representante.

4.	 El Director General de la Dirección General de Recursos Naturales del MIFIC. 

5.	 Un representante de cada uno de los Consejos Regionales de las Regiones 
Autónomas del Atlántico. 

El Comité deberá informar trimestralmente de la ejecución del Fondo a la Comisión 
Nacional de Pesca y Acuicultura, CONAPESCA. 
El funcionamiento y manejo operativo del Fondo será establecido en el Reglamento 
de esta Ley. 

Artículo 108.- 
Para efectos de esta Ley, los pagos por derechos de vigencia y de aprovechamiento, 
serán distribuidos por la Tesorería General de la República antes de treinta (30) días 
después de recaudados, de la siguiente manera. 

I. De lo recaudado en el Mar Caribe:

1.	 Un veinticinco por ciento (25%) para la comunidad o comunidades indígenas 
donde se encuentre el recurso a aprovechar;

2.	 Un veinticinco por ciento (25%) para el Municipio en donde se encuentra la 
comunidad indígena;

3. 	 Un veinticinco por ciento (25%) para el Consejo y Gobierno Regional corres-
pondiente; y

4.	 Un veinticinco por ciento (25%) para el Fondo de Desarrollo Pesquero. 

(Reformado por LEY GENERAL DEL INSTITUTO NICARAGÜENSE DE LA PES-
CA Y ACUICULTURA. Ley No. 678, Aprobado el 12 de Marzo de 2009. Publi-
cada en La Gaceta No. 106 del 9 de Junio de 2009)

II.  En el caso de las comunidades indígenas que no tengan representantes legales 
como lo exige la Ley 445, los Consejos Regionales de las Regiones Autónomas ga-
rantizarán la distribución respectiva. 

III.  Los porcentajes destinados a las comunidades, municipios y Consejo Regional, 
deberán destinarse exclusivamente a financiar actividades de desarrollo y fomento, 
construcción, mantenimiento y optimización de muelles, diques, represas y demás 
edificaciones que fortalezcan e incrementen el desarrollo de la pesca como medio de 
subsistencia. El uso de estos fondos será supervisado por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, conjuntamente con las autoridades regionales y auditadas por la 
Contraloría General de la República. 

lV.  De lo recaudado en el resto del país: 

a)	 El 15% al Tesoro Nacional 

b)	  El 35% a las alcaldías cosieras distribuidas de manera equitativa para pro-
yectos de desarrollo social del municipio. 

c)	 El 50% al Fondo de Desarrollo Pesquero. 

V. De lo recaudado en las municipalidades donde existieren concesiones de Acui-
cultura: 

a)	 El 40% del ingreso deberá ser entregado a las alcaldías dentro de cuya cir-
cunscripción esté ubicada la concesión, de manera proporcional al área res-
pectiva de cada municipio. 

b)	 El 20% al Tesoro Nacional. 

c)	 El 40% al Fondo de Desarrollo Pesquero. 
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TITULO VIII
DE LOS INCENTIVOS

CAPITULO UNICO

Artículo 109.-
Sí los resultados de la pesca científica a que se refiere el artículo 83 de esta Ley, 
justifican el aprovechamiento de las especies investigadas, se dará preferencia para 
obtener el derecho de acceso al aprovechamiento del recurso hidrobiológico a la 
persona natural o jurídica, pública o privada, nacional o extranjera que la realizó. 

Artículo 110.-
Adpesca remitirá anualmente a las instituciones bancarias del país un informe sobre 
las circunstancias especiales en que se desarrollan las actividades pesqueras y de 
acuicultura en el país, para que éstas, consideren en sus políticas el establecimiento 
de líneas de crédito especiales para el fomento y desarrollo de estas actividades. 

Artículo 111.-	
A las personas naturales o jurídicas poseedoras de licencias o permisos de pesca 
para aprovechamiento comercial, se les podrá autorizar, en época de veda de la 
especie objetivo, a aprovechar otros recursos hidrobiológicos que se encuentren 
inexplotados o subexplotados lo cual tendrá un tratamiento de permiso temporal 
sujeto al cumplimiento de las obligaciones establecidas en la Ley. El Reglamento 
dispondrá el procedimiento respectivo. 

Se establece el derecho de suspensión previa de los tributos que graven el diesel 
para las actividades pesqueras y la acuicultura, cuando dicho insumo se utilice en 
la producción de productos que se destinen al mercado nacional y de exportación. 
Asimismo, se establece el derecho de devolución para los tributos que graven la 
gasolina de la pesca y la acuicultura artesanal cuando dicho insumo se utilice en la 
producción de productos que se destinen a la exportación. En estos últimos casos, la 
devolución se realizará en un plazo no mayor de 30 días después de presentada la 
solicitud. La Comisión Nacional de Promoción de Exportaciones del MIFIC, a través 
de la Secretaría Técnica y en coordinación con el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y la Dirección General de Ingresos, administrarán la aplicación de la presente 
disposición.

Con el propósito de promover la pesca artesanal, se exoneran hasta el 30 de junio 
del año 2010, las importaciones y enajenaciones de materias primas, bienes inter-
medios y bienes de capital destinados a la pesca artesanal y la acuicultura artesanal, 
lo cual se operará de conformidad a lo establecido en los párrafos 2 y 3 del articulo 
126 de la Ley 453, Ley de Equidad Fiscal, publicada en La Gaceta No. 82 del 6 de 
mayo del 2003. 

El Estado promoverá la creación de un instituto o escuela para la formación y capa-
citación de personal y técnicos especializados en actividades pesqueras, principal-
mente en las de orden artesanal. 

Artículo 112.- 
Los cánones de pesca podrán ser compensados con los créditos tributarios que exis-
tan a favor de los contribuyentes de la pesca y acuicultura. 

TITULO IX
CAUSAS DE CADUCIDAD, CANCELACION, RENUNCIA Y SUSPENSIÓN

CAPITULO I
De la Caducidad, Cancelación, Renuncia y Suspensión

Artículo 113.- 
Son causas de caducidad de las licencias de pesca, concesiones y permisos, según el 
caso, la concurrencia de cualquier de los siguientes hechos. 

1. 	 No iniciar las operaciones en el plazo establecido a partir de su otorgamiento. 

2. 	 Suspender por seis (6) meses consecutivos las operaciones, salvo caso fortui-
to o de fuerza mayor, debidamente justificado. 

3. 	 Por muerte del titular si dentro del plazo de un (1) año, los herederos no 
cumplen con los requisitos legales.

 
Artículo 114.- 
Son causas de cancelación de las licencias de pesca, concesiones y permisos, según 
el caso, sin perjuicio de otras sanciones administrativas, penales y civiles que se 
establezcan, cualquiera de los siguientes hechos: 

1.	 Traspasar las licencias, permisos o concesiones otorgados, a terceros sin 
cumplir con los requisitos establecidos por el MIFIC. 

2.	 La falta de pago de las multas impuestas por infracciones cometidas. 

3.	 No pagar los cánones establecidos por derechos de vigencia y aprovecha-
miento, en la forma y plazos establecidos en la presente Ley. 

4.	 No haber obtenido el Permiso Ambiental. 

5.	 Por quiebra o liquidación de la persona jurídica. 

6.	 Si se demuestra que la información sobre la certificación de la reparación de 
las embarcaciones en astilleros fuera del territorio nacional es falsa o está 
adulterada. 

7.	 Cuando oculten información a la Autoridad Marítima sobre el hallazgo de 
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medios de navegación, artefactos navales u otros objetos o productos sospe-
chosos de actividades ilícitas o realicen transacciones o comercio ilegal con 
los mismos. 

Artículo 115.- 
Las personas naturales o jurídicas titulares de licencias de pesca, o de una concesión 
de acuicultura, previo al vencimiento de los mismos, podrán renunciar a los mismos, 
ya los derechos que les otorgan la presente ley para el ejercicio de la actividad, 
debiendo liquidar previamente las obligaciones laborales e informar al MIFIC quien 
procederá a cancelar la inscripción correspondiente en el RNPA, y a efectuar las no-
tificaciones correspondientes. 

En los casos de cancelación o renuncia, los titulares de licencias, permiso o conce-
siones, no podrán reclamar el reembolso de pagos efectuados con anterioridad por 
esos derechos. 

Artículo 116.-
La suspensión se aplicará cuando las autoridades correspondientes decidan esta-
blecer medidas y restricciones para la protección de los recursos hidrobiológicos, 
quedando sin efecto una vez se superen las condiciones técnicas y ambientales res-
pectivas; o en caso de sanciones, cuando así se establezca expresamente. 

CAPITULO II
Del Procedimiento y los Recursos

Artículo 117.- 
Las cancelaciones de licencias de pesca, concesiones y permisos serán declaradas 
por Resolución Ministerial del MIFIC, una vez que Adpesca haya levantado el ins-
tructivo respectivo, ya sea de oficio o por denuncia, de conformidad al siguiente 
procedimiento administrativo: 

a)	 Dentro del plazo de tres días hábiles después de notificado el auto de aper-
tura del proceso administrativo, se mandará a oír a la parte interesada. 

b)	 Si hubiere hechos que probar, se abrirá a pruebas por el té rmino de ocho 
días con todo cargo. Concluido el plazo, con pruebas o sin ellas, se dictará 
resolución dentro de los tres días hábiles siguientes. 

c)	 De las resoluciones dictadas se podrá hacer uso de los recursos establecidos 
en la Ley 290, Ley de Organización, Competencias y Procedimientos del Po-
der Ejecutivo, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 102 del 3 de junio 
de 1998. 

Artículo 118.- 
Los afectados por la cancelación quedan inhibidos para recuperar los derechos du-
rante un período de tres (3) años. La inhabilitación incluye a personas naturales o 
jurídicas que son beneficiados directos o indirectamente y no podrán obtener otro 
tipo de derecho de acceso durante el mismo período. 

En caso de reincidencia, el derecho se cancela de manera definitiva. 

Artículo 119.- 
Una vez firme la declaración de cancelación de una concesión de acuicultura, el afec-
tado podrá retirar del terreno, procurando no afectar el área, los bienes muebles, 
maquinaria, equipo y cualquier otra herramienta de trabajo, disponiendo para ello 
de un plazo de noventa (90) días calendario. 

Artículo 120.- 	
Cuando el afectado no hiciere uso de su derecho a que se refiere el artículo anterior 
dentro de los sesenta (60) días subsiguientes el Estado a través de los procedimien-
tos judiciales correspondientes, podrá proceder a la ejecución de dichos bienes hasta 
concluir en la venta por medio de subasta pública, de conformidad con los procedi-
mientos que establezca el Reglamento. Lo obtenido de la subasta pasará a formar 
parte del Fondo de Desarrollo Pesquero. 

TITULO X
DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES

CAPITULO UNICO

Artículo 121.- 	
Toda acción u omisión a las disposiciones contenidas en la presente Ley, su Regla-
mento y demás regulaciones sobre la materia constituyen delito o infracción. 

Artículo 122.- 	
Las infracciones se clasifican en graves y menos graves, las que serán sancionados 
con multas donde se tomará de referencia el precio internacional y decomisos en 
dependencia de la gravedad del daño ocasionado, no exonerando al infractor de 
cualquier otra responsabilidad ya sea en la vía penal o civil. 

Artículo 123.- 	
Constituyen infracciones graves: 

1.	 Simular actos de pesca de subsistencia con el propósito de comercializar el 
producto obtenido. Se sancionará con el decomiso del producto y multa en 
córdobas equivalente al doble del valor del precio establecido como referen-
cia por el MIFIC del producto decomisado. 
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2.	 No permitir el abordaje a las embarcaciones o la entrada a las instalaciones 
de plantas de procesamiento o centros de acopio de los inspectores de pesca 
o las personas autorizadas. Se sancionará con una multa en córdobas equiva-
lente a un mil dólares (USD $ 1000.00). 

3.	 Realizar actividad de pesca industrial en zonas destinadas para la pesca ar-
tesanal o en áreas no autorizadas. Se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente a mil quinientos dólares (USD $ 1, 500.00). 

4.	 Suministrar información falsa sobre la actividad. Se sancionará con una multa 
en córdobas equivalente a mil quinientos dólares (USD $ 1,500.00) y suspen-
sión de la licencia o permiso por tres (3) meses. 

5.	 Incumplir con las normas de ordenación pesquera, acuicultura higiene y segu-
ridad ocupacional vigente. Se sancionará con una multa en córdobas equiva-
lente a cinco mil dólares (USD$ 5,000.00). 

6.	 Realizar pesca de camarón sin llevar instalados los Dispositivos Exclusores de 
Tortugas, DETs, en las redes de arrastre, o modificarlos para afectar su funcio-
namiento. Se sancionará a los titulares de la licencia de pesca con una multa 
en córdobas equivalente a cinco mil dólares (USD $ 5,000.00) y se sancionará 
a los capitanes de barcos con una multa en córdobas equivalente a un mil 
dólares (USD $ 1,000.00) y la suspensión de la Licencia de Capitán por un 
período de tres meses. 

	 La segunda vez que se incurra en la infracción establecida en el anterior sub-
numeral, se sancionará a los capitanes de barco con la suspensión de su Li-
cencia de Capitán por un período de un año. La tercera vez, se le suspenderá 
definitivamente.

7.	 Capturar especies con artes de pesca no autorizados. Se sancionará con el de-
comiso del producto, la suspensión de la Licencia o el Permiso por tres (3) me-
ses y una multa en córdobas equivalente a un mil dólares (USD $ 1,000.00). 

8.	 Usar redes que obstruyan las entradas y desembocaduras de los ríos, canales 
o vías de comunicación acuática. Se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente a un Mil Dólares (USD $ 1,000.00). 

9.	 Realizar actividades de pesca comercial sin poseer licencia o el permiso de 
pesca correspondiente. Se sancionará con una multa en córdobas equivalente 
a ciento cincuenta dólares (USD $ 150.00) por cada TRB a las embarcaciones 
mayores a 10 metros de eslora de la embarcación debidamente certificada 
por la DGTA y ciento cincuenta dólares USD $ 150.00, en córdobas equiva-
lente, por metro de eslora para embarcaciones menores de 10 metros. 

10.	 Realizar actividades de acuicultura en tierras salitrosas y agua y fondos na-
cionales, sin poseer una concesión de acuicultura. Se sancionará con una 

multa en córdobas equivalente a dos mil dólares (USD $ 2,000.00) y el cierre 
temporal de la granja hasta que legalice la situación.

11.	 Transcurridos quince días de veda sin presentarse los informes, se procede-
rá al decomiso del producto y al cierre de la empresa por lo que resta del 
período de veda. El no declarar materia prima y producto terminado en los 
informes correspondientes, se sancionará con una multa equivalente al doble 
del producto encontrado la que en ningún caso será inferior a un mil dólares 
(USD $ 1,000) y al decomiso del producto. 

12.	 Extraer, recolectar, capturar, poseer, comercializar y transportar recursos hidro-
biológicos en los períodos de veda. Se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente al doble del valor del producto que se encuentre, la que no será 
menor a un mil dólares (USD $ 1,000.00), más el decomiso del producto y la 
suspensión del permiso por un período de tres meses, 

13.	 Capturar o extraer ejemplares de recursos hidrobiológicos que no cumplan 
con las tallas, pesos mínimos de captura especificado, declaradas amenaza-
das o en peligro de extinción o realizar pesca por buceo no autorizada. Se 
sancionará con una multa en córdobas equivalente al doble del valor del pro-
ducto que se encuentre, la que no será menor a mil dólares (USD $ 1,000.00), 
más el decomiso del producto y la suspensión de la licencia o del permiso por 
tres (3) meses. 

14.	 La exportación de carne de langosta, se sancionará con el decomiso del pro-
ducto, suspensión del permiso por tres meses y se aplicará una multa equi-
valente al doble del total del producto que se encuentre, la que no podrá ser 
inferior al equivalente en córdobas de un mil dólares (USD $ 1,000). 

15.	 Destruir o capturar especies en zonas declaradas de refugio o de reproduc-
ción de recursos hidrobiológicos. Se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente al doble del valor del producto que se encuentre, la que no será 
menor a un mil dólares (USD $ 1,000.00) y suspensión del permiso por tres 
(3) meses. 

16.	 Talar los bosques de mangle que protegen el hábitat de los recursos hidrobio-
lógicos dentro del área de concesión. Se sancionará con una multa en córdo-
bas equivalente a diez mil dólares (USD $ 10,000.00) por hectárea talada y se 
deberá reforestar un área equivalente. 

17.	 El procesamiento, comercialización y expendio de recursos hidrobiológicos 
declarados en veda; se sancionará con una multa en córdobas equivalente al 
doble del valor del producto encontrado, la que no podrá ser inferior a cinco 
mil dólares (USD $ 5, 000.00), más el decomiso del producto y el cierre de la 
planta de procesamiento por tres meses posteriores a la veda. 

18.	  Verter o derramar tóxicos y agentes contaminantes químicos, físicos, o bioló-
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gicos en aguas jurisdiccionales y costas nicaragüenses que dañen el ecosiste-
ma y los recursos hidrobiológicos, se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente a diez mil dólares (USD $ 10,000.00) y la reparación del daño 
ocasionado. 

19.	 Introducir especies exóticas hidrobiológicas al país, o trasladarlas de un cuer-
po de agua a otro, sin la respectiva autorización, se sancionará con una multa 
en córdobas equivalente a cinco mil dólares (USD $ 5,000.00). 

20.	 Pescar con elementos explosivos, venenos u otra forma de pesca destructiva, 
así como el uso de trasmallos en bocanas y arrecifes naturales; se sancionará 
con una multa en córdobas equivalente a cinco mil dólares (USD $ 5,000.00). 

21.	 Realizar actividades pesqueras con embarcaciones industriales o artesanales 
de bandera extranjera, sin contar con la correspondiente autorización, el due-
ño de la embarcación será sancionado con una multa en córdobas equivalen-
te a quinientos dólares (USD $ 500.00) por cada Tonelada de Registro Bruto, 
TRB, en el caso de la embarcación industrial y por metro de eslora, en el caso 
de las embarcaciones artesanales, más el decomiso del producto capturado, 
de los aperos y artes de pesca, los que el MIFIC procederá a rematar en el 
término de treinta (30) días. 

	 La embarcación industrial o artesanal extranjera deberá retenerse para con-
ducirla a puerto nicaragüense, donde se retendrá a disposición de la autori-
dad competente, mientras no pague el valor de la multa, o constituya una 
garantía suficiente para responder por el monto de la sanción. 

	 En caso de no cumplir con la multa o de reincidencia, se procederá al decomi-
so de la misma y a su remate en el término de sesenta (60) días.

22.	 Trasegar el producto de la pesca en alta mar, o no desembarcarlo en puerto 
nicaragüense; se sancionará a los capitanes o jefes de embarcaciones con 
bandera nacional, con una multa en efectivo en córdobas equivalente al do-
ble del valor del producto encontrado que no será  menor a diez mil dólares 
(USD $ 10,000).

23.	 Realizar descartes masivos de productos en el mar, se sancionará con una 
multa en córdobas equivalente a cinco mil dólares (USD $ 5,000.00). 

24.	 Procesar en playas el producto de la pesca o dejar abandonados en ella los 
desperdicios del mismo. Se sancionará con una multa en córdobas equivalen-
te a quinientos dólares (USD $ 500.00). 

Artículo 124.- 
Constituyen infracciones menos graves: 

1.	 Realizar actividades de pesca científica, sin su respectivo permiso de pesca, 
o no ejecutar las inscripciones obligatorias correspondientes en el Registro 
Nacional de Pesca y acuicultura. Se sancionará con una multa en córdobas 
equivalente a cincuenta dólares (USD $ 50.00) porcada Tonelada Registro 
Bruto, TRB, de embarcación mayor de 10 metros eslora, de la embarcación 
debidamente certificada por la Dirección General de Transporte Acuático, 
DGTA, y la suma equivalente en córdobas a cincuenta dólares USD $ 50.00, 
por metro para embarcaciones menores de 10 metros de eslora. 

2.	 La no entrega del inventario de materia prima y producto terminado de los 
recursos en veda que se encuentran en las plantas procesadoras y/o centros 
de acopios, así como el reporte de los compresores y tanques de aire, tres 
días después de iniciada la veda; se sancionará a los dueños de las empresas 
con una multa equivalente en córdobas a quinientos dólares (U$ 500.00) por 
día de retraso. 

3.	 No llevar a bordo de la embarcación, la licencia o permiso de pesca respecti-
vo, ni los equipos de salvavidas o de rescate. Se sancionará con una multa en 
córdobas equivalente a veinte dólares (USD$ 20.00) por cada TRB de embar-
cación mayor de 10 metros de eslora, de la embarcación debidamente certifi-
cada por la DGTA y veinte dólares USD$ 20.00, en córdobas equivalente, por 
metro para embarcaciones menores de 10 metros de eslora. 

4.	 No presentar en tiempo y forma los informes de captura y de producción es-
tablecidos en la presente Ley y su Reglamento. Se sancionará con una multa 
en córdobas equivalente a quinientos dólares (USD $ 500.00). 

5.	 No presentar al inspector o funcionario autorizado debidamente acreditado, 
la bitácora o registro de capturas, al ser requerido por éstos cuando aborden 
la embarcación o al momento de desembarcar. 

	 Se sancionará con una multa en córdobas equivalente a cincuenta dólares 
(USD $ 50.00) por cada TRB de embarcación mayor de 10 metros de eslo-
ra, de la embarcación debidamente certificada por la DGTA y veinte dólares 
USD$ 20.00, en córdobas equivalente, por metro para embarcaciones meno-
res de 10 metros de eslora. 

6.	 No realizar la inscripción en el RNPA de las empresas de acuicultura que ope-
ran en tierras privadas, así como de los laboratorios de productores de larvas 
de organismos vivos acuáticos. Se sancionará  con una multa en córdobas 
equivalente a cien dólares (USD $ 100.00). 
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7.	 Realizar actividades de recolección, acopio y cultivo de especies diferentes 
a las autorizadas. Se sancionará con una multa en córdobas equivalente a 
trescientos dólares (USD $ 300.00). 

8.	 Utilizar embarcaciones pesqueras para fines no autorizados. Se sancionará 
con una multa en córdobas equivalente a quinientos dólares (USD $ 500). 

Artículo 125.-
Sin perjuicio de lo establecido en los artículos precedentes, constituyen delitos con-
tra los recursos hidrobiológicos, los siguientes: 

a)	 Verter o derramar tóxicos, agentes contaminantes químicos, físicos, o bioló-
gicos en aguas jurisdiccionales y costas nicaragüenses que dañen el ecosis-
tema y los recursos hidrobiológicos; se sancionará con prisión de dos a tres 
años.

b)	 Introducir especies exóticas hidrobiológicas al país, o trasladarlas de un cuer-
po de agua a otro, sin la respectiva autorización; se sancionará con seis 
meses a un año de prisión. 

c)	 Pescar con elementos explosivos, venenos u otra forma de pesca destructiva, 
así como el uso de trasmallos en bocanas y arrecifes naturales; se sancionará 
seis meses a un año de prisión. 

d)	 Realizar actividades pesqueras con embarcaciones industriales o artesanales 
de bandera extranjera, sin contar con la correspondiente autorización; los 
autores serán sancionados con uno a dos años de prisión. 

e)	 Trasegar el producto de la pesca en alta mar, o no desembarcarlo en puerto 
nicaragüense, se sancionará con dos a tres años de prisión. 

f)	 Realizar descartes masivos de productos en el mar, se sancionará con uno a 
dos años de prisión. 

g)	 Realizar pesca de camarón sin llevar instalados los Dispositivos Exclusores de 
Tortugas, DETs, en las redes de arrastre, o modificarlos para afectar su fun-
cionamiento; se sancionará a los autores con dos a cuatro años de prisión. 

h)	 Extraer, recolectar, capturar, poseer, comercializar y transportar recursos hi-
drobiológicos en los periodos de veda. Se sancionará con dos a cuatro años 
de prisión. 

i)	  Capturar o extraer ejemplares de recursos hidrobiológicos que no cumplan 
con las tallas, pesos mínimos de captura especificado, declaradas amenaza-
das o en peligro de extinción o realizar pesca por buceo no autorizada; se 
sancionarán con dos a cuatro años de prisión, 

j)	 Ocultar información ala Autoridad Marítima sobre el hallazgo de medios de 
navegación, artefactos navales u otros objetos o productos sospechosos de 
actividades ilícitas o realizar transacciones o comercio ilegal con los mismos; 
se sancionará con dos a cuatro años de prisión. 

Artículo 126.- 
Las infracciones y sanciones administrativas que se establecen en la presente Ley, 
deberán tenerse como accesorias a cualquier otra establecida en el Código Penal, 
sobre Delitos contra la Economía Nacional, la Industria y el Comercio, u otras tipifi-
caciones que le sean aplicables. 

Artículo 127.- 
La infracción la conocerá administrativamente el MIFIC de acuerdo a los procedi-
mientos siguientes: 

1.	 Teniendo conocimiento de la infracción el Ministerio de Fomento, industria 
y Comercio (MIFIC), a través de la Administración Nacional de Pesca y Acui-
cultura (AdPesca), procederá a iniciar el proceso, haciendo constar en auto el 
tipo de infracción, sus presuntos actores y las inspección correspondientes, 
considerando para estos efectos los informes de los inspectores de pesca. 

2.	 Dictado el auto se procederá a notificar a las partes involucradas, quienes 
deberán expresar lo que tengan a bien en un término de tres días, contados 
a partir de la notificación, 

3.	 Vencido el término, AdPesca deberá abrir a pruebas el proceso por un término 
de ocho días. 

4.	 Concluido el término probatorio, AdPesca resolverá en un plazo de tres días. 

Artículo 128.-
En los casos de reincidencia de infracciones menos graves o graves contempladas en 
la presente Ley, las sanciones se duplicarán cada vez con respecto a la anteriormente 
impuesta. 

No se le dará zarpo a la embarcación que sea sancionada por infracciones o delitos, 
hasta que se encuentre cancelada la multa. 

Artículo 129.- 
El monto de las obligaciones pecuniarias derivadas de la comisión de infracciones 
contemplados en la presente Ley, deberán enterarse en la Administración de Rentas, 
un 50% a favor del Fondo de Desarrollo Pesquero y un 50% para la Fuerza Naval 
y/o la Policía Nacional cuando presten sus servicios a esta actividad, en un plazo 
no mayor de siete (7) días hábiles, a partir del cumplimiento de pago por la parte 
infractora. 
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Cuando una persona jurídica fuero sancionada pecuniariamente, su representante 
legal responderá solidariamente. 

Artículo 130.- 	
El producto de lo decomisado por infracciones deberá ser donado para su consumo 
a centros o instituciones públicas de caridad, hospitales o centros de rehabilitación, 
que se encuentren ubicados en el lugar más próximo donde se cometió la infracción 
mediante comprobación por escrito, la cual deberá de adjuntarse al expediente co-
rrespondiente. 

El MINSA en coordinación con AdPesca, determinará si el producto decomisado debe 
ser destruido totalmente si de la inspección técnica se derivan riesgos para la salud y 
el ambiente. En el caso que se trate de organismos vivos estos serán devueltos a su 
medio natural y se informará a MAREN A y a las autoridades regionales. 

TITULO XI
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

CAPITULO I
Disposiciones Transitorias

Artículo 131.- 
Los titulares de contratos o derechos sobre concesiones de acuicultura, obtenidas 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, podrán seguir disfrutando 
de su concesión en los mismos términos en que fueron otorgadas los cuales deberán 
ser renovadas de conformidad a las disposiciones de la presente Ley. 

Artículo 132.- 
EI MIFC en un plazo de dos años a partir de la vigencia de esta Ley, instalará y pondrá 
en funcionamiento el Sistema de Seguimiento Satelital en Tiempo Real. Los dueños 
de embarcaciones industriales deberán concluir en este mismo plazo, la instalación 
y puesta en funcionamiento el equipo satelital que tenga biodireccionalidad. 

Los informes que provengan del Sistema Satelital se considerarán para todos los 
efectos legales como elementos de prueba, de una infracción cometida. 

Artículo 133.- 
Los titulares de contratos o derechos de concesión que se encuentren en mora en 
el cumplimiento de sus obligaciones pecuniarias con el Estado, derivadas de sus 
contratos, podrán cancelar sus obligaciones según lo establecido en su respectivo 
contrato de concesión, o en virtud de los dispuesto en la presente Ley, según su 
mejor conveniencia. 

Artículo 134.- 
Serán considerados empleados con contrato de trabajo, los trabajadores pesqueros 
no embarcados y los embarcados, cuyas regulaciones laborales y sociales se rigen 
por lo establecido en el Código Laboral. 

Se faculta al Ministerio del Trabajo, al MINSA y al INSS a formular y elaborar un 
reglamento especial que regule los términos y condiciones de estas relaciones jurí-
dico-laborales tomando en cuenta las propias particularidades y características del 
trabajo pesquero. 

Artículo 135.- 
Se declara cerrado el acceso para el ingreso de nuevas embarcaciones y sustitución 
de las existentes en la pesquería de la langosta mediante el sistema de buceo; que-
dando autorizadas a faenar las que se encuentren registradas en el Registro Nacio-
nal de Pesca y Acuicultura y tengan su licencia vigente. 

Artículo 136.-
El MIFIC en coordinación con el MARENA, los Consejos Regionales Autónomos, los 
Gobiernos Municipales y la industria pesquera en su caso, en un plazo de un año a 
partir de la vigencia de la presente Ley, deberán realizar un estudio integral sobre 
el buceo, censo de los buzos activos y en retiro, con el objetivo de presentar ante el 
CONAPESCA un informe sobre el cual se discuta y aprueben medidas y alternativas 
que conlleven a presentar propuestas de solución y/o de regulación especial para 
este tipo de pesca extractiva. 

Sin perjuicio de lo establecido en el párrafo anterior, a partir de la vigencia de la 
presente Ley, el MIFIC en coordinación con MARENA y la participación de los Con-
sejos Regionales Autónomos, deberá n, impulsar un programa de reconversión de 
la técnica de pesca comercial de langosta por medio del hueco o arpón, por el uso 
de trampas o nasas en ambos mares del país, con el fin de proteger a la especie y 
principalmente la salud de las personas que se dedican a este tipo de actividades. 

Artículo 137.- 
Se destina la cantidad de siete centavos de dólar (U$ 0.07) o su equivalente en 
córdobas por cada libra de langosta capturada, para la creación de un Fondo Es-
pecial para la Protección y Seguridad de los Buzos Nicaragüenses dedicados a esta 
actividad extractiva, con el que se deberá garantizar una mínima atención médica y 
otros subsidios o prestaciones sociales que sean necesarios para aquellos pescado-
res que se encuentren retirados, enfermos o incapacitados a causa de esta práctica 
de alto riesgo. La CONAPESCA reglamentará el uso y funcionamiento de este Fondo 
Especial. 
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El Instituto Nicaragüense de Seguridad Social (INSS), deberá previo a un estudio 
técnico y económico, incorporar dentro de las categorías de asegurados con todos 
sus beneficios sociales y de salud, a los que trabajan en la actividad pesquera como 
buzos. 

Una vez que se descontinúe por completo la prohibitiva e inhumana práctica de la 
pesca de langosta por medio del buceo, de conformidad a lo establecido en el Artí-
culo 136, y se cumpla con lo establecido en el párrafo anterior, el Fondo Especial a 
que se hace referencia en este mismo artículo dejará de funcionar, destinándose el 
remanente del mismo, si lo hubiere, a favor del INSS para atender a los discapacita-
dos originados por esta actividad. 

Artículo 138.- 	
Durante un período de cinco (5) altos el Estado deberá promover, apoyar y man-
tener una política de participación activa de los nicaragüenses en las actividades 
pesqueras a todos sus niveles, asegurando que los capitanes y embarcaciones sean 
en su totalidad nacionales, como una forma de fortalecer e incentivar a todos los 
pescadores del país a contribuir al desarrollo sostenible del sector. 

CAPITULO II
Disposiciones Finales y Derogaciones

Artículo 139.- 
Las inversiones que se realicen previo o durante los trámites de solicitudes de dere-
chos de acceso no condicionan el otorgamiento de los mismos. 

Artículo 140.- 	
La presente Ley será reglamentada por el Poder Ejecutivo, de acuerdo a lo esta-
blecido en la Constitución Política de la República sin desnaturalizar el espíritu de 
la misma. Igualmente las leyes que se aprueben posteriormente que sean afines a 
esta actividad o que tengan relación con la misma, deberán ser compatibles con 
las disposiciones que en materia de pesca y acuicultura se han establecido en la 
presente Ley. 

Artículo 141.- 	
La presenta Ley deroga las leyes, decretos, reglamentos y disposiciones que se le 
opongan, principalmente: 

1.	 Los Capítulos VII, XII, XIll y XIV contenidos en el Decreto No. 316 de Ley Ge-
neral sobre Explotación de las Riquezas Naturales, publicado en La Gaceta, 
Diario Oficial No. 83 del 17 de Abril de 1958.

2.	 El Decreto No. 557 de Ley Especial sobre Explotación de la Pesca, publicado 
en La Gaceta, Diario Oficial, No. 32 del 7 de Febrero de 1961. 

3.	 El Decreto No. 11 de Reglamentación de Ley Especial sobre Explotación de 
la Pesca, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 111 del 20 de Mayo de 
1961. 

4.	 El Decreto Número 27 de Reglamento para la Pesca Comercial en Nicaragua, 
publicado en la Gaceta, Diario Oficial No. 266 del 22 de Noviembre de 1967. 

5.	 El Decreto Número 97 de Reglamento de la Comisión Asesora de Pesca, pu-
blicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 231 del 9 de Octubre de 1968. 

6.	 El Decreto Número 34, Ley de Reforma a la Ley Especial sobre Explotación 
de la Pesca, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 77 del 10 de Abril de 
1970. 

7.	 El Decreto Ejecutivo No. 272 de Creación del Fondo Especial para el Desarro-
llo de la Pesca Artesanal y la Acuicultura, publicado en La Gaceta, Diario0ficial 
No. 182 del 15 de Agosto de 1987. 

8.	 La Ley No. 165 de Ley de Licitación Pública de Licencias y Concesiones Pes-
queras, publicada en el Diario La Prensa del 04 de Abril de 1994. 

9.	 El Decreto Ejecutivo No. 7-94 Creación de la Comisión Nacional de Pesca, 
publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 48 del 09 de Marzo de 1994. 

10.	 El último párrafo del Artículo 103 de la Ley No. 453 Ley de Equidad Fiscal, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 82 del 6 de mayo de 2003. 

Artículo 142.-
La presente Ley, entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, Diario 
Oficial. 

La presente Ley de Pesca y Acuicultura, aprobada por la Asamblea Nacional el día 
dos de julio del año dos mil cuatro, contiene el Veto Parcial del Presidente de la Re-
pública aceptado en la Tercera Sesión Ordinaria de la Vigésima Legislatura. 

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a 
los veintiséis días del mes de noviembre del año dos mil cuatro. WILFREDO NAVA-
RRO MOREIRA, Presidente por la Ley. Asamblea Nacional. JORGE MATAMOROS 
SABORIO, Secretario de la Asamblea Nacional. 

Por tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintitrés de diciembre del año dos mil cuatro. - ENRIQUE BOLAÑOS GEYER, Pre-
sidente de la República de Nicaragua.



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|191|

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA 

Hace saber al pueblo nicaragüense que: 

LA ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

CONSIDERANDO 

I 
Que es obligación del Estado la preservación, conservación y rescate del medio am-
biente y de los recursos naturales, principalmente el recurso forestal, establecido 
constitucionalmente como Patrimonio de la Nación.

II
Que a pesar de haberse puesto en vigencia una Política Forestal y la Ley de Conser-
vación, Fomento y Desarrollo Sostenible del Sector Forestal, Ley 462, y su Reglamen-
to Decreto No. 73-2003, se ha continuado con una alarmante explotación irracional 
de los recursos forestales aumentando así las tasas de deforestación de nuestros 

LEY DE VEDA PARA EL CORTE, 
APROVECHAMIENTO Y 

COMERCIALIZACIÓN DEL RECURSO 
FORESTAL

(Ley No. 585, Aprobada el 7 de junio del 2006, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 120 del 21 de Junio del 2006).
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bosques, mediante la tala indiscriminada, el avance de la frontera agrícola, los in-
cendios forestales y el corte y tráfico ilegal de madera, aprovechando las limitacio-
nes de recursos humanos y económicos con que cuenta el INAFOR como institución 
responsable de su aplicación, vigilancia y control. 

III
Que todas estas actividades amenazan importantes áreas protegidas v nuestras úl-
timas tierras de vocación forestal poniendo en peligro las fuentes de agua para con-
sumo humano, la flora y fauna, la existencia de bosques naturales y la subsistencia 
de las comunidades y de la población en general. 

IV
Que ante las permanentes y constantes denuncias públicas de parte de autoridades 
nacionales, Alcaldías y la misma sociedad civil que demandan respuestas inmediatas 
ante esta problemática. 

En uso de sus facultades

HA DICTADO

La siguiente:

LEY DE VEDA PARA EL CORTE, APROVECHAMIENTO Y 
COMERCIALIZACIÓN DEL RECURSO FORESTAL

Artículo 1.- 
La protección de los recursos naturales del país son objeto de seguridad nacional, 
así como de la más elevada responsabilidad y prioridad del Estado. Dentro de ese 
espíritu, se establece a partir de la entrada en vigencia de la presente Ley, una veda 
por un período de diez (10) años, para el corte, aprovechamiento y comercialización 
de árboles de las especies de caoba, cedro, pochote, pino, mangle y ceibo en todo 
el territorio nacional, que podrá ser renovable por períodos similares, menores o 
mayores. 

En las Áreas Protegidas legalmente la veda será permanente y por tiempo indefinido 
y aplicable a todas las especies forestales exceptuando el uso de leña para fines 
exclusivamente domésticos dentro de dichas áreas. 

En las zonas de amortiguamiento de las Reservas de Biosfera BOSAWAS, Reserva 
de Biosfera del Sureste y la Reserva Natural Cerro Wawashang, se establece un área 
perimetral externa de 10 kilómetros medidos a partir del límite del área protegida 
que las constituyen, en la que únicamente se permitirá el uso con fines domésticos 
no comerciales y para uso exclusivo en el área. 

Se establece una zona de restricción de quince (15) kilómetros desde los límites 
fronterizos hacia el interior del país, donde no se permite el aprovechamiento fo-
restal para todas las especies, la cual queda bajo vigilancia y control del Ejercito de 
Nicaragua, en coordinación con las instituciones competentes. 

También se prohíbe en todo el país el establecimiento o utilización de aserríos fijos 
o móviles no autorizados y registrados por INAFOR. 

Artículo 2.-
A partir de la entrada en vigencia de la presente Ley se prohíbe la exportación de 
madera en rollo, timber y aserrada de cualquier especie forestal que provenga de 
bosques naturales. Se exceptúan de la veda establecida en el párrafo primero del 
artículo anterior, las especies de pino ubicadas en los departamentos de Nueva Se-
govia, Jinotega y la Región Autónoma del Atlántico Norte (RAAN), las cuales quedan 
bajo el control y manejo del Plan de Acción Forestal autorizado por el INAFOR. En el 
caso de la RAAN se requerirá la autorización del Consejo Regional.

Artículo 3.-
No estarán sujetas a la veda señalada en el artículo 1, la madera proveniente de 
plantaciones debidamente inscritas en el Registro Nacional Forestal del INAFOR, 
así como, aquella madera procesada en segunda transformación industrial como 
muebles, partes de muebles, puertas, otros componentes que constituyan piezas de 
ensamble y plywood, siempre y cuando se haya cumplido con lo establecido en los 
Planes de Manejo correspondientes.

Artículo 4.-
Los permisos de aprovechamiento forestal otorgados por el Instituto Nacional Fores-
tal (INAFOR) a personas naturales o jurídicas que no se estén ejecutando de acuerdo 
al marco regulatorio vigente, serán revocados. Los planes mínimos y de reposición 
no seguirán siendo autorizados y una vez terminada la vigencia de estos no serán 
renovados.

Artículo 5.- 
Se faculta al Ministerio Agropecuario y Forestal, MAG-FOR, a elaborar en un plazo 
de treinta días un nuevo diseño único que sustituya el anterior Permiso de Corte y de 
Guía Forestal con el que se garantice mayor seguridad en su emisión y que permita 
llevar un mejor control de los mismos de parte de las autoridades correspondientes. 

Artículo 6.- 
Los trámites de solicitudes de permisos para corte y aprovechamiento de árboles de 
cualquier especie y el uso de motosierras o para el establecimiento de aserríos que 
se encuentren pendientes el otorgamiento, quedan suspendidos de manera indefi-
nida. 
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Artículo 7.- 	
El INAFOR una vez aprobado el nuevo permiso de corte y de guía forestal a que se 
hace referencia en el artículo 5, podrá otorgarlo de manera gradual y bajo estricto 
registro y control para las otras especies no señaladas en el artículo 1 de esta Ley. 
Los permisos domésticos deberán sujetarse a manejo forestal y a programas de refo-
restación de al menos 5 árboles sembrados de la misma especie por cada 1 cortado. 

Artículo 8.-
Mientras dure la presente veda se prohíbe el transporte y comercialización de ár-
boles de las especies señaladas en el artículo 1ro. Las especies no afectadas por la 
veda no podrán ser transportadas de seis de la tarde a seis de la mañana y durante 
los días sábado, domingo y días feriados.

Artículo 9.- 
El incumplimiento a las disposiciones establecidas en esta Ley, será sancionado de 
conformidad a lo establecido en la Ley Especial de Delitos contra el Medio Ambiente 
y los Recursos Naturales, Ley 559, publicada en La Gaceta, Diario Oficial número 225 
del 21 de noviembre del 2005. 

Las autoridades judiciales de todo el país, no podrán hacer uso del secuestro o 
embargo o de otras figuras jurídicas afines, para efecto del liberar de la sanción 
impuesta al infractor. El incumplimiento por parte del judicial será considerado como 
prevaricato y sancionado de conformidad a lo establecido en el Código Penal. 

El transportista deberá sacar un permiso para el transporte de la madera, conforme 
la guía autorizada, esto deberá hacerlo ante las oficinas del INAFOR del respectivo 
Municipio.

Artículo 10.- 
Los equipos, instrumentos y herramientas decomisados pasarán a ser propiedad del 
INAFOR y el MARENA, para el caso de que la infracción se realice en Áreas Protegi-
das. En relación a la madera decomisada, el INAFOR deberá donar mediante acta un 
cincuenta por ciento a los programas sociales y de combate a la pobreza que impul-
san los Gobiernos Municipales donde se origina el decomiso, y el otro porcentaje, al 
Sistema Penitenciario Nacional para la elaboración de pupitres o muebles que luego 
puedan ser distribuidos a colegios, hospitales e instituciones del Estado. 

Artículo 11.- 
La multa a que se hace referencia en el artículo 9 deberá depositarse dentro de os 
tres (3) días de su notificación por la autoridad competente, en las Administraciones 
de Rentas respectivas. Su incumplimiento en el plazo establecido duplicará el monto 
de la multa. Lo obtenido de las multas será destinado un cincuenta por ciento a la 
vigilancia de las Áreas Protegidas bajo la coordinación y el control del MARENA, y 

el otro, cincuenta por ciento, a programas de reforestación bajo la coordinación del 
INAFOR con participación de las Alcaldías Municipales respectivas. 

Artículo 12.-
El Instituto Nacional Forestal, INAFOR, será la autoridad competente para la aplica-
ción de las disposiciones establecidas en la presente Ley. Igualmente se faculta al 
Ejercito Nacional y a la Policía Nacional a brindar todo el respaldo operativo y de 
ejecución, para la aplicación, vigilancia y control efectivo de la veda forestal y demás 
acciones que se necesiten implementar por parte de la autoridad competente. En 
su actuación la autoridad competente deberá establecer las coordinaciones perti-
nentes con la Procuraduría General de la República, el Ministerio de Gobernación, 
Ministerio de Defensa, Consejos Regionales de las Regiones Autónomas de la Costa 
Atlántica, Alcaldías Municipales y otras instituciones que sean necesarias involucrar.

Artículo 13.- 
El Gobierno de la República debe elaborar y poner en ejecución en un plazo de 
Treinta (30) días un Plan de Acción Interinstitucional que garantice la aplicación de 
lo establecido en la presente Ley. Las partidas presupuestarias pertinentes deberán 
ser incluidas anualmente en el Presupuesto Anual de la República para su imple-
mentación. 

La Comisión Nacional Forestal, CONAFOR, en coordinación con las Comisiones Fo-
restales, creadas en el Arto. 5 de la Ley de Conservación, Fomento y Desarrollo 
Sostenible del Sector Forestal, Ley 462, del 4 de septiembre del 2003, evaluarán 
trimestralmente los impactos positivos y negativos de la veda forestal y el Plan de 
acciones, recomendando las medidas a implementarse para cada caso específico 
que se presente, asimismo, estas Comisiones Forestales serán las encargadas, en su 
territorio, del seguimiento, supervisión y control de todas las instituciones responsa-
bles en la aplicación de la veda forestal. 

Artículo 14.- 
La CONAFOR deberá promover y aprobar mecanismos que logren una mayor efec-
tividad en el conocimiento y la aplicación de la Política Forestal de Nicaragua y del 
marco legal vigente.

También el Poder Ejecutivo deberá cumplir con la elaboración y promulgación de 
los Reglamentos específicos pendientes y establecidos en la Ley de Conservación, 
Fomento y Desarrollo Sostenible del Sector Forestal, Ley 462, publicada el 4 de 
septiembre de 2003.

Artículo 15.- 
Las disposiciones establecidas en la Ley de Conservación, Fomento y Desarrollo 
Sostenible del Sector Forestal, Ley 462, publicado el 4 de Septiembre del 2003, y 
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su Reglamento, Decreto 73-2003, publicado el 3 de noviembre del 2003, seguirán 
aplicándose en lo que no se opongan a las disposiciones de la presente Ley de Veda 
para el Corte, Aprovechamiento y Comercialización del Recurso Forestal. 

Con relación a las especies forestales y período de veda relacionados en el primer 
párrafo del Arto. 1 de la presente Ley, el Presidente de la República mediante Decre-
to Ejecutivo, atendiendo circunstancias especiales e incidencia de factores técnicos, 
ambientales y socioeconómicos, podrá modificar las restricciones y limitantes refe-
ridas en dicho artículo, teniendo como soporte los estudios y recomendaciones téc-
nicas y administrativas presentadas por el INAFOR con la aprobación de CONAFOR. 
Toda disposición jurídica que se oponga a lo dispuesto en la presente Ley queda sin 
ningún efecto y validez. 

Artículo 16.- 
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación por cualquier medio 
de comunicación social escrito de cobertura nacional sin perjuicio de su posterior 
publicación en La Gaceta, Diario Oficial. 

Dado en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional a los siete días del mes de 
Junio del año dos mil seis. ING. EDUARDO GÓMEZ LÓPEZ, Presidente de la Asam-
blea Nacional. DRA. MARIA AUXILIADORA ALEMAN ZEAS, Primer Secretaria 
Asamblea Nacional. 

Por tanto: Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veinte de junio del año dos mil seis. ENRIQUE BOLAÑOS GEYER. Presidente de la 
República de Nicaragua.

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA

A sus habitantes, Sabed:

Que,

LA ASAMBLEA NACIONAL

CONSIDERANDO

I
Que el recurso natural agua es Patrimonio de la Nación y corresponde, por tanto, 
al Estado promover el desarrollo económico y social por medio de la conservación, 
desarrollo y uso sostenible del mismo, evitando que pueda ser objeto de privatiza-
ción alguna.

II
Que es derecho de los pueblos indígenas y comunidades étnicas de la Costa Caribe 
el de gozar, usar y disfrutar de las aguas que se encuentren dentro de sus tierras 
comunales, bajo los preceptos establecidos en las leyes correspondientes.

LEY GENERAL DE AGUAS
NACIONALES

(Ley No. 620, Aprobada el 15 de mayo del 2007, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 169 del 4 de septiembre del 2007).
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III
Que habiéndose realizado en los últimos años numerosos esfuerzos por parte de 
la Comisión Nacional de Recursos Hídricos, en el marco del Plan de Acción para el 
Manejo de los Recursos Hídricos en Nicaragua (PARH) y de la misma población orga-
nizada, para la formulación y elaboración de una Ley que regule el uso y acceso al 
recurso hídrico, los mismos no han logrado concretarse por diversas razones técnicas 
y de voluntad política.

IV
Que ante la inexistencia de un marco jurídico sobre los recursos hídricos en Nica-
ragua, se hace necesario legislar en función de establecer la institucionalidad, el 
régimen legal para el uso y aprovechamiento sostenible del recurso, así como, las 
relaciones de las instituciones con los particulares involucrados, la organización y 
participación ciudadana en la gestión del recurso. También definir que el agua es un 
recurso finito y vulnerable esencial para la existencia y el desarrollo, constituyendo 
un recurso natural estratégico para el país y por lo tanto su acceso es un derecho 
asociado a la vida y a la salud humana que debe ser garantizado por el Estado al 
pueblo nicaragüense.

POR TANTO

En uso de sus facultades

Ha ordenado la siguiente:

LEY GENERAL DE AGUAS NACIONALES

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Capítulo I
Objeto y Ámbito de Aplicación

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto establecer el marco jurídico institucional para la ad-
ministración, conservación, desarrollo, uso, aprovechamiento sostenible, equitativo 
y de preservación en cantidad y calidad de todos los recursos hídricos existentes 
en el país, sean estos superficiales, subterráneos, residuales y de cualquier otra 
naturaleza, garantizando a su vez la protección de los demás recursos naturales, los 
ecosistemas y el ambiente.

Artículo 2.- 
Son objetivos particulares de esta Ley:

a)	 Ordenar y regular la gestión integrada de los recursos hídricos a partir de 
las cuencas, subcuencas y microcuencas hidrográficas e hidrogeológicas del 
país.

b)	 Crear y definir las funciones y facultades de las instituciones responsables de 
la administración del sector hídrico y los deberes y derechos de los usuarios, 
así como, garantizar la participación ciudadana en la gestión del recurso.

c)	 Regular el otorgamiento de derechos de usos o aprovechamiento del recurso 
hídrico y de sus bienes.

Artículo 3.- 
El agua es patrimonio nacional cuyo uso y disfrute se regula por la presente Ley y su 
Reglamento. Las disposiciones contenidas en esta Ley son de orden público e interés 
social en todo el territorio Nacional y aplicable a todo recurso hídrico, cualquiera que 
sea el estado o condición en que se encuentre.

Con el fin de regular aspectos jurídicos particulares que no se contemplan en estas 
disposiciones, se podrán aprobar Reglamentos Especiales subordinados a los princi-
pios, objetivos y alcances de la presente Ley. Lo correspondiente a servicios de agua 
potable y alcantarillado sanitario y generación de energía hidroeléctrica y del riego, 
serán administradas por las instituciones sectoriales respectivas de conformidad a 
la legislación vigente.

Artículo 4.- 
El servicio de agua potable no será objeto de privatización alguna, directa o indirec-
ta, y será considerado siempre de carácter público. Su administración, vigilancia y 
control estará bajo la responsabilidad y tutela del Estado a través de las instituciones 
creadas para tales efectos o de las que se creen en el futuro.

Artículo 5.- 
Es obligación y prioridad indeclinable del Estado promover, facilitar y regular ade-
cuadamente el suministro de agua potable en cantidad y calidad al pueblo nicara-
güense, a costos diferenciados y favoreciendo a los sectores con menos recursos 
económicos.

La prestación de este servicio vital a los consumidores en estado evidente de pobre-
za extrema no podrá ser interrumpida, salvo fuerza mayor, debiendo en todo caso 
proporcionárseles alternativas de abastecimiento temporal, sean en puntos fijos o 
ambulatorios. Tampoco podrán interrumpirse estos servicios a hospitales, centros de 
salud, escuelas, orfelinatos, asilos para ancianos, centros penitenciarios, estaciones 
de bomberos y mercados populares.
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Artículo 6.- 	
La presente Ley reconoce el derecho de los Pueblos Indígenas de todo el territorio 
nacional y el de las Comunidades Étnicas de la Costa Atlántica, para el uso y disfrute 
de las aguas que se encuentran dentro de sus tierras comunales de conformidad a 
las leyes vigentes que las regulan.

Capítulo II
Del Régimen Legal de las Aguas y de sus Bienes

Artículo 7.- 	
Las aguas superficiales o subterráneas que se encuentren en la parte continental del 
territorio nacional y los elementos naturales que integran las cuencas hidrográficas, 
cualquiera que sea su estado, calidad y situación, pertenecen a la Nación, el Estado 
ejerce sobre éstos el dominio eminente conforme a lo establecido en la presente Ley 
y su Reglamento.

Artículo 8.- 	
El régimen de propiedad de la Nación sobre las aguas subsistirá aún cuando las 
aguas, mediante la construcción de obras, sean desviadas del cauce o vasos origina-
les, se impida su afluencia a ellos o sean objeto de tratamiento.
Las aguas residuales provenientes del uso de las aguas nacionales, también tendrán 
el mismo régimen de dominio, cuando se descarguen en cuerpos receptores de pro-
piedad nacional.

Artículo 9.- 	
El dominio del Estado para todas las aguas nacionales, se integra también por los 
siguientes bienes nacionales:

a)	 Los terrenos de los cauces o álveos de las corrientes naturales, navegables o 
flotables, de conformidad a lo establecido en el Código Civil vigente;

b)	 Los lechos de los lagos, lagunas, esteros descubiertos por causas naturales o 
por obras artificiales;

c)	 Las playas marítimas fluviales y lacustres en la extensión que fije la legisla-
ción correspondiente;

d)	 Para efectos de la protección del recurso, los terrenos salitrosos;

e)	 El terreno firme comprendido hasta doscientos metros después de la línea de 
mareas máximas y treinta metros a cada lado del borde del cauce permanen-
te de ríos y lagos.

f)	 Las obras públicas de regulación y aprovechamiento del agua, incluidas las 
instalaciones, inmuebles y terrenos que ocupen.

g)	 Las islas que existen o que se formen en los vasos de lagos, lagunas, esteros, 
embalses y depósitos o en los cauces de corrientes de propiedad nacional, 
excepto las que se formen cuando una corriente segregue terrenos de pro-
piedad particular o comunal.

Artículo 10.- 
Las aguas marítimas se regirán por lo establecido en la Constitución Política de la 
República de Nicaragua, y en las leyes de la materia, excepto cuando sean utilizadas:

a)	 Como fuente de abasto, de cualquier clase;

b)	 Para el uso en granjas de acuicultura o piscícolas ubicadas en tierra firme o 
en aguas de esteros y bahías;

c)	 Para la crianza y desarrollo artificial de especies de escamas y crustáceos;

d)	 Para usos industriales;

e)	 Como agente para la generación de energía eléctrica o de cualquier tipo;

f)	 Su desalinización para la producción de agua dulce en sustitución de aguas 
continentales;

g)	 Para la extracción de la sal de origen marino, y

h)	 Cuando sean destino de vertidos, o cuando se trate de protegerlas contra la 
contaminación.

Artículo 11.- 
Las aguas termales, medicinales y aquellas que tengan otras propiedades especia-
les, como las que puedan ser usadas para la generación de energía geotérmica, 
también serán reguladas por esta Ley.

Capítulo III
Definiciones

Artículo 12.-
Para efectos de esta Ley se entenderá por:

Acuífero: Cualquier formación geológica o conjunto de formaciones geológicas hi-
dráulicamente conectadas entre sí, por las que circulan o se almacenan aguas del 
subsuelo que pueden ser extraídas para su uso o aprovechamiento y cuyos límites 
laterales y verticales se definen convencionalmente para fines de evaluación, manejo 
y administración de las aguas nacionales del subsuelo.

Aguas Continentales: Las aguas nacionales, superficiales o del subsuelo ubicadas 
en la parte continental del territorio nacional.
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Aguas Nacionales: Las aguas del territorio nacional, cualquiera que sea su estado, 
ubicación, calidad y situación, son bienes de dominio público en los términos esta-
blecidos en la Constitución Política de la República de Nicaragua y la Ley General del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales.

Aguas Residuales: Son aquellos desechos que resultan de la utilización de agua 
en actividades domésticas, comerciales, industriales, agrícolas y pecuarias y en ge-
neral de cualquier uso, o la mezcla de ellos, asimismo, las que se alteran o modifican 
su calidad, presentando características físicas, químicas o biológicas que afecten o 
puedan afectar los cuerpos receptores en donde se vierten.

Aguas Subterráneas o del Subsuelo: Agua que se filtra y satura el suelo o las 
rocas, se almacena y a su vez abastece a cuerpos de agua superficiales, así como a 
los manantiales y acuíferos. Estas aguas se clasifican en aguas subterráneas profun-
das y aguas subterráneas someras.

Aguas Superficiales: Son aquellas que fluyen sobre la superficie de la tierra, de for-
ma permanente o intermitente y que conforman los ríos, lagos, lagunas y humedales.

Autoridad Nacional del Agua (ANA): El órgano superior con funciones técnicas 
y normativas del Poder Ejecutivo en materia hídrica, y además, responsable en el 
ámbito nacional de la gestión de las aguas nacionales y de sus bienes inherentes.

Autorizaciones: Título administrativo que otorgan las alcaldías, o en su caso, los 
Consejos Regionales Autónomos de la Costa Atlántica, a las personas naturales y/o 
jurídicas, públicas o privadas, para el uso o aprovechamiento de las aguas naciona-
les destinado al abastecimiento de usos que no requieren significativos volúmenes 
de agua para el desarrollo de sus actividades.

Cauce o Álveo: El canal o lecho natural o artificial que tiene la capacidad necesaria 
para que las aguas de la creciente máxima ordinaria escurran sin derramarse. Cuan-
do las corrientes estén sujetas a desbordamiento se considera como cauce el canal 
natural, mientras no se construyan obras de encauzamiento.

Concesión: Título que otorga la autoridad nacional del agua a las personas natu-
rales o jurídicas públicas o privadas, para el uso o aprovechamiento de las aguas 
nacionales y de sus bienes públicos inherentes, que no tienen ninguna relación con 
los usos destinados por las licencias específicas de aprovechamiento, asignaciones y 
autorizaciones a que se refiere esta Ley.

Contaminación no Puntual: La contaminación que producen las actividades agrí-
colas mediante el uso en sus cultivos de agroquímicos o productos tóxicos peligro-
sos capaces de contaminar las fuentes de agua superficiales o subterráneas por 
efectos de escurrimiento y erosión del suelo.

Cuenca Hidrográfica: Es la unidad del territorio, diferenciada de otras unidades, 
normalmente delimitada por una línea imaginaria que marca los puntos de mayor 
elevación en dicha unidad, en donde brota o escurre el agua en distintas formas, y 
ésta se almacena o fluye en forma superficial, subsuperficial y subterránea, hasta un 
punto de salida que puede ser el mar u otro cuerpo receptor interior, a través de una 
red hidrográfica de cauces que convergen en uno principal. La cuenca hidrográfica 
está a su vez integrada por subcuencas y estas últimas por microcuencas.

Cuencas Transfronterizas: Son aquellas cuencas hidrográficas comunes entre paí-
ses limítrofes con Nicaragua.

Cuerpo Receptor: La corriente o depósito natural de agua, los embalses, cauces, 
zonas marítimas o bienes de dominio público, donde se vierten aguas residuales, así 
como los terrenos donde se infiltran o inyectan dichas aguas residuales.

Daño: Es la pérdida, disminución o deterioro, en cantidad o en calidad, que se oca-
siona al recurso hídrico, o a cualquiera de los elementos que conforman la cuenca y 
los ocasionados a terceros por una acción u omisión humana o los que son ocasio-
nados por fuerzas de la naturaleza.

Distritos de Drenaje: Superficies, previamente delimitadas, que no cuentan con 
infraestructura de riego, pero dadas condiciones naturales de humedad por la ocu-
rrencia de lluvias fuertes y prolongadas, son susceptibles de ser aprovechadas en 
labores agrícolas mediante el uso de diversas técnicas y obras que permiten el dre-
naje adecuado de dichas superficies al desalojar los excesos de agua. En torno a este 
territorio los productores agrícolas se organizan para el mejor aprovechamiento del 
agua, la tierra y la infraestructura.

Distritos de Riego: Es el área territorial conformada por una o varias superficies 
previamente delimitadas y dentro de cuyo perímetro se ubica una zona determina-
da de riego, con las obras de infraestructura hidráulica, aguas superficiales y del 
subsuelo correspondiente, así como sus vasos de almacenamiento, su zona estatal 
de protección y demás bienes, instalaciones y obras conexas necesarias para su 
operación y funcionamiento. En torno a este territorio los productores agrícolas se 
organizan para el mejor aprovechamiento del agua, la tierra y la infraestructura.

Gestión Integral de Cuencas: Conjunto de actividades normativas, administra-
tivas, operativas y de control que deben ser ejecutadas por el Estado y la sociedad 
para garantizar el desarrollo sostenible y la óptima calidad de vida de los habitantes 
de cada cuenca hidrográfica por un lado, y por otro lado, poner énfasis en la conser-
vación que promoverá el uso sustentable del suelo, agua y bosques, otros recursos 
asociados y el ambiente.

Humedales: Las zonas de transición entre los sistemas acuáticos y terrestres que 
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constituyen áreas de inundación temporal o permanente, sujetas o no a la influencia 
de mareas, como pantanos, ciénagas y marismas, cuyos límites lo constituyen el 
tipo de vegetación hidrófila de presencia permanente o estacional, las áreas donde 
el suelo es predominantemente hídrico y las áreas lacustres o de suelos permanen-
temente húmedos, originadas por la descarga natural de acuíferos.

Licencias de Aprovechamiento: Título administrativo exclusivo para el uso o 
aprovechamiento de las aguas nacionales que otorga la Autoridad Nacional del 
Agua exclusivamente, para el abastecimiento de acueductos que suministran agua 
potable a las poblaciones o para la generación de energía eléctrica. En el caso de las 
licencias de aprovechamiento destinados al abastecimiento de acueductos solo se 
otorgará esta licencia a las instituciones competentes del Estado.

Organización de Usuarios del Agua: Las que constituyen los usuarios del agua, 
con el objeto de lograr su participación en los comités de cuenca u otras organiza-
ciones acreditadas por la Autoridad del Agua.

Permiso de Vertido: Autorización otorgada por la Autoridad del Agua para el 
vertido y desalojo de aguas residuales por parte de personas naturales o jurídicas, 
públicas o privadas, cuando para ello se pretenda utilizar como cuerpos receptores 
los bienes nacionales de uso público.

Recurso Hídrico: El bien natural conocido comúnmente como agua en cualquiera 
de sus estados físicos.

Recarga: Volumen de agua que recibe un acuífero en un intervalo de tiempo dado. 
La recarga puede ser natural, artificial e incidental.

Registro Público Nacional de Derechos de Agua (RPNDA): Es la instancia 
adscrita a la Autoridad Nacional del Agua, en donde se inscribe y lleva el control de 
los derechos de acceso al recurso hídrico, al igual que las modificaciones o transmi-
siones de los mismos, así como de las servidumbres constituidas.

Reuso: El uso o aprovechamiento de aguas residuales con o sin tratamiento previo.

Ribera: Las franjas de terreno contiguas al cauce de las corrientes o al vaso de 
los depósitos naturales o artificiales, medidas horizontalmente a partir del nivel de 
aguas máximas ordinarias.

Servicios Ambientales de Carácter Hídrico: Servicios y beneficios de interés 
social que se generan o se derivan de las cuencas hidrográficas y sus componen-
tes, entre estos, la conservación de los ciclos hidrológicos y la provisión del agua 
en calidad y cantidad, la recarga de acuíferos; la purificación de cuerpos de agua; 
el amortiguamiento del impacto de los fenómenos naturales; la protección de la 

biodiversidad, de los ecosistemas y formas de vida; la protección y recuperación de 
suelos.

Unidad de Riego: Área agrícola que cuenta con infraestructura y sistemas de riego, 
distinta o parte de un Distrito de riego y de menor superficie que aquél, administra-
da por asociaciones de usuarios y de productores organizados que se asocian entre 
sí para prestar servicio de riego con sistemas de gestión autónoma y operar las obras 
de infraestructura hidráulica para la captación, derivación, conducción, regulación, 
distribución y desalojo de las aguas nacionales destinadas al riego agrícola.

Uso o Aprovechamiento: Es la utilización del recurso hídrico mediante la extrac-
ción de un volumen dado del cuerpo de agua directamente, o a través de un conjun-
to de obras e instalaciones para adecuar su disponibilidad en cantidad y calidad, a 
los fines específicos a que se destinen.

Uso Benéfico: La utilización efectiva de las aguas con fines que se consideran so-
cialmente aceptables, lo cual excluye todo intento de especulación, acaparamiento y 
conlleva la obligación de uso equitativo, eficiente y racional.

Uso Consuntivo: Es la diferencia del volumen de una calidad determinada de agua 
que se extrae, menos el volumen de una calidad también determinada de agua que 
se vierte a algún cuerpo receptor.

Uso no Consuntivo: Es el uso o aprovechamiento que no genera diferencia entre 
el volumen y calidad de agua captada inicialmente y el volumen y la calidad vertida, 
salvo pérdidas por evaporación en su utilización.

Uso para Consumo Humano: La utilización de aguas nacionales para cubrir las 
necesidades particulares de las personas y las de su hogar, incluyendo el abrevadero 
de animales domésticos, siempre y cuando no constituya una actividad lucrativa.

Usuario: Toda persona natural o jurídica que capte o use el recurso hídrico y que 
requiere o no una concesión o autorización de uso o aprovechamiento del mismo.

Vaso de Lago, Laguna y Estero: Los depósitos naturales de aguas delimitados 
por la cota de la creciente máxima ordinaria.

Vertido: Es la acción de verter, infiltrar, depositar o inyectar aguas residuales a un 
cuerpo receptor o al sistema de alcantarillado público, implicando obligatoriamente 
estar pretratadas o tratadas, de acuerdo a las normas de control de calidad de las 
mismas. Las aguas una vez vertidas son de dominio público.

Zonas Estatales: Las riberas o zonas contiguas a los cauces de las corrientes y a los 
vasos o depósitos de propiedad nacional.
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Zonas de Reserva: Las limitaciones en los derechos de uso o aprovechamiento 
de una porción o la totalidad de los recursos hídricos de una región hidrológica, 
cuenca, microcuenca o acuífero, para efectos de organizar o facilitar la prestación de 
un servicio público, implantar un programa de restauración, conservación o preser-
vación del recurso hídrico o porque el Estado por causas de interés social resuelva 
explotarlos.

Zonas de Veda: La supresión total del aprovechamiento del agua superficial o del 
subsuelo en una región determinada, cuenca o acuífero, en virtud del grave deterio-
ro del recurso hídrico en cantidad y calidad o por la afectación que se observe en el 
funcionamiento del ecosistema hidrológico.

Zonas de Protección: La faja de terreno que rodea la infraestructura hidráulica 
de propiedad nacional e instalaciones conexas, cuando dichas obras se consideren 
estratégica o de seguridad del Estado, en la extensión que en cada caso determine 
la Autoridad del Agua o el Organismo Regional de Cuenca, respectivo.

TÍTULO II
DE LOS VALORES Y PRINCIPIOS RECTORES, LOS INSTRUMENTOS DE 

GESTIÓN, LA PLANIFICACIÓN HÍDRICA Y LA DECLARACIÓN DE UTILIDAD 
PÚBLICA

Capítulo I
Principios Rectores de los Recursos Hídricos

Artículo 13.- 	
Sin perjuicio de lo establecido en el Decreto 107-2001, “Política Nacional de los Re-
cursos Hídricos”, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 233 del 7 de diciembre 
del 2001, la presente Ley se sustenta en los siguientes valores y principios:

a)	 Recurso Estratégico. El agua es un recurso estratégico para el desarrollo 
económico y social del país. La problemática del agua es un asunto de prio-
ridad nacional y su uso, aprovechamiento eficiente, calidad y las acciones de 
protección contra inundaciones y sequías, son condiciones necesarias para 
sustentar de manera sostenible el desarrollo económico y social y de garan-
tizar el abastecimiento básico a las presentes y futuras generaciones;

b)	 Conocimiento. Es de alta prioridad para el Estado el conocimiento del re-
curso hídrico del país, como elemento indispensable para la gestión soste-
nible del recurso. El Estado proveerá los recursos necesarios para la instala-
ción, operación y mantenimiento de las redes meteorológicas, hidrológicas e 
hidrogeológicas;

c)	 Preservación y Defensa. El agua es un recurso vital, limitado, vulnerable 
y finito cuya preservación y sustentabilidad es tarea fundamental e indecli-
nable del Estado y de la sociedad en su conjunto. Su acceso es un derecho 
irrenunciable de todo ser humano;

d)	 Administración Responsable. El agua es un recurso natural que debe 
estar protegido y administrado de forma responsable, su acceso permanente 
y continuo es un derecho intrínsecamente vinculado a la vida. Proveer su su-
ministro para el consumo de las personas representa una máxima prioridad 
nacional;

e)	 Mejor Integral. La gestión del agua se basa en el manejo integral de las 
cuencas superficiales y subterráneas, el uso múltiple de aguas y la interrelación 
que existe entre el recurso y el aire, suelo, flora, fauna y la biodiversidad;

f)	 Participación Ciudadana. El Estado debe asegurar la participación de 
todos los grupos e interesados, en la formulación e implementación de la 
política nacional hídrica y de los planes y programas correspondientes, a 
través de procesos que ubiquen las decisiones tan cerca como sea posible de 
los directamente afectados por las mismas;

g)	 Responsabilidad. Las personas naturales o jurídicas que contaminen los 
recursos hídricos, deberán asumir la responsabilidad de pagar los costo de 
la restauración de su calidad; y aquellas que hagan un uso eficiente y limpio 
del agua se harán acreedores de incentivos, incluyendo los de orden fiscal;

h)	 Coordinación Armónica. Debe existir coordinación armónica entre las en-
tidades estatales, con el fin de reforzar y mejorar las acciones o funciones 
propias, evitando el traslape y conflicto de competencias;

i)	 Precaución. La precaución prevalecerá cuando exista duda razonable sobre 
la posible afectación negativa, sobre el recurso hídrico o la cuenca. La auto-
ridad competente determinará si existe causa suficiente para que se puedan 
imponer las medidas preventivas y sanciones que estimen necesarias para 
evitar el daño; y

j)	 Rigor Subsidiario. El principio de rigor subsidiario que se presenta en los 
casos en que las medidas de planificación, administración, protección y con-
trol del agua, dictadas por las entidades regionales o locales dentro de la 
órbita de su competencia, sean más rigurosas que las emitidas por la Auto-
ridad del Agua.
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Capítulo II
De los Instrumentos de Gestión

Artículo 14.- 
Son instrumentos de gestión de los recursos hídricos:

a)	 La Política Nacional de los Recursos Hídricos (PNRH). Es el instrumento maes-
tro de la gestión integral del recurso hídrico. Dicha política orienta a los 
restantes instrumentos de la gestión hídrica;

b)	 El Ordenamiento Jurídico. Son todas las disposiciones jurídicas, tales como 
leyes, reglamentos, normas técnicas y disposiciones administrativas, que re-
gulan los recursos hídricos;

c)	 El Régimen de Concesiones, Licencias y Autorizaciones. Tiene como objetivo 
asegurar el control cuantitativo y cualitativo del uso del agua, así como el 
efectivo ejercicio de los derechos de acceso al agua;

d)	 El Cobro de Cánones por el Uso, Aprovechamiento, Vertido y Protección de 
los Recursos Hídricos. Con el fin de dar al usuario y a la sociedad indicaciones 
claras sobre el valor real del agua y las formas que sus costos inciden en su 
precio, prestación de servicios de agua y su conservación, así como, incenti-
var bajo los procesos y mecanismos pertinentes la racionalización del uso y 
reuso del agua y obtener recursos económicos para el financiamiento de la 
planificación hídrica;

e)	 El Pago por Servicios Ambientales del Recurso Hídrico. Tiene por objeto ela-
borar las bases económicas, técnicas, jurídicas y ambientales necesarias, 
para instrumentar un sistema de pago consistente y generalizado por estos 
servicios ambientales que se originan de las Cuencas Hidrográficas del país;

f)	 Los Instrumentos Sociales. Utilizados para procurar el acceso del recurso hí-
drico en beneficio de comunidades agrarias y zonas urbanas, ubicadas en 
zonas marginadas;

g)	 El Sistema Nacional de Información de los Recursos Hídricos. Conformado 
principalmente por la información geográfica, meteorológica, hidrológica, 
hidrogeológica e incluye el manejo de los bancos de datos, la operación y 
mantenimiento de las redes y la difusión de la información obtenida;

h)	  Los Incentivos Económicos y Fiscales. Destinados a apoyar el desarrollo e 
instrumentación de los planes, programas y proyectos públicos y privados 
que contribuyan a la preservación, uso y aprovechamiento del recurso hí-
drico nacional, así como para el mejoramiento de la calidad del agua y su 
recirculación y reuso incluyendo el fomento a la investigación y el desarrollo 
tecnológico sectorial; y

i)	 Los Apoyos Sociales. Permiten el acceso del recurso hídrico en beneficio de 
comunidades agrarias y zonas urbanas, ubicadas en zonas marginadas.

Capítulo III
De la Planificación Hídrica

Artículo 15.-
La planificación hídrica y otros instrumentos de planificación, considerada también 
como instrumento de gestión, son de carácter obligatorio por ser fundamental para 
la más eficaz, productiva y racional gestión del agua, la conservación de los recur-
sos naturales y del medio ambiente. Esta deberá precisar los objetivos nacionales, 
regionales y locales de la Política Nacional de los Recursos Hídricos, las prioridades 
para el uso y aprovechamiento de las aguas nacionales, así como, la conservación 
de su cantidad y calidad, los responsables de su ejecución, el origen y destino de los 
recursos requeridos.

Artículo 16.- 
La formulación e integración de la planificación hídrica, tendrá en cuenta adicio-
nalmente los criterios necesarios para garantizar el uso benéfico sostenible y el 
aprovechamiento integral de los recursos hídricos de las cuencas hidrográficas y los 
acuíferos como unidades de gestión.

Artículo 17.- 
La planificación hídrica, implica la elaboración de un Plan Nacional de los Recursos 
Hídricos por la autoridad nacional del agua, que servirá de base para que se ela-
boren planes y programas por cuenca, bajo la responsabilidad de los Organismos 
de Cuenca. Estos planes serán aprobados por el Consejo Nacional de los Recursos 
Hídricos (CNRH).

Los planes y programas aprobados serán parte integral del proceso de planificación 
hídrica. El Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH) evaluará periódicamen-
te los avances en la implementación del Plan Nacional y los planes y programas por 
cuenca.

Artículo 18.- 
El Plan Nacional de los Recursos Hídricos y los planes y programas por cuenca serán 
publicados en La Gaceta, Diario Oficial, sin perjuicio de que la Autoridad Nacional 
del Agua los difunda amplia e íntegramente por cualquier medio de comunicación 
social escrito de circulación nacional. Estos deberán ser revisados y actualizados al 
menos cada tres años.
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Capítulo IV
Declaración de Utilidad Pública

Artículo 19.- 
Para los efectos de esta Ley el Poder Ejecutivo, a propuesta de la Autoridad Nacional 
del Agua, previa consulta con los Consejos Regionales de las Regiones Autónomas 
de la Costa Atlántica y los Concejos Municipales, podrá declarar de utilidad pública:

a)	 La adquisición o aprovechamiento de tierras, bienes inmuebles y vías de 
comunicación que se requieran para la construcción, operación, manteni-
miento, conservación, rehabilitación, mejoramiento o desarrollo de las obras 
públicas hidráulicas y de los servicios respectivos;

b)	 La protección integral de las zonas de captación de las fuentes de abasteci-
miento, priorizando la conservación de suelos y de los recursos forestales, 
mismos que deberán ser objetos de programas de reforestación; y

c)	 La instalación, modernización y tecnificación de los distritos de riego o de 
drenaje y otras áreas bajo riego a fin de optimizar y permitir la gestión inte-
grada del agua y de la tierra.

Artículo 20.- 
Las afectaciones que en su caso puedan derivarse de lo dispuesto en este capítulo, 
quedan sujetas a los términos señalados en la Ley de Expropiación, Ley No. 229, 
publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 58, del 9 de marzo de 1976.

TÍTULO III
DEL SISTEMA DE ADMINISTRACIÓN DEL AGUA

Capítulo I
Del Consejo Nacional de los Recursos Hídricos

Artículo 21.- 
Créase el Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH) como instancia del más 
alto nivel y foro de concertación y participación, con facultades asesoras y de coordi-
nación, como de aprobación de las políticas generales, de planificación y seguimien-
to a la gestión que realiza la Autoridad Nacional del Agua (ANA) en el sector hídrico.

Este Consejo estará integrado por los titulares o sus representantes de las institucio-
nes y organizaciones siguientes:

a)	 Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales (MARENA), quien lo 
presidirá;

b)	 Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR);

c)	 Ministerio de Salud (MINSA);

d)	 Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC);

e)	 Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales (INETER);

f)	 Intendencia de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario;

g)	 Intendencia de Energía;

h)	 Un representante del Ministerio de Energía y Minas;

i)	 Un representante de la Comisión Nacional de Agua Potable y Alcantarillado 
Sanitario (CONAPAS);

j)	 Un representante de cada uno de los Consejos Regionales de las Regiones 
Autónomas de la Costa Atlántica;

k)	 Cuatro representantes de los sectores productivos; y

l)	 Cuatro representantes de organizaciones de usuarios.

Los representantes de los titulares en las sesiones del CNRH, deberán tener los pode-
res suficientes para la torna de decisiones. En las Sesiones del CNRH participará con 
voz, pero sin voto el Director de la Autoridad Nacional del Agua (ANA).

El Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH), cuando así lo considere nece-
sario, podrá invitar a sus reuniones a otras entidades de la administración pública y 
a otros representantes de los usuarios y de la sociedad, los cuales podrán intervenir 
con voz pero sin voto.

Artículo 22.- 
Se faculta al CNRH para integrar un Comité Técnico Asesor, integrado por técnicos 
y especialistas en la materia designados por los titulares miembros de la Comisión. 
Estos no podrán participar como representantes de los titulares ante el Consejo. El 
Reglamento determinará las facultades y funcionamiento de este Comité.

Artículo 23.- 
Sin perjuicio de otras atribuciones que le otorgue esta Ley y su Reglamento, el Con-
sejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH), tendrá las siguientes funciones irre-
nunciables:

a)	 Elaborar y actualizar la Política Nacional de los Recursos Hídricos

b)	 Aprobar el Plan Nacional de los Recursos Hídricos y los planes y programas 
por cuenca;

c)	 Ser instancia de consulta y de coordinación intersectorial para la planifica-
ción y administración integral de los recursos hídricos;
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d)	 Conocer y resolver los asuntos que se sometan a su consideración sobre la 
administración del agua y sobre los ingresos, bienes y recursos de la Autori-
dad Nacional del Agua (ANA);

e)	 Aprobar el establecimiento de los Organismos de Cuenca y Comités de Cuenca;

f)	 Previa consulta con los sectores y actores involucrados, aprobar las concesio-
nes para aprovechamiento de uso múltiple del agua o de carácter estratégico 
para el país, o que cubren más de un sector o una cuenca o impliquen la 
construcción de obras hidráulicas de grandes dimensiones; y

g)	 Aprobar su reglamento interno.

Capítulo II
De la Autoridad Nacional del Agua (ANA)

Artículo 24.- 
Se crea la Autoridad Nacional del Agua (ANA) que será el órgano descentralizado 
del Poder Ejecutivo en materia de agua, con personería jurídica propia, autonomía 
administrativa y financiera. Esta tendrá facultades técnicas-normativas, técnicas-
operativas y de control y seguimiento, para ejercer la gestión, manejo y adminis-
tración en el ámbito nacional de los recursos hídricos, de conformidad a la presente 
Ley y su Reglamento.

Artículo 25.- 
La ANA a fin de garantizar la gestión descentralizada y la operatividad en la gestión 
integral de los recursos hídricos en todo el país, deberá proponer al Consejo Na-
cional de los Recursos Hídricos (CNRH) para su aprobación, la conformación de los 
Organismos de Cuenca que se requieran de acuerdo a lo dispuesto en el Capítulo III 
del presente título.

Artículo 26.- 
Son funciones técnicas-normativas de la ANA, entre otras, las siguientes:

a)	 Formular y elaborar el Plan Nacional de los Recursos Hídricos;

b)	 Coordinar la elaboración de los Planes de Recursos Hídricos por Cuenca y 
vigilar su cumplimiento;

c)	 Elaborar el Balance Hídrico por cuenca en coordinación con las autoridades 
competentes;

d)	 Proponer los reglamentos de gestión de cuenca, incluyendo los acuíferos;

e)	 Realizar la caracterización de los cuerpos de aguas para usos potenciales;

f)	 Proponer las declaratorias de zonas de veda, de protección o de reserva de 

aguas, a las autoridades competentes en la materia sobre la base de los 
dictámenes técnicos requeridos;

g)	 Coordinar programas de cooperación técnica;

h)	 Promoverla investigación científica y el desarrollo tecnológico en materia de 
agua;

i)	 Impulsar la formación y capacitación de los recursos humanos que se requieran;

j)	 Otorgar, modificar, prorrogar, suspender o extinguir los títulos de concesión 
y licencia y para el uso o aprovechamiento del agua y de sus bienes, y los 
permisos para el vertido de las aguas residuales en cuerpos receptores de 
dominio público;

k)	 Organizar el funcionamiento del Registro Público Nacional de Derechos de 
Agua;

l)	 Proponer al Poder Ejecutivo para los trámites legislativos correspondientes, 
el establecimiento y las modificaciones de los cánones por el uso o aprove-
chamiento de recursos hídricos;

m)	 Normar, regular y controlar sobre la construcción de todo tipo de obras de 
infraestructura hidráulica;

n)	 Realizar periódicamente los estudios y análisis sobre la valoración económi-
ca y financiera del agua por fuente de suministro, localidad y tipo de uso, 
que soporten los criterios para el cobro de tarifas y cánones de agua, inclu-
yendo el pago por servicios ambientales hidrológicos; y

o)	 Proponer las declaratorias de clasificación de zonas de alto riesgo por inun-
dación.

Artículo 27.- 
Las funciones técnico operativas de la ANA son, entre otras:

a)	 Administrar y custodiar en forma integral y por cuenca las aguas nacionales 
que regula la presente Ley, así como preservar y controlar su cantidad y 
calidad. Igualmente elaborar en conjunto con MARENA y los Concejos Muni-
cipales correspondientes, los Planes de Manejo de los diferentes ecosistemas 
acuáticos;

b)	 Administrar y custodiar los bienes de dominio público y las obras públicas 
hidráulicas del Estado, excepto las que están a cargo de otras entidades 
públicas o privadas y las de los usuarios concesionados;

c)	 Establecer, organizar y administrar el Registro Público Nacional de Derechos 
de Agua;

d)	 Organizar y coordinar el Sistema de Información de los Recursos Hídricos 
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que hagan posible determinar la disponibilidad de las aguas nacionales en 
cantidad y calidad, así como, el inventario de los usos y usuarios del recurso;

e)	 Construir, por sí o a través de contratos con terceros, las obras públicas hi-
dráulicas a cargo del Estado;

f)	 Conciliar y, en su caso, servir a petición de los usuarios como árbitro en la 
solución de los conflictos relacionados con el agua;

g)	 Formular y aplicar programas que tenga por objetivo el que todos los usua-
rios de aguas nacionales cuenten con medidores, dispositivos o métodos 
indirectos de medición volumétrica

h)	  Definir los requisitos y lineamientos para el establecimiento de Distritos y 
Unidades de Riego y de Drenaje;

i)	 Ejercer supletoria y transitoriamente las funciones técnico- operativas de los 
Organismos de Cuenca, en los términos de la presente Ley y su Reglamento; y

j)	 Actuar como instancias de apelación de las decisiones de los Organismos de 
Cuenca.

Artículo 28.- 
La estructura orgánica de la Autoridad Nacional del Agua (ANA) se establecerá en 
el Reglamento de esta Ley. El Director de la ANA será nombrado por la Asamblea 
Nacional a través de temas propuestas por el Presidente de la República, con estricto 
apego a los requisitos que el cargo debe de cumplir.

Artículo 29.- 
La ANA, previa aprobación del Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH), 
podrá delegar el ejercicio parcial o total de sus facultades técnicas-operativas en los 
Organismos de Cuenca.

El traspaso de la ANA a los Organismos de Cuenca del ejercicio parcial o total de sus 
funciones técnicas-operativas, no significa la liberación de esas responsabilidades 
por parte de la ANA, la cual continuará conservando la tutela de dichas funciones y 
las funciones técnicas normativas a que se refiere el artículo 26 de esta Ley.

Artículo 30.- 
Para efectos de esta Ley cuando se haga mención del término Autoridad del Agua, 
se refiere a la Autoridad Nacional del Agua (ANA) o a los Organismos de Cuenca, 
en su caso.

Capítulo III
De los Organismos de Cuenca

Artículo 31.-
Se crean los Organismos de Cuenca como expresión derivada y dependiente en con-
cepto global de la ANA en las cuencas hidrográficas superficiales y del subsuelo 
en el territorio nacional, que funcionarán como instancias gubernamentales, con 
funciones técnicas, operativas, administrativas y jurídicas especializadas propias, 
coordinadas y armonizadas con la ANA, para la gestión, control y vigilancia del uso 
o aprovechamiento de las aguas en al ámbito geográfico de su Cuenca respectiva.

En el caso de que en algún territorio determinado no se haya instalado un Organis-
mo de Cuenca, la ANA ejercerá directamente con carácter temporal las funciones 
técnicas-operativas designadas hasta que se hayan constituido.

Artículo 32.- 
Los Organismos de Cuenca estarán integrados por:

a)	 Un Consejo Directivo;

b)	 Un Director; y

c)	 Unidades técnicas administrativas estrictamente necesarias.

Artículo 33.- 
El Consejo Directivo estará integrado por:

a)	 Un delegado de la ANA, quien lo presidirá;

b)	 Un Delegado de MARENA;

c)	 Los Alcaldes de todos los municipios que formen parte de la cuenca;

d)	 Un Delegado del INETER;

e)	 Un Delegado del MAGFOR; y

f)	 Un Delegado del MINSA.

El Director del Organismo de Cuenca fungirá como Secretario Técnico. El Consejo 
Directivo del Organismo de Cuenca cuando así lo considere conveniente, podrá in-
vitar a sus sesiones con voz pero sin voto, a delegados de las demás instituciones 
del Poder Ejecutivo, de los usuarios del agua o de grupos sociales interesados. Las 
funciones del Consejo Directivo del Organismo se establecerán en el Reglamento de 
esta Ley.

Artículo 34.- 
Los Directores del Organismo de Cuenca, serán nombrados en cada caso, por el Con-
sejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH) a propuesta de la Autoridad Nacional 
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del Agua (ANA), con estricto apego a los requisitos que el cargo debe de cumplir y 
que se establecerán en el Reglamento de esta Ley. Sus facultades y funciones serán 
definidas por el Consejo Directivo del Organismo de Cuenca respectivo.

Capítulo IV
De los Comités de Cuenca

Artículo 35.-
Se impulsará la participación ciudadana en la gestión del recurso hídrico, por medio 
de la conformación de Comités de Cuenca, subcuenca y microcuenca que se inte-
grarán por:

a)	 Representantes de los usuarios de agua de los diferentes usos en la cuenca;

b)	 Representantes del Consejo Directivo del Organismo de Cuenca;

c)	 Representantes de los Consejos Regionales Autónomos, en su caso; y

d)	 Representantes de Organizaciones no Gubernamentales acreditadas.

Estos Comités se constituirán como foros de consulta, coordinación y concertación 
entre los Organismos de Cuenca, entidades del Estado, municipios, Regiones Autó-
nomas, en su caso, así como las organizaciones no gubernamentales y los usuarios 
de la respectiva cuenca. Dichos Comités se organizarán y funcionarán atendiendo a 
lo establecido en el Reglamento de esta Ley.

En la conformación de los Comités de Cuenca deberá existir paridad numérica entre 
los representantes de los usuarios, la sociedad civil organizada y los funcionarios 
gubernamentales.

Previa la justificación técnica podrá establecerse más de un Comité de Cuenca dentro 
de la jurisdicción geográfica administrativa de los Organismos de Cuenca.

Artículo 36.- 
Los Comités de cuenca participarán en la formulación de los planes y programas que 
elabore el Organismo de Cuenca y además velarán por:

a)	 Una mejor administración de las aguas;

b)	 El desarrollo de la infraestructura hidráulica y de los servicios respectivos; y

c)	 La gestión de mecanismos financieros que permitan apoyar acciones enca-
minadas a la preservación y conservación de los recursos hídricos.

Capítulo V
Del Registro Público Nacional de Derechos de Agua

Artículo 37.-
Se crea el Registro Público Nacional de los Derechos de Agua (RNDA), como instan-
cia distinta de la Autoridad Nacional del Agua (ANA), pero con dependencia econó-
mica y administrativa de la misma, en el que deberán inscribirse los títulos de con-
cesión, autorización, licencias, asignación para el acceso del uso de las aguas y los 
permisos para el vertido de aguas residuales. También se inscribirán las prórrogas 
de los mismos, su suspensión, terminación y demás actos y contratos relativos a la 
transmisión total o parcial de su titularidad, o cualquier modificación o rectificación 
de los títulos o permisos registrados. Esto se sujetará a las disposiciones que esta-
blezca el Reglamento de esta Ley.

Artículo 38.- 
En el Registro Público Nacional de Derechos de Agua se inscribirán igualmente las 
obras e instalaciones para el uso y aprovechamiento de las aguas nacionales, su-
perficiales, del subsuelo o residuales, para lo cual, los propietarios de los inmuebles 
están obligados a proporcionar la información que se les solicite oficialmente, asi-
mismo, se inscribirán las zonas de veda, de protección y de reserva, las listas de 
usuarios de los Distritos y Unidades de Riego, las declaratorias de clasificación de 
los cuerpos de agua nacionales y la clasificación de zonas inundables, así como, las 
servidumbres, cargas y limitaciones que se establezcan a la propiedad en conexión 
con tales derechos, sin perjuicio de su inscripción en los Registros Públicos de la 
Propiedad y de las responsabilidades que le corresponden al Instituto Nicaragüense 
de Estudios Territoriales (INETER) y al Catastro Nacional de conformidad con la Ley 
de la materia.

Artículo 39.- 
Las constancias de inscripción que emita el Registro Público Nacional de Derechos 
de Agua, servirá como medio de prueba ante terceros de la existencia, titularidad y 
situación de los derechos de uso y vertido de aguas y bienes inherentes. La inscrip-
ción será condición indispensable para que la transmisión de la titularidad de estos 
derechos surta efectos legales ante terceros, incluso ante los Organismos de Cuenca 
y la ANA.

Artículo 40.-
 Toda persona podrá consultar el Registro Público Nacional de Derechos de Agua 
y solicitar a su costa, certificaciones de las inscripciones y documentos que dieron 
lugar a las mismas, así como sobre la inexistencia de un registro o de una inscripción 
posterior.
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TÍTULO IV
DEL USO O APROVECHAMIENTO DEL AGUA

Capítulo I
De las Concesiones, Autorizaciones y Licencias

Artículo 41.- 
El uso o aprovechamiento de las aguas nacionales por parte de las personas natura-
les o jurídicas, públicas o privadas, sólo podrá realizarse previa expedición de:

a)	 Título de Concesión, otorgado por la Autoridad Nacional del Agua (ANA), 
para uso o aprovechamiento distinto al de la Licencia;

b)	 Licencia Especial, otorgada por la Autoridad Nacional del Agua para:

-	 Abastecimiento de agua potable a las instituciones del estado competentes, y

-	 La generación de energía eléctrica hidroeléctrica y geotérmica.

c)	 Autorización, otorgada por la Alcaldía o los Consejos Regionales Autónomos 
de la Costa Atlántica, cuando exista convenio de colaboración administrativa 
suscrito con la ANA.

Artículo 42.- 
El trámite y otorgamiento de Licencias para el uso o aprovechamiento de aguas na-
cionales superficiales o del subsuelo para el suministro por acueductos u otro medio 
de suministro de servicios de agua potable, a cargo de las instituciones del Estado 
competentes, o para la generación de energía hidroeléctrica y geotérmica a cargo 
de personas naturales y jurídicas, públicas o privadas se realizará de conformidad a 
regulaciones especiales que dicte la Autoridad Nacional del Agua para tales efectos.

Artículo 43.-
Las autorizaciones señaladas en el inciso c) del artículo 41 se otorgarán cuando se 
trate de:

a)	 Captación de aguas para abastecimiento de acueductos menores o iguales a 
500 conexiones;

b)	 Captación de aguas para riego de parcelas menores o iguales a 3 hectáreas; o

c)	 Captación de aguas para usos menores a 3000 metros cúbicos mensuales.

Artículo 44.- 
Los derechos amparados en las licencias o autorizaciones para uso públicos urbanos 
y para consumo humano, no podrán ser objeto de cambio de destino de las aguas, 
salvo para abastecer a los mismos usos.

Artículo 45.- 
Sin menoscabo de lo dispuesto anteriormente la Autoridad Nacional del Agua (ANA), 
los Consejos Regionales y las Alcaldías, para el otorgamiento de concesiones, licen-
cias o autorizaciones, en su caso, deberán tomar en cuenta:

a)	 La Política Nacional de los Recursos Hídricos;

b)	 El Plan Nacional de los Recursos Hídricos;

c)	 El Plan Hidrológico por Cuenca;

d)	 El Plan de Gestión de Cuencas transfronterizas;

e)	 La caracterización de cuerpos de agua para usos potenciales;

f)	 Las declaratorias de veda;

g)	 Las de reserva de aguas para usos específicos; y

h)	 Los estudios hidrogeológicos que se soliciten.

Todo lo anterior sin perjuicio de otorgar preferencia al Estado o a sus instituciones en 
el uso o aprovechamiento de aguas que este requiera efectuar.

Capítulo II
Del Otorgamiento de Concesiones, Autorizaciones y Licencias

Artículo 46.- 
El otorgamiento de concesiones, autorizaciones y Licencias se sujetará a:

a)	 Los estudios de disponibilidad media anual del agua;

b)	 Los derechos del uso o aprovechamiento de agua registrados en el Registro 
Público Nacional de los Derechos de Agua;

c)	 El posible impacto social del uso o aprovechamiento solicitado;

d)	 La suscripción de un contrato entre el solicitante y la ANA.

Para el otorgamiento se tomará como indicador, en cuanto al uso o aprovechamiento 
de que se trate, el orden siguiente:

1.	 Consumo humano en forma natural;

2.	 Servicios de agua potable;

3.	 Uso agropecuario y forestal;

4.	 Uso para la conservación ecológica;

5.	 Generación de energía eléctrica para servicio público y autoconsumo.

6.	 Industrial;
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7.	 Acuicultura y piscicultura;

8.	 Uso medicinal, farmacéutico y cosmetológico;

9.	 Turismo y usos recreativos;

10.	 Navegación;

11.	 Uso de bebidas de diversas naturaleza, procesadas para su comercialización 
al público nacional, únicamente; y

12.	 Otros no especificados en el que el uso del agua es un componente o factor 
relevante.

El Organismo de Cuenca podrá modificar el orden señalado anteriormente, cuando 
así lo exija el interés social y previo a escuchar la opinión de los usuarios dentro de 
los Comités de Cuenca, exceptuando el uso para consumo humano y público urbano 
que siempre será preferente sobre cualquier uso.

En todo caso las concesiones y Licencias para aprovechamiento y uso de las aguas 
nacionales por parte de las personas naturales y jurídicas, públicas y privadas cuan-
do sean de impacto nacional, uso múltiple del agua, o de carácter estratégico para 
el país o que cubren mas de un sector o una cuenca o impliquen la construcción 
de obras hidráulicas de grandes dimensiones, deberán ser ratificados o no por la 
Asamblea Nacional.

Artículo 47.-
La Autoridad Nacional del Agua (ANA) o el Organismo de Cuenca en su caso podrán 
otorgar la concesión para riego agrícola:

-	 Al propietario de la tierra, cuando el agua esté localizada en dicha propie-
dad, y

-	 A quien demuestre haber realizado un uso previo de dichas aguas.

Artículo 48.- 
La concesión ó autorización para el uso o aprovechamiento de las aguas nacionales 
se otorgará hasta por un plazo que en ningún caso será menor a cinco ni mayor de 
treinta años, de acuerdo con los usos establecidos.

La duración de las concesiones y asignaciones serán definidas por la Autoridad del 
Agua en función de:

a)	 Las condiciones que guarde la fuente de suministro;

b)	 El uso específico del cual se trate;

c)	 La preferencia de los usos vigentes en la zona que corresponda; y

d)	 Las expectativas de crecimiento de dichos usos.

Capítulo III
De las Solicitudes de Concesión o Autorización

Artículo 49.- 
Las solicitudes de concesión y autorización deberán presentarse por escrito y conte-
ner lo siguiente:

a)	 Identificación del solicitante o de su representante legal, en su caso;

b)	 Identificación o ubicación del sitio y cuerpo de agua donde se pretende cap-
tar el recurso;

c)	  Título de Dominio o Cesión de Derecho extendido por el propietario de la 
tierra;

d)	 Estudio de Impacto Ambiental, cuando proceda;

e)	 Información sobre el uso actual del agua;

f)	 El caudal o volumen de agua requerido expresado en el sistema métrico 
decimal, en forma mensual;

g)	  Especificaciones sobre el uso inicial que se dará al agua;

h)	 El plazo por el cual se solicita la concesión o autorización;

i)	 Disposición final de los vertidos, el volumen y las características del mismo;

j)	 El permiso para la realización de las obras; y

k)	 Las demás que se indiquen en el Reglamento de la presente Ley.

Artículo 50.- 
Tratándose de solicitudes de concesión para cualquier uso se deberá asumir en la 
misma, la obligación de sujetarse a las normas técnicas obligatorias nicaragüenses, 
emitidas por el MARENA relacionadas con el vertido de aguas residuales, por el 
acopio, uso o aplicación de agroquímicos o productos tóxicos peligrosos y otras sus-
tancias que puedan contaminar el suelo, subsuelo y los cuerpos de agua nacionales.

Artículo 51.- 
La Autoridad Nacional del Agua (ANA), a través del Organismo de Cuenca, o en su 
caso la Alcaldía correspondiente, deberán contestar las solicitudes de concesión o 
autorización, dentro de un plazo que no excederá de sesenta días hábiles, contados 
a partir de la fecha en que los solicitantes hayan cumplido con los requisitos men-
cionados anteriormente.

Artículo 52.- 
En el caso de las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica, previo al otorgamiento 
de toda Concesión se deberá obtener la aprobación de los Consejos Regionales Au-
tónomos, el cual tendrá un plazo de noventa días para pronunciarse.
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Capítulo IV
De las Prórrogas

Artículo 53.-
Las concesiones o autorizaciones podrán prorrogarse hasta por un plazo, volumen 
y uso igual al de su título original, siempre y cuando sus titulares no incurrieren en 
las causales de extinción previstas en la presente Ley y lo soliciten seis meses antes 
de su vencimiento.

La falta de presentación de la solicitud dentro del plazo establecido, se considerará 
como renuncia al derecho de solicitar la prórroga.

Artículo 54.- 
Para el otorgamiento de la prórroga se deberán considerar aspectos como:

a)	 Las inversiones realizadas o por realizarse para el desarrollo hidráulico; por 
cuenta de los concesionarios;

b)	 La situación de disponibilidad del agua; y

c)	 El estado de afectación de las fuentes.

También será considerado como elemento fundamental para cualquier otorgamiento 
de prórroga, el cumplimiento efectivo, hasta la fecha de vencimiento, de los térmi-
nos establecidos en el correspondiente título o autorización y lo establecido en ésta 
Ley y su Reglamento.

Capítulo V
De las Suspensiones del Título de Concesión o Autorización

Artículo 55.- 
El derecho de uso de aguas, independientemente de la aplicación de las sanciones 
que procedan se suspenderá cuando el titular no cumpla con las obligaciones de 
pago de los cánones a que se refiere esta Ley, durante un lapso mayor a un año 
fiscal.

Artículo 56.- 
En todo caso, se otorgará al titular del derecho de usos de aguas, un plazo de quince 
días hábiles a partir de la notificación oficial, par presentar sus alegatos ante la ANA 
o el Organismo de Cuenca, según corresponda, y con base a ello, ésta imponga los 
plazos pertinentes para que regularice su situación antes de aplicar la suspensión 
respectiva.

La suspensión es de naturaleza temporal y subsistirá en tanto el infractor no regu-
larice su situación o se dicte resolución por la Autoridad del Agua decretando su 
levantamiento.

Capítulo VI
De la Extinción y Nulidad

Artículo 57.- 	
El derecho de uso de aguas, sólo podrá extinguirse por:

a)	 Vencimiento del plazo de vigencia establecido en los títulos y autorizaciones 
respectivos, excepto cuando se hubiere prorrogado en los términos del artí-
culo 53 de esta Ley;

b)	 Renuncia del titular o disolución o extinción de la persona jurídica, titular de 
los derechos de uso de aguas;

c)	 Muerte del titular, excepto cuando se compruebe algún derecho sucesorio;

d)	 Cuando la Autoridad del Agua declare la caducidad parcial o total por dejar 
de usar o aprovechar las aguas nacionales durante tres años consecutivos, 
a partir de la fecha de expedición de la concesión o autorización correspon-
diente;

e)	 Declaración por causa de utilidad pública, en cuyo caso requerirá indemniza-
ción, cuyos montos serán fijados por perito en los términos de Ley;

f)	 Mengua significativa en la capacidad y sostenibilidad de la fuente de agua 
con peligro de degradación y extinción; y

g)	 Resolución Judicial.

La declaratoria de extinción de los derechos de uso de aguas, en los términos del 
presente artículo, requerirá la previa audiencia de sus titulares. Previo a la declarato-
ria por causa de utilidad pública, el concesionario podrá hacer uso de sus derechos 
ante los tribunales competentes.

Artículo 58.- 
La Nulidad del derecho de uso, independientemente de las sanciones que procedan, 
podrá ser declarada por la Autoridad del Agua en los siguientes casos:

a)	 Cuando se haya proporcionado información falsa para la obtención del título 
o autorización;

b)	 Cuando en la expedición del mismo haya mediado error o dolo atribuible al 
concesionario o a terceras personas;

c)	 Cuando el título o autorización haya sido otorgado por funcionario sin facul-
tades para ello; y

d)	 Haberse expedido en contravención a las disposiciones de la presente Ley o 
del Reglamento correspondiente.
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Capítulo VII
De los Derechos y Obligaciones de los Titulares

Artículo 59.- 
Los titulares de un derecho de uso de aguas, por este sólo hecho podrán:

a)	 Usar o aprovechar las aguas nacionales y los bienes del Estado en los térmi-
nos de la presente Ley, su Reglamento y el título o autorización respectiva;

b)	 Realizar por su cuenta y a su costo, las obras o trabajos necesarios para 
ejercer los derechos conferidos en el título o autorización correspondiente;

c)	 Obtener la constitución de servidumbres legales en los términos establecidos 
por la legislación aplicable;

d)	 Renunciar a los derechos de uso;

e)	 Solicitar correcciones administrativas o duplicados de sus concesiones o au-
torizaciones;

f)	 Obtener prórroga de vigencia de derechos de uso de agua, de acuerdo con 
lo previsto en el artículo 53 de esta Ley; y

g)	 Los demás que le otorguen esta Ley y su Reglamento.

Nota: Error en Gaceta, del inciso c) pasa al e), omitiendo el inciso d).

Artículo 60.-
Las obligaciones de los titulares del derecho de uso de aguas serán las siguientes:

a)	 Ejecutar las obras y trabajos para el uso o aprovechamiento de las aguas en 
los términos y condiciones que establece esta Ley, su Reglamento, la conce-
sión o autorización respectiva, y vigilar su ejecución, para prevenir efectos 
negativos a terceros, a los cuerpos de agua, al desarrollo hidráulico de las 
fuentes de abasto o a las cuencas y acuíferos;

b)	 Comprometerse en el mismo título o autorización otorgada a instalar y man-
tener en buen estado los equipos necesarios y dispositivos para contabilizar 
el volumen o caudal captado;

c)	 Cumplir con los pagos o los cánones que le correspondan de acuerdo a lo 
establecido en esta Ley y su Reglamento y en las demás disposiciones apli-
cables;

d)	 Sujetarse a las disposiciones generales y normas técnicas obligatorias que 
emitan las autoridades responsables, en materia de seguridad hidráulica, 
equilibrio ecológico, salud y protección del ambiente;

e)	 Permitir al personal de la ANA, Organismos de Cuenca, y de otras institucio-

nes, la inspección de las obras e instalaciones en construcción o ya construi-
das, incluyendo la perforación de pozos;

f)	 Permitir la lectura y verificación del funcionamiento de los elementos de me-
dición, así como proporcionar la información que les sea requerida; e

g)	 Implementar acciones ordenadas por MARENA o MAGFOR, según correspon-
da, que contribuyan a la restauración hidrológica, como:

1. Evitar las quemas;

2. Prácticas de conservación de suelos y agua;

3. Reforestación y manejo de bosques en una superficie equivalente al área del 
proyecto, en caso de que dichos proyectos no estén sujetos al Estudio de Impacto 
Ambiental; y

4. Prevenir y controlar la contaminación y el agotamiento del agua.

Capítulo VIII
Disposiciones Comunes

Artículo 61.- 
La concesión o autorización y sus prórrogas, no garantizan la existencia o invariabi-
lidad del volumen de agua concesionada, por lo tanto el Estado no será responsable 
cuando por causas naturales no pueda garantizarse al titular el caudal o volumen 
concedido.

Artículo 62.- 
Cuando se trate de concesiones para aprovechamiento de uso múltiple u obras de 
grandes dimensiones, el CNRH con el apoyo de su Comité Técnico Asesor y en coor-
dinación con la ANA, previamente hará las consultas técnicas y de viabilidad con 
los sectores que pudieren ser perjudicados con el otorgamiento del derecho de uso, 
aprovechamiento o permiso de vertido, sin perjuicio de las consultas y aprobación 
que por Ley se establecen para el caso de las Regiones Autónomas de la Costa At-
lántica y la opinión de los Municipios respectivos.

Artículo 63.- 
El titular del derecho de uso de aguas, sólo podrá cambiar parcial o totalmente el 
destino o uso de las aguas, previa autorización de la Autoridad del Agua. Dicha 
variación será definitiva. La obtención de la autorización será siempre necesaria, ya 
sea que se altere o no el uso consuntivo. Se exceptúan el uso de agua para consumo 
humano y para el abastecimiento de agua a poblaciones.
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La solicitud de la autorización a que se refiere el párrafo anterior deberá señalar:

a)	 Los datos o referencias del título de concesión o autorización;

b)	 El tipo de variación o modificación al uso de que se trate;

c)	 Lo inherente a la modificación del punto de extracción;

d)	 El sitio y la calidad del vertido de las aguas residuales; y

e)	 La alteración, en su caso, del uso consuntivo y la modificación del volumen 
de agua concesionado o autorizado, mismos que no podrán ser superiores al 
original.

En caso de proceder la autorización, será necesario presentar el Estudio de Impacto 
Ambiental, en los términos establecidos por la Ley.

Artículo 64.- 
Para la ejecución de proyectos de obras de almacenamiento y derivación de aguas 
y descarga de aguas residuales, se requiere del previo dictamen técnico de la Auto-
ridad Nacional del Agua o consejos regionales autónomos o del municipio, cuando 
haya sido delegado y en coordinación con MARENA, así mismo, los proyectos de 
construcción, reposición, relocalización, profundización o cambio de capacidad o de 
instrumentos de medición y equipamiento de los pozos existentes o en su defecto, 
de cualquier otra obra construida o por construir que se utilice o se vaya a utilizar 
para el uso o aprovechamiento de las aguas nacionales.

Artículo 65.- 
La Autoridad del Agua está obligada a cumplir con los plazos establecidos para la 
resolución de las solicitudes presentadas y realizar las notificaciones respectivas a 
los interesados.

TÍTULO V
DE LOS USOS DE LAS AGUAS NACIONALES

Capítulo I
Consumo Humano

Artículo 66.- 
Las aguas utilizadas para consumo humano tienen la más elevada e indeclinable 
prioridad para el Estado nicaragüense, no pudiendo estar supeditada ni condiciona-
da a cualquier otro uso.

Artículo 67.- 
Toda persona, sin necesidad de autorización alguna, tiene derecho al uso de las 
aguas nacionales por medios manuales o mecánicos manejados por fuerza humana 

o de tracción animal, para fines de consumo humano y de abrevadero, siempre y 
cuando tenga libre acceso a ellas, no cause perjuicios a terceros, ni implique de-
rivaciones o contenciones ni se produzca una alteración en la calidad del agua; o 
realicen actividades que deterioren de alguna forma el cauce y sus márgenes, lo 
alteren o contaminen.

Artículo 68.- 
Las personas naturales y jurídicas que capten o distribuyan agua para este tipo de 
uso, son responsables del cumplimiento de las normas técnicas obligatorias aplica-
bles en materia de salud y calidad.

Capítulo II
Servicio de Agua Potable

Artículo 69.- 
El uso o aprovechamiento de aguas nacionales superficiales o del subsuelo para el 
suministro por acueductos u otro medio de servicios de agua potable, requiere de 
una Licencia especial de aprovechamiento otorgada por la Autoridad Nacional del 
Agua (ANA), y de conformidad a lo que se establezca en un Reglamento especial 
que para tal efecto dicte esta autoridad, tomando en cuenta lo dispuesto en el Arto. 
4 de esta Ley.

Esta licencia especial es independiente de la que otorga la autoridad competente 
en materia de prestación de los servicios públicos de agua potable y alcantarillado 
sanitario.

Artículo 70.- 
La prestación de servicios públicos de agua potable y alcantarillado sanitario a las 
poblaciones a través de acueductos o cualquier otro medio, le corresponde de ma-
nera exclusiva al Estado a través de las instituciones constituidas para tales efectos, 
y de conformidad a lo establecido en su legislación particular.

Artículo 71.- 
En los casos en donde no exista cobertura permanente y continua del sistema de 
acueducto para abastecimiento de agua potable, las instituciones competentes y 
responsables de este servicio público, deberán garantizar temporalmente el abaste-
cimiento mínimo en cantidad y calidad, por cualquier forma y medios. Estas mismas 
instituciones elaborarán los proyectos básicos para el abastecimiento de agua pota-
ble a costos realmente accesibles, primordialmente cuando sea destinada a sectores 
marginales o a población ubicada en asentamientos precaristas urbanos o rurales.

Artículo 72.-
Lo relacionado al cumplimiento de las normas sobre el servicio de agua potable y 
alcantarillado sanitario se rige por lo establecido en las leyes vigentes de este sector.
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Capítulo III
Uso Agropecuario

Artículo 73.- 
Conforme a lo que dispone esta Ley y su Reglamento se podrá otorgar concesión a 
las:

1.	 Personas naturales o jurídicas para el uso o aprovechamiento individual de 
aguas nacionales para fines agrícolas, ganaderas o forestales. Para uso agro-
pecuario las concesiones se otorgarán para áreas mayores de veinte hectá-
reas dentro de la misma propiedad.

2.	 Personas jurídicas organizadas en asociaciones para administrar u operar un 
Distrito de riego.

Artículo 74.- 
El Poder Ejecutivo a través del Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) y en 
coordinación con la Autoridad del Agua, promoverá activamente el desarrollo pro-
ductivo y racional del uso del riego para fines de mejorar e incrementar la produc-
ción y exportación agropecuaria, incluyendo la acuicultura, a niveles competitivos, 
asegurando gradualmente la independencia alimentaria del país al menos en sus 
insumos populares básicos. Para ello establecerá diversas facilidades y estímulos 
económicos, fiscales y financieros, preferentemente en los casos siguientes:

a)	 Cuando se compruebe el uso eficiente y productivo de los volúmenes de 
agua concesionados o autorizados.

b)	 Cuando se verifique la implementación de modernas tecnologías y métodos 
dentro de parámetros óptimos de costos y competitividad que incrementen 
la producción más limpia y eviten la contaminación de las aguas superficia-
les y subterráneas.

Artículo 75.- 
La Autoridad del Agua promoverá la organización de los productores rurales y la 
construcción de la infraestructura colectiva en forma de Distritos de Riego o Unida-
des de Riego, para el uso o aprovechamiento del agua para fines agrícolas, pasto-
riles y forestales.

La Organización de estos Distritos y Unidades de Riego podrán estar conformadas 
por personas naturales o jurídicas que sean usuarios del recurso hídrico en una 
Cuenca determinada, con el objeto de integrar redes públicas que permitan propor-
cionar servicios de riego agrícola y de actividades pecuarias y acuicultura a diversos 
usuarios. El Reglamento de la presente Ley regulará lo concerniente a los objetivos 
y requisitos para el funcionamiento de estos Distritos y Unidades.

Artículo 76.-
Las aguas servidas debidamente tratadas y previa comprobación de su no afectación 
a la salud humana y ecosistema, podrán ser usadas para riego.

Para efectos de este artículo, el fertiriego se define como el uso, de aguas residuales 
debidamente tratadas provenientes de complejos agroindustriales, que sirven de 
nutrientes al suelo y evitan la contaminación de las Cuencas.

Capítulo IV
Generación de Energía Eléctrica Basándose en Aguas Nacionales

Artículo 77.- 
El Estado tendrá la prioridad para el establecimiento de plantas generadoras de 
energía eléctrica a base de la utilización racional, sostenible y productiva de los 
recursos hídricos. La escala de estas debe limitarse a niveles que garanticen la pro-
tección del medio ambiente y la conservación de los recursos naturales y su entorno. 
Para estos efectos los estudios de impacto económico y social deberán respetar los 
derechos constitucionales de las poblaciones directamente afectadas.

Artículo 78.-
Para el uso o aprovechamiento de aguas nacionales superficiales o del subsuelo 
para la generación de energía eléctrica, se requiere de una Licencia exclusiva otorga-
da por la Autoridad Nacional del Agua (ANA), de conformidad a regulaciones espe-
ciales que dicte esta autoridad para esos efectos. Esta licencia es independiente a la 
que otorga la autoridad competente en materia de generación de energía eléctrica.

Artículo 79.- 
El otorgamiento de la Licencia para el uso o aprovechamiento de aguas nacionales, 
requerirá de una autorización previa de parte de la Institución del Estado que regula 
las actividades de generación de energía eléctrica de conformidad a su legislación 
vigente.

Artículo 80.- 
La institución rectora del sector energético del país, deberá establecer permanente 
coordinaciones con la ANA a efecto de solicitarle, antes de promover proyectos de 
generación de energía eléctrica, información técnica sobre el potencial de genera-
ción, disponibilidad del recurso y posibles afectaciones a otros usos o a terceros, así 
como, la evaluación ambiental estratégica del MARENA respecto a la viabilidad y el 
impacto ambiental que pudieran causar las obras al medio ambiente, para salva-
guardar los derechos respectivos.

Artículo 81.- 
La autorización para la instalación de plantas hidroeléctricas siempre que requieran 
embalses u obras mayores de infraestructura deberá ser objeto de leyes especiales 
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y específicas para cada proyecto en cuestión, mismos que habrán de sujetarse a las 
condiciones y requerimientos que establezcan los estudios de impacto ambiental y 
de orden socioeconómico que la Ley determine para cada proyecto, además de re-
querir siempre la aprobación del Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH).

Capítulo V
Conservación Ecológica

Artículo 82.- 
El MARENA con base en los estudios que se realicen en coordinación con la Auto-
ridad Nacional del Agua (ANA), el Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales 
(INETER) y otras instituciones del Estado, determinará los caudales mínimos y las 
condiciones de calidad de las aguas requeridas para mantener el equilibrio ecoló-
gico y sostener la biodiversidad de las cuencas, subcuencas y microcuencas de ríos, 
lagos, lagunas, esteros, manglares o acuíferos específicos.

Artículo 83.- 
Los caudales mínimos y las condiciones de calidad de las aguas a que se refiere el 
artículo anterior, serán constitutivas de un derecho de manejo de aguas no transfe-
ribles, custodiado y administrado por el MARENA.

Artículo 84.- 
La Autoridad del Agua, promoverá incentivos y estímulos económicos, incluyendo 
los fiscales y financieros, a las personas naturales o jurídicas que protejan y conser-
ven las fuentes hídricas y reforesten las cuencas donde están ubicadas sus propie-
dades.

Capítulo VI
Otros Usos

Artículo 85.- 
El uso o aprovechamiento de aguas nacionales superficiales o del subsuelo para 
otros usos distintos a los mencionados en los Capítulos anteriores, como transporte 
comercial, minero y medicinal, requiere de una concesión otorgada por la Autoridad 
Nacional del Agua (ANA) en los términos de esta Ley y su Reglamento.

En el caso del uso o aprovechamiento de aguas nacionales superficiales o del sub-
suelo para el turismo, se sujetará a lo dispuesto en la legislación de la materia, sin 
perjuicio de que en el Reglamento de la presente Ley se definan las actividades 
específicas que estarán sujetas a la anterior disposición.

Artículo 86.- 
Para el otorgamiento de la concesión señalada anteriormente será necesario ob-

tener, de parte de los interesados, las autorizaciones que para cada actividad se 
requiera para el uso o aprovechamiento de agua nacionales, además de ejercer las 
actividades de manera lícita.

TÍTULO VI
DEL RÉGIMEN ECONÓMICO DEL AGUA

Capítulo I
De los Cánones

Artículo 87.- 
Se establece el pago de un canon por el uso o aprovechamiento de aguas nacio-
nales y los bienes nacionales que administre la Autoridad del Agua. Este canon se 
establecerá y aprobará mediante Ley especial dictada por la Asamblea Nacional. El 
MARENA será responsable de proponer los cánones por vertidos para su inclusión 
en la Legislación especial.

Artículo 88.- 
El establecimiento del canon deberá tomar en cuenta básicamente:

a)	 La disponibilidad relativa del agua en la localidad o región en donde se 
realice la extracción;

b)	 La productividad y el beneficio económico que le confiere el uso de agua al 
usuario;

c)	 Si es uso consuntivo o no;

d)	 Si es insumo o componente principal del producto final;

e)	 Los volúmenes utilizados;

f)	 Su contribución en la generación de impuestos y en la generación de em-
pleo;

g)	 Si produce bienes destinados a la exportación; y

h)	 Si produce bienes de consumos de primera necesidad.

La Autoridad del Agua podrá contemplar aspectos muy sensitivos de carácter social 
y humanitario a fin de garantizar el suministro de agua potable a la población de 
más escasos recursos económicos y niveles de extrema pobreza en condiciones es-
peciales.

Artículo 89.- 
Los montos recaudados por los cánones por el uso o aprovechamiento de aguas 
nacionales, se destinarán preferentemente a cubrir los gastos para la administración, 
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planificación, investigación, desarrollo tecnológico y de sistemas de información, así 
como, financiar inversiones del Estado en obras sociales de atención a comunidades 
marginadas, así como, de protección y beneficio ambiental.

Capítulo II
Del Fondo Nacional del Agua

Artículo 90.-
Créase el Fondo Nacional del Agua, el que se formará y financiará fundamentalmen-
te con los ingresos provenientes del pago de canon, partidas presupuestarias, las 
multas por infracciones a esta Ley, otros aportes y donaciones de entidades nacio-
nales o internacionales.

Artículo 91.- 	
El Fondo Nacional del Agua tendrá como objetivo principal coadyuvar al financia-
miento de programas y actividades relacionadas con la Política, el Plan Nacional de 
los Recursos Hídricos, los planes hidrológicos por cuencas y la restauración de las 
mismas.

Artículo 92.- 
El Fondo Nacional del Agua, será administrado por un Comité que se regirá por un 
Reglamento Especial que aprobará el Poder Ejecutivo, conforme a propuesta que le 
presente el Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH).

Capítulo III
De los Servicios Ambientales Hidrológicos

Artículo 93.- 
En la identificación de los servicios ambientales de carácter hídrico deberá ser objeto 
de especial atención las regiones, cuencas, subcuencas y acuíferos que observen 
un mayor deterioro ambiental o bien exista un mayor riesgo de agotamiento y que 
pueda o esté ocasionando cambios de la cubierta vegetal, daños a la fauna y riesgos 
a la población por cambio climático de los microsistemas y otras calamidades.

Artículo 94.- 
Los servicios ambientales de carácter hídrico deberán estar dirigidos a garantizar el 
buen desempeño de las cuencas y acuíferos, para lo cual se podrán establecer pagos 
por estos servicios en:

a)	 Zonas de recarga, incluyendo bosques y selvas;

b)	 Nacimientos de manantiales;

c)	 Cuerpos receptores contaminados;

d)	  Acuíferos sobreexplotados;

e)	 Humedales;

f)	 Embalses naturales, artificiales y estuarios;

g)	 Algunos lagos, lagunas, esteros, ríos de uso turístico, recreativo y producti-
vo, con problemas de cantidad y calidad

Artículo 95.- 
Para efectos de lo establecido en este Capítulo y con el objeto de financiar los pagos 
por servicios de carácter hídrico ambientales de una manera sostenible, la ANA im-
plementará los mecanismos correspondientes de cobro y pago por estos servicios, 
para lo cual solicitará la participación y apoyo de instituciones u organizaciones.

El pago por servicios ambientales de carácter hídrico es un incentivo a la conser-
vación, protección, uso racional del agua y demás recursos naturales existentes, 
en determinadas cuencas hidrográficas, el cual será regulado por una Ley Especial.

La ANA vigilará que los proveedores de los servicios ambientales de carácter hídrico, 
reciban la justa retribución y pago por los servicios que proporcionan.

TÍTULO VII
DE LA PROTECCIÓN DE LAS AGUAS

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 96.- 
Es de interés social asegurar la calidad de los cuerpos de aguas nacionales, a través 
de la promoción y ejecución de las medidas y acciones necesarias para su debida y 
permanente protección y conservación. Se prohíbe la tala o corte de árboles o plan-
tas de cualquier especie, que se encuentren dentro de un área de doscientos metros 
a partir de las riberas de los ríos y costas de lagos y lagunas a fin de proteger el 
recurso hídrico existente, sin perjuicio de lo establecido en el Arto. 57 de la Ley No. 
559, “Ley especial de Delitos contra el Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, 
del 21 de noviembre del 2005.

Artículo 97.-
Es responsabilidad del Estado con la participación de los Gobiernos Municipales, 
Asociaciones de Municipios, Sector Privado, Organizaciones No Gubernamentales y 
población en general, la protección, conservación y destino de las aguas del Gran 
Lago de Nicaragua o Cocibolca.

Este lago deberá considerarse como reserva natural de agua potable, siendo del 
más elevado interés y prioridad nacional para la seguridad nacional, debiéndose 
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establecer mecanismos y regulaciones específicas que aseguren y regulen la produc-
tividad del agua y al mismo tiempo que aseguren el mantenimiento e incremento 
de los caudales que permitan el desarrollo de las actividades económicas, sin me-
noscabo de la producción de agua, tanto en cantidad como en calidad, prohibiendo 
la introducción y cultivo de especies exóticas invasoras, igual que evitando la con-
taminación del recurso y el deterioro de su ecosistema por vertidos industriales y 
domésticos.

Artículo 98.- 
El Estado es responsable de garantizar todo el proceso de recuperación y sanea-
miento del Lago de Managua o Xolotlán, y lagunas que estén contaminadas, a los 
efectos de definir posteriormente en coordinación con todas las instituciones guber-
namentales y organizaciones civiles involucradas, los tipos de usos que deberán ser 
permitidos o autorizados por la Autoridad Nacional del Agua (ANA) en consulta con 
el Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH).

Artículo 99.- 	
Las personas naturales y jurídicas que usen o aprovechen aguas en cualquier uso 
o actividad, están obligadas a cumplir las disposiciones normativas que establezca 
MARENA para prevenir su contaminación y en su caso reintegrarlas en condiciones 
adecuadas, a fin de permitir su utilización posterior en otras actividades o usos y 
mantener el equilibrio de los ecosistemas.

Las empresas públicas y privadas que realizan actividades económicas haciendo 
uso de los recursos hídricos deberán destinar un porcentaje de sus ingresos para 
incentivo a los propietarios que manejan eficientemente el recurso hídrico, bosques 
y suelos a nivel de las Cuencas, de conformidad con lo establecido en el artículo 87 
de la presente Ley.

Artículo 100.- 
La perforación de pozos o valoración de manantiales con fines potables y otras 
formas de captación para abastecimiento de poblaciones, requerirán estudios hidro-
geológicos a detalle del entorno, así como de análisis físicos, químicos y biológicos 
completos de metales pesados, plaguicidas y otros.

Las empresas que construyan repartos residenciales o viviendas, zonas francas de 
cualquier tipo, deberán construir su propio sistema de pozos para el suministro de 
agua potable de los repartos, que deberán ser administrados por el organismo na-
cional competente.

Artículo 101.-
El MARENA en consulta con la Autoridad del Agua, con el objeto de asegurar la 
protección de las aguas nacionales, deberá:

a)	 Promover la ejecución de planes de protección de los recursos hídricos en 
cuencas y acuíferos, considerando las relaciones existentes con los usos del 
suelo, la cantidad y calidad del agua;

b)	 Promover o realizar las medidas necesarias para evitar que desechos y sus-
tancias tóxicas, provenientes de cualquier actividad, contaminen las aguas 
nacionales y los bienes de dominio público que le son inherentes;

c)	 Implementar programas de reducción de emisiones de contaminantes, es-
tableciendo compromisos con los diferentes agentes que viertan sus aguas 
residuales a los cuerpos receptores nacionales, para que en plazos determi-
nados, y en forma paulatina, cumplan con las normas técnicas correspon-
dientes;

d)	 Realizar las consultas necesarias entre los usuarios del agua y demás grupos 
de la sociedad civil, para determinar metas de calidad, plazos para alcanzar-
las y los recursos que deben obtenerse para tal efecto; y

e)	 Coordinar los estudios y demás trabajos necesarios para determinar los pa-
rámetros que deberán cumplir los vertidos, la capacidad de asimilación y 
dilución de los cuerpos de aguas nacionales y las cargas de contaminantes 
que éstos pueden recibir.

Nota: Error en Gaceta, se repite dos veces el inciso d).

Además de participar con otras instituciones responsables en la:

a)	 Formulación y realización de estudios para evaluar la calidad de los cuerpos 
de agua nacionales de acuerdo con los usos a que se tenga destinado el 
recurso y realización del monitoreo sistemático y permanente;

b)	 Vigilancia para que el agua suministrada para consumo humano cumpla con 
las normas de calidad correspondientes;

c)	 Vigilancia para que el uso de las aguas residuales cumpla con las normas de 
calidad del agua, emitidas para tal efecto;

d)	 Implementación de mecanismos de respuesta rápido, oportuno y eficiente, 
ante una emergencia o contingencia ambiental, que se presente en los cuer-
pos de agua o bienes nacionales, así como, la realización de estudios que 
se requieran para la determinación y cuantificación del daño ambiental en 
cuerpos receptores, así como el costo de su reparación. Nota: Error en Gace-
ta, se repite dos veces el inciso c)
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Capítulo II
De los Permisos de Vertido

Artículo 102.- 
Las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas requieren de permiso otorga-
do por la Autoridad del Agua de conformidad a las normas y lineamientos estable-
cidos por MARENA para vertir en forma permanente, intermitente u ocasional aguas 
residuales en cuerpos receptores que sean aguas nacionales o bienes del dominio 
público, incluyendo las aguas marítimas, igualmente para infiltrar o inyectar en te-
rrenos que sean bienes nacionales o en otros terrenos, cuando puedan contaminar 
el subsuelo o los acuíferos.

Artículo 103.- 
La Autoridad del Agua deberá contestar las solicitudes de los usuarios dentro de los 
sesenta días hábiles siguientes a la admisión de la solicitud correspondiente.

Artículo 104.- 
Las personas naturales y jurídicas, públicas o privadas que efectúen vertidos de 
aguas residuales a los cuerpos receptores a que se refiere la presente Ley, deberán:

a)	 Tratar las aguas residuales previamente a su vertido a los cuerpos recepto-
res;

b)	 Cancelar el canon por vertido de aguas residuales a cuerpos receptores na-
cionales;

c)	 Instalar y mantener en buen estado los aparatos medidores o dispositivos de 
aforo y los accesos para muestreo, que permitan verificar los volúmenes de 
descarga y la toma de muestras para determinar las concentraciones de los 
parámetros previstos en los permisos de vertido;

d)	 Informar a MARENA y a la Autoridad del Agua de cualquier cambio en sus 
procesos, cuando con ello se ocasionen modificaciones en las características 
o en los volúmenes de las aguas residuales;

e)	 Operar y mantener por sí o por terceros las obras e instalaciones necesarias 
para el manejo y, en su caso, el tratamiento de las aguas residuales, así como 
para asegurar el control de la calidad de dichas aguas antes de su vertido a 
cuerpos receptores;

f)	 Cumplir con las normas técnicas y en su caso con las demás condiciones 
particulares de vertido, para la prevención y control de la contaminación 
extendida o dispersa de carácter tóxico que resulte del manejo y aplicación 
de substancias que puedan contaminar la calidad de las aguas nacionales y 
los cuerpos receptores;

g)	 Permitir al personal del MARENA y en su caso de la Autoridad del Agua, la 
realización de visitas de inspección y verificación del cumplimiento de las 
normas técnicas y permisos correspondientes; y

h)	 Las demás que señalen las leyes y disposiciones reglamentarias.

Capítulo III
De la Suspensión y Extinción del Permiso de Vertido

Artículo 105.- 
El MARENA previa verificación propia de sus funciones, o a propuesta de la ANA, 
podrá ordenar la suspensión de las actividades que den origen a los vertidos de 
aguas residuales, en el caso de que los mismos sobrepasen los límites permisibles.

Artículo 106.-
Se deberá declarar la extinción del permiso de vertido de aguas residuales cuando 
se dejen de pagar los cánones de vertido por más de un año fiscal, sin haberse au-
torizado plazos para el pago.

Capítulo IV
Otras Disposiciones Sobre el Vertido

Artículo 107.- 
En localidades que carezcan de sistemas de alcantarillado y saneamiento, las per-
sonas naturales o jurídicas que en su proceso productivo no utilicen como materia 
prima, sustancias que generen en sus vertidos de aguas residuales metales pesados, 
cianuros o tóxicos y su volumen de descarga no exceda de dos mil (2000) metros 
cúbicos mensuales, podrán llevar a cabo sus descargas de aguas residuales previo 
permiso de la autoridad competente, pero sujetos a las disposiciones establecidas 
en las normas técnicas obligatorias nicaragüenses vigentes.

Las no mencionadas en este artículo estarán sujetas a construir los sistemas de 
tratamiento de las aguas servidas, previo permiso y de conformidad a las normas 
técnicas obligatorias vigentes.

Artículo 108.- 
En todas las áreas expuestas a contaminación por fuentes no puntuales, el manejo, 
aplicación y uso de sustancias que puedan contaminar las tierras y aguas o producir 
daños a la salud humana o al entorno, deberá suspenderse de inmediato y cance-
larse también su producción, acopio, comercialización y distribución, además de 
establecerse medidas de restauración del recurso, las sanciones administrativas y 
penales correspondientes.
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Capítulo V
Zonas de Veda y Zonas de Reserva

Artículo 109.- 
EL MARENA podrá declarar zonas de veda o de reserva de agua, considerando el 
Plan Nacional de los Recursos Hídricos, los planes y programas de cuenca, así como, 
el ordenamiento territorial nacional, regional y municipal; y los daños que se presen-
tan o pueden presentarse en una región hidrológica, cuenca o acuífero, con o sin los 
estudios técnicos que al efecto elabore la ANA.

MARENA y la ANA establecerán las coordinaciones con la Policía y Ejército Nacional, 
para efectos de garantizar el cumplimiento efectivo de las vedas y la protección de 
las reservas.

Artículo 110.- 
Las declaratorias que establezcan, supriman o modifiquen las vedas y reservas de 
aguas nacionales deberán publicarse en cualquier medio de comunicación escrito 
de circulación nacional e inscribirse en el Registro Público Nacional de Derechos de 
Agua.

Capítulo VI
Control de Corrientes y Protección Contra Inundaciones

Artículo 111.- 
La Autoridad Nacional del Agua (ANA) con el apoyo de otras instituciones del Es-
tado y de los Municipios, clasificará y establecerá zonas de inundación, emitiendo 
las normas y recomendaciones necesarias y estableciendo las medidas de alerta, 
operación, control y seguimiento.

Artículo 112.- 
Sin perjuicio de lo mencionado anteriormente, las personas naturales o jurídicas o 
las autoridades locales podrán construir obras hidráulicas de carácter provisional 
para asumir una emergencia o bien para evitar daños en las obras permanentes, 
causados por crecientes extraordinarias y casos de fuerza mayor. Una vez pasada la 
emergencia, estos deberán notificar a la Autoridad del Agua y, en su caso, destruir a 
su costa las obras realizadas.

Artículo 113.- 
Antes de conceder una autorización para el ejercicio de una actividad productiva, 
o bien para un desarrollo habitacional o cualquier actividad que signifique la cons-
trucción de obras permanentes de cualquier tipo y magnitud, las autoridades corres-
pondientes, deberán tener en cuenta la clasificación de zonas inundables que estén 

inscritas en el Registro Público Nacional de Derechos de Agua, o bien consultar a la 
Autoridad del Agua con el objeto de otorgar o negar dichas autorizaciones.

Capítulo VII
De la Producción de Aguas

Artículo 114.-
El Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH), en su primera reunión deberá 
crear un Comité Técnico de entre sus miembros para que formule y elabore una 
planificación nacional de recursos hídricos con criterios de ordenamiento territorial y 
enfoque de cuenca para el uso adecuado del suelo, asegurar la producción y protec-
ción de agua a mediano y largo plazo.

Artículo 115.- 
El Plan deberá contemplar todas las acciones posibles encaminadas a proteger y 
recuperar las áreas vitales para la existencia del agua, como zonas de infiltración, 
áreas de recarga, de cuerpos de agua superficial y subterránea. Siendo de carácter 
prioritario los programas o iniciativas de información y educación dirigida a los usua-
rios en general, que conlleve a acciones concretas como señalización, amojonamien-
to, cercado, limpieza, descontaminación y reforestación de las cuencas, subcuencas 
y microcuencas.

Artículo 116.- 
La planificación de la restauración hidrológica para mejorar la producción del agua, 
deberá obligar a la protección de los bosques o áreas de montañas en nacientes y de 
recarga acuífera, que constituyen zonas vitales para su producción.

Artículo 117.- 
El Plan Nacional para la producción de agua, una vez aprobado por el Consejo Na-
cional de los Recursos Hídricos (CNRH), pasará a formar parte de la Política Nacional 
de los Recursos Hídricos.

TÍTULO VIII
INVERSIÓN EN INFRAESTRUCTURA HIDRÁULICA

Capítulo I
Disposiciones Generales

Artículo 118.-
Los usuarios de las aguas nacionales podrán realizar, por sí o por terceros, obras de 
infraestructura hidráulica que requieran para su uso o aprovechamiento. La admi-
nistración y operación de estas obras serán responsabilidad de los usuarios o de las 
asociaciones que se formen para tal efecto.
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Artículo 119.- 
La Autoridad del Agua supervisará la construcción de las obras, y podrá, en cual-
quier momento, adoptar las medidas correctivas necesarias para garantizar el cum-
plimiento de lo establecido por esta Ley y su Reglamento, pudiendo además propor-
cionar, a solicitud de los inversionistas y concesionarios, la asistencia técnica para la 
adecuada construcción, operación, conservación, mejoramiento y modernización de 
las obras hidráulicas y los servicios para su operación.

Capítulo II
Participación de Inversión Privada y Pública en Obras Hidráulicas

Artículo 120.- 	
Para lograr la promoción, fomento y la participación en el financiamiento, construc-
ción y operación de infraestructura hidráulica de carácter público, a excepción de 
aquellas destinadas al servicio de agua potable, la Autoridad del Agua podrá cele-
brar con personas naturales o jurídicas Contratos de Obras Públicas y Servicios para:

a)	 La construcción, equipamiento y operación de infraestructura hidráulica, pu-
diendo quedar a cargo de una empresa o grupo de estas la responsabilidad 
integral de la obra y su operación;

b)	 Operar, conservar, mantener, rehabilitar y ampliar la infraestructura hidráuli-
ca; y

c)	 La construcción, equipamiento y puesta en marcha de dichas obras.

Artículo 121.- 
Para la celebración de los contratos referidos se dará preferencia a las organizaciones 
de usuarios y otras organizaciones civiles constituidas que tengan como principal fin 
el fomento al desarrollo y construcción de obras hidráulicas para beneficio social.

Artículo 122.- 
En lo que se refiere al trámite, duración, regulación y terminación de las modali-
dades de Contratos de Obras Públicas y Servicios, se aplicará en lo conducente, 
lo dispuesto en esta Ley y su Reglamento para el otorgamiento de concesiones o 
autorizaciones de uso o aprovechamiento de agua.

TÍTULO IX
INFRACCIONES, SANCIONES Y RECURSOS

Capítulo I
Infracciones

Artículo 123.- 
Toda acción u omisión a lo dispuesto en la presente Ley y sus Reglamentos, constitu-
yen delitos o infracciones. Se consideran infracciones graves las siguientes:

1.	 Usar o aprovechar las aguas sin la autorización o título respectivo;

2.	 Modificar o desviar los cauces, vasos o corrientes;

3.	 Ocupar vasos, cauces, canales, riberas, zonas de protección y demás bienes 
a que se refiere la presente Ley, sin concesión o autorización de la autoridad 
competente correspondiente;

4.	 Realizar prácticas monopólicas y de especulación con los títulos de concesión;

5.	 Infiltrar o inyectar en terrenos públicos o privados aguas residuales y sus-
tancias tóxicas que puedan contaminar el suelo, subsuelo o el acuífero, sin 
perjuicio de las sanciones que fijen las disposiciones sanitarias y ambientales;

6.	 No realizar la inscripción en el Registro Público Nacional de Derechos de Agua 
en los términos previstos en la presente Ley y su Reglamento;

7.	 Usar o aprovechar aguas en volúmenes mayores que los autorizados;

8.	 No instalar, no conservar, no reparar o no sustituir los dispositivos necesarios 
para el registro o medición de la cantidad y calidad de las aguas, usadas, 
aprovechadas o descargadas en los términos que establece esta Ley y su 
Reglamento;

9.	 Modificar o alterar las instalaciones y equipos para medir los volúmenes de 
agua utilizados, sin permiso de la autoridad correspondiente;

10.	 Suministrar agua para consumo humano que no cumpla con las normas téc-
nicas de calidad correspondientes;

11.	 Impedir, obstaculizar u oponerse a las visitas de inspección, reconocimiento y 
verificación que realice MARENA o la Autoridad del Agua;

12.	 No entregar los datos requeridos por la Autoridad del Agua y MARENA, según 
el caso;

13.	 Usar o aprovechar aguas residuales sin cumplir con las normas técnicas en 
materia de calidad y condiciones particulares establecidas para tal efecto;
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14.	 No acondicionar las obras, instalaciones o sistemas de tratamiento de ver-
tidos o afluentes líquidos en los términos establecidos en la legislación, los 
reglamentos o en las demás normas o disposiciones técnicas, dictadas por la 
autoridad competente;

15.	 No ejecutar la destrucción de los pozos que hayan sido objeto de relocaliza-
ción, reposición o cuyos derechos hayan sido transmitidos totalmente a otro 
predio;

16.	 No informar a la Autoridad del Agua de cualquier cambio en sus procesos de 
producción cuando con ello se ocasione modificaciones en las características 
o en los volúmenes de las aguas residuales;

17.	 Usar sistemas de drenajes de aguas fluviales para la disposición de afluentes 
líquidos; y

18.	 No activar o activar de forma deficiente los planes de emergencia o contin-
gencia.

Capítulo II
Sanciones

Artículo 124.- 
Las infracciones graves serán sancionadas administrativamente por la Autoridad del 
Agua, de forma gradual y en la siguiente forma:

a)	 Multas pecuniarias en un rango de US$ 27.00 a US$ 54.00 dólares, pagade-
ros a su equivalente en córdobas;

b)	 Clausura temporal o definitiva, parcial o total de los pozos y de las obras o 
tomas para la extracción o aprovechamiento de aguas;

c)	 Extinción del título, autorización, licencia o permiso; y

d)	 Pérdida de la obra de perforación y aprovechamiento de agua.

Artículo 125.- 
Las sanciones establecidas en el artículo anterior podrán ser aplicadas de forma 
acumulativa, sin perjuicio de otras sanciones fiscales y por responsabilidad penal y 
civil a que se hagan merecedores los infractores. Cuando una persona jurídica fuera 
sancionada con multa, su representante legal responderá solidariamente.

Las multas que procedan por las infracciones previstas en esta Ley tendrán destino 
específico a favor del Fondo Nacional del Agua.

Artículo 126.- 
Para aplicar las sanciones a que se refiere este capítulo, se tomarán en considera-
ción:

a)	 La gravedad de la infracción;

b)	 La intencionalidad;

c)	 La reincidencia. En este caso la multa se duplicará.

Previo a la imposición de sanciones la Autoridad del Agua deberá realizar las inspec-
ciones e investigaciones respectivas, levantando el acta correspondiente. De com-
probarse la infracción se le pondrá en conocimiento al infractor para garantizarle su 
derecho a la defensa. Las sanciones entrarán en vigencia a partir de la fecha de la 
notificación de la Resolución. El procedimiento para la calificación y aplicación de las 
sanciones administrativas se establecerá en el Reglamento.

Artículo 127.- 
Con la sanción administrativa se dictará la obligación de reparar los daños y perjui-
cios, para lo cual la autoridad competente tiene facultad para retener o conservar 
en depósito o custodia la maquinaria y equipos hasta que se cubran los daños oca-
sionados.

También está autorizada para remover o demoler las obras o infraestructura, cons-
truida o instalada sin autorización.

Artículo 128.-
Contra las resoluciones o actos dictados por la Autoridad del Agua, se aplicarán 
los recursos administrativos que establecen la Ley No. 290, “Ley de Organización, 
Competencias y Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en la Gaceta, Diario 
Oficial No. 102 del 3 de junio de 1998.

Artículo 129.-
Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 123 de la presente Ley y en el artículo 7 
de la Ley No. 559, “Ley Especial de Delitos contra el Medio Ambiente y los Recursos 
Naturales”, del 21 de noviembre del 2005, y el Código Penal de la República de 
Nicaragua, constituyen delitos contra el recurso hídrico cuando:

a)	 Se dañen o destruyan los bienes nacionales del dominio del Estado a que se 
refiere esta Ley, con dos años de prisión;

b)	 Por cualquier medio se usen o aprovechen aguas nacionales en zonas veda-
das, sin concesión o autorización o en volúmenes mayores de los concedidos 
o autorizados, con dos años de prisión;

c)	 Se descarguen aguas residuales que contengan sustancias tóxicas en cuer-
pos de agua que se utilicen en el abastecimiento de agua a las poblaciones, 
con cinco años de prisión;

d)	 Se permita la infiltración de líquidos o residuos altamente contaminantes al 
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suelo o subsuelo ocasionando daños irreversibles a las fuentes de agua, a la 
salud humana y al medio ambiente con prisión de diez años;

e)	 Se arrojen o depositen, sustancias tóxicas peligrosas, materiales o residuos 
peligrosos en ríos y otros contaminantes en cauces, vasos, aguas marítimas 
y demás depósitos o corrientes de agua, con cinco años de prisión;

f)	 Se tale o corten árboles o plantas de cualquier especie que se ubiquen den-
tro de los doscientos metros de las riberas de los ríos y costas de lagos y 
lagunas, con cinco años de prisión;

g)	 Se ejecuten para sí o para un tercero obras de perforación para extraer o 
disponer de aguas en zonas de manejo, de veda o reserva sin la autorización 
correspondiente. En este caso habrá responsabilidad solidaria con quien hu-
biere ordenado la ejecución de dichas obras, con dos años de prisión;

h)	 Se utilicen volúmenes de agua mayores que los que generan las descargas 
de aguas residuales para diluir y así tratar de cumplir con las normas técni-
cas en materia ambiental o las condiciones particulares de vertidos, con dos 
años de prisión;

i)	 Se cambie la infraestructura hidráulica autorizada para el uso o aprovecha-
miento del agua, o su operación, con tres años de prisión;

j)	 Se descarguen desechos o materiales sólidos a cuerpos de agua o alcantari-
llados, con un año de prisión; y

k)	 Se descarguen al medio marino-costero afluente líquido con temperatura 
diferente a la del cuerpo receptor, con dos años de prisión.

Artículo 130.- 
En el caso de empresas o industrias involucradas en la comisión de delitos contra 
los recursos hídricos, la autoridad judicial ordenará a los responsables de las mismas 
a la reparación del daño ambiental, que incluye la limpieza y recuperación de los 
contaminantes, asimismo, el cierre temporal o definitivo atendiendo a la gravedad 
del daño causado y la indemnización en su caso a las personas afectadas.

Toda persona tiene la obligación de denunciar los delitos mencionados en los artícu-
los anteriores, ante la autoridad competente.

TÍTULO X
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

Capítulo I
Disposiciones Transitorias

Artículo 131.-
El Poder Ejecutivo dispondrá de un plazo de seis meses a partir de la entrada en 
vigor de esta Ley para constituir e instalar a la Autoridad Nacional del Agua (ANA), 
en los términos que establece esta Ley.

Artículo 132.-
La Autoridad Nacional del Agua (ANA) tendrá un plazo no mayor de dieciocho me-
ses a partir de su instalación, para organizar a los Organismos de Cuenca para su 
aprobación por el Consejo Nacional de los Recursos Hídricos (CNRH) de conformidad 
a lo dispuesto en esta Ley.

Artículo 133.- 
El Poder Ejecutivo adecuará oportunamente el Presupuesto General de la República 
a lo establecido por esta Ley General de Aguas Nacionales, a efectos de garantizar 
el funcionamiento de las instituciones creadas por esta Ley.

Artículo 134.- 
El Poder Ejecutivo enviará a la Asamblea Nacional en un plazo no mayor de nueve 
meses a partir de la vigencia de esta Ley, el Proyecto de Ley de Cánones por uso o 
aprovechamiento de aguas nacionales y de vertidos de agua residuales a cuerpos 
receptores nacionales, a que se refiere el Artículo 87 de la presente Ley.

Artículo 135.-
Las concesiones o autorizaciones de uso o aprovechamiento de agua, expedidos con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, continuarán vigentes hasta la fecha 
de su vencimiento, pero si se requiere de su renovación o cambio se ajustarán a lo 
que dispone esta Ley para nuevas concesiones o autorizaciones.

Artículo 136.- 
Las concesiones o autorizaciones de uso o aprovechamiento de agua, podrán ser re-
visados por la Autoridad del Agua y cuando se encuentre que los datos consignados 
son erróneos o no corresponden al volumen de aprovechamiento de agua lo comu-
nicará a su titular para que en un plazo de 90 días hábiles, a partir de la notificación, 
regularice su situación, conforme a lo que se establece en esta Ley.
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Artículo 137.- 
Las personas naturales o jurídicas que cuenten con inversiones en infraestructura hí-
drica con anterioridad a la vigencia de la presente Ley, deberán proceder en un plazo 
no mayor de seis meses a partir de la vigencia de esta Ley a legalizar su situación y 
ajustarse a las condiciones y términos establecidos por la misma.

Se exceptúa de la disposición arriba mencionada a los Centros de Educación Superior 
Nacionales, activos reconocidos por el Consejo Nacional de Universidades (CNU) y 
que tengan en su programa de estudio materias relacionadas a la agricultura, pecua-
ria y forestal. Esta excepción no exime de las obligaciones establecidas en esta Ley.

Capítulo II
Disposiciones Finales

Artículo 138.- 
Las inversiones que se realicen previo o durante los trámites de solicitudes de dere-
chos de uso de aguas nacionales, no condicionan el otorgamiento de los mismos.

Artículo 139.-
Se podrán imponer servidumbre, conforme el marco legal vigente, sobre bienes de 
propiedad pública o privada en aquellas áreas que sean indispensables para el apro-
vechamiento, uso, reuso, conservación, y preservación del agua, los ecosistemas 
vitales, las obras de defensa y protección de riberas, caminos y sendas, áreas de 
inundación y embalse, trasvases, acueductos y en general las obras hidráulicas que 
las requieran. En el caso de las Regiones Autónomas se establecerán previo acuerdo 
con las comunidades afectadas.

Artículo 140.- 
En los casos en que para el fin perseguido hubiera necesidad de establecer solo 
medidas de carácter temporal, la Autoridad del Agua podrá discrecionalmente orde-
nar estas medidas, según corresponda, así como la afectación temporal de bienes y 
derechos de conformidad con la Ley. El Reglamento establecerá el tipo de medidas 
y los procedimientos a seguir.

Artículo 141.- 
Los diversos usos consuntivos y no consuntivos del agua, la prevención de la conta-
minación y los costos asociados a ella, se regularán conforme a lo que dispone esta 
Ley, además de lo que establece la Ley No. 217, “Ley General del Medio Ambiente 
y de los de Recursos Naturales”, del 6 de junio de 1996, y otras disposiciones admi-
nistrativas y fiscales aplicables.

Artículo 142.-
Las disposiciones del Capítulo II y sus Secciones I, II y III de la Ley No. 217, Ley 
General del Medio Ambiente y los Recursos Naturales, así como, las funciones esta-
blecidas a los Ministerios de Estado en materia de aprovechamiento de los recursos 
naturales en la Ley No. 290, “Ley de Organización, Competencias y Procedimientos 
del Poder Ejecutivo”, serán complementarias a lo dispuesto en la presente Ley, en lo 
que sea aplicable y no se le opongan.

Artículo 143.- 
En materia de recursos hídricos no operará el silencio positivo. Los funcionarios que 
no resuelvan en los plazos establecidos en esta Ley, estarán sujetos a las sanciones 
dispuestas en las leyes de la materia.

Artículo 144.- 
Todo ingreso proveniente de pagos por el uso o aprovechamiento del recurso hídri-
co, multas y otras disposiciones establecidas en la presente Ley, pasarán a la Caja 
Única de la Tesorería General de la República. Lo recaudado deberá ser utilizado ex-
clusivamente para los fines y objetivos del Fondo Nacional del Agua de conformidad 
a los artículos 90 y 91 de esta Ley.

La Asamblea Nacional solicitará periódicamente al Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público u otras instancias involucradas, informes de los desembolsos realizados y 
a la Autoridad Nacional del Agua (ANA) resultados obtenidos con el uso de los 
mismos.

Artículo 145.- 
Las personas naturales y jurídicas que mantengan sus propios sistemas de extracción 
de agua, ya sea a través de pozos o cualquier otro sistema rústico o de tecnología 
avanzada, con fines comerciales o industriales, quedan sujetos a todo lo establecido 
en la presente Ley, de manera particular con lo relacionado al Registro Público Na-
cional y a los cánones y demás pagos que se establezcan. Se exceptúan de esta dis-
posición los pozos destinados exclusivamente al uso para consumo humano familiar.

Artículo 146.-
Todo depósito de basura ya sea en forma individual o de la municipalidad deberá 
ubicarse no menos de tres kilómetros de distancia de toda fuente hídrica.

Artículo 147.- 
Toda persona natural o jurídica que posea propiedades registradas a su nombre, en 
áreas definidas como de recargas acuíferas o para producción de agua, están obli-
gadas a destinar un 25% de dichas propiedades para proyectos de reforestación, a 
efecto de garantizar la conservación del recurso hídrico.
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El cumplimiento de lo dispuesto en el párrafo anterior, deberá ser tomado en consi-
deración a efecto del otorgamiento de los incentivos previstos en la ley de la materia 
y su reglamento.

Los productores que cumplan con el 25% establecido en el párrafo primero, tendrán 
como incentivo el derecho al uso del agua para áreas de riego en sus propiedades, 
quedando eximidos del pago del canon.

Artículo 148.-
El uso o aprovechamiento de las aguas de las Lagunas Cratéricas existentes en el 
país, se sujeta a las disposiciones contenidas en la Norma Técnica Obligatoria Nica-
ragüense, NTON 05 002-99, “Norma para el control ambiental de las Lagunas Cra-
téricas”, la cual establece las especificaciones técnicas para la protección y conser-
vación de estas Lagunas y la calidad natural de sus aguas, publicada en La Gaceta, 
Diario Oficial Número 153, del 15 de agosto del 2000.

La Autoridad Nacional del Agua (ANA), previo dictamen técnico del Ministerio del 
Ambiente y de los Recursos Naturales, MARENA, y en coordinación con los Gobier-
nos Municipales del lugar, podrá restringir, modificar, suspender y cancelar cualquier 
permiso otorgado para el uso o aprovechamiento de estas aguas, siempre y cuando 
se compruebe la existencia de contaminación, cambios en el uso de los suelos o 
exista la posibilidad de desastres naturales que pongan en peligro la vida de las 
personas y el ecosistema en general.

Artículo 149.- 	
Para efectos de esta Ley, en especial lo regulado en el Capítulo II sobre el Régimen 
Legal de Aguas y de sus bienes expresados en el Artículo 9, se deberán entender 
como bienes nacionales aquellos que el Código Civil define como tales. El dominio 
del Estado sobre estos bienes deberá entenderse referido a las tierras nacionales, 
municipales y ejidales, sin perjuicio de los Derechos Reales adquiridos por Ley, por 
los propietarios legítimos antes de la vigencia de la presente Ley, debiendo respetar-
se los Derechos Reales y contratos legítimos de arriendo otorgados por los munici-
pios a ciudadanos privados, personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeros. 
Así mismo, se ratifica la obligatoriedad de los propietarios y/o arrendatarios referi-
dos antes en la protección y reforestación de las zonas respectivas y de evitar toda 
contaminación.

Artículo 150.- 
Se obliga a los Gobiernos Municipales a priorizar por encima de otros proyectos 
el agua potable, alcantarillado y saneamiento; así como garantizar las condiciones 
mínimas de infraestructura hídrica sostenible para reducir la vulnerabilidad de las 
poblaciones provocadas por crisis relacionadas con el agua a causa de los cambios 
climáticos.

Artículo 151.- 
Se prohíbe toda práctica o tendencia monopolizadora, de cualquier naturaleza, en 
el uso o aprovechamiento del recurso hídrico de conformidad a lo establecido en 
la presente Ley. La autoridad competente deberá llevar un control efectivo en el 
otorgamiento de las Concesiones, Licencias y Autorizaciones, a través del Registro 
Público Nacional, para evitar este tipo de actividades.

La asignación del uso o aprovechamiento del recurso hídrico deberá establecer en 
un orden de prioridad al Estado y sus empresas de servicios públicos, los Municipios, 
Organizaciones Comunitarias, Empresas Mixtas y Empresas Privadas.

Los funcionarios que infrinjan lo aquí dispuesto, responden con sus bienes en todo 
tiempo por los daños ocasionados.

Artículo 152.- 
Conforme a lo establecido en el artículo 28, si los candidatos de la terna propuesta 
por el Presidente de la República son rechazados por la Asamblea Nacional, éste de-
berá presentar dentro de los siguientes quince días calendarios una segunda terna. 
Si los candidatos de esta segunda terna son también rechazados, la Asamblea Na-
cional procederá a efectuar dicho nombramiento a propuesta de cualquier Diputado 
y la elección será por mayoría absoluta.

Artículo 153.- 
Esta Ley deberá ser reglamentada por el Poder Ejecutivo de conformidad con lo es-
tablecido por la Constitución Política de la República de Nicaragua, sin menoscabar 
los alcances, contenidos y objetivos de la misma.

Artículo 154.- 
La presente Ley deroga cualquier normativa o disposición vigente que se le oponga 
y de manera específica lo siguiente:

a)	 Decreto sobre corrientes y caídas de aguas naturales, publicado en La Gace-
ta, Diario Oficial No. 60 del 15 de marzo de 1919.

b)	 Reglamento de corrientes y caídas de agua, publicado en La Gaceta, Diario 
Oficial No. 40 del 19 de febrero de 1923.

c)	 Ley sobre permisos de perforación y establecimiento de un Registro Nacional 
de Pozos, Decreto 11-L, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 82 del 15 
de abril de 1969.

d)	 El Decreto 49-94, Reorganización de la Comisión Nacional de los Recursos 
Hídricos, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 215 del 16 de noviembre 
de 1994.

e)	 El inciso c) del Arto. 42 de la Ley No. 290, publicada en La Gaceta No. 102 
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del 3 junio de 1998. Reformas a las funciones y atribuciones del Decreto 49-
94, en el ámbito de competencias del MIFIC.

f)	 Ley de suspensión de concesiones de uso de aguas, Ley No. 440, publicada 
en la Gaceta, Diario Oficial No. 150 del 11 de agosto del 2003.

Artículo 155.-
La presente Ley entrará en vigencia seis meses después de su publicación en La 
Gaceta, Diario Oficial.

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a 
los quince días del mes de mayo del año dos mil siete. ING. RENÉ NÚÑEZ TÉLLEZ, 
Presidente de la Asamblea Nacional. DR. WILFREDO NAVARRO MOREIRA, Secre-
tario de la Asamblea Nacional.

Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintinueve de agosto del año dos mil siete. DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, PRESI-
DENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA. 

FE DE ERRATA SOBRE LEY No. 620
“LEY GENERAL DE AGUAS NACIONALES”

Publicada en La Gaceta No. 71 del 20 de Abril de 2009

Por un error involuntario en la elaboración de los autógrafos, específicamente en el 
artículo 9 de la Ley No. 620, “Ley General de Aguas Nacionales”, aprobada por la 
Asamblea Nacional el 15 de Mayo de 2007 y publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 169 del 4 de Septiembre de 2007, se transcribió la frase “Para efectos de la 
protección del recurso...,” al literal e) y no al d) como se publicó originalmente, por 
lo que solicito se publique la siguiente Fe de Errata:

El Art. 9, de la Ley No. 620 “Ley General de Aguas Nacionales”, deberá leerse así:

“Art. 9 El dominio del Estado para todas las aguas nacionales, se integra también por 
los siguientes bienes nacionales

Los terrenos de los cauces o álveos de las corrientes naturales, navegables o flota-
bles, de conformidad a lo establecido en el Código Civil vigente;

Los lechos de los lagos, lagunas, esteros descubiertos por causas naturales o por 
obras artificiales;

Las playas marítimas fluviales y lacustres en la extensión que fije la legislación co-
rrespondiente;

Los terrenos salitrosos;

Para efectos de la protección del recurso, el terreno firme comprendido hasta dos-
cientos metros después de la línea de mareas máximas y treinta metros a cada lado 
del borde del cauce permanente de ríos y lagos. Las obras públicas de regulación 
y aprovechamiento del agua, incluidas las instalaciones, inmuebles y terrenos que 
ocupen.

g) Las islas que existen o que se formen en los vasos de lagos, lagunas, esteros, 
embalses y depósitos o en los cauces de corrientes de propiedad nacional, excepto 
las que se formen cuando una corriente segregue terrenos de propiedad particular o 
comunal.” Dr. Wilfredo Navarro.
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El Presidente de la República de Nicaragua

A sus habitantes, Sabed:

Que, 

LA ASAMBLEA NACIONAL

CONSIDERANDO

I
Que los nicaragüenses tienen derecho, por igual, a la salud y a habitar en un am-
biente saludable, siendo el acceso al agua un derecho humano fundamental, indis-
pensable para la vida y la salud de las personas y un requisito para la realización de 
todos los demás derechos humanos. 

II
Que siendo el recurso agua, patrimonio de la Nación, es responsabilidad del Estado 
la promoción y el desarrollo integral del país, velando por los intereses y las nece-
sidades particulares, sociales y económicas de la nación, así como, la obligación de 
promover, facilitar y regular la prestación de los servicios públicos básicos, entre 
ellos, el suministro de agua potable y la implementación de condiciones sanitarias 
adecuadas a la población. 

LEY ESPECIAL DE COMITÉS DE AGUA 
POTABLE Y SANEAMIENTO

(Ley No. 722, Aprobada el 19 de mayo del 2010, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 111 del 14 de junio del 2010).
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III
Que Nicaragua tiene una rica experiencia de participación ciudadana en la solución 
de los problemas y la satisfacción de las demandas, con respecto a la prestación 
de servicios de agua potable y saneamiento, con la existencia en el área rural del 
país de más de cinco mil proyectos ejecutados por organizaciones comunitarias in-
tegradas por habitantes de las mismas comunidades, que se han hecho cargo de la 
instalación, operación y sostenimiento de una diversidad de unidades o sistemas de 
acueductos y otras obras sanitarias, representando un valioso apoyo al Estado en 
cuanto a proveer a la población de estos servicios. 

IV
Que, sin embargo, la mayor parte de estas organizaciones comunitarias funcionan 
de hecho y de formas diferentes, por carecer de un marco jurídico específico que les 
garanticen alguna forma de legalización para su actuación, viéndose limitados en 
sus esfuerzos por participar organizadamente en la lucha contra la pobreza y a favor 
del mejoramiento de las condiciones de vida de la población nicaragüense, no sólo 
en el ámbito del agua potable y el saneamiento, sino, también, en otros campos del 
desarrollo económico y social de la nación. 

V
Que con la participación activa de los Comités de Agua Potable y Saneamiento, se 
estaría contribuyendo al cumplimiento de los Objetivos de desarrollo del Milenio im-
pulsado por la Organización de las Naciones Unidas, en cuanto a reducir a la mitad, 
para el 2015, la proporción de personas sin acceso sostenible al agua potable y a 
servicios básicos de saneamiento. 

VI
Que la Ley N°. 620, Ley General de Aguas Nacionales, publicada en La Gaceta, Dia-
rio Oficial N°. 169 del 4 de Septiembre del 2007 y su Reglamento, establecen una 
serie de disposiciones y enunciados generales sobre los Comités de Agua Potable 
y Saneamiento, que ameritan la aprobación de un marco legal específico sobre el 
tema qué disponga fundamentalmente lo relacionado a la organización, constitu-
ción, legalización y funcionamiento de estas organizaciones comunitarias en el País. 

POR TANTO:

En uso de sus facultades

Ha ordenado la siguiente: 

Ley No. 722
LEY ESPECIAL DE COMITÉS DE AGUA POTABLE Y SANEAMIENTO

CAPÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1 	 Objeto de la Ley.
La Ley Especial de Comités de Agua Potable y Saneamiento tiene por objeto estable-
cer las disposiciones para la organización, constitución, legalización y funcionamien-
to de los Comités de Agua Potable y Saneamiento existentes en el país y de los que 
se organicen conforme la presente ley. Los Comités de Agua Potable y Saneamiento, 
serán identificados en el curso de esta Ley por su sigla “CAPS”.

Art. 2 	 Características de los CAPS.
Se reconoce la existencia de los Comités de Agua Potable y Saneamiento, como 
organizaciones comunitarias sin fines de lucro e integrados por personas naturales 
electas democráticamente por la comunidad, como instrumentos que contribuyen al 
desarrollo económico y social, a la democracia participativa y la justicia social de la 
nación, creando, en este caso, las condiciones necesarias para garantizar el acceso 
al agua potable y el saneamiento a la población en general, con la finalidad de eje-
cutar acciones que contribuyen a la Gestión Integrada del Recurso Hídrico (GIRH). Es 
obligación del Estado garantizar y fomentar su promoción y desarrollo.

Art. 3 	 Ingreso a los CAPS.
El ingreso a los Comités de Agua Potable y Saneamiento, es un acto voluntario, 
personal e indelegable, en consecuencia nadie podrá ser obligado a pertenecer a él 
ni impedido de retirarse del mismo. No se podrá negar el ingreso a quienes cumplan 
con los requisitos legales y estatutarios.

Art. 4 	 Declaración de utilidad pública.
La declaración de utilidad pública de los bienes inmuebles requeridos para la pres-
tación de los servicios de agua potable de parte de los CAPS, se sujetará a lo esta-
blecido en los artículos 19 y 20 de la Ley N°. 620, Ley General de Aguas Nacionales, 
publicado en La Gaceta, Diario Oficial N°.169 del 4 de septiembre de 2007.

Art. 5 	 Autoridad de aplicación.
La autoridad de aplicación de la presente Ley será el Instituto Nicaragüense de Acue-
ductos y Alcantarillados, con el apoyo de la Empresa Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados Sanitarios y en coordinación con las Alcaldías Municipales respecti-
vas y el Ministerio de Salud, en su caso. 
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CAPÍTULO II
PRINCIPIOS RECTORES DE LOS CAPS

Art. 6 	 Principios rectores de los CAPS.
Para efectos de esta Ley y su reglamento, los CAPS se definen como organizaciones 
sin fines de lucro, que de manera voluntaria y electos democráticamente, tienen a 
su cargo la administración, operación y mantenimiento del servicio de agua potable 
y saneamiento en la comunidad, con el apoyo de todos los usuarios, a quienes ade-
más, rinden cuentas de sus gestiones y actividades.

Los CAPS se regirán por los siguientes principios:

a)	 Voluntariedad, como decisión ciudadana con el claro y firme propósito de 
participar voluntariamente en la auto gestión social comunitaria del agua.

b)	 Universalidad, como garantía de la participación comunitaria en igualdad 
de condiciones sin distinción, ni discriminación por motivo de raza, de sexo, 
edad, etnias, religión, condición social, política, u otras razones que pudie-
sen limitar el derecho a participar en la autogestión social comunitaria del 
agua.

c)	 Equidad, en la participación social comunitaria para la gestión integrada 
del agua, proporcionando a todos los pobladores los instrumentos para su 
involucramiento en un plano de igualdad, con el objetivo de mejorar la con-
dición y calidad de vida de los pobladores en general.

d)	 Pluralidad, reconocimiento de la diversidad de valores, opiniones y prácti-
cas de vivencia comunitaria, incluyendo el respeto a las mismas por parte de 
las autoridades locales, regionales y nacionales en la autogestión comunita-
ria del agua.

e)	 Solidaridad en la autogestión social comunitaria del agua que se funda-
menta en los intereses superiores de la sociedad, a través del actuar comu-
nitario en procura del bien común y rnás allá de los intereses particulares.

f)	 Respeto y defensa de su autonomía e independencia, que implica el 
desenvolvimiento cotidiano de los CAPS como expresión organizativa comu-
nitaria, con criterio propio y en el marco de sus derechos y obligaciones, de 
conformidad con el ordenamiento jurídico nacional. 

CAPÍTULO III
CONSTITUCIÓN DE LOS CAPS

Art. 7 	 Denominación de los CAPS.
Cada Comité de Agua Potable y Saneamiento, se identificará mediante la denomina-
ción general “Comité de Agua Potable y Saneamiento”, seguido de una denomina-

ción particular escogida por los asociados y vinculada a la comunidad.

La denominación de los CAPS es atributo de cada uno y sólo puede ser utilizada por 
los órganos autorizados en relación a su finalidad u objeto.

Art. 8 	 Constitución de los CAPS.
Los CAPS por su carácter social comunitario serán constituidos en asamblea general 
de pobladores, en la que también se deberá elegir a la Junta Directiva y se aproba-
ran sus Estatutos y Reglamento de los mismos. A tal efecto y para su validez, corres-
ponde al Presidente y Secretario electos, levantar un acta en documento privado de 
la asamblea general de pobladores, con la firma de todos los participantes.

Art. 9 	 Gobierno, dirección, administración y representación legal. La re-
presentación legal, gobierno, dirección, administración y organización de los CAPS, 
será ejercido en la forma que determinen su Acta Constitutiva, los Estatuto y regla-
mentos respectivos. El Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, en 
su calidad de ente regulador apoyará a los CAPS en la formulación, elaboración y 
presentación de estos instrumentos legales.

Art.10 	 Categorías de los CAPS.
Para los efectos de esta Ley, se establecen las siguientes categorías de Comités de 
Agua Potable y Saneamiento:

1.	 De mayor complejidad:

a)	 Mini-acueducto por bombeo eléctrico (MABE)

b)	 Mini-acueducto por gravedad (MAG)

2.	 De menor complejidad:

a)	 Pozo excavado, equipado con bomba de mano (PEEBM)

b)	 Pozo perforado (PP)

c)	 Captación de Manantial (CM) 

CAPÍTULO IV
RÉGIMEN LEGAL DE LOS CAPS

Art. 11 	 Legalización de los CAPS.
Los CAPS serán legalizados a través de los procedimientos siguientes:

a)	 Los CAPS deberán obtener un Certificado de Registro Municipal presentando 
ante la Unidad Técnica Municipal creada para atender a los CAPS, una soli-
citud acompañada del Acta Constitutiva, los estatutos y sus reglamentos. La 
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Unidad Técnica Municipal deberá emitir el correspondiente certificado, en un 
plazo no mayor de treinta días calendarios de recibida la solicitud.

b)	 Obtenido el Certificado de Registro Municipal, los CAPS deberán solicitar 
su inscripción ante el Registro Central de Prestadores de Servicios de Agua 
Potable y Saneamiento, presentando el Certificado de Registro Municipal, el 
Acta Constitutiva, los estatutos y sus reglamentos. El Registro Central proce-
derá a su inscripción y emitirá el correspondiente Certificado de Registro en 
un plazo no mayor de ciento veinte días calendarios de recibida la solicitud. 
El Certificado de Registro, será documento suficiente para acreditar la legali-
zación del CAPS para todos los efectos legales que correspondan. El Registro 
Central de Prestadores de Servicios de Agua Potable y Saneamiento estará 
adscrito al Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados.

La tramitación de las solicitudes en el Registro Municipal y en el Registro Central de 
Prestadores de Servicios de Agua Potable y Saneamiento, no tendrán costo alguno 
para los CAPS que lo soliciten.

Art. 12 	 Registro de CAPS existentes.
Los CAPS existentes, a la entrada en vigencia de esta Ley, gozarán de los beneficios 
que se establecen mediante el cumplimiento de los requisitos establecidos en el 
artículo anterior.

Art.13	 Actualización del Registro Central. 
Es obligación del Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados mantener 
actualizado el Registro Central de Prestadores de Servicios de Agua Potable y Sanea-
miento, e informar periódicamente a la Autoridad Nacional del Agua, de la cantidad, 
categoría y ubicación de los CAPS a nivel nacional.

Art. 14 	 Normativas adicionales.
Los CAPS también se regirán por lo establecido en la “Guía para la Organización y 
Administración de Acueductos Rurales” y de las normativas que para tales efectos se 
elaboren y aprueben por el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados. 

CAPÍTULO V
FACULTADES, FUNCIONES Y OBLIGACIONES DE LOS CAPS

Art. 15 	 Facultades de los CAPS.
Sin perjuicio de lo que establezcan el Acta Constitutiva, los Estatutos y Reglamen-
tos, respectivos, los Comités de Agua Potable y Saneamiento tendrán las facultades 
siguientes:

a)	 Adquirir bienes inmuebles o muebles que sean necesarios para la construc-
ción, rehabilitación, ampliación, mejoramiento, conservación, desarrollo y 
mantenimiento de los sistemas de agua potable. Los bienes inmuebles ad-
quiridos serán considerados de carácter comunitarios.

b)	 Rehabilitar, mantener y ampliar de las obras y servicios necesarios para la 
operación y administración de los sistemas de agua potable.

c)	 La prevención y el control de la contaminación de las aguas que se localizan 
dentro del municipio en que se encuentra ubicado el CAPS.

d)	 Garantizar la distribución de agua potable a las comunidades de acuerdo a 
la capacidad técnica del servicio y de las normas sanitarias vigentes.

e)	 Manejar y administrar adecuadamente los fondos provenientes del cobro 
de la tarifa por la distribución del servicio de agua potable, los que deberán 
ser destinados exclusivamente para la administración y mantenimiento del 
mismo, así como, para la reposición y ampliación de sus instalaciones.

f)	 Firmar convenios de colaboración con la municipalidad respectiva u otra 
institución del Estado o con organismos no gubernamentales nacionales o 
internacionales, para la elaboración, gestión, financiamiento y ejecución de 
proyectos de agua potable y saneamiento.

g)	 Gestionar ante las autoridades respectivas los servicios, asesorías, equipa-
miento y demás medios que la organización necesite para un mejor desen-
volvimiento de sus actividades.

h)	 Impulsar y participar en programas de formación y capacitación para los 
asociados y dirigentes en materias relativas a la organización, capacitación 
técnica y otras que signifiquen un aporte a la solución de los problemas de 
la comunidad.

i)	 Asociarse con otras personas jurídicas, siempre que dicho vínculo no desvir-
túe su naturaleza, que convenga a sus fines y objetivos y que no se transfie-
ran beneficios, privilegios y exenciones que le son propias.

j)	 Asociarse con otros CAPS, para la prestación de servicios a comunidades 
ubicadas en uno o más territorios municipales.

Art. 16 	 Administración o Gerencia.
Dependiendo del desarrollo y complejidad de las operaciones de los CAPS, éstos 
deberán establecer una unidad de administración o gerencia a cargo de la parte 
ejecutiva de las operaciones, disponiendo del personal requerido para tal efecto. A 
la cabeza de la misma debe nombrarse un Administrador o Gerente, subordinado a 
la Junta Directiva.
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Art. 17 	 Funciones de los CAPS.
Los CAPS tendrán las siguientes funciones:

a)	 Cumplir y hacer cumplir el Reglamento y las Normas que establezca el Ins-
tituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillado en lo relativo a la admi-
nistración, operación y mantenimiento de los acueductos rurales.

b)	 Convocar a reuniones a los comunitarios para tratar asuntos relativos al 
acueducto.

c)	 Velar por el buen funcionamiento del servicio, ejecutando las obras necesa-
rias para su conservación y mejoramiento, con la supervisión del Instituto 
Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados.

d)	 Autorizar o suspender los servicios domiciliarios conforme el Reglamento y 
de conformidad con las disposiciones de la Autoridad de Aplicación.

e)	 Recaudar y administrar los fondos provenientes de las tarifas correspondien-
tes al sistema, así como los de contribuciones, rifas y eventos sociales que se 
realicen para incrementar los recursos del CAPS.

f)	 Colaborar con el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados, al-
caldías, y el Ministerio de Salud, en las campañas de promoción comunal y 
divulgación sanitaria relativas al uso del agua.

g)	 Fomentar la utilización adecuada del Sistema, controlando periódicamente 
los desperdicios de agua y su uso indebido en riegos agrícolas y otros usos 
no autorizados por el Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarilla-
dos.

h)	 Vigilar y proteger las fuentes de abastecimiento del Sistema, evitar su conta-
minación y ayudar a la protección de las micro cuencas hidrográficas de las 
fuentes de suministro de agua.

i)	 Contratar los servicios del personal necesario para la operación y manteni-
miento del sistema comunitario de abastecimiento de agua potable.

j)	 Rendir informes del funcionamiento del CAPS conforme el Reglamento, esta-
tutos y las normas que para tales fines se establezcan

k)	 Cumplir con las normas de calidad del agua que establezca el Instituto Nica-
ragüense de Acueductos y Alcantarillados en coordinación con el Ministerio 
de Salud.

Art. 18 	 Libros y registros contables.
Los CAPS están obligados a llevar libros de registro de usuarios, de actas y un libro 
donde reflejen los ingresos y egresos de los fondos y el movimiento de materiales e 
insumos. Estos libros deberán ser autorizados, sellados y rubricados por la Oficina 
de Registro Central de Prestadores de Servicios de Agua Potable y Saneamiento, a 

quien le corresponderá el control y seguimiento de los mismos de conformidad a las 
normativas y procedimientos que para tales efectos se elaboren y aprueben. 

CAPÍTULO VI
RÉGIMEN ECONÓMICO Y FISCAL DE LOS CAPS

Art. 19 	 Ejercicio económico.
El ejercicio económico de los CAPS se regirá conforme se establece en la “Guía para 
la Organización y Administración de Acueductos Rurales”, y demás normativas ema-
nadas de la Autoridad de Aplicación.

Art. 20 	 Patrimonio de los CAPS.
El patrimonio de los CAPS, sus recursos o cualquier tipo de bienes, solamente pue-
den ser usados por los órganos autorizados y únicamente para cumplir su finalidad 
u objeto social, quedando los infractores de esta norma, solidariamente obligado 
a responder por los daños causados, sin perjuicio de las demás responsabilidades 
legales a que hubiere lugar.

Art. 21 	 Patrimonio de los CAPS existentes.
En los casos de CAPS existentes y reconocidos en esta Ley, el patrimonio inicial 
estará conformado por los bienes muebles e inmuebles, instalaciones, derechos y 
obligaciones que actualmente les pertenecen o están en posesión.

Los sistemas construidos con aportes del sector privado, en los que no se haya 
determinado al titular del derecho de propiedad, se entenderán, salvo prueba en 
contrario, que es propiedad de los CAPS.

Art. 22 	 Exenciones tributarias.
Los Comités de Agua Potable y Saneamiento están exentos del pago de todo tipo 
de impuestos, sean fiscales, municipales o de cualquier tipo, tanto en sus bienes, 
rentas, compraventas que realice, y los servicios de agua potable y alcantarillado 
sanitario, así como de las obras que ejecute.

Art. 23	  Exenciones por compra local de maquinarias e insumos. 
Los Comités de Agua Potable y Saneamiento, están exentos, del pago de todas las 
obligaciones fiscales e impuestos que graven la compra local de maquinarias, equi-
pos, materiales e insumos destinados exclusivamente a la extracción, tratamiento 
o distribución de agua potable para consumo humano, así como la recolección, 
tratamiento y disposición de las aguas servidas.

Art. 24 	 Exención de presentación de boletas.
Las transacciones de compraventa o de cualquier naturaleza en que intervengan los 
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Comités de Agua Potable y Saneamiento, quedan exentas de presentar todas las 
boletas de carácter fiscal que exige el Estado a las personas naturales o jurídicas.

Art. 25 	 Tarifa de energía eléctrica y otros beneficios.
Para los Comités de Aguas Potable y Saneamiento de mayor complejidad en la ca-
tegoría de Mini-acueductos por Bombeo Eléctrico (MABE), se establecerá una tarifa 
de energía eléctrica diferenciada con respecto a la tarifa domiciliar y comercial. La 
Autoridad Nacional del Agua o en su caso el Instituto Nicaragüense de Acueductos y 
Alcantarillados, deberán realizar las coordinaciones necesarias con las instituciones 
rectoras en materia energética del país, para lograr dicho acuerdo o convenio en 
beneficio de los CAPS.

De igual forma, a los CAPS de mayor complejidad se les exonerará del pago de canon 
por la extracción del recurso hídrico para servicios de agua potable y saneamiento. 

CAPÍTULO VII
PARTICIPACIÓN DE LAS INSTITUCIONES DEL ESTADO

Art. 26 	 Control, monitoreo y seguimiento de los CAPS.
El Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados con el apoyo de la Empre-
sa Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados Sanitarios, establecerán las coor-
dinaciones y mecanismos de control, monitoreo y seguimiento al funcionamiento y 
cumplimiento de las obligaciones de los Comité de Agua Potable y Saneamiento, 
que se encuentren debidamente registrados.

Art. 27 	 Asesoría y capacitación técnica.
El Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados y la Empresa Nicaragüen-
se de Acueductos y Alcantarillados Sanitarios, darán asesorías técnicas y capacita-
ción a cada CAPS, para efectos de garantizar su operatividad y funcionamiento en el 
cumplimiento de sus objetivos.

Art. 28 	 Supervisión del cumplimiento de normas técnicas.
El INAA como ente regulador, a través de la Gerencia de Acueductos Rurales, reali-
zará inspecciones periódicas a los CAPS con el fin de asesorar y supervisar el cum-
plimiento de las normas técnicas establecidas para la operación, mantenimiento y 
administración de los sistemas de suministro de agua potable en el medio rural.

Art. 29 	 Apoyo en administración, salud y medio ambiente.
El Ministerio del Ambiente y Recursos Naturales, el Ministerio de Salud, el Instituto 
Nacional Forestal, el Instituto Nicaragüense de Fomento y el Fondo de Inversión 
Social de Emergencia, en coordinación con las alcaldías respectivas, apoyarán a los 
CAPS con programas de capacitación sobre administración, sostenibilidad, opera-

ción del servicio, control de la calidad del agua, cuido del medio ambiente y en 
especial la protección y conservación de las fuentes de agua. 

CAPÍTULO VIII
DISPOSICIONES TRANSITORIAS Y FINALES

Art. 30 	 Plazo para la creación del Registro Nacional y de las Unidades 
Técnicas Municipales.
Para garantizar el registro, legalización y funcionamiento de los CAPS, el Instituto Ni-
caragüense de Acueductos y Alcantarillado y las Alcaldías, establecerán el Registro 
Central de Prestadores de Servicios de Agua Potable y Saneamiento y las Unidades 
Técnicas Municipales, respectivamente, en un plazo no mayor de noventa días a 
partir de la publicación de esta ley.

Art. 31 Sanciones por el incumplimiento del plazo de emisión de los Cer-
tificados de Registro.
El incumplimiento de los plazos establecidos en el artículo 11 de esta ley para la 
emisión del Certificado de Registro Municipal por las Unidades Técnicas Municipales 
y el Certificado de Inscripción en el Registro Central de Prestadores de Servicios de 
Agua Potable y Saneamiento, a favor de los CAPS, se sujetará a lo estipulado en el 
artículo 143 de la Ley N°. 620, Ley General de Aguas Nacionales, publicada en La 
Gaceta, Diario Oficial No. 102 del 4 de septiembre del 2007.

Art. 32 	 Plazo para formalización y legalización de los CAPS.
Los trámites para la formalización y legalización de los CAPS de conformidad a lo 
establecido en el artículo 11, deberán realizarse en un plazo de ciento veinte días a 
partir de lo dispuesto en el artículo 30.

Art. 33 	 Asociaciones existentes.
Las asociaciones y fundaciones existentes al momento de entrar en vigencia la pre-
sente Ley que hayan adquirido personalidad jurídica de conformidad a lo establecido 
en la Ley N°. 147, Ley General sobre Personas Jurídicas sin fines de lucro, publicada 
en La Gaceta, Diario Oficial No.102 del 29 de mayo de 1992, para la prestación de 
servicios de abastecimiento de agua en el área rural, para conservar su personalidad 
jurídica y derechos adquiridos deberán inscribirse en el Registro Central de Comités 
de agua Potable y Saneamiento en un plazo no mayor de ciento ochenta días conta-
dos a partir de la publicación de la presente Ley. 
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CAPÍTULO IX
DISPOSICIONES FINALES

Art. 34 	 Representación en instancias de desarrollo local y de participa-
ción ciudadana.
Los Comités de Agua Potable y Saneamiento podrán tener representación, en todas 
las instancias de desarrollo local y participación ciudadana, y en especial en los 
Organismos de Cuenca y Comité de Cuenca, de conformidad a la Ley N°. 620, Ley 
General de Aguas Nacionales, publicada en la Gaceta, Diario Oficial Número 169 del 
4 de septiembre del 2007.

Art. 35	 Derecho a tramitar personalidad jurídica conforme la Ley No. 147.
Los Comités de Agua Potable y Saneamiento podrán optar a obtener la personalidad 
jurídica de conformidad a los trámites establecido en la Ley N°. 147, Ley General 
sobre Personas Jurídicas sin fines de lucro, publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
No.102 del 29 de mayo de 1992.

Art. 36 	 Normas supletorias.
En lo no regulado por esta Ley se aplicarán supletoriamente la Ley N°. 620, Ley 
General de Aguas Nacionales, publicada en la Gaceta, Diario Oficial N°. 169 del 4 
de septiembre del 2007; la Ley N°. 297, Ley General de Servicios de Agua Potable 
y Alcantarillado Sanitario, publicada en La Gaceta No. 123 del 2 de Julio de 1998 y 
demás normativas vigentes sobre la materia.

Art. 37 	 Reglamentación.
El Presidente de la República, reglamentará la presente Ley sin desnaturalizar el 
espíritu de la misma, dentro del plazo de sesenta días de su publicación.

Art. 38 	 Vigencia.
Esta Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, Diario Oficial.

Dado en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional, a los diecinueve días del mes 
de mayo del año dos mil diez. René Núñez Téllez, Presidente ASAMBLEA NACIO-
NAL. Alba Palacios Benavidez, Secretaria en funciones ASAMBLEA NACIONAL.

Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
veintiocho de Mayo del año dos mil diez. DANIEL ORTEGA SAAVEDRA, PRESI-
DENTE DE LA REPÚBLICA DE NICARAGUA. 

El Presidente de la República de Nicaragua

A sus habitantes, Sabed:

Que, 

LA ASAMBLEA NACIONAL

CONSIDERANDO

l
Que la Constitución Política de la República de Nicaragua, en sus artículos 60 y 102 
establece que es obligación del Estado la preservación, conservación y rescate del 
medio ambiente y de los recursos naturales, declarando a estos últimos como Patri-
monio Nacional. 

LEY PARA LA PROTECCIÓN Y EL 
BIENESTAR DE LOS ANIMALES 

DOMÉSTICOS Y ANIMALES 
SILVESTRES DOMESTICADOS

(Ley No. 747, Aprobada el 11 de mayo del 2011, Publicada en 
La Gaceta, Diario Oficial N° 96 del 26 de mayo del 2011).
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ll
Que Nicaragua es parte de varios Tratados y Convenios Internacionales relacionados 
al tema de la diversidad biológica, fauna y flora silvestre y de protección a las espe-
cies en peligro de extinción. 

lll
Que el Estado de Nicaragua ha reconocido el importante rol que juegan los animales 
en el equilibrio del medio ambiente y su efecto en la calidad de vida de la sociedad 
nicaragüense y del mundo, apoyando el proceso para la adopción de la Declaración 
Universal sobre el Bienestar Animal (DUBA), que impulsan la Organización de las 
Naciones Unidas. 

lV
Que los nicaragüenses, estamos obligados a velar por la protección y el bienestar de 
los animales domésticos y silvestres que cohabitan con los seres humanos, a fin de 
evitar su extinción, maltrato u otras formas de discriminación o sufrimientos innece-
sarios durante su reproducción, desarrollo y existencia. 

V
Que es obligación del Estado proporcionar los medios y mecanismos legales necesa-
rios a las Instituciones responsables y a la ciudadanía en general, para la protección 
y el bienestar de los animales domésticos y silvestres, como uso social, económico 
y de investigación, mediante la aplicación del instrumento de Ley que regule su 
reproducción, traslado, estadía en cautiverio y eutanasia, penalizando a su vez las 
acciones que atenten contra la integridad física y el bienestar de estos animales. 

POR TANTO

En uso de sus facultades

Ha ordenado la siguiente: 

LEY PARA LA PROTECCIÓN Y EL BIENESTAR DE LOS ANIMALES DOMÉSTI-
COS Y ANIMALES SILVESTRES DOMESTICADOS

CAPÍTULO l
DISPOSICIONES GENERALES

Art. 1
La presente Ley tiene por objeto establecer las regulaciones para la protección y el 
bienestar de los animales domésticos y animales silvestres domesticados, que se 
encuentren cohabitando con los seres humanos.

Art. 2
Son objetivos específicos de esta Ley:

1.	 Proteger la integridad física, psicológica y el desarrollo natural de los anima-
les domésticos y animales silvestres domesticados.

2.	 Velar por las condiciones básicas de los animales domésticos y animales sil-
vestres domesticados, en cuanto a su hábitat, trato, cuidado, nutrición, pre-
vención de enfermedades, manejo responsable, sacrificio y eutanasia, cuan-
do fuera el caso.

3.	 Erradicar y prevenir el maltrato, abuso, actos de crueldad y sobre explotación 
en el uso de los animales domésticos y animales silvestres domesticados.

4.	 Fomentar y fortalecer la participación y organización de la sociedad civil para 
apoyar mediante el desarrollo de acciones de protección y el bienestar de 
los animales domésticos y animales silvestres domesticados, la labor de las 
instituciones del Estado involucradas en el tema.

Art. 3
Se declara de interés nacional la protección a todas las especies de animales do-
mésticos y animales silvestres domesticados, contra todo acto de crueldad que les 
ocasione lesiones, sufrimiento o muerte, causado o permitido por el ser humano, 
directa o indirectamente.

Art. 4
Las disposiciones de esta ley son de orden público e interés social y se aplicarán en 
relación a aquellos animales domésticos y animales silvestres domesticados utiliza-
dos por la población para:

a.	 Compañía;

b.	 Mascotas;

c.	 Asistencia;

d.	 Comercio;

e.	 Alimentación;

f.	 Terapia medicinal;

g.	 Transporte;

h.	 Recreación;

i.	 Espectáculos o Competencias;

j.	 Fines educativos;

k.	 Fines de investigación y experimentación; u
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l.	 Otras actividades afines

La conservación, uso, manejo y aprovechamiento sostenible de la fauna silvestre 
existente en el país, se regulará por la Ley de la materia.

Art. 5 
Para los fines de esta Ley se consideran:

a.	 Animales domésticos a los que se crían, reproducen y conviven con la com-
pañía, intervención y dependencia del ser humano.

b.	 Animales Silvestres domesticados, aquellos que por su condición fueron 
objeto de captura en su medio natural, pasando bajo el dominio absoluto 
y permanente de personas naturales o jurídicas y que dependiendo de su 
adaptación pueden llegar a considerarse animales domésticos de compañía 
o mascotas. Entre estos se encuentran las especies exóticas o en peligro de 
extinción que pueden permanecer o no en cautiverio.

Art. 6
Todo animal para ser considerado doméstico como tal, deberá reunir las condiciones 
siguientes:

a.	 Poseer instinto de sociabilidad;

b.	 Transmitir hereditariamente la mansedumbre;

c.	 Conservar la fecundidad;

d.	 Someterse a las condiciones de vida impuestas por el ser humano; 

e.	 Tener un fin útil.

No se consideran animales domésticos a los animales que son simples comensales 
del ser humano, tales como las ratas, insectos, aves de rapiña, que buscan y habitan 
las viviendas o su vecindad, con el fin de asociarse a la actividad del ser humano 
para aprovecharse de la alimentación y garantizar la supervivencia de su especie.

Art. 7
El Bienestar Animal, además de considerar el estado de salud mental y física donde 
el animal esté en completa armonía con el ambiente que lo rodea, deberá también 
considerar cinco libertades fundamentales que lo complementan:

a.	 Estar libre de hambre y sed: lo que se logra brindando una dieta satisfacto-
ria, apropiada y segura, así como acceso al agua fresca;

b.	 Estar libre de incomodidad y molestias: creando un ambiente apropiado que 
incluya refugios y área de descanso confortable.

c.	 Estar libre de dolor, lesiones y enfermedades: previniendo o diagnosticando 
rápidamente y haciendo uso del tratamiento adecuado;

d.	 Estar libre de expresar un comportamiento normal: asegurando suficiente 
espacio e instalaciones apropiadas y compañía de la misma especie; 

e.	 Estar libre de miedo y sufrimiento: proveer condiciones y cuidados que evi-
ten el miedo innecesario, el estrés o sufrimiento.

Art. 8
El Estado promoverá la organización y constitución, conforme a la Ley de la materia, 
de asociaciones protectoras de animales, así como, la participación de las mismas y 
de las instituciones académicas y de investigación, en las acciones gubernamentales 
relacionadas con campañas de concientización, de protección y bienestar de los ani-
males, su trato digno y respetuoso. 

CAPÍTULO ll
PRINCIPIOS Y DEFINICIONES

Art. 9
En la aplicación de la presente Ley la autoridad competente, las instituciones y la 
sociedad en general deberán sujetarse, entre otros, a los principios siguientes:

1.	 Todos los animales nacen iguales ante la vida y tienen los mismos derechos 
a la existencia;

2.	 Todo animal tiene derecho al respeto. El ser humano, en tanto que especie 
animal, no puede atribuirse el derecho de exterminar a otros animales, o de 
explotarlos violando este derecho;

3.	 Todos los animales tienen derecho a la atención, a los cuidados y a la protec-
ción del ser humano;

4.	  Ningún animal será sometido a malos tratos ni actos de crueldad. Si es 
necesaria la muerte de un animal, ésta debe ser instantánea, indolora y no 
comportará angustia alguna para el mismo;

5.	 Todo animal que el ser humano ha escogido como compañero tiene derecho 
a que la duración de su vida sea conforme a su longevidad natural. El aban-
dono de un animal es un acto cruel y degradante;

6.	 Todo animal de tiro tiene derecho a una limitación razonable del tiempo e 
intensidad del trabajo, a una alimentación reparadora y al reposo;

7.	 La experimentación animal que implique un sufrimiento físico o psicológico 
es incompatible con los derechos del animal, tanto si se trata de experimen-
tos médicos, científicos, comerciales, o de cualquier otra forma de experi-
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mentación. Las técnicas alternativas deben ser utilizadas y desarrolladas;

8.	 Cuando un animal es criado para la alimentación debe ser nutrido, instalado 
y transportado, así como sacrificado, sin que ello resulte para él motivo de 
angustia o dolor;

9.	 Todo acto que implique la muerte del animal sin necesidad es un biocidio, es 
decir, un crimen contra la vida; y

10.	 Un animal muerto debe ser tratado con respeto. Las escenas de violencia en 
las que los animales son víctimas deben ser prohibidas en el cine y la televi-
sión, salvo si ellas tienen como fin el dar muestra de los atentados contra los 
derechos del animal.

Art. 10
Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

Animal (es): Todos aquellos seres vivos que sienten y se mueven por su propio 
impulso, pero que se diferencian de los seres humanos por la falta de razón.

Animales de asistencia: Son animales domésticos, que han sido especialmente 
adiestrados para realizar labores que ayuden a las personas con discapacidades 
físicas en general. Comúnmente el perro guía.

Animales abandonados: Animales domésticos que deambulan libremente por la 
vía pública sin ninguna identificación de su origen o propietario, así como, el que 
teniendo identificación, no es denunciada su pérdida por el propietario. También se 
consideran abandonados, los que son dejados dentro de las viviendas de sus pro-
pietarios sin el cuido y la protección necesaria.

Animales amansados. Son animales salvajes que pueden ser entrenados en algu-
na actividad, pero sus crías siempre son salvajes.

Animales cimarrones. Son aquellos animales domésticos que vueltos a la vida 
silvestre adoptan conductas de animales salvajes.

Animales de compañía o mascota: Es un animal doméstico que no es forzado a 
trabajar, ni usado para fines lucrativo ni como alimento.

Animales domesticados: Un animal se considera domesticado cuando se repro-
duce bajo la dirección’ del ser humano y da origen a una progenie que sigue bajo la 
tutela de éste, quien la aprovecha para su beneficio.

Animales exóticos: Aquellos que se encuentran libres en la naturaleza y sobre los 
cuales no se ha ejercido dominio humano y además se encuentran registrados como 
especies exóticas en los listados nacionales o internacionales.

Animales para espectáculos: Animales domésticos y/o especímenes de fauna 
silvestre mantenidos en cautiverio, que son utilizados en espectáculos públicos ó 

privados bajo el adiestramiento del ser humano.

Animales potencialmente peligrosos: Todos aquellos que pertenecen a la fauna 
salvaje y su tenencia sea con fines domésticos o de compañía, cuyas características 
físicas y de agresividad pongan en riesgo la vida, la seguridad física y los bienes 
tantos de sus propietarios como de terceros.

Animales silvestres: Aquellos que se encuentran libres en la naturaleza y sobre 
los cuales no hay intervención ni dependencia del ser humano. También se consi-
deran silvestres los domesticados por el ser humano, pero que posteriormente son 
liberados y regresados a su hábitat natural.

Animales Silvestres en domesticación: Aquellos animales silvestres que bajo el 
dominio del ser humano y en condiciones de cautividad o semicautividad están en 
el procedimiento de perder, adquirir o desarrollar genéticamente ciertos caracteres 
fisiológicos, morfológicos y etológicos, para convertirse en domésticos y ser usados 
con iguales fines que estos últimos.

Animales de tiro: Es la expresión con que se designa a los animales domésticos 
utilizados para la tracción animal o como animales de transporte, carga o de trabajo.

Asociaciones Protectoras de Animales: Grupo de personas que se asocian con 
fines y objetivos definidos para la protección y desarrollo del bienestar animal, sin 
fines de lucro, debidamente organizadas y legalmente constituidas.

Bienestar animal: Grado en que se logran las necesidades biológicas, de salud, 
psíquicas y de comportamiento del animal, frente a cambios en su ambiente, gene-
ralmente impuestos por el ser humano.

Centro de atención y rehabilitación de animales domésticos y animales 
silvestres: Centros públicos o privados destinados para el cuidado y recuperación 
de la salud integral de los animales domésticos y animales silvestres abandonados, 
maltratados y demás acciones análogas, así como, para la realización de eutanasia 
de los mismos.

Crueldad hacia los animales: Es el tratamiento humano que causa sufrimiento 
o daño a los animales en general. La crueldad puede ser activa y pasiva, también 
conocida como de comisión y de omisión, respectivamente.

Disección: Es la división en partes de un animal para examinarlos y estudiar sus 
órganos.

Domar: Indica amansar y hacer dócil a un animal mediante ejercicios y enseñanzas, 
sean estos silvestres o domésticos.

Epizootia: Es una enfermedad contagiosa que ataca a un número inusual de ani-
males al mismo tiempo y lugar y se propaga con rapidez. Su término equivalente en 
medicina es epidemia.



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|272| |273|

Eutanasia animal: Muerte aplicada a un animal desahuciado clínicamente, practi-
cada y supervisada por un médico veterinario legalmente certificado.

Maltrato animal: Todo hecho, acto u omisión consciente o inconsciente realizado 
por el propietario, dueño o poseedor de un animal, que pueda ocasionar dolor, sufri-
miento, poner en peligro la vida del animal o que afecten gravemente su salud por 
la sobreexplotación de su trabajo.

Protección animal: Son las acciones que realizan las entidades públicas y privadas 
destinadas para tal fin, que conllevan a vigilar y garantizar los derechos, la salud y la 
prevención en contra del maltrato, sufrimiento y explotación de los animales.

Sacrificio de animales. El sacrificio o matanza de animales para el consumo hu-
mano, bajo las estrictas medidas de seguridad e higiene establecidas para estos 
fines.

Trato digno y respetuoso: Medidas que se aplican para evitar a los animales, 
dolor innecesario o angustia durante su crianza, captura, traslado, exhibición, cua-
rentena, comercialización, aprovechamiento, adiestramiento ó sacrificio.

Veterinario: Es un profesional de la medicina legalmente autorizado para profesar 
y ejercer la veterinaria, la cual se ocupa del cuidado y estudio de la producción, 
explotación, medicina preventiva y curativa de los animales útiles al ser humano, de 
sus relaciones higiénico-sanitarias y de la obtención, industrialización y tipificación 
de los productos de origen animal.

Vivisección: Es la disección de animales vivos con una finalidad científica.

Zoofilia: Consiste en la atracción sexual de un humano hacia un animal. Las per-
sonas que sienten esta afinidad o atracción sexual son conocidas como zoófilos o 
zoofílicos.

Zoonosis: Enfermedad que puede transmitirse de otros animales vertebrados a se-
res humanos o viceversa.

En el reglamento de la presente Ley se podrán establecer otras definiciones que sean 
de importancia para esta Ley. 

CAPÍTULO lll
DE LA AUTORIDAD COMPETENTE

Art. 11 	
El Ministerio Agropecuario y Forestal y los Gobiernos Municipales, serán las autori-
dades competentes para la aplicación de la presente Ley, con la colaboración de la 
Policía Nacional y el Ejército de Nicaragua.

El Ministerio del Medio Ambiente y de los Recursos Naturales, el Ministerio de Salud, 

el Ministerio de Educación y la Procuraduría General de la República, apoyarán, en el 
ámbito de su competencia, en la aplicación de esta Ley.

La Policía Nacional actuará de oficio ante el evidente maltrato de cualquier animal, 
ya sea doméstico o silvestre en cautiverio, procediendo a decomisar al animal mal-
tratado, dando a conocer a lo inmediato de todas sus diligencias a la autoridad 
competente para proceder conforme a lo establecido en esta Ley.

Art. 12 	
Serán facultades del Ministerio Agropecuario y Forestal, entre otras, las siguientes:

a.	 Velar por el cumplimiento de las disposiciones de la presente Ley y su regla-
mento y demás normativas que se dicten.

b.	 Dar seguimiento al cumplimiento de los instrumentos internacionales en ma-
teria de protección y bienestar animal suscritos por el país.

c.	 Elaborar para su aprobación una Política Nacional de Protección y Bienestar 
Animal.

d.	 Organizar los Comités Departamentales y Regionales de Protección y Bienes-
tar Animal.

e.	 Crear y oficializar los centros de eutanasia de animales y de incineración, 
poniéndolos a la disposición de toda institución, autoridad y personas que 
lo requieran.

f.	 Conocer la cantidad de Registro de los Centros de Atención y Rehabilitación 
existentes en el País.

g.	 Difusión y divulgación de conocimientos e información pública, que ayude 
a generar una cultura cívica de protección, responsabilidad, respeto y trato 
digno a los animales en general.

h.	 Mantener informado a la Comisión Nacional de Protección y Bienestar Ani-
mal, sobre los avances y obstáculos en la aplicación de la Ley y demás ins-
trumentos jurídicos.’

i.	 Las demás que esta Ley y otros ordenamientos jurídicos aplicables le confieran.

Art. 13 	
Los Gobiernos Municipales, tendrán entre otras facultades:

a.	 Regular, supervisar y llevar control de los Centros de Atención y Rehabilita-
ción de animales.

b.	 Rescatar los animales que son objeto de maltrato, abandono, crueldad y 
otras acciones sangrientas.
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c.	 Levantar inventario de Hospitales, clínicas u otros centros dedicados a la 
atención veterinaria.

d.	 Establecer convenios de cooperación o colaboración con Asociaciones pro-
tectoras de animales.

e.	 Aplicar las sanciones previstas en la presente Ley, previo cumplimiento del 
proceso establecido.

f.	 Aprobar las normas de espectáculos donde participen animales, de confor-
midad a las disposiciones de la presente Ley.

g.	 Llevar un Registro Central de animales de compañía, mascotas, animales de 
tiro, animales silvestres y potencialmente peligrosos que han sido domesti-
cados por el hombre.

h.	 Las demás que esta Ley y otros ordenamientos jurídicos le confieran, respe-
tando el principio de su autonomía.

Los Gobiernos Municipales podrán conformar Comisiones Técnicas de protección y 
bienestar de animales, como apoyo en la aplicación de las políticas y las disposicio-
nes de la presente Ley, además de servir como órgano consultivo y fiscalizador en el 
control de la tenencia de animales.

Los infractores sancionados por violación a lo establecido en la presente Ley, podrán 
recurrir de revisión y apelación de conformidad al procedimiento establecido en los 
artículos 40 y 41 de la Ley de Municipios, texto reformado y adicionado por la Ley 
No. 261, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 162 del 26 de agosto de 1997. 

CAPÍTULO IV
DE LA PROTECCIÓN Y EL BIENESTAR ANIMAL

Sección l
De los Animales de Compañía o Mascotas

Art. 14 
El dueño o propietario de un animal de compañía o mascota, es responsable de su 
protección y cuidado, así como del cumplimiento de lo establecido en esta Ley y su 
reglamento. Las personas que compren o adquieran por cualquier medio un animal 
de compañía ó mascota, están obligadas a cumplir con:

a.	 Colocarles permanentemente una placa en la que constarán al menos los 
datos que identifiquen al propietario y al animal.

b.	 Asegurarles alojamiento y cuidados, y bajo ninguna circunstancias abando-
narlos en la vía pública o en zonas rurales.

c.	 Colocarle una correa al transitar con ella en la vía pública y recoger las defe-
caciones del mismo.

d.	 Responder por los daños que le ocasione a terceros y de los perjuicios que oca-
sione, si permite que transiten libremente en la vía pública o por abandono.

e.	 Inmunizarlo contra enfermedades de riesgo zoonótico o epizoótico graves, 
propias de la especie.

f.	 Esterilizarlos, si es necesario, bajo control de veterinario, en clínica u hospi-
tal, bajo anestesia y de forma indolora.

Art. 15 
Los animales que asistan a personas con alguna discapacidad, o que por prescrip-
ción médica deban acompañarse de este tipo de animales, tienen libre acceso a 
todos los lugares. En los medios de transporte público se permitirá su acceso en 
dependencia de que reúna las condiciones higiénicas sanitarias y cumpla con las 
medidas de seguridad. Dentro de esta categoría se contemplan los perros guías para 
personas con discapacidad visual, los que deberán portar su distintivo respectivo.

Art. 16 
Las personas poseedoras de animales silvestres domesticadas para compañía o mas-
cota, deberán demostrar la capacidad y destreza en el manejo y cuidado de estos 
animales en dependencia de su especie, así como, cumplir con las normas sanitarias 
que correspondan. A estos animales les serán aplicadas las mismas medidas sanita-
rias previstas para los animales domésticos. Se respetará y protegerá la propiedad 
de aquellos animales silvestres domesticados, que fueron adquiridos antes de la 
entrada en vigor de la presente Ley, sin embargo, las personas poseedoras de estos 
animales, deberán obtener un permiso especial de posesión de la especie otorgado 
por la autoridad competente.

Cualquier persona natural o jurídica podrá solicitar el apoyo de la autoridad com-
petente o de otra institución con competencia, para renunciar a la tenencia de cual-
quier animal silvestre domesticado que mantenga en cautiverio, con el fin de rein-
sertarlo en su medio natural.

Art. 17 	
A partir de la entrada en vigencia de esta Ley, queda prohibido la venta y compra, en 
lugares no autorizados, de animales silvestres domesticados para servir de mascota 
o compañía, por parte de personas naturales o jurídicas. Se exceptúan los zoológicos 
y centros de recreación o exhibición que logren la reproducción de sus especies en 
cautiverio.
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Art. 18 	
La tenencia y cría de animales domésticos de cualquier especie en viviendas urba-
nas, está condicionada a las capacidades higiénicas sanitarias, de alojamiento, a la 
ausencia de riesgos sanitarios y a la inexistencia de peligros o molestias para las de-
más personas. Se prohíbe el acceso y permanencia de animales en locales destina-
dos a la producción y fabricación de alimentos o productos relacionados con la salud 
humana. También en espectáculos públicos o instalaciones deportivas, exceptuando 
los animales señalados en el artículo 15 de esta ley. 

Sección ll
De los Animales Potencialmente Peligrosos

Art. 19 	
La persona que críe o posea animales potencialmente peligrosos, es responsable de 
su protección y cuidados, así como del cumplimiento de lo establecido en esta Ley 
y su reglamento. Deberán mantener a los animales que se hallen bajo su custodia 
en adecuadas condiciones higiénico-sanitarias y con los cuidados y atenciones ne-
cesarios de acuerdo con las necesidades fisiológicas y características propias de la 
especie o raza del animal.

Art. 20 	
La tenencia de animales potencialmente peligrosos, requerirá la previa obtención de 
un permiso, otorgado por la Alcaldía donde reside el solicitante, previo la presenta-
ción de al menos los datos y documentos siguientes:

a.	 Ser mayor de edad y no estar incapacitado para proporcionar los cuidados 
necesarios al animal.

b.	 No poseer antecedentes policiales ni penales.

c.	 Certificado de aptitud psicológica.

d.	 Pago de fianza de responsabilidad civil por daños que puedan causar los 
animales a terceros.

En cada Alcaldía existirá un Registro de Animales Potencialmente Peligrosos clasifi-
cado por especies, en el que necesariamente habrán de constar, al menos, los datos 
personales del dueño, las características del animal que hagan posible su identifica-
ción y el lugar habitual de residencia del mismo.

Art. 21 	
La importación de animales que fueren clasificados como potencialmente peligrosos, 
así como su venta o transmisión por cualquier título estarán condicionadas a que 
tanto el importador, vendedor o transmitente como el adquirente hayan obtenido 

el permiso a que se refiere el artículo anterior. Los propietarios o criadores de estos 
animales tienen la obligación de cumplir con las normas de seguridad establecidas, 
de forma tal que garantice la óptima convivencia con los seres humanos y evitar 
molestias a la población en general.

Art. 22 
Los animales cuyos dueños posean el permiso especial de posesión de la especie 
determinada, extendido por autoridad competente, podrán acceder a las vías o es-
pacios públicos, áreas o locales, cuando sean conducidos por sus poseedores due-
ños y no constituyan un peligro para los transeúntes u otros animales. Tratándose 
de animales que superen en peso los veinte kilogramos (20 kg.), deberán utilizar un 
bozal, ser conducidos por un adulto por medio de una correa o cadena resistente no 
extensible, y en las condiciones que reglamentariamente se determinen. Asimismo, 
los dueños de este tipo de animales quedan obligados a recoger las defecaciones en 
las vías o espacios públicos.

El animal que cause daños o lesiones físicas a alguna persona, será mantenido en 
observación por un período de cinco-días, esté o no vacunado. Si no presenta evi-
dencias de enfermedad será regresado a sus dueños. La observación podrá realizar-
se en casa del propietario, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos 
para estos casos por el Ministerio de Salud (MINSA).

Art. 23 
Todos los establecimientos o asociaciones, incluidos los centros de adiestramiento, 
criaderos, residencias, centros recreativos y locales de venta, que alberguen anima-
les potencialmente peligrosos y se dediquen a su explotación, cría, comercialización 
o adiestramiento, deberán obtener para su funcionamiento la debida autorización 
de la autoridad competente. El adiestramiento para guarda y defensa deberá efec-
tuarse por adiestradores que estén en posesión de un certificado de capacitación 
debidamente otorgado por la autoridad competente. 

Sección lll
De los Animales de Tiro

Art. 24 	
Los propietarios o dueños de animales de tiro, tienen la obligación de brindarle al 
animal seguridad, alojamiento, alimentación, higiene y asistencia médica veterina-
ria, así como, mantener al día las vacunas y el certificado sanitario para que pueda 
circular por las vías públicas.

Es obligación del propietario o dueño evitar el maltrato y castigo a los animales 
de tiro, así como, la sobrecarga con peso superior a sus capacidades, exposiciones 
a largas y excesivas jornadas de trabajo, la circulación sin herraduras y el ensilla-
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miento en estado de preñez avanzado, utilizarlos o montarlos enfermos o heridos, 
así mismo, que el tamaño de los carretones, carretas u otro tipo de vehículo a usar 
supere ampliamente al del animal.

Los animales de tiro que circulen o permanezcan en la vía pública quedan sujetos a 
lo establecido en el artículo 29 de la Ley No. 431, “Ley para el Régimen de Circula-
ción Vehicular e Infracciones de Tránsito”, publicado en La Gaceta, Diario Oficial, No. 
15 del 22 de Enero del 2003.

Art. 25 	
Las Gobiernos Municipales habilitarán un registro donde los propietarios o dueños 
de animales de tiro, deberán inscribirse para facilitar el control de los mismos. Los 
requisitos para la inscripción deberán ser al menos los siguientes:

a.	 Identificación del propietario;

b.	 Documentos que acrediten la tenencia legal y marca del animal o declara-
ción de dos testigos, en su caso; y

c.	 Certificado sanitario del animal.

El Gobierno Municipal podrá celebrar convenios de colaboración con la Policía Na-
cional, las Universidades, Asociaciones y organizaciones afines, con el objetivo de 
ejercer un mayor y efectivo control sobre el bienestar de los animales de tiro. 

Sección IV
De los Animales Abandonados

Art. 26 
Los Gobiernos Municipales mediante un plan específico y con la colaboración de las 
demás instituciones y organizaciones involucradas, recogerán a los animales que se 
encuentren abandonados y trasladados a los Centros de Atención y Rehabilitación 
hasta que sean debidamente reclamados o aceptados en custodia.

Los animales abandonados que sean dados en custodia o adopción, deberán estar 
esterilizados o castrados, con el fin de evitar la proliferación de más animales aban-
donados o ser un medio de lucro con su reproducción. El propietario de un animal 
que lo abandone será responsable de los daños y perjuicios que ocasione a terceros.

Art. 27 	
La captura en la vía pública y traslado a los Centros de animales domésticos y anima-
les silvestres domesticados, sólo puede realizarse cuando los animales deambulen 
sin dueño y placa de identidad. La captura y traslado se realizará por el personal 
capacitado y autorizado, con equipo y material adecuado bajo el procedimiento y 

reglamento establecido. La autoridad competente y las alcaldías municipales podrán 
celebrar convenios de cooperación con asociaciones protectoras, para recoger y cui-
dar animales abandonados.

Art. 28 	
El animal que no tuviere identificación alguna del dueño o propietario, será retenido 
en el Centro de Atención y Rehabilitación por un plazo de diez (10) días, a partir de 
su captura. De no ser reclamado en el plazo establecido, las autoridades lo desti-
narán para su adopción o custodia a cualquier asociación protectora de animales 
comprometidas al cuido y protección. En todo caso, cuando se trate de animales 
silvestres, se deberá procurar regresarlos a su hábitat natural.

Art. 29 
Los propietarios podrán reclamar el animal que se encuentre en cualquier Centro de 
Atención y Rehabilitación dentro de los tres (3) días hábiles siguientes a su llegada, 
debiendo comprobar su propiedad o posesión con documentos que lo acredite o 
testigos que bajo promesa de ley así lo testifiquen, además de abonar los gastos que 
hubieran originado su mantenimiento en el Centro.

Todo aquel propietario de animal abandonado, que aún a sabiendas de la retención 
del mismo en el Centro de Atención y Rehabilitación, no se presentaré a retirarlo y 
a pagar los gastos ocasionados por el mantenimiento, será sancionado de confor-
midad a lo establecido en esta Ley, disponiéndose del animal en su mejor beneficio.

Las autoridades competentes y las instituciones de apoyo, podrán realizar las ins-
pecciones que sean necesarias para verificar el cumplimiento de estas condiciones. 

Sección V
De las Exhibiciones y Espectáculos

Art. 30 	
El propietario, poseedor o encargado de animales para exhibición o espectáculos 
deberá contar con las autorizaciones correspondientes. Las exhibiciones deberán 
realizarse en locales adecuados que garanticen su correcto manejo y respeto a las 
normas de higiene y seguridad.

Art. 31 
En toda exhibición o espectáculo público o privado en el que participen animales 
vivos, debe garantizarse su trato digno y respetuoso durante todo el tiempo que 
dure su utilización, así como en su traslado y en los tiempos de espera, permitiendo 
la presencia de un representante de alguna asociación protectora de animales, como 
observador de las actividades que se realicen.
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Art. 32 	
Para la labor de adiestramiento de animales que son utilizados en espectáculos pú-
blicos y circos, será fundamental la aplicación de métodos basados en el conoci-
miento de la psicología del animal, que no produzcan maltratos físicos ni daños 
psíquicos; a tal fin, deberán contar con personal acreditado para el ejercicio profesio-
nal. El Ministerio Agropecuario y Forestal (MAGFOR) deberá verificar si el domador 
posee certificado profesional que lo acredite como tal, asimismo comprobar el buen 
estado físico, emocional y psicológico del animal que es utilizado para los fines de 
exhibición o espectáculos, ya sea en circos u otros lugares públicos.

Queda prohibida la crueldad, el maltrato físico, psíquico y emocional en la doma y 
prisión de animales no domésticos como leones, tigres, osos, elefantes y cualquier 
otro animal silvestre, cuya finalidad sea la utilización de ellos en los espectáculos 
públicos y circos.

Para que los circos internacionales puedan ingresar al país, el Ministerio Agrope-
cuario y Forestal (MAGFOR) deberá exigir a los dueños de éstos, que se les aplique 
examen a los animales que posean para comprobar el buen estado físico, emocional 
y psicológico de estos animales. Dicho examen deberá ser realizado por un experto 
veterinario debidamente certificado y autorizado por la autoridad competente, quien 
emitirá un dictamen que autorice el ingreso al país. De no cumplir con esta disposi-
ción, quedará prohibido su ingreso al país.

Aquellos lugares públicos que están destinados para la exhibición de animales en 
espectáculos y circos deberán prestar las siguientes condiciones:

1.	 Disponer de un espacio facultativo veterinario en que puedan atenderse 
aquellos animales que precisen de asistencia;

2.	 Disponer de un botiquín básico con equipo farmacéutico imprescindible para 
estabilizar y trasladar al animal a un centro veterinario más cercano si se 
requiere;

3.	 Contar con una cartilla sanitaria que demuestre el control de vacunas y es-
tado físico correcto de este tipo de animales y que les permita participar en 
concursos y/o exhibiciones.

Art. 33 	
Se prohíbe el uso de animales de cualquier especie en actividades festivas o recreati-
vas, públicas o privadas, como corridas de patos, tiro al blanco, gallo tapado u otros, 
cuyo fin sea causarles daños, lesiones o la muerte de los mismos. Los Gobiernos 
Municipales regularán estas actividades.

Art. 34 	
Las peleas de gallos como tradición cultural y costumbre nicaragüense, sólo po-
drán realizarse en las galleras autorizadas; dispondrán de normas y reglamentos 

a cumplir. Las galleras serán autorizadas y reguladas por las Municipalidades. Los 
torneos de gallos se realizarán en horario diurno y sólo podrán prolongarse durante 
las fiestas patronales de todos los pueblos de Nicaragua y en torneos nacionales e 
internacionales, previa autorización de Seguridad Pública.

Art. 35 	
Las montas de toros sólo podrán hacerse en los sitios o barreras autorizadas por 
los Gobiernos Municipales, quienes en conjunto con las Asociaciones pertinentes, 
deberán reglamentarlas y con ello evitar el uso de objetos corto punzantes como 
chuzos, palos con clavos, espuelones, sustancias químicas y otros que maltraten o 
lesionen a los animales.

Toda barrera autorizada dispondrá, de las condiciones y requisitos de salubridad y 
de seguridad requerida para este tipo de actividades, además de disponer de enten-
dido en la materia, para atender el manejo de los animales y aquellos que resulten 
heridos o lesionados. Se prohíben las corridas de toros en donde el resultado final 
es la muerte del animal.

Las funciones de supervisión de las barreras y plazas, será competencia del Mi-
nisterio Agropecuario y Forestal y de los Gobiernos Municipales. Las Asociaciones 
Protectoras de Animales interpondrán sus quejas, denuncias y sugerencias, ante la 
Autoridad de Aplicación de la Ley. 

Sección VI
Del Transporte y Comercio

Art. 36 	
El transporte de los animales domésticos y animales silvestres domesticados en 
cualquier tipo de vehículo, deberá realizarse de tal manera que no cause al animal 
lesiones o sufrimiento de ningún tipo, garantizándose las condiciones de higiene 
y seguridad necesaria, no debiendo ser inmovilizados o conducidos en posiciones 
que les causen daños o maltrato, crueldad, fatiga extrema o falta de descanso y 
alimentación. Las operaciones de carga y descarga deben hacerse sin maltratar a 
los animales.

Las empresas o dueños de transporte, previo a realizar o autorizar el traslado o 
transporte de cualquiera de estos animales, están obligados a exigir a los remitentes 
los permisos de Ley exigidos por la Policía Nacional que amparen su traslado, bajo 
pena de ser solidarios en la sanción que se llegaré a aplicar al dueño o propietario 
de los animales por la falta de los mismos.

Art. 37 	
La Policía Nacional actuará en el acto para retener el vehículo en el que se trans-
porte y se cause daño a los animales durante su traslado, debiéndose garantizar su 
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corrección inmediata para poder autorizar la continuación del recorrido. En el caso 
que fueran detenidos por causas fortuitas o fuerza mayor durante el traslado, se 
deberá asegurar a los animales las medidas adecuadas de alojamiento, alimentación 
y demás condiciones hasta que sea solucionado o superada la situación y puedan 
proseguir a su destino.

Art. 38 
El transporte de animales potencialmente peligrosos deberá efectuarse en medios 
de transporte que dispongan de espacios suficientes y con las medidas precautorias 
que las circunstancias aconsejen garantizar: la seguridad de las personas, bienes y 
otros animales, durante el tiempo que dure su traslado.

Asimismo, los embalajes utilizados deberán ser apropiados para proteger a los ani-
males de la intemperie y de las inclemencias climatológicas, debiendo llevar una 
indicación del traslado de este tipo de animales y contando con las debidas medidas 
de supervisión y seguridad para su traslado.

Durante el transporte y la espera, se debe garantizar que los animales reciban la 
alimentación adecuada, asimismo en función de sus necesidades fisiológicas.

La carga y descarga de los animales se realizará con los medios adecuados en cada 
caso, a fin de que no sean sujetos de molestias ni daños injustificados.

Art. 39 	
Los establecimientos comerciales, ferias y exposiciones que se dediquen a la venta 
de animales domésticos o animales silvestres domesticados, deben expedir un certi-
ficado de venta que deberá contener por lo menos:

a.	 Nombre del propietario;

b.	 Domicilio del propietario;

c.	 Animal o especie de que se trate;

d.	 Nombre del animal, raza, sexo, edad;

e.	 Estado de salud del animal;

f.	 Record de vacunaciones; y

g.	 Las demás que establezca el Reglamento.

No podrán venderse como animales de compañía los animales que no tengan al 
menos cuarenta días de nacidos y sus condiciones de salud en muy buen estado.

Art. 40 	
La importación de animales domésticos, estará sujeta a los requisitos que establezca 
el Reglamento de esta Ley y demás normas vigentes sobre la materia, entre los que 

se deberán contemplar para su entrada al país, la presentación del certificado de la 
vacuna contra la rabia y un certificado de buena salud emitido por un veterinario.

Art. 41 
Las crías de los animales domésticos o animales silvestres domesticados que se 
encuentren en cautiverio en circos y zoológicos públicos o privados, no están suje-
tas al comercio abierto de mascotas. Estos centros deberán notificar a la autoridad 
correspondiente cuando sean enajenadas, intercambiadas, prestadas o donadas a 
terceras personas, o trasladadas a otras instituciones.

En el caso de los zoocriaderos, que son considerados sitios dedicados a la cría y 
aprovechamiento de especies de fauna en peligro de extinción, ya sea con fines 
científicos, comerciales, de fomento, reproducción y repoblamiento. Estos sitios re-
quieren de permisos especiales otorgados por la autoridad competente. 

Sección Vll
De la Experimentación e Investigación

Art. 42 	
El uso de animales domésticos o animales silvestres domesticados para experimento 
o investigación que se lleven a cabo con fines de estudios y avances de la ciencia, 
serán autorizados, siempre y cuando se demuestre que:

a.	 Los experimentos serán realizados bajo la supervisión de una institución de 
educación superior o de investigación reconocida oficialmente y que la per-
sona que dirige el experimento cuente con los conocimientos y la acredita-
ción necesaria.

b.	 Los resultados experimentales deseados no puedan obtenerse por otros pro-
cedimientos o alternativas.

c.	 Las experiencias sean necesarias para el control, prevención, diagnóstico o 
tratamiento de enfermedades que afecten al ser humano o al animal.

d.	 Los experimentos no puedan ser sustituidos por esquemas, dibujos, pelícu-
las, fotografías, videocintas, materiales biológicos o cualquier otro procedi-
miento análogo.

Art. 43 	
Durante el proceso de investigación o experimentos se debe garantizar el bienestar 
del animal, y si por consecuencia de la investigación el animal sufriera enfermedad 
o lesión incurable, deberá aplicarse la eutanasia de inmediato conforme a los proce-
dimientos establecidos por el reglamento de esta Ley.

Ningún estudiante podrá ser obligado a realizar prácticas que impliquen maltrato o 
crueldad con los animales.
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Ninguna persona natural o jurídica puede vender o donar animales para que se 
realicen experimentos o investigación en ellos.

Art. 44 	
El Ministerio Agropecuario y Forestal, está obligado a supervisar las condiciones y 
desarrollo de los experimentos o investigación en animales. Cualquier acto violatorio 
que recaiga en contra de lo dispuesto en esta Ley será debidamente sancionado. 

Sección Vlll
De la Eutanasia y el Sacrificio de Animales para Consumo Humano

Art. 45 
La eutanasia animal será aplicado sólo bajo las siguientes condiciones:

a.	 Cuando el animal no pueda ser tratado por tener una enfermedad terminal o 
incurable.

b.	 Cuando el animal esté en sufrimiento permanente, sea físico o psicológico.

c.	 Cuando sea agresivo y no pueda ser nuevamente socializado bajo ningún 
método establecido.

d.	 Cuando sea la única opción para una mascota que suponga un riesgo epide-
miológico real y confirmado técnicamente de enfermedad zoonótica grave.

El Reglamento de esta Ley ampliará todo lo relacionado a las particularidades, con-
trol y seguimiento de la eutanasia animal.

Art. 46 	
En materia de eutanasia de animales, se prohíbe por cualquier motivo lo siguiente:

a.	 Realizarlo en hembras próximas al parto, salvo en los casos que esté en 
peligro el bienestar animal.

b.	 Reventar los ojos de los animales.

c.	 Fracturar las extremidades de los animales antes de la eutanasia.

d.	 Arrojar a los animales vivos o agonizantes al agua hirviendo.

e.	 El sadismo, la zoofilia o cualquier acción análoga que implique sufrimiento o 
tortura al animal.

f.	 Ejecutar la eutanasia en presencia de menores de edad.

g.	 Hacer uso del envenenamiento, la asfixia, estrangulamiento, golpes, ácidos 
corrosivos, estricnina, cianuro, arsénico u otras sustancias o procedimientos 
que causen dolor innecesario o prolonguen la agonía.

h.	 Golpearlos con tubos, palos, varas con puntas de acero, látigos, instrumen-
tos punzo cortantes u objetos que produzcan traumatismos.

i.	 Darle muerte en la vía pública, salvo por motivos de peligro inminente y 
para evitar el sufrimiento innecesario en el animal cuando no sea posible su 
traslado inmediato a un lugar más adecuado.

Art. 47 	
El personal que intervenga en la eutanasia deberá estar plenamente autorizado y 
capacitado en la aplicación de las diversas técnicas, manejo de sustancias y conoci-
miento de sus efectos, vías de administración y dosis requeridas, así como en otros 
métodos alternativos. En todo caso la eutanasia se hará bajo la responsabilidad 
de un profesional en la materia o por miembros de las asociaciones protectores de 
animales con demostrada capacidad y amplio juicio.

Las autoridades competentes, en su caso, autorizarán la presencia como observado-
res de hasta dos representantes de las asociaciones protectoras de animales, legal-
mente constituidas, que así lo soliciten, cuando se realicen eutanasia de animales 
en las instalaciones públicas destinadas para dicho fin, de igual manera cuando se 
realicen visitas de verificación y control a establecimientos que mantengan y mane-
jen animales.

Art. 48 	
Se entiende por sacrificio o matanza, el proceso que se efectúa para darle muerte a 
un animal ya sea doméstico o silvestre para el consumo humano, desde el momento 
de la insensibilización hasta su sangría mediante el corte o la sección de los grandes 
vasos sanguíneos.

El sacrificio o matanza de animales domésticos o silvestres destinados al consumo 
humano, debe ajustarse a normas estrictas de higiene sanitarias establecidas por 
las autoridades competentes, con el fin de evitarles cualquier dolor o sufrimiento 
innecesario durante su sacrificio. Queda prohibida la presencia de menores de edad 
antes, durante y después del sacrificio de animales.

Las autoridades correspondientes, encargadas de la salud de la población y de los 
aspectos sanitarios y fitosanitarios, deberán velar por las condiciones de vida, la 
alimentación, reproducción, transporte y sacrificio o matanza de los animales para 
el consumo humano. 

Sección IX
De los Centros de Atención y Rehabilitación

Art. 49 	
El Ministerio Agropecuario y Forestal y los Gobiernos Municipales, con el apoyo 
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técnico del Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales crearán y autoriza-
rán los Centros de Atención y Rehabilitación para albergar animales domésticos y 
animales silvestres domesticados y eventual o temporalmente animales que hayan 
estado en cautiverio.

Estos centros tendrán la responsabilidad de atender y rehabilitar a los animales 
que hayan sido rescatados o retenidos por maltrato, abandono y decomiso, entre 
otros. Es obligación de estos Centros, el amparar y alimentar adecuadamente a todo 
animal durante su permanencia en estos lugares. El Estado deberá brindar el apoyo 
necesario para el funcionamiento de estos Centros.

Art. 50 	
Los Centros de Atención y Rehabilitación, deberán conformarse con personal expe-
rimentado y profesional, entre estos, médicos veterinarios, administradores y per-
sonal de mantenimiento, en concordancia con el número de animales y el tamaño 
del lugar destinado para ese fin. Podrán incluir a personas que de manera voluntaria 
soliciten prestar su colaboración.

Art. 51	  
El Ministerio Agropecuario y Forestal y los Gobiernos Municipales trabajarán en 
coordinación y alianza con las universidades y asociaciones de la sociedad civil, 
manteniendo la colaboración técnica necesaria para el fortalecimiento de estos cen-
tros, en función de la protección y el bienestar de los animales. Los Gobiernos Muni-
cipales deberán crear y llevar actualizado, un Registro de los Centros de Atención y 
Rehabilitación existentes en el país.

Art. 52 	
El Ministerio Agropecuario y Forestal y los Gobiernos Municipales podrán solicitar el 
apoyo para que funcionen como Centros de Atención y Rehabilitación, a las instala-
ciones públicas o privadas, clínicas veterinarias, centros de control animal, escuelas 
de adiestramiento y demás instalaciones creadas oficialmente para alojar temporal 
o permanentemente a los animales domésticos o silvestres domesticados que hayan 
sido capturados o retenidos. Estos centros deben contar con suficiente personal ca-
pacitado e instalaciones adecuadas. 

CAPÍTULO V
DE LAS OBLIGACIONES DE LOS DUEÑOS O PROPIETARIOS

Art. 53 	
Los dueños o propietarios de animales domésticos y animales silvestres domestica-
dos están obligados, entre otros, a:

a.	 Respetar las necesidades básicas de estos, asegurando que no sufran por 
hambre, sed, maltrato, malestar físico, dolor, heridas, enfermedades, miedo, 
angustia, ni abandono, proporcionándoles un alojamiento adecuado a su 
raza o especie.

b.	 Velar por su alimentación, salud y condiciones de vida adecuadas, según la 
especie, para permitirles un comportamiento y desarrollo normal y esencial.

c.	 Cuidarlo y protegerlo de agresiones, peligros o molestias que le puedan cau-
sar otras personas o animales.

d.	 No criar mayor número de animales del que pueda ser bien atendido y. con-
trolado, para no ocasionar molestias a terceros, ni poner en peligro la salud 
pública.

e.	 Evitar cualquier mutilación, alteración de la integridad física o modificación 
negativa de sus instintos naturales, que no se efectúe bajo causa justificada 
y cuidado de un especialista o persona debidamente autorizada y que cuente 
con conocimientos técnicos en la materia.

No se considerará mutilación, el descorne de ovinos y bovinos, la castración de bo-
vinos, ovinos, porcinos, equinos y otros animales, el descreste de gallos de pelea, la 
cirugía de orejas y rabo en los caninos, ni la escofinación de los cascos de equinos 
para efectos de implantación de herraduras.

f.	 Evitar todo hecho, acto u omisión que pueda ocasionar dolor, sufrimiento, 
poner en peligro la vida o que afecten la salud y el bienestar de los animales.

g.	 Los animales utilizados como mascotas, de tracción, o transporte u otros 
usos, bajo ninguna circunstancia deberán ser sometidos a maltratos, tortura-
dos o a jornadas excesivas de trabajo.

h.	 Mantenerlo en buenas condiciones higiénico sanitarias, brindándoles la 
atención médica cuando el caso lo amerite, ya sea por accidente, enferme-
dad o lo determinen las condiciones para el bienestar animal.

i.	 Responsabilizarse de sus restos físicos en caso de muerte.

j.	 No azuzarlos para que ataquen o agredan a personas o provocar peleas con 
otros animales.

k.	 Obtener los permisos requeridos para la tenencia de animales, registrarlos y 
denunciar la pérdida del mismo.

Art. 54 	
Los dueños o propietarios de animales domésticos o animales silvestres domes-
ticados, deberán adoptar las medidas necesarias para evitar que dichos animales 
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ensucien las vías o espacios públicos, así como, la molestia a los vecinos o la puesta 
en peligro de los que habitan a su alrededor. En este sentido, quien en su momento 
tenga la custodia del animal, será responsable de los daños y perjuicios que ocasio-
ne el mismo a terceros. 

CAPÍTULO VI
DE LAS MEDIDAS DE SEGURIDAD

Art. 55 	
De existir riesgo inminente para los animales domésticos o animales silvestres do-
mesticados o se pueda poner en peligro su vida debido a actos de crueldad o maltra-
to hacia ellos, las autoridades competentes, en forma fundada y motivada, podrán 
ordenar inmediatamente alguna de las medidas siguientes:

a.	 Clausura temporal de los establecimientos, instalaciones, servicios o lugares 
donde se celebren espectáculos con animales y no se cumpla con las leyes, 
reglamentos y normas técnicas establecidas.

b.	 Clausura definitiva cuando exista reincidencia en los casos que haya moti-
vado una clausura temporal o cuando se trate de hechos, actos u omisiones 
cuyo fin primordial sea el de realizar actos prohibidos por esta Ley.

c.	 Cualquier otra acción legal que permita la protección a los animales.

Art. 56 	
Las autoridades competentes en coordinación con otras instituciones, podrán orde-
nar o proceder a la vacunación, atención veterinaria o, en su caso, a la eutanasia de 
animales que según valoraciones técnicas, puedan constituirse en transmisores de 
enfermedades graves que pongan en riesgo la salud de las personas.

Art. 57 	
Cuando las autoridades competentes ordene algunas de las medidas de seguridad 
previstas en esta Ley y su reglamento, indicará al interesado, cuando proceda, las 
acciones que deberá llevar a cabo para subsanar las irregularidades que motivaron 
la imposición de dichas medidas, así como los plazos para su realización, a fin de 
que una vez cumplidas se suspenda la medida de seguridad impuesta. 

CAPÍTULO Vll
DEL CONSEJO NACIONAL DE PROTECCIÓN Y BIENESTAR ANIMAL

Art. 58 
Créase el Consejo Nacional para la Protección y Bienestar Animal (CONAPROBIA), 
como instancia nacional de concertación y consulta, de las políticas y la legislación 
de la materia.

Art. 59
El Consejo Nacional de Protección y Bienestar Animal estará integrada por un repre-
sentante o delegado de las instituciones siguientes:

a.	 Ministerio Agropecuario y Forestal, que coordina;

b.	 Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales;

c.	 Ministerio de Educación;

d.	 Procuraduría General de la República;

e.	 Ejército de Nicaragua;

f.	 Policía Nacional;

g.	 Asociación de Municipios de Nicaragua;

h.	 Fundaciones Amigos de los Zoológicos del país;

i.	 Asociaciones que trabajan por la protección animal;

j.	 Asociación de Médicos Veterinarios de Nicaragua;

k.	 Universidades con Facultades vinculadas a la temática; y

l.	 Productores Agropecuarios.

El coordinador del Consejo, con la probación de sus miembros, podrá invitar a otras 
representaciones cuando el caso lo requiera.

Art. 60 	
Son funciones del Consejo Nacional de Protección y Bienestar Animal (CONAPRO-
BIA), entre otras, las siguientes:

a.	 Conocer, aprobar y actualizar la propuesta de Política Nacional de Protección 
y Bienestar Animal, velando por su cumplimiento.

b.	 Emitir recomendaciones a las autoridades correspondientes, para promover 
el cumplimiento de la Ley y demás normas y estrategias;

c.	 Proporcionar asesoría y emitir opiniones en materia de protección y bienes-
tar de los animales;

d.	 Promover, analizar y proponer las normas, programas y estrategias para la 
protección y bienestar de los animales.

e.	 Promover concertación y colaboración entre los sectores público, social, aca-
démico y privado, en materia de protección y bienestar de los animales.

f.	 Promover programas de educación, investigación, estudios y divulgación so-
bre la protección y bienestar de los animales a los diferentes sectores de la 
sociedad nicaragüense, así como, concientizar sobre la responsabilidad de la 
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tenencia de los mismos.

g.	 Promover alianzas, convenios y organización con las autoridades regionales 
y municipales y sociedad civil organizada, en función de crear mecanismos 
para el cumplimiento de la Ley.

h.	 Aprobar la creación de los Comités Departamentales y Regionales de Protec-
ción y Bienestar de los Animales, quienes funcionarán como órganos auxilia-
res del Consejo Nacional.

i.	 Impulsar con las instituciones y organizaciones competentes, la realización 
y actualización del inventario nacional de animales domésticos y animales 
silvestres domesticados existentes en el país.

j.	 Conocer sobre el manejo, uso y destino del Fondo para la Protección y Bien-
estar Animal.

k.	 Elaborar y aprobar el reglamento Interno para su funcionamiento. 

CAPÍTULO Vlll
DEL FONDO PARA LA PROTECCIÓN Y BIENESTAR DE LOS ANIMALES

Art. 61 
Se crea el Fondo para la Protección y Bienestar de los Animales, con el objetivo de 
promover la gestión sostenible para la protección y bienestar de los animales do-
mésticos y animales silvestres domesticados.

Los recursos para el Fondo se obtendrán de:

a.	 Los recursos destinados para ese efecto en el Presupuesto General de la 
República.

b.	 Las herencias, legados y donaciones que reciba.

c.	 Los productos de sus operaciones y de la inversión de fondos.

d.	 De las multas generadas por las infracciones a la presente Ley.

e.	 Los demás recursos que se generen por cualquier otro concepto.

Art. 62 	
Los recursos obtenidos por el Fondo se destinarán a:

a.	 El fomento de estudios e investigaciones para mejorar los mecanismos para 
la protección a los animales domésticos y animales silvestres y la promoción 
de campañas de esterilización y control de enfermedades.

b.	 El desarrollo de programas de educación, difusión y fomento de la cultura en la 
protección de los animales y en el cumplimiento de la ley y demás normativas.

c.	 El desarrollo de las acciones establecidas en los convenios que el Gobierno 
establezca con los sectores sociales, privados, académicos y de investigación 
en las materias de la presente Ley.

d.	 Las demás que esta Ley, su reglamento y otros ordenamientos jurídicos esta-
blezcan.

Art. 63 
El Fondo lo administrará un Consejo Directivo integrado por los titulares o delegados 
de las siguientes instituciones:

1.	 Ministerio Agropecuario y Forestal, que presidirá;

2.	 Ministerio de Hacienda y Crédito Público; 

3.	 Asociación de Municipios de Nicaragua. 

CAPÍTULO lX
DE LAS DENUNCIAS, INFRACCIONES Y SANCIONES

Art. 64 	
Cualquier ciudadano podrá interponer sus denuncias de forma escrita sobre, hechos, 
actos u omisiones que contravenga a las disposiciones de la presente Ley, ante cual-
quier delegación de la Policía Nacional, delegaciones del Ministerio Agropecuario 
y Forestal, Gobiernos Municipales, del Ministerio del Ambiente y de los Recursos 
Naturales o el Ministerio de Salud, instituciones que estarán obligadas a actuar con-
forme a los procedimientos que se establezcan en el reglamento de esta Ley.

La denuncia que se presente por escrito deberá contener al menos:

a.	 El nombre o razón social, domicilio y teléfono en su caso;

b.	 Los actos, hechos u omisiones denunciados;

c.	 Los datos que permitan identificar al presunto infractor;

d.	 Las pruebas que en su caso ofrezca el denunciante.

Art. 65 	
Se considerará como infractor toda persona o autoridad que por hecho, acto u 
omisión directa intencional o imprudencia, conduzcan directa o indirectamente a 
alguien a infringir o violar las disposiciones de la presente Ley, su reglamento y de-
más ordenamientos jurídicos aplicables. Cuando la infracción corresponda a varias 
personas en conjunto, estas responderán de manera solidaria por las sanciones que 
se impongan. En el caso de que la infracción sea imputable a una persona jurídica, 
ésta deberá responder por dicha infracción.



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|292| |293|

Art. 66 	
Sin perjuicio de las prohibiciones contenidas en la presente Ley, las infracciones se 
establecen como:

Muy graves:

a.	 Maltratar y no proporcionar la alimentación adecuada y los cuidados higié-
nicos sanitarios a los animales.

b.	 Abandonar a los animales en la vía pública o en propiedades de particulares.

c.	 Abandonar o dejar suelto a un animal potencialmente peligroso de cualquier 
especie o no haber adoptado las medidas necesarias para evitar su escape o 
extravío.

d.	 Tener animales potencialmente peligrosos sin la debida autorización.

e.	 Vender o transmitir por cualquier título un animal potencialmente peligroso 
a quien carezca del permiso respectivo.

f.	 El adiestramiento de animales domésticos y animales silvestres domestica-
dos, dirigido exclusivamente a acrecentar y reforzar su agresividad.

g.	 El uso de animales, como instrumento de ataque o para prácticas de tiro al 
blanco.

h.	 Las prácticas y experimentación de vivisección en animales vivos, con fines 
docentes o didácticos en los diferentes niveles de enseñanza.

i.	 Vejar a un animal, ordenarlo o permitirlo, causando lesiones que provoquen 
enfermedad mental o corporal, pérdidas de miembros o funciones o peligro 
inminente de perder la vida.

j.	 Practicar la zoofilia.

k.	 Realizar intervenciones quirúrgicas en animales, sin poseer título de medici-
na veterinaria o los conocimientos técnicos necesarios.

l.	 Poseer animales protegidos por Ley o Convenio Internacional sin la debida 
autorización.

m.	 No cumplir con las medidas de seguridad impuestas por la autoridad compe-
tente.

Graves:

a.	 Agredir al o los encargados de la captura de animales abandonados y que 
causen algún daño a vehículos o al equipo utilizado para tal fin.

b.	 La captura, comercio, venta pública y exportación de animales categorizados como 
especies exóticas, endémicas, amenazadas o en peligro de extinción, para usarlos 
como animales domésticos, mascotas, recreación, turismo o alimentación.

c.	 La tenencia en cautiverio de animales domésticos o animales silvestres do-
mesticados, para exhibición y/o mini zoológicos en centros recreativos, res-
taurantes, hoteles o privados, que no estén debidamente autorizados.

d.	 La organización, celebración o el azuzar peleas de perros de cualquier ín-
dole, ya sea como deporte, diversión, cultura, apuestas o de cualquier otro 
motivo.

e.	 La comercialización de animales enfermos, con lesiones, traumatismos, frac-
turas o heridas.

f.	 Las mutilaciones con fines puramente estéticos.

g.	 Utilizar como animal de tiro a hembras en periodos próximo al parto.

h.	 Cargar vehículos para animales de tiro con peso excesivo a la capacidad de 
los mismos.

i.	 Autorizar la tenencia de animales a personas naturales con antecedentes de 
maltrato físico, emocional o psicológico o cualquier explotación laboral.

j.	 La presencia de menores de edad en los establecimientos donde se practique 
la eutanasia o sacrificio de animales domésticos.

k.	 Depositar animales muertos de cualquier especie en terrenos públicos o pri-
vados.

l.	 El uso y venta de hondas o huleras para la caza de animales de cualquier 
especie.

Menos graves

a.	 No cumplir con los requisitos establecidos para el transporte de los animales.

b.	 Incumplir la obligación de identificar o registrar al animal.

c.	 La organización o celebración de concursos, ejercicios, exhibiciones o espec-
táculos sin la autorización correspondiente.

d.	 La donación, distribución o venta de animales domésticos o animales silves-
tres domesticados para fines de propaganda política, promoción comercial.

e.	 La venta de animales en cualquier establecimiento cuyo giro comercial sea 
diferente al autorizado.

f.	 Obligar a ingerir bebidas alcohólicas o suministrarle drogas sin fines terapéu-
ticos.

g.	 Movilizarlos en protestas, marchas, plantones, concursos de televisión o en 
cualquier otro acto público sin las medidas de protección adecuadas o que 
ponga en peligro la integridad física y mental del animal.
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h.	 El uso y tránsito de animales de tiro para transporte de carga, recreación y 
turismo que no estén debidamente registrados y autorizados por la autori-
dad competente.

i.	 Privar de cualquier manera a algún animal de su libertad.

j.	 La compraventa de animales en lugares no autorizados.

k.	 Entrada y permanencia de animales en locales no autorizados.

l.	 Negarse a facilitar información requerida por la autoridad competente sobre 
el animal.

Art. 67 	
En el caso de las infracciones que hacen referencia a los animales potencialmente 
peligrosos, podrán llevar aparejadas sanciones accesorias como el decomiso, esteri-
lización o sacrificio de los animales, la clausura del establecimiento y la suspensión 
temporal o definitiva del permiso para tenencia de animales.

Si como consecuencia de la violación a las disposiciones de la presente Ley, se atente 
contra la tranquilidad ciudadana, la salud pública, la seguridad común y la familia 
o se provoque la extinción de animales, las sanciones serán agravadas al doble de 
lo establecido.

Art. 68	  
Las sanciones administrativas podrán ser:

a.	 Amonestación;

b.	 Multas;

c.	 Decomiso para las infracciones graves y muy graves;

d.	 Cierre temporal o definitivo de establecimientos por un año para las infrac-
ciones graves y dos años para las muy graves;

e.	 Prohibición temporal o definitiva del ejercicio de comercio de animales de un 
año para las infracciones graves y dos años para las muy graves;

f.	 Prohibición de tenencia de animales por dos años para las infracciones gra-
ves y cinco años para las muy graves; y

g.	 Trabajo comunitario de conformidad a lo establecido en el Código Penal.

Para aquellos casos en los que por primera vez se maltrate a algún animal sin dejar 
huella o secuela, se procederá a la amonestación por escrita al infractor. En caso de 
reincidencia la autoridad competente procederá a decomisar el animal y abrirá causa 
penal previa notificación al infractor.

Art. 69 	
Las autoridades competentes fundamentarán y motivarán la resolución en la que 
se imponga una sanción administrativa, tomando en cuenta los siguientes criterios:

a.	 Las condiciones económicas del infractor;

b.	 El perjuicio causado por la infracción cometida;

c.	 El ánimo de lucro ilícito y la cuantía del beneficio obtenido en la comisión de 
la infracción;

d.	 La reincidencia en la comisión de infracciones, la gravedad de la conducta y 
la intención con la cual fue cometida;

e.	 El carácter intencional, imprudencia o accidental del hecho, acto u omisión 
constitutiva de la infracción.

Art. 70 
Las multas por la violación de las disposiciones de la presente Ley, se aplicarán con-
forme lo establecido en el Código Penal y en el rango siguiente:

a.	 De 100 a 500 días/multas para las infracciones menos graves;

b.	 De 501 a 1000 días/multas para las infracciones graves; y

c.	 De 1001 a 3000 días/multas para las infracciones muy graves.

La violación a las disposiciones de esta Ley por parte de laboratorios científicos o 
quien ejerza la profesión de Médico Veterinario Zootécnico, independientemente de 
la responsabilidad civil, penal o administrativa en la que incurra, ameritará aumento 
de la multa hasta en un cincuenta por ciento.

La reincidencia en las infracciones a esta Ley, implica el aumento de la multa al doble 
de lo establecido.

El monto de las multas aplicadas, será depositado a favor del Fondo para la Protec-
ción y Bienestar de los animales.

Art. 71 	
La imposición de cualquier sanción prevista por la presente Ley no excluye la respon-
sabilidad civil o penal y la eventual indemnización o reparación del daño correspon-
diente que puedan recaer sobre el sancionado.

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones deberán sujetarse a los es-
tablecido en la Ley No. 217, “Ley General del Medio Ambiente y los Recursos Natu-
rales”, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 105 del 6 de Julio de 1996 con su 
reforma Ley No. 647, “Ley de Reformas y Adiciones a la Ley No. 217, Ley General del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
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No. 62 del 3 de abril de 2008 y en la Ley No. 290, “Ley de Organización, Competen-
cia y Procedimientos del Poder Ejecutivo”, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 
102 del 3 de junio de 1998.

Las infracciones a lo dispuesto en esta Ley, que no tuviere señalada una sanción 
especial, serán sancionadas de conformidad al derecho común por las autoridades 
competentes. 

CAPÍTULO X
DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Art. 72 
El Ministerio Agropecuario Forestal en coordinación con las demás instituciones 
competentes, elaborará y aprobará las normas técnicas necesarias en un plazo no 
mayor de seis meses a partir de la entrada en vigencia de esta Ley, entre estas:

a.	 Normas para la realización de la eutanasia animal;

b.	 Normas para los animales de tiro;

c.	 Normas para el sacrificio o matanza de animales para consumo humano; y

d.	 Normas para el uso de animales en espectáculos o exhibiciones.

En estas normas técnicas se incluirán las condiciones del trato, espacio físico, higie-
ne, alimentación, transporte, tratamiento médico y las horas de trabajos de acuerdo 
a la especie.

Art. 73 
El Consejo Nacional de Protección y Bienestar Animal, se constituirá seis meses des-
pués de la vigencia de la presente Ley, debiendo reunirse al menos dos veces al año. 

CAPÍTULO XI
DISPOSICIONES FINALES

Art. 74 
La presente Ley no será de aplicación a los canes o perros, pertenecientes a la Policía 
Nacional, Ejército de Nicaragua, Bomberos y empresas de seguridad debidamen-
te autorizadas. Sin embargo, se considerará como acto de crueldad el uso de los 
mismos en conflictos bélicos o militares o para fines que no sean de carácter hu-
manitario o estén fuera de las competencias de las instituciones. De igual forma los 
métodos de instrucción para el adiestramiento de estos animales deberán garantizar 
el bienestar de los mismos, lo que deberá ser revisado y verificado por el Ministerio 
Agropecuario y Forestal.

Art. 75 	
Los Hospitales, Centros y Clínicas Veterinarias y otros locales destinados a la ex-
hibición de animales domésticos y silvestres, que operan en el país y los que se 
creen en el futuro, deberán disponer de buenas condiciones higiénicas, sanitarias 
y psicológicas, de acuerdo a las necesidades fisiológicas de los animales. De igual 
forma deberán adoptar las medidas correspondientes para evitar las enfermedades 
infectocontagiosas entre los animales, además de mantener un archivo de los expe-
dientes de cada animal que son atendidos, poniendo dicha información a disposi-
ción de la autoridad competente.

Art. 76 
El Ministerio Agropecuario Forestal y los Gobiernos Municipales en coordinación 
con el Ministerio de Salud y organizaciones civiles, planificarán y ejecutarán campa-
ñas masivas de esterilización, castración, desparasitación y vacunación de animales 
domésticos para evitar la proliferación de los mismos, principalmente en animales 
abandonados.

Art. 77 	
Las asociaciones legalmente constituidas o por constituirse, cuyo objetivo favorezca 
el bienestar de los animales domésticos ó silvestres domesticadas, podrán esta-
blecer convenios de cooperación o colaboración con el Ministerio Agropecuario y 
Forestal y los Gobiernos Municipales para tratar casos específicos a nivel nacional o 
internacional. Ninguna organización de defensa y protección de animales podrá ini-
ciar actividades, sin contar de previo con el registro y legalización correspondiente.

Art. 78 	
El Estado a través del Ministerio de Educación, deberá impulsar en sus programas de 
educación formal y no formal, procesos de modificación de patrones socioculturales 
en la conducta, de hombres y mujeres, con el objetivo de contrarrestar prejuicios, 
costumbres, prácticas y actitudes que promueven la superioridad del ser humano 
sobre los animales y su medio ambiente.

De igual manera los medios de comunicación existentes en el País, deberán incluir 
en sus programaciones dirigidas a la población, información sobre protección y el 
bienestar animal y la tenencia responsable de animales domésticos y animales sil-
vestres domesticados.

Art. 79 	
Se declara el 4 de Octubre de cada año, Día Nacional de la Protección y el Bienestar 
de los Animales Domésticos. El Poder Ejecutivo, los Gobiernos Regionales de las 
Regiones Autónomas de la Costa Atlántica y los Concejos Municipales, impulsarán 
y llevarán a cabo, charlas y seminarios orientados al conocimiento, protección y 
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bienestar de los animales; actos públicos y conmemorativos, visitas a Parques Ecoló-
gicos, concursos de distinta índole, entre otros. También se deberá promover en los 
medios de comunicación social la difusión de estos actos conmemorativos.

Art. 80 	
Todas las actividades relacionadas con la protección, bienestar y sanidad animal de 
las especies pecuarias destinadas a sistemas productivos, se regirán además por lo 
dispuesto en la Ley No. 291, Ley Básica de Salud Animal y Sanidad Vegetal, publica-
da en La Gaceta, Diario Oficial No. 136 del 22 de Julio de 1998, y por lo regulado en 
las Normas Técnicas Obligatorias Nicaragüenses.

El Ministerio Agropecuario y Forestal dará seguimiento a las disposiciones que sobre 
protección y bienestar animal se aprueben en la Organización Mundial de Salud 
Animal y en la Organización Mundial de Comercio y junto a las iniciativas propias 
de Nicaragua las someterá al proceso establecido para la formación de las Normas 
Técnicas Obligatorias Nicaragüense.

Art.81 	
La presente Ley deroga cualquier otra disposición que se le oponga y de manera es-
pecífica el Decreto No. 688, Código de Defensa y Protección de Animales, publicado 
en La Gaceta, Diario Oficial No. 3 del 7 de Enero de 1941 y su reforma el Decreto 
Legislativo No. 152, Reforma y Adiciones al Código de Defensa y Protección de los 
Animales, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 26 del 7 de Febrero de 1950.

Art. 82 
El Presidente de la República reglamentará esta Ley en el plazo que señala el nu-
meral 10) del artículo 150 de la Constitución Política de la República de Nicaragua.

Art. 83 	
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, Diario 
Oficial.

El presente autógrafo contiene el texto de la Ley No. 747, “Ley para la Protección 
y el Bienestar de los Animales Domésticos y Animales Silvestres Domesti-
cados” aprobada el día cuatro de noviembre del año dos mil diez y las modificacio-
nes propuestas por el Presidente de la República en el veto parcial a los artículos 13, 
22, 32, 38, 65 y 66 presentado el día veintiséis de enero del corriente año, así como 
la adición de un nuevo artículo 82 y el cambio de la numeración del artículo final que 
contiene la vigencia, que fueron aceptadas por el Plenario de la Asamblea Nacional 
en la continuación de la Primera Sesión Ordinaria de la XXVII Legislatura verificada 
el diecisiete del mes de marzo del dos mil once. Dado en la ciudad de Managua, en 
la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional a los cuatro días del mes de noviembre 

del año dos mil diez en cuanto a la los artículos no vetados y a los diecisiete días del 
mes de marzo del año dos mil once en lo referente a las modificaciones y adiciones.

Ing. René Núñez Téllez, Presidente de la Asamblea Nacional. Dr. Wilfredo Na-
varro Moreira, Secretario de la Asamblea Nacional.

Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
once de mayo del año dos mil once. Daniel Ortega Saavedra, Presidente de la 
República de Nicaragua. 
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El Presidente de la República de Nicaragua

A sus habitantes, Sabed:

Que,

LA ASAMBLEA NACIONAL

Ha ordenado la siguiente:

LEY QUE DECLARA AL GUARDABARRANCO,
AVE NACIONAL DE NICARAGUA

Art. 1
Declárese al Guardabarranco (Eumomota Superciliosa), Ave Nacional de Nicaragua.

Art. 2
El Ministerio de Educación, deberá incorporar en la asignatura “Medio Ambiente y 
los Recursos Naturales” creada por la Ley No. 342, Ley Creadora de la Asignatura del 
Medio Ambiente y los Recursos Naturales, publicada en La Gaceta No. 102 del 31 de 
mayo del 2000, conocimientos sobre el Guardabarranco (Eumomota Superciliosa) y 

LEY QUE DECLARA AL 
GUARDABARRANCO,

AVE NACIONAL DE NICARAGUA

(Ley No. 795, Aprobado el 15 de Junio de 2012. 
Publicado en La Gaceta No. 118 del 25 de Junio de 2012
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LEY DE REFORMA Y ADICIÓN A LA LEY 
No. 290, LEY DE ORGANIZACIÓN,

COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTOS 
DEL PODER EJECUTIVO

LEY No. 804. Publicado en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 134 del 17 de Julio del 2012.

El Presidente de la República de Nicaragua

A sus habitantes, Sabed:

Que,

LA ASAMBLEA NACIONAL

Ha ordenado la siguiente:

LEY DE REFORMA Y ADICIÓN A LA LEY No. 290, LEY DE ORGANIZACIÓN,
COMPETENCIA Y PROCEDIMIENTOS DEL PODER EJECUTIVO

Artículo Primero.
Reforma del artículo 12 de la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo.

Se reforma el artículo 12 de la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo, publicada en La Gaceta, Diario Oficial No. 102 
del 3 de junio de 1998, el que se leerá así:

el Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales, deberá dictar normas para la 
protección del mismo y de su medio ambiente.

Art. 3
La presente Ley entrará en vigencia a partir de la fecha de su publicación por cual-
quier medio de comunicación social escrito de circulación nacional, sin perjuicio de 
su posterior publicación en La Gaceta, Diario Oficial. 

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional de 
la República de Nicaragua, a los trece días del mes de junio del año dos mil doce. 
Ing. René Núñez Téllez, Presidente de la Asamblea Nacional. Lic. Alba Palacios 
Benavidez, Secretaria de la Asamblea Nacional.

Por tanto. Téngase como Ley de la República. Publíquese y Ejecútese. Managua, 
quince de Junio del año dos mil doce. Daniel Ortega Saavedra, Presidente de la 
República de Nicaragua.-
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g) Instituto Nicaragüense de Seguridad Social;

h) Instituto Nicaragüense de Seguros y Reaseguros;

i) Procuraduría General de la República;

j) Instituto de Vivienda Urbana y Rural;

k) Empresa Portuaria Nacional;

l) Instituto Nacional de Información de Desarrollo;

m) Instituto Nicaragüense de Cultura;

n) Instituto Nicaragüense de la Juventud;

o) Instituto Nicaragüense de Deportes;

p) Instituto Nicaragüense de la Pesca y Acuicultura;

q) Instituto Nicaragüense de la Mujer;

r) Instituto Nicaragüense de Turismo; y

s) Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal.

II. Ministerio de Fomento, Industria y Comercio.

a) Corporación de Zonas Francas; y

b) Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos.

III. Ministerio Agropecuario y Forestal.

a) Instituto Nicaragüense de Tecnología Agropecuaria; y

b) Instituto Nacional Forestal.

IV. Ministerio del Trabajo.

a) Instituto Nacional Tecnológico.

V. Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

a) Instituto Nicaragüense de Fomento Cooperativo.

Las funciones de los Entes Descentralizados, se encuentran establecidas en sus leyes 
orgánicas o creadoras y en las modificaciones que se originan de la presente Ley. 
Las funciones de los Entes Desconcentrados, se encuentran establecidas en sus leyes 
orgánicas o creadoras y en las modificaciones que se derivan de la presente Ley.

Art. 12. Ministerios de Estado
Los Ministerios de Estado serán los siguientes:

1. Ministerio de Relaciones Exteriores;

2. Ministerio de Gobernación;

3. Ministerio de Defensa;

4. Ministerio de Educación;

5. Ministerio de Salud;

6. Ministerio Agropecuario y Forestal;

7. Ministerio de Fomento, Industria y Comercio;

8. Ministerio de Transporte e Infraestructura;

9. Ministerio de Hacienda y Crédito Público;

10. Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales;

11. Ministerio de la Familia, Adolescencia y Niñez;

12. Ministerio de Energía y Minas;

13. Ministerio del Trabajo; y

14. Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

Artículo Segundo.
Reforma del artículo 14 de la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y 
Procedimientos del Poder Ejecutivo.

Se reforma el artículo 14 de la Ley No. 290, Ley de Organización, Competencia y
Procedimientos del Poder Ejecutivo, el que se leerá así:

Art. 14. Entes descentralizados.
Los Entes Descentralizados que a continuación se enumeran estarán bajo la Rectoría 
Sectorial de:

I. Presidencia de la República.

a) Banco Central de Nicaragua;

b) Fondo de Inversión Social de Emergencia;

c) Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales;

d) Instituto Nicaragüense de Energía;

e) Instituto Nicaragüense de Acueductos y Alcantarillados;

f) Instituto Nicaragüense de Telecomunicaciones y Correos;
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i)	 Apoyar a las diferentes instancias de Gobierno Central, Gobiernos Regionales, 
Locales y Territoriales con el fin de fortalecer y potenciar sus funciones e ins-
titucionalidad para facilitar el fomento de la economía familiar comunitaria y 
el fomento asociativo y cooperativo;

j)	 Coordinar las tareas relativas a la administración y funcionamiento del Regis-
tro de las unidades económicas familiares y las formas asociativas y coopera-
tivas;

k)	 Impulsar procesos y políticas de desarrollo con la participación social organi-
zada en la toma de decisión y la fiscalización, como mecanismos de fortale-
cimiento de la gestión territorial, fiscalización y promoción del avance de las 
actividades económicas familiares y el desarrollo comunitario, cooperativo y 
asociativo.

l)	 Coordinar las acciones para la suscripción de acuerdos de cooperación técnica 
con otros países, que permitan el intercambio de información, la transferencia 
de tecnologías y la asistencia técnica reciprocas en torno a la economía fami-
liar, comunitaria, cooperativa y asociativa;

m)	 Coordinar, diseñar y ejecutar planes y programas para proteger, conservar y 
fomentar las fuentes hídricas para los fines de cosecha, protección y uso del 
recurso hídrico que apoyen el consumo humano, uso productivo y generación 
hidroeléctrica a pequeña escala o nivel comunitario;

n)	 Promover acciones dirigidas a la promoción de la responsabilidad social para 
la protección y conservación del medio ambiente y los recursos naturales; así 
las como acciones que contribuyan a mitigar los efectos del cambio climático 
y el recalentamiento global del planeta;

ñ)	 Integración del modelo económico de los pueblos indígenas. El Ministerio de 
Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa estará regido por 
los siguientes ejes transformadores:

a)	 La familia: Dentro del concepto como unidad medular y núcleo central de 
la sociedad en su funcionalidad económica es un sistema donde las deci-
siones, tanto en la unidad doméstica como en la unidad productiva, son 
tomadas en conjunto y constituye una forma de vida. El desarrollo de Nicara-
gua pasa necesariamente por el desarrollo y transformación de los sistemas 
económicos familiares; 

b)	 La comunidad: Es la unidad organizada de los sistemas familiares que se 
caracterizan por: cercanía geográfica, actividades económicas relacionadas 
e identidad sociocultural, además de condiciones económicas, problemas, 
vulnerabilidades, prioridades y expectativas afines; 

Artículo Tercero.
Adición de nuevo artículo “Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Coopera-
tiva y Asociativa”

Se adiciona un nuevo artículo después del artículo 29 bis, el cual se leerá de así:

“Art. 29 ter. Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y
Asociativa.
Al Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa le corres-
ponden las siguientes funciones y atribuciones:

a)	 Formular, coordinar y ejecutar políticas, planes, programas y proyectos para el 
fortalecimiento de la economía familiar, comunitaria, cooperativa y asociativa, 
atendiendo a las necesidades especificas de los diversos sectores productivos 
vinculados con la economía familiar y otros actores a nivel territorial y comu-
nitario, en la búsqueda de mejorar los niveles de producción, rendimientos 
agropecuarios, productividad, ingresos y el nivel de vida de las familias y las 
comunidades contribuyendo a la defensa de la seguridad y soberanía alimen-
taria y la protección contra los impactos del cambio climático;

b)	 Perfeccionar e implementar las políticas, planes y programas de financiamien-
to y facilitación de insumos de manera eficiente y sostenible para las activida-
des productivas de las unidades familiares;

c)	 Diseñar y ejecutar políticas, planes y programas que contribuyan a la diversi-
ficación de la producción de las pequeñas y medianas unidades familiares;

d)	 Diseñar políticas, planes, programas y mecanismos dirigidos a la transferen-
cia de nuevas tecnologías y mejores prácticas productivas, sostenibles am-
bientalmente, así como la capacitación y asistencia técnica necesaria para la 
sostenibilidad de las prácticas;

e)	 Diseñar programas dirigidos al rescate, preservación y promoción del conoci-
miento tradicional que generan beneficios económicos, para la salud y nutri-
ción, y la identidad cultural nacional y local;

f)	 Desarrollo de políticas, planes y programas para fortalecer la  agricultura fa-
miliar y comunitaria y actividades conexas, con énfasis en el aumento de la 
productividad como factor de desarrollo, bajo un concepto de sostenibilidad 
ambiental;

g)	 Mejorar la coordinación de los planes, programas y mecanismos existentes 
para el impulso de la pequeña y mediana agroindustrialización de las unida-
des agrícolas familiares y la agregación de valor a sus productos;

h)	 Formular y fortalecer políticas de protección, fomento y desarrollo asociativo 
y cooperativo;
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Artículo Cuarto.
Se crea un nuevo artículo “Consejo de la Economía Familiar, Comunitaria, Coopera-
tiva y Asociativa” el que se ubicará a continuación del artículo 29 ter y se leerá así:

“Art. 29 quater. Consejo de la Economía Familiar, Comunitaria, Cooperati-
va y Asociativa.
Crease el Consejo de la Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa el 
que estará constituido por las diferentes instituciones gubernamentales relevantes 
a las funciones del Ministerio. El Consejo tiene como objetivo lograr sinergias que 
permitan la obtención del aumento de la producción, la productividad, el mayor 
valor agregado, la mayor asociatividad y cooperativismo, la gestión territorial, los 
mayores ingresos para las familias, siendo necesario la constitución de alianzas y 
coordinaciones interinstitucionales.

El Consejo lo integran las siguientes Instituciones;

a)	 Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa, que 
lo preside;

b)	 Ministerio Agropecuario y Forestal;

c)	 Ministerio de Fomento, Industria y Comercio;

d)	 Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales;

e)	 Ministerio de Hacienda y Crédito Público;

f)	 Ministerio de Transporte e Infraestructura;

g)	 Ministerio de Energía y Minas;

h)	 Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos;

i)	 Instituto Nicaragüense de Tecnología Agropecuaria;

j)	 Instituto Nacional Forestal;

k)	 Instituto Nicaragüense de Pesca y Acuicultura;

l)	 Instituto Nicaragüense de Turismo;

m)	 Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales;

n)	 Instituto Nacional Tecnológico;

o)	 Intendencia de la Propiedad;

p)	 Secretaria de Relaciones Económicas y Cooperación del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores;

q)	 Secretaria de Desarrollo de la Costa Atlántica;

r)	 Banco de Fomento a la Producción;

c)	 La asociatividad y el cooperativismo: La organización de las familias 
en las diferentes formas asociativas es el mecanismo principal para la pla-
nificación, gestión y control social de los recursos comunitarios disponibles 
incluyendo aquellos del Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Coo-
perativa y Asociativa, para aumentar capacidades y recibir apoyo de manera 
sistemática;

d)	 La planificación territorial: El territorio es el espacio físico administrativo 
donde se desarrollan las relaciones socioeconómicas, políticas y culturales 
de la comunidad. Es el espacio local en que la población toma decisiones 
para la planificación y ejecución de políticas, planes y programas encami-
nados al logro del desarrollo familiar, comunitario, cooperativo y asociativo. 
Por tal razón, dicha planificación debe de considerarse como parte del siste-
ma de planificación municipal para el desarrollo humano, a fin de facilitar la 
participación directa de la población en la gestión local;

e)	 La micro y pequeña empresa: Son iniciativas de emprendimiento eco-
nómico familiar, agrícolas y no agrícolas, que contribuyen al sostenimiento 
socio económico de las familias, a la vez que contribuyen a la economía 
comunitaria y a la nacional;

f)	 La diversificación de la producción: La combinación de actividades agrí-
colas y/o pecuarias con nuevos productos. 

	 Por ejemplo, cultivos perennes, actividades agroforestales y silvicultura, fo-
restaría comunitaria, piscicultura, pesca artesanal, cría reptiles entre otros;

g)	 Aumento de la productividad: El aumento de los rendimientos de las 
micros y pequeñas unidades de producción familiar a través de una mejor 
utilización de la tecnología e insumos y mejoras productivas para el aumento 
del valor agregado como mecanismo para incrementar los ingresos de las 
familias y así, el nivel de vida de las familias;

h)	 Conservación y preservación del medio ambiente y los recursos 
naturales: Impulsar compañas de reforestación y saneamiento ambiental 
comunitarias, promover la responsabilidad social empresarial cooperativa en 
defensa de los recursos naturales y el medio ambiente, promover una cultura 
de conservacionista a través del sistema de educación nacional.

i)	 Modelo productivo indígena y afro descendientes: Apoyar la imple-
mentación del Modelo Productivo Indígena y Afro descendiente como una 
forma sostenible y eficiente de modelo productivo complementando méto-
dos ancestrales con los conocimientos actuales de producción y la consoli-
dación de unidades productivas indígenas y afrodescendientes, que generen 
intercambio y comercialización de productos, asegurando la autosuficiencia 
alimentaria, la generación de ingresos y de empleos para las familias indí-
genas y afro-descendientes y que sustente el buen vivir de sus pueblos y 
comunidad.”
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tivo, a través de la capacitación, asistencia técnica, comunicación y tecnología, y la 
consulta de políticas en conjunto con los gremios cooperativos.

Servirá de enlace territorial, facilitará el acceso a los servicios cooperativos y estable-
cerá coordinaciones con otras instituciones en programas encaminados al desarrollo
cooperativo. 

4. La fiscalización, registro y control de las cooperativas y todas las acciones de 
carácter gubernamentales vinculadas con estas. Estas competencias serán ejercidas 
por la Dirección Específica de Registro y Control de la Dirección General de Asocia-
tividad y Fomento Cooperativo del Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, 
Cooperativa y Asociativa.

El personal y presupuesto relevante a estas funciones de INFOCOOP se trasladarán al 
Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

5. La Comisión Interinstitucional de Sociedades de Garantías Reciprocas para las 
MIPYME’s como órgano regulador del Sistema de Sociedades de Garantías Recípro-
cas de éstas, estará coordinada por el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, 
Cooperativa y Asociativa, operará en el nuevo Ministerio.

6. Ejercer como órgano rector e instancia ejecutora de las políticas de la Ley No. 645, 
Ley de Promoción, Fomento y Desarrollo de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa 
(Ley MIPYME).

Artículo Sexto.
Se adiciona un nuevo artículo el cual se ubicará a continuación del artículo 29 quin-
quies y se leerá así.

Art. 29 Sexies. Absorción del Instituto de Desarrollo Rural y el Instituto 
Nicaragüense de la Pequeña y Mediana Empresa 

El Instituto de Desarrollo Rural (IDR) y el Instituto Nicaragüense de la Pequeña y 
Mediana Empresa (INPYME) a partir de la entrada en vigencia de la presente reforma 
serán absorbidos por el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa 
y Asociativa, lo que significa para todos los efectos, que el Ministerio de Economía 
Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa es sucesor sin solución de continui-
dad de dichos institutos.

El Instituto de Desarrollo Rural (IDR) es la estructura orgánica y funcional que cons-
tituirá la base para el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y 
Asociativa. Para tal efecto realizará las coordinaciones necesarias con el Ministerio 

s)	 Ministerio del Trabajo; y

t)	 Instituto Nicaragüense de Fomento Municipal.

El Consejo, de conformidad a sus necesidades, podrá integrar a otras Instituciones, 
para el cumplimiento de su objetivo.

Artículo Quinto.
Adición de nuevo artículo “Traslado de Competencias al Ministerio de Economía  
Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa” que se ubicará después del artículo 
29 quater y se leerá así:

 “Art. 29 quinquies. Traslado de Competencias al Ministerio de Economía 
Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

El Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa, asumirá 
las siguientes competencias:

1. Las atribuidas al Ministerio de Fomento, Industria y Comercio (MIFIC), en relación 
con las micros, pequeñas y medianas empresas que ejerce a través del Instituto Ni-
caragüense de la Pequeña y Mediana Empresa, y la Dirección de Políticas de Fomen-
to de la Pequeña y Mediana Empresa, así como los programas y proyectos Pymes en 
el MIFIC. En igual sentido, la Secretaría de Relaciones Económicas y Cooperación del 
Ministerio de Relaciones Exteriores y el MIFIC, trasladarán los programas y proyectos 
al Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa, vincula-
dos con las competencias establecidas a éste.

Los presupuestos y la cooperación externa de las partes Pymes del MIFIC serán tras-
ladadas al Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

2. Las atribuidas al Programa de Seguridad Alimentaria y Nutricional del Ministerio 
Agropecuario y Forestal. 

Los presupuestos y la cooperación externa del Programa de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional serán trasladados al Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Coo-
perativa y Asociativa.

3. Instituto Nicaragüense de Fomento Cooperativo (INFOCOOP), se integra como un 
ente descentralizado del Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria y Coopera-
tiva.

El INFOCOOP estará encargado de la promoción, el fomento y desarrollo coopera-
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Art. 10 Creación del Consejo Nacional MIPYME
Se crea el Consejo Nacional de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa (CONAMI-
PYME), que será el Consejo Consultivo del Ministerio de Economía Familiar, Comu-
nitaria, Cooperativa y Asociativa, como una instancia de consulta, concertación y 
consenso entre el Gobierno Central, los Gobiernos Municipales, los Gobiernos de las 
Regiones Autónomas y el sector gremial de la MIPYME, para determinar las priorida-
des nacionales, que son expresadas en políticas, programas y acciones dirigidas a la
promoción y al fomento del sector. El CONAMIPYME estará integrado por:

1.	 Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa, que 
funcionará como coordinador de este Consejo;

2. 	 El Ministerio de Fomento, Industria y Comercio;

3. 	 El Ministerio Agropecuario y Forestal;

4. 	 El Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales;

5. 	 El Ministerio de Transporte e Infraestructura;

6. 	 El Ministerio de Energía y Minas;

7. 	 El Ministerio de Hacienda y Crédito Público;

8. 	 El Instituto Nicaragüense de Turismo;

9. 	 El Instituto Nacional Tecnológico;

10.	 El Instituto Nacional Forestal;

11.	 El Instituto Nicaragüense de Tecnología Agropecuaria;

12. 	El Instituto Nicaragüense de Pesca y Acuicultura;

13. 	El Instituto Nicaragüense de la Juventud;

14. 	El Instituto Nicaragüense de Estudios Territoriales;

15. 	Representantes de los Consejos Departamentales y de las Regiones Autóno-
mas de las MIPYME, cuando las circunstancias lo requieran;

16. 	Representantes de las Comisiones Nacionales Sectoriales, cuando las cir-
cunstancias lo requieran;

17. 	Intendencia de la Propiedad;

18. 	Empresa Nicaragüense de Alimentos Básicos;

19. 	Banco de Fomento a la Producción;

20. 	Secretaria de Desarrollo de la Costa Atlántica;

21. 	Secretaria de Relaciones Económicas y Cooperación del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores;

de Hacienda y Crédito Público (MHCP), y la Secretaria de Relaciones Económicas y 
Cooperación del Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREX), para oficializar pro-
cesos relativos a los convenios con las agencias de cooperación e instituciones mul-
tilaterales y bilaterales.

Al Ministerio de Hacienda y Crédito Público le compete efectuar los traslados presu-
puestarios correspondientes del caso. 

Artículo Séptimo. Reformas de otras leyes
Se reforman las siguientes disposiciones:

1. El artículo 4 de la Ley No. 663, Ley del Sistema de Sociedades de Garantías Recí-
procas para la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial No. 173 de 8 de septiembre de 2008, en relación a la sustitución como Ór-
gano Regulador, del Ministerio de Fomento, Industria y Comercio por el Ministerio 
de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa, que la coordinará, así 
como el lugar de operación, el que se leerá así:

“Art. 4 Integración
El Órgano Regulador estará integrado por un miembro nombrado por el Ministerio 
de Economía Familiar, Comunitaria y Asociativa, quien lo coordinará, un miembro 
nombrado por el Banco Central de Nicaragua (BCN) y un miembro nombrado por la
Superintendencia de Bancos y Otras Instituciones Financieras (SIBOIF). Estos nom-
bramientos deberán efectuarse por el representante de cada una de las instituciones 
antes mencionadas. Su funcionamiento se determinará en el Reglamento de la pre-
sente Ley.

El Órgano Regulador operará en el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria y 
Asociativa, quien le proporcionará el espacio e infraestructura necesaria. Sesionará 
por lo menos una vez al mes y sus decisiones se tomarán por mayoría.”

2. Los artículo 7 Ley No. 645, Ley de Promoción, Fomento y Desarrollo de la Micro, 
Pequeña y Mediana Empresa (Ley MIPYME), publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 28 del 8 de febrero de 2008 en relación a la sustitución del Ministerio de Fo-
mento, Industria y Comercio por el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, 
Cooperativa y Asociativa y el artículo 10 de creación del Consejo Nacional de la 
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, que respectivamente se leerán así:

“Art. 7 Órgano Rector. Instancia Ejecutora
El órgano rector de esta Ley es el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, 
Cooperativa y Asociativa y la instancia ejecutora de las políticas, el Instituto Nicara-
güense de Apoyo a la Pequeña y Mediana Empresa (INPYME).
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En todo el ordenamiento jurídico donde se mencione al MIFIC como órgano compe-
tente en la materia de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa deberá leerse “Minis-
terio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa”.

3. El Decreto No. 41-94, de Creación del Instituto de Desarrollo Rural, publicado en 
La Gaceta, Diario Oficial, No. 184, del 4 de octubre de 1994 en el sentido de que por 
haberse absorbido por el Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa 
y Asociativa, se adecúa a la nueva situación.

4. El artículo 113, de la Ley No 499, Ley General de Cooperativas, Publicada en 
La Gaceta Diario Oficial No. 17 del 25 de enero de 2005 pasando a ser el Instituto 
Nicaragüense de Fomento Cooperativo (INFOCOOP), un ente descentralizado del Mi-
nisterio de Economía Familiar, Comunitaria y Cooperativa, tal como se establece en 
el numeral 3 y 4 del artículo 29 quinquies y se leerá así:

“Arto. 113.- Créase el Instituto Nicaragüense de Fomento Cooperativo, como un 
ente descentralizado del Ministerio de Economía Familiar, Comunitaria y Cooperativa 
cuya denominación podrá abreviarse como INFOCOOP y para los efectos de la pre-
sente Ley y su Reglamento se entenderá como la Autoridad de Aplicación.

El INFOCOOP se constituye con personalidad Jurídica propia, con autonomía ad-
ministrativa y funcional, cuya función principal es la de ser el organismo rector de 
la política nacional de protección, fomento y desarrollo cooperativo. Además de 
la regulación, suspensión, supervisión y control de las cooperativas. Tendrá como 
objetivo principal fomentar, promover, divulgar y apoyar el movimiento cooperativo 
a todos los niveles. 

Tendrá su domicilio legal en la ciudad de Managua, pudiendo establecer delegacio-
nes u oficinas en los departamentos del país.” 

En toda la legislación, donde se señalen competencias de fiscalización, registro y 
control de las cooperativas y todas las acciones de carácter gubernamentales vincu-
ladas con estas, debe leerse que se asumen por la Dirección Específica de Registro y 
Control de la Dirección General de Asociatividad y Fomento Cooperativo del Minis-
terio de Economía Familiar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.

Artículo Octavo. Derogaciones
Deróguese el literal e) del artículo 22 de la Ley No. 290, Ley de Organización, Com-
petencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo.

22. 	El representante legal de cada uno de los Gobiernos Regionales de las Regio-
nes Autónomas;

23. 	Un representante de cada una de las siguientes organizaciones:

a.	 Cámara Nacional de la Mediana, Pequeña Industria y Artesanía;

b.	 Confederación de Cámaras de Comercio de Nicaragua; 

c.	 Consejo Nicaragüense de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa;

d.	 Consejo Superior de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa;

e.	 Consejo Nacional de Cooperativas;

f.	 Cámara Nicaragüense de Pequeños y Medianos Empresarios Turísticos;

g.	 Cámara Nacional de Turismo de Nicaragua;

h.	 Congreso Permanente de Mujeres Empresarias de Nicaragua como expresión 
de género;

i.	 Cámara Nicaragüense de Micro Empresarios Turísticos;

j.	 Cámara Nicaragüense de Cuero y Calzado, marroquineros, talabarteros, te-
neros y afines;

k.	 Cámara de Comercio de Nicaragua;

l.	 Cámara de Industria de Nicaragua;

m.	 Asociación de Trabajadores del Campo;

n.	 Unión Nacional de Productores Asociados;

ñ.	 Unión Nacional de Agricultores y Ganaderos;

o.	 Unión de Productores Agropecuarios de Nicaragua;

p.	 Federación Nicaragüense de la Pesca;

q.	 Confederación de trabajadores por cuenta propia;

r.	 Asociación de Municipios de Nicaragua;

s.	 Consejo Nacional de la Juventud; y

t.	 Consejo Nacional de Universidades.

Cada una de estas organizaciones deberá tener personalidad jurídica y estar solven-
tes de sus obligaciones legales de conformidad con la Ley. Podrán participar cuando 
las circunstancias lo requieran y en calidad de invitados por el CONAMIPYME, los 
representantes de otras entidades públicas o privadas relevantes a la Economía Fa-
miliar, Comunitaria, Cooperativa y Asociativa.
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Artículo Noveno. Transitorio
Los presupuestos del Instituto de Desarrollo Rural (IDR) y del Instituto Nicaragüense 
de la Pequeña y Mediana Empresa (INPYME) serán trasladados al Ministerio para 
iniciar operaciones, en una primera etapa.

Artículo Décimo. Publicación de texto refundido
Las presentes reformas se consideran sustanciales y se ordena que el texto íntegro  
de la Ley No. 290, Ley de organización, competencia y procedimientos del Poder 
Ejecutivo con sus reformas incorporadas sea publicado en La Gaceta, Diario Oficial.

Artículo Décimo primero. Reglamentación
El Presidente de la República adecuará el reglamento de la Ley No. 290, Ley de Or-
ganización, Competencia y Procedimientos del Poder Ejecutivo, pudiendo modificar 
otros reglamentos afectados por la presente Ley, conforme se establece en el artículo 
141 de la Constitución Política de la República de Nicaragua.

Artículo Décimo segundo. Vigencia.
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, Diario 
Oficial.

Dado en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional 
de la República de Nicaragua, a los seis días del mes de julio del año dos mil doce.

Ing. René Núñez Téllez
Presidente de la Asamblea Nacional

Lic. Alba Palacios Benavidez
Secretaria de la Asamblea Nacional

El Presidente de la República de Nicaragua

A sus habitantes, Sabed:

Que,

LA ASAMBLEA NACIONAL

Ha ordenado la siguiente:

LEY DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE EL GRAN CANAL INTEROCEÁNICO
DE NICARAGUA Y DE CREACIÓN DE LA AUTORIDAD DE

EL GRAN CANAL INTEROCEÁNICO DE NICARAGUA

Capítulo I
Objeto, Orden Público y Naturaleza

Art. 1 Objeto.
La presente Ley tiene por objeto desarrollar el régimen jurídico de El Gran Canal 
Interoceánico de Nicaragua y crear la entidad denominada Autoridad de El Gran 
Canal Interoceánico de Nicaragua, que representará al Estado de la República de 
Nicaragua en la creación y conformación de una Empresa para la construcción y 
operación de El Gran Canal de Nicaragua.

LEY DEL RÉGIMEN JURÍDICO DE EL 
GRAN CANAL INTEROCEÁNICO DE 
NICARAGUA Y DE CREACIÓN DE LA 

AUTORIDAD DE EL GRAN CANAL 
INTEROCEÁNICO DE NICARAGUA

(Ley No. 800, Publicada en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 128 del 09 de Julio de 2012
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Nicaragua o sean vertidas o dirigidas hacia éste, incluyendo sus embalses y lagos. 
El manejo del área geográfica y sus recursos naturales será regulado de manera 
especial en el reglamento que se emitirá para tal efecto. 

b) Área de influencia: Es el área geográfica sometida a ordenamiento territorial, 
inclusive sus tierras, sus bosques y aguas descritas y delimitadas en el proyecto, en 
la cual únicamente podrán desarrollarse actividades no contaminantes, compatibles 
con el funcionamiento de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua.

c) Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua: Es una enti-
dad que representa al Estado de Nicaragua a cargo de supervisar la conservación, 
mantenimiento, mejoramiento y modernización de El Gran Canal Interoceánico de 
Nicaragua. Es una persona jurídica de carácter público, constituida y organizada 
conforme la presente Ley, con patrimonio propio y duración indefinida, con plena 
capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones y que será el ente encar-
gado de promover, coordinar, supervisar, regular y normar todo lo relacionado al 
ámbito geográfico que se ocupe en la construcción y operación de El Gran Canal de 
Nicaragua.

d) El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua: Que en la presente Ley también 
se podrá denominar El Gran Canal de Nicaragua, será construido para el tránsito 
interoceánico de barcos o buques de diferente calado; incluye la vía acuática propia-
mente dicha, así como sus dársenas, fondeaderos, atracaderos y vías de acceso; tie-
rras y aguas marítimas, lacustres y fluviales, islas, así como la plataforma continental 
y espacio marítimo, que estén al servicio de El Gran Canal de Nicaragua; también 
se incluyen esclusas, represas auxiliares, plantas generadoras de energía, diques y 
estructuras de control de aguas e instalaciones auxiliares o conexas requeridas para 
la realización de las actividades de El Gran Canal de Nicaragua; así como, todas 
aquellas actividades y áreas requeridas para proteger el medio ambiente en el área 
de influencia de El Gran Canal de Nicaragua y todas las actividades económicas y 
servicios conexos que se realicen en la zona económica y del mismo.

e) Empresa Gran Nacional de El Gran Canal de Nicaragua: Persona jurídica de 
carácter comercial, organizada de conformidad con las disposiciones legales nacio-
nales o internacionales vigentes, con la capacidad necesaria para adquirir derechos y 
contraer obligaciones, que en la presente ley también se podrá denominar Empresa 
Gran Nacional de Nicaragua, que construye y opera El Gran Canal de Nicaragua con 
el permiso y bajo la regulación de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de 
Nicaragua.

f) Servicios conexos: Son los servicios prestados a los barcos o buques durante la 
navegación a través de El Gran Canal de Nicaragua que conlleve a su tránsito seguro 

Art. 2 Orden público e interés supremo nacional.
Para todos los efectos legales se declara de prioridad e interés supremo nacional el 
proyecto de El Gran Canal de Nicaragua, incluyendo los correspondientes estudios, 
diseño, construcción y operación. El Gran Canal de Nicaragua constituye un patri-
monio de la nación nicaragüense y por su naturaleza tendrá las características de 
total neutralidad y de servicio público internacional, cuyo funcionamiento no podrá 
interrumpirse por causa alguna. Las normas que se dictan en la presente Ley son de 
carácter general y servirán de marco jurídico para los reglamentos que al respecto se 
expidan, de manera que El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua brinde siempre 
un servicio continuo, eficiente y seguro.

Art. 3 Naturaleza.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, tiene autonomía finan-
ciera, orgánica, funcional, administrativa y de duración indefinida. En consecuencia, 
ejercerá libremente la facultad de recibir, custodiar y asignar sus recursos financieros 
y podrá depositar sus fondos en los bancos que estime conveniente.

Esta entidad como ente rector tendrá la responsabilidad de definir el régimen ju-
rídico y normativo de la Empresa Gran Nacional de El Gran Canal de Nicaragua, 
y su régimen societario y en virtud de su representación y autoridad, negociar los 
términos de referencia, la operación y manejo de la nueva entidad, así como la re-
glamentación y supervisión del uso racional y sostenible de los recursos naturales, la 
protección del medio ambiente y su biodiversidad en el área geográfica y de influen-
cia y en todo el ámbito donde se construirá la vía interoceánica, dentro del marco de 
los tratados y convenios Internacionales y la legislación nacional.

La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua no estará sujeta al pago 
de impuestos, derechos, tasas, cargos, contribuciones o tributos, de carácter nacio-
nal o municipal, con excepción de las obligaciones en materia laboral y las tasas por 
servicios públicos. El Estado de Nicaragua se beneficiará del cincuenta y uno por 
ciento (51%) de los beneficios netos de la Empresa Gran Nacional de El Gran Canal 
de Nicaragua recibidos de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua.

Capítulo II
Definiciones

Art. 4 Definiciones.
Para los fines de esta Ley se entenderá por:

a) Área geográfica: Es el que se describirá cartográficamente en el proyecto, con 
sus fuentes de aguas, superficiales y subterráneas, que estén comprendidas dentro 
del área del proyecto, así como las que fluyan hacia El Gran Canal Interoceánico de 
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Nicaragua, posteriormente a lo cual, se establecerá un cargo porcentual procedente 
de los ingresos por servicios que se brinden a negociarse con la empresa operadora 
del canal.

Art. 6 Objetivos de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nica-
ragua.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua tendrá como objetivos 
los siguientes:

a)	 Promover y crear la Empresa Gran Nacional de Nicaragua;

b)	 Gestionar y procurar la obtención del capital inversionista necesario para con-
formación de ésta;

c)	 Supervisar todas y cada unas de las fases de estudio, construcción y opera-
ción de El Gran Canal de Nicaragua; creando normas y regulaciones que le 
permitan vigilar y fiscalizar, todo lo concerniente al mismo; 

d)	 Velar permanentemente y en forma especialmente prioritaria por la preserva-
ción y protección del Gran Lago de Nicaragua, invaluable activo del patrimo-
nio nacional, implementando las medidas técnicas y ambientalistas necesa-
rias para evitar su contaminación y conservar la potabilidad y sustentabilidad 
de sus aguas;

e)	 Cumplir con las disposiciones de la presente Ley y de las demás disposiciones 
que rijan el funcionamiento de El Gran Canal de Nicaragua.

Así mismo, garantizará, que El Gran Canal de Nicaragua siempre permanezca abierto 
al tránsito pacífico e ininterrumpido de las naves de todos los Estados del mundo, sin 
discriminación, de acuerdo con las condiciones y requisitos establecidos en la Cons-
titución Política de la República de Nicaragua, en los tratados internacionales, en 
esta Ley y en los Reglamentos. Debido al carácter de servicio público internacional 
que cumple El Gran Canal de Nicaragua, su funcionamiento no podrá interrumpirse 
por causa alguna.

Art. 7 Del nombramiento.
Los ciudadanos que en nombre y representación del Estado de Nicaragua participen 
como miembros de la Dirección de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de 
Nicaragua, serán nombrados por el Presidente de la República.

En el caso del nombramiento del Presidente de la Autoridad de El Gran Canal In-
teroceánico de Nicaragua, deberá ser ratificado por la Asamblea Nacional previo al 
ejercicio de su cargo.

La Junta Directiva de esta entidad será nombrada por primera vez por el período 

y la protección del medio marino y los demás servicios relacionados con su opera-
ción, tales como las actividades económicas de carácter internacional, bancario, fi-
nanciero, de seguros, de turismo, de cruceros y comunicaciones submarinas y venta 
de servicios a buques en tránsito, la carga de trasbordo por los puertos terminales 
y adyacentes, así como la reparación y mantenimiento de buques, la instalación y 
operación de una Zona Libre y todas las actividades derivadas de las anteriores o 
que tengan relación con ellas.

g) Territorio Indígena y Étnico: Es el espacio geográfico que cubre la totalidad de 
hábitat de un grupo de comunidades indígenas o étnicas que conforman una unidad 
donde se desarrollan, de acuerdo a sus costumbres y tradiciones.

h) Zona económica: Es el área aledaña al Canal en que toda obra de infraestruc-
tura y actividad económica solo puede realizarse con el permiso y bajo las regulacio-
nes de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua.

Capítulo III
De la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua

Art. 5 Constitución, denominación, domicilio y duración.
Créase la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, con personalidad 
jurídica y patrimonio propio, de duración indefinida y con plena capacidad jurídi-
ca para adquirir derechos y contraer obligaciones, de carácter público, organizada 
conforme la presente Ley, con domicilio legal en la ciudad de Managua, pudiendo 
establecerse y operar en cualquier parte del territorio nacional.

El patrimonio de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, se cons-
tituirá por lo que recibirá de los aportes de la concesión otorgada por el Estado 
Nicaragua, así como colaboraciones y donaciones.

Para el cumplimiento de sus funciones, la Institución, Autoridad de El Gran Canal 
Interoceánico de Nicaragua, gozará de autonomía funcional, orgánica, financiera y 
administrativa, creando las normas de organización y funcionamiento, que le permi-
tan una eficaz promoción, supervisión y fiscalización del patrimonio de la República 
de Nicaragua en la Empresa Gran Nacional de Nicaragua, así como sus actividades y 
servicios conexos conforme a las normas constitucionales y legales vigentes.

La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, se financiará inicialmen-
te, mientras se crea la Empresa Gran Nacional de Nicaragua, con fondos de donación 
o crédito con cargo a gastos de pre-inversión y deberá negociar con la Empresa 
Gran Nacional de Nicaragua la asunción posterior de estos, igualmente lo hará, 
para su presupuesto mientras dure la construcción de la obra de El Gran Canal de 
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g)	 Participar en la normación, generación, uso y conservación de los recursos 
hídricos, suelos, las especies de flora y fauna, de la cuenca hidrográfica de El 
Gran Canal de Nicaragua, supervisando su administración y mantenimiento;

h)	 Participar en el manejo del área geográfica y de su área de influencia, autori-
zar las actividades permisibles y prohibir o restringir las actividades incompa-
tibles;

i)	 Determinar en base a los estudios especializados las propiedades que serán 
afectadas por la construcción de El Gran Canal de Nicaragua, observando 
para ello lo establecido en la Constitución Política de la República de Nicara-
gua y leyes vigentes; y

j)	 Crear las condiciones requeridas para la preparación técnica y profesional del 
personal necesario para la construcción y operación de El Gran Canal de Ni-
caragua, en coordinación con las universidades y el Ministerio de Educación.

Todo ello sin perjuicio de las demás funciones que se le otorguen en el Reglamento 
de la presente Ley.

Capítulo IV
Dirección y Administración

Art. 10 Dirección.
La Dirección de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, estará 
a cargo de una Junta Directiva conformada por seis miembros y presidida por un 
Presidente, con nombramiento de Ministro de Estado; el Ministro del Ambiente y 
de los Recursos Naturales quien será el Vicepresidente; el Ministro de Hacienda y 
Crédito Público, quien será el Secretario y tres Directores que serán: el Delegado de 
la Presidencia de la República en la Comisión para el Desarrollo del Río San Juan, el 
Delegado Presidencial para la Promoción de Inversiones y Facilitación del Comercio 
Exterior y el Secretario para el Desarrollo de la Costa Atlántica de la Presidencia de 
la República.

La primera Junta Directiva fungirá conforme lo establecido en la presente Ley y será 
la representante de las acciones del Estado de Nicaragua en la Empresa Gran Nacio-
nal de Nicaragua.

La Junta Directiva de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua se 
encargará de aprobar y promover la representación de la Autoridad en sociedades 
o corporaciones, nacionales o internacionales ya sean privadas, estatales o mixtas y 
que tenga acciones o en que es miembro.

que dure la construcción de las obras, siempre que la duración de las mismas sea 
inferior a diez años.

Art. 8 Celebración de actos y contratos civiles o comerciales.
Para la consecución de sus objetivos y finalidades, la institución Autoridad de El 
Gran Canal Interoceánico de Nicaragua podrá adquirir derechos, ejecutar y celebrar 
todos los actos y contratos civiles o comerciales que sean necesarios, convenientes, 
incidentales o conducentes.

La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua deberá contar con una or-
ganización técnico administrativa apropiada para el cumplimiento de sus funciones, 
para lo cual creará su propio reglamento interno, en armonía con el Reglamento de 
esta Ley.

Art. 9 Funciones.
Para el cumplimiento de sus fines, la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de 
Nicaragua tendrá entre otras, las siguientes funciones:

a)	 Inspeccionar y vigilar la construcción y operaciones de El Gran Canal de Nica-
ragua y sus servicios conexos;

b)	 Aprovechar de manera sostenible los recursos naturales en el área de influen-
cia de El Gran Canal de Nicaragua, así como desarrollar de modo planificado, 
sostenido y ordenado los servicios del mismo;

c)	 Supervisar e inspeccionar, periódica y sistemáticamente las instalaciones y 
estructuras de El Gran Canal de Nicaragua, siendo la Empresa Gran Nacional 
de Nicaragua obligada a rendir los informes que la Autoridad requiera en 
relación al cumplimiento de sus obligaciones;

d)	 Resguardar los intereses supremos nacionales del Estado de Nicaragua, re-
presentando al mismo en todo lo concerniente a El Gran Canal de Nicaragua;

e)	 Participar en el establecimiento y regulación de los parámetros técnicos nece-
sarios relacionados con la protección marítima, la navegación, la prevención 
y el combate a la contaminación del medio marino, a la sanidad y prevención 
de enfermedades infectocontagiosas y la atención a situaciones de emergen-
cia;

f)	 Establecer normas y requerimientos, en conjunto con la Empresa Gran Nacio-
nal de Nicaragua, de seguridad para la adecuada protección y vigilancia de 
las instalaciones de El Gran Canal de Nicaragua, coordinando su ejecución 
con el Ejército de Nicaragua, Policía Nacional y demás instituciones y funcio-
narios públicos competentes, quienes deberán prestar el auxilio que se les 
solicite;
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e)	 Establecer el valor de las tarifas por servicios que se presten, aprobados por 
la Junta Directiva;

f)	 Otorgar poderes judiciales y especiales, aprobados por la Junta Directiva; 

g)	 Determinar la estructura administrativa de la Autoridad de El Gran Canal Inte-
roceánico de Nicaragua; y

h)	 Mantener informado a la Junta Directiva sobre los asuntos que requieran su 
atención y proponerle las medidas y resoluciones pertinentes para el cumpli-
miento de las funciones del Consejo Directivo.

Todo ello, sin perjuicio de las demás funciones que se le otorguen en el Reglamento 
de la presente Ley.

Capítulo V
Obligaciones de la Autoridad de El Gran Canal

Interoceánico de Nicaragua

Art. 15 Finalidad.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua deberá crear, organizar, 
estructurar y constituir una empresa mixta de carácter público-privado; ofreciendo 
y promoviendo en su proyecto de inversión el número de acciones que emitirán, el 
valor de cada una de ellas y el costo total del proyecto de construcción de El Gran 
Canal de Nicaragua, reservando para el Estado Nicaragüense el cincuenta y uno por 
ciento (51%) de las acciones de la Empresa Gran Nacional de Nicaragua, en virtud de 
ser dueño del ámbito, cumpliendo con las regulaciones establecidas en la presente 
Ley y en el ordenamiento jurídico del Estado de Nicaragua, garantizando que se 
cumpla con las normas legales nacionales e internacionales vigentes.

Art. 16 De las Acciones.
Las características y derechos específicos, tanto de este grupo de acciones, como las 
ofrecidas a los potenciales socios, serán objeto de la reglamentación de la presente 
Ley por el Presidente de la República y de acuerdo a las negociaciones de la Autori-
dad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua y los socios.

Capítulo VI
De los Permisos de Estudio, Diseño, Construcción

y Operación de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua

Art. 17 Autorización.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua en representación del 
Estado de Nicaragua, queda autorizada a otorgar conforme a las condiciones esta-

Art. 11 Facultades del Presidente de la Junta Directiva.
El Presidente de la Junta Directiva de la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de 
Nicaragua tendrá las siguientes facultades:

a)	 Convocar a las reuniones ordinarias o extraordinarias cuando las necesidades 
lo requieran o lo solicite cualquiera de sus miembros;

b)	 Presidir las sesiones, dirigir y moderar el desarrollo de los debates; y 

c)	 En caso de empate tendrá derecho al doble voto.

El Vicepresidente de la Junta Directiva, en las sesiones o reuniones, asumirá las 
funciones del Presidente en caso de ausencia, inhabilidad o incapacidad de éste.

Art. 12 Funciones de los Directores de la Junta Directiva.
Son funciones de los Directores de la Junta Directiva las siguientes:

a)	 Ejercer el derecho al voto y formular su voto particular, expresando el sentido 
y los motivos que lo justifican;

b)	 Formular preguntas y obtener la información necesaria con precisión para 
cumplir con las funciones asignadas; y

c)	 Las demás funciones inherentes a su condición y las que establezcan el Regla-
mento de la presente Ley.

Art. 13 Sesiones.
Las sesiones se convocarán por escrito con siete días de anticipación. Habrá quórum 
con la asistencia de cuatro de sus miembros. Las resoluciones se tomarán por mayo-
ría simple de votos presentes.

Art. 14 Funciones ejecutivas del Presidente de la Junta Directiva.
El Presidente tendrá las siguientes funciones ejecutivas:

a)	 Representar legalmente a la institución con facultades de Apoderado General 
de Administración, con las limitaciones que la Ley señale, tanto en asuntos 
judiciales, extrajudiciales y administrativos;

b)	 Representar a la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua na-
cional e internacionalmente;

c)	 Tendrá la potestad de formular propuestas normativas para la Junta Directiva 
y una vez aprobadas ejecutar las normativas en el área de influencia y zona 
económica de El Gran Canal de Nicaragua;

d)	 Ejercer la administración, coordinación y supervisión del funcionamiento de la 
Institución;
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tribuir a la conservación, recuperación y mejoramiento del medio ambiente en Nica-
ragua, incorporando programas de desarrollo y control ambiental de conformidad 
con lo establecido en la legislación nacional e internacional, los Protocolos, Tratados 
y Convenciones que Nicaragua haya ratificado.

Art. 23 Gestión de riesgo.
La construcción y operación de El Gran Canal de Nicaragua, deberá desarrollarse 
bajo un estricto proceso de identificación, valoración, análisis, prevención, minimi-
zación y corrección a los riesgos que puedan surgir a consecuencia de amenazas de 
origen natural y la susceptibilidad a recibir daños.

Art. 24 Cambio climático y variabilidad climática.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, adoptará entre sus activi-
dades durante el estudio, construcción y operación, el desarrollo de capacidades de 
adaptación a los peligros derivados del cambio climático futuro, así como aquellos 
riesgos inducidos por la variabilidad climática. También velará por el cumplimiento 
de los acuerdos nacionales, regionales e internacionales para el cambio climático, 
sobre la emisión de gases efecto invernadero relacionado con el tráfico marítimo.

Art. 25 Régimen especial conservacionista.
El área de El Gran Canal de Nicaragua, sus cuencas y los territorios que influyan en 
la misma, por su necesaria contribución al suministro de agua, estarán sometidos 
a un régimen especial de carácter conservacionista para su manejo, sujetándose 
al control y fiscalización de las autoridades nacionales correspondientes, con una 
regulación propia como área especialmente protegida.

Art. 26 Ordenamiento y manejo sostenible.
La Empresa garantizará las inversiones requeridas para el ordenamiento y manejo 
sostenible del territorio, tales como cambios en el uso de los suelos, recuperación 
forestal, protección de los suelos y construcción de obras e instalaciones que ase-
guren la recarga de las corrientes y acuíferos del área geográfica de El Gran Canal 
de Nicaragua.

Art. 27 Impacto ambiental.
Los impactos ambientales que por su naturaleza no puedan ser evitados, deberán 
ser compensados o mitigados mediante programas permanentes de conservación 
y desarrollo de ecosistemas de las áreas aledañas a El Gran Canal de Nicaragua, 
asegurando así mismo, la restauración de los ecosistemas que resultaren afectados.

Art. 28 Obligaciones del permiso ambiental.
Las obligaciones que se establezcan en los permisos ambientales serán de inelu-
dible cumplimiento a quien se le otorgue. En caso de permisos ambientales sobre 

blecidas en la presente Ley, los permisos necesarios para realizar estudios, diseño, 
construcción y operación de El Gran Canal de Nicaragua, en coordinación con las 
autoridades competentes.

Art. 18 De los permisos.
Los permisos solo podrán otorgarse a una persona jurídica de derecho público o 
privado, de carácter comercial, nacional, internacional o mixto, con la capacidad 
necesaria para adquirir derechos y contraer obligaciones, con idoneidad y capacidad 
gerencial y financiera que corresponda con el proyecto.

Art. 19 Derechos de exclusividad.
Los permisos pueden conferir derechos exclusivos de construcción y operación de El 
Gran Canal de Nicaragua incluyendo la investigación de su viabilidad técnica, econó-
mica y ambiental, hasta su diseño, construcción, manejo, equipamiento, operación, 
mantenimiento y mejoramiento.

Capítulo VII
De la Gestión Ambiental

Art. 20 Estudio de impacto ambiental.
Previo a la ejecución del proyecto de El Gran Canal de Nicaragua, la Autoridad crea-
da en la presente Ley deberá asegurar la elaboración de un estudio de impacto 
ambiental en cumplimiento de las disposiciones y preceptos de protección ambiental 
estipuladas en las leyes nacionales y en las normas internacionales que sean apli-
cables.

Se deberá velar especialmente por el cumplimiento de las disposiciones nacionales y 
acuerdos internacionales sobre tráfico de desechos peligrosos y sustancias toxicas y 
el Convenio Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, aprobado 
por Decreto A. N. No. 5934, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 105 del 6 de 
mayo del 2010, como requisitos para obtener los permisos correspondientes.

Art. 21 Protección ambiental.
El desarrollo del proyecto de El Gran Canal de Nicaragua y la operación del mismo, 
deberá sujetarse a los principios rectores generales de protección ambiental; espe-
cialmente se observarán criterios de prevención y de precaución, los cuales implican 
la adopción de medidas necesarias y cautelares en todas las actividades que pudie-
ran tener efecto en el ambiente, tales como reforestación, conservación de la cuenca 
hídrica, preservación, conservación y manejo de la flora y la fauna entre otros.

Art. 22 Manejo ambiental.
El manejo adecuado de las operaciones de El Gran Canal de Nicaragua deberá con-
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En caso de los territorios indígenas afectados, se procederá de conformidad a sus 
costumbres ancestrales y en coordinación con los Gobiernos Territoriales Indígenas 
respectivos.

Art. 35 Vía judicial.
En el caso que no hubiere arreglo, la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de  
Nicaragua, procederá a entablar el juicio correspondiente conforme a la Ley de la 
materia.

Art. 36 Beneficios.
En el ámbito, área de influencia y la zona económica de Nicaragua, la Autoridad de 
El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua realizará obras de desarrollo, mejoramien-
tos civiles y sociales para el beneficio de las comunidades comprendidas en estas 
áreas. Las autoridades indígenas y étnicas Regionales y Territoriales que se vean 
afectadas en sus territorios, serán consultadas de manera libre, previa e informada.

Art. 37 Autorización de estudios.
Los dueños o poseedores de las propiedades localizadas a lo largo de las rutas posi-
bles, estarán obligados a permitir la realización de los trabajos preliminares para la 
obtención de datos necesarios o estudios previos a la expropiación, de conformidad 
con lo establecido por las leyes de la materia.

Capítulo IX
Seguridad y Defensa

Art. 38 Seguridad.
En los planos de construcción y equipamiento, se incorporarán las instalaciones ade-
cuadas para el cumplimiento de las misiones del Ejército de Nicaragua y la Policía 
Nacional, tales como: unidades, capitanías de puerto, puestos de control de em-
barcaciones, delegaciones policiales y otras, las cuales se definirán conjuntamente 
con los mismos; proveyendo a dichas Instituciones de los medios necesarios para 
su operatividad.

Art. 39 Defensa.
La protección marítima, defensa y vigilancia de El Gran Canal de Nicaragua, sus 
instalaciones físicas, vías de agua y espacios marítimos, así como la seguridad de su 
navegación libre de interferencias le corresponde en forma exclusiva al Estado de 
Nicaragua a través del Ejército de Nicaragua.

El mantenimiento del orden interno, la seguridad ciudadana, la prevención y perse-
cución del delito en todas las áreas de El Gran Canal de Nicaragua, le corresponderá 
en forma exclusiva al Estado de Nicaragua, a través de la Policía Nacional.

Territorios Indígenas afectados, serán consultadas con estos de manera libre, previa 
e informada, de conformidad con el Convenio de Pueblos Indígenas y Tribales en 
Países Independientes.

Capítulo VIII
De la Propiedad de la Ruta y del Proceso de

Adquisiciones de las Áreas de Dominio Privado y Comunal

Art. 29 Dominio público.
El Gran Canal de Nicaragua y los terrenos aledaños necesarios para su operación, se 
declararán propiedad del Estado de Nicaragua.

Art. 30 Patrimonio de la Nación.
Las zonas comprendidas en las áreas del ámbito de El Gran Canal de Nicaragua, se 
considerarán patrimonio de la Nación y por consiguiente son inembargables, no po-
drán ser vendidas, ni gravadas o destinadas a usos o fines que impidan, perjudique 
o restrinjan el funcionamiento de El Gran Canal de Nicaragua.

Art. 31 Utilidad pública.
Conforme a lo dispuesto en la presente Ley, se declaran de utilidad pública para los 
efectos de su expropiación, según lo establecido en la Constitución Política de la Re-
pública de Nicaragua y la Ley de la materia, los bienes inmuebles o derechos sobre 
dichos inmuebles de propiedad privada o comunal, comprendidos en la descripción 
de la zona geográfica de construcción de El Gran Canal de Nicaragua.

Art. 32 Indemnizaciones.
El pago de las indemnizaciones de las áreas a expropiar serán asumidos por el Es-
tado de Nicaragua y su monto deberá ser pagado conforme lo establecido en la 
Constitución Política de la República de Nicaragua y en la ley de la materia, en el 
plazo estipulado por las partes, en cada uno de los casos, teniendo como plazo 
máximo diez años.

Art. 33 Declaratoria.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua será la única entidad 
pública facultada para ejecutar las declaraciones de utilidad pública, detallando las 
áreas afectadas.

Art. 34 Acuerdos.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua podrá citar a los due-
ños de las propiedades afectadas a fin de conseguir un avenimiento. De llegarse 
al avenimiento, se hará constar en Escritura Pública y el Testimonio de la misma se 
inscribirá en el Registro Público de la Propiedad inmueble correspondiente.
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otorgadas previamente por leyes especiales, que estuvieran superpuestas o coinci-
dan superficialmente con las áreas definidas en el proyecto, podrán ser canceladas 
mediante la aplicación del procedimiento establecido por Ley, total o parcialmente o 
limitadas en su aplicación, cuando impliquen procesos incompatibles con el funcio-
namiento de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua.

Art. 46 Derogaciones.
Se derogan las siguientes disposiciones:

1)	 Acuerdo Presidencial No. 68-98, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 
63 del 1 de abril del 1998.

2)	 Acuerdo Presidencial No. 436-99, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 
9 del 13 de enero del 2000.

3)	 Acuerdo Presidencial No. 160-2002, publicado en La Gaceta, Diario Oficial 
No. 57 del 22 de marzo del 2002.

4)	 Anexo No. 1 del Acta No. 6, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 231 
del 5 de diciembre del 2001.

5)	 Decreto A.N. No. 2878, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 91 del 16 
de mayo del 2001.

6)	 Decreto A.N. No. 2879, publicado en La Gaceta, Diario Oficial No. 91 del 16 
de mayo del 2001.

Por ser esta Ley de orden público e interés nacional, deroga o modifica cualquier
Ley o disposición que se le oponga expresa o tácitamente.

Art. 47 Reglamentación.
El Poder Ejecutivo dictará el Reglamento de la presente Ley, de conformidad con lo 
establecido en el numeral 10 del artículo 150 de la Constitución Política de la Repú-
blica de Nicaragua.

Art. 48 Vigencia.
La presente Ley entrará en vigencia a partir de su publicación en La Gaceta, Diario 
Oficial.

Dada en la ciudad de Managua, en la Sala de Sesiones de la Asamblea Nacional  
de la República de Nicaragua, a los tres días del mes de julio del año dos mil doce.

Ing. René Núñez Téllez 			   Lic. Alba Palacios Benavidez
Presidente de la 				    Secretaria de la
Asamblea Nacional 			   Asamblea Nacional

Art. 40 Protección y vigilancia.
Corresponde a la Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua, la respon-
sabilidad primaria de proveer lo necesario para asegurar la adecuada protección y 
vigilancia de las instalaciones de El Gran Canal de Nicaragua, así como garantizar la 
navegación segura y libre de interferencias, dictar reglas de acceso a las instalacio-
nes del canal, a sus aguas y riberas, señalar restricciones de uso de tierras y aguas 
por razones de conveniencia funcional o administrativa y en general, cuidar la se-
guridad de las personas, naves y bienes que se encuentren bajo su responsabilidad, 
todo ello en coordinación con las autoridades nacionales competentes.

Capítulo X
Zona Económica Especial

Art. 41 Zona económica especial.
Por su carácter de servicio público internacional, la ruta de El Gran Canal de Nicara-
gua y las zonas aledañas que se determinen, serán consideradas como zonas econó-
micas y de regímenes especiales, a fin de facilitar el tránsito expedito y sin demora 
de los barcos a través del territorio nacional y la operación misma de El Gran Canal 
de Nicaragua.

Art. 42 Exenciones.
Los buques, cargas, pasajeros y tripulaciones que transiten por El Gran Canal de Ni-
caragua, estarán exentos de todo tributo, derecho o gravamen por parte del Estado 
de Nicaragua, estando también exentos los pasajeros y tripulantes de las regulacio-
nes y controles migratorios establecidos, salvo que pretendan ingresar al país.

Art. 43 Actividades económicas.
La Autoridad de El Gran Canal Interoceánico de Nicaragua determinará las activida-
des económicas que se podrán realizar en la zona económica especial, así como las 
regulaciones aplicables para cada una de esas actividades, en coordinación con las 
autoridades competentes en cada caso.

Capítulo XI
Disposiciones transitorias y finales

Art. 44 Excepción.
Los recursos naturales contenidos en el área geográfica de El Gran Canal de Ni-
caragua y su área de influencia, quedarán exceptuadas de forma permanente del 
régimen ordinario como área especialmente protegida.

Art. 45 Transitorio.
Las concesiones de exploración o de explotación de los recursos naturales o aquellas 
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TÍTULO XV

CONSTRUCCIONES PROHIBIDAS Y DELITOS CONTRA LA NATURALEZA
Y EL MEDIO AMBIENTE

CAPÍTULO I
CONSTRUCCIONES PROHIBIDAS

Art. 363
Construcción en lugares prohibidos. Quien lotifique, construya o haga construir 
una edificación en suelos destinados a áreas verdes, bienes de dominio público o 
lugares que tengan legal o administrativamente reconocido su valor paisajístico, 
ecológico, artístico, histórico o cultural, o que por los mismos motivos hayan sido 
considerados de especial protección, serán sancionados con pena de prisión de seis 
meses a tres años o de trescientos a seiscientos días multa e inhabilitación especial 
por el mismo período para ejercer profesión, oficio, industria, comercio o derecho 
relacionados con la conducta delictiva.

Quien lotifique, urbanice o construya en suelos no autorizados o de riesgos, in-
cumpliendo la normativa existente y poniendo en grave peligro al ambiente o a los 
bienes y la vida de la población, será sancionado con prisión de tres a seis años y 
de seiscientos a novecientos días multa e inhabilitación especial por el mismo pe-
ríodo para ejercer profesión, oficio, industria, comercio o derecho relacionados con 
la conducta delictiva.

CÓDIGO PENAL

TITULO XV
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Se impondrá la pena de cuatro a siete años de prisión, cuando con el objeto de ocul-
tar la contaminación del agua, se utilicen volúmenes de agua mayores que los que 
generan las descargas de aguas residuales, contraviniendo así las normas técnicas 
que en materia ambiental establecen las condiciones particulares de los vertidos.

Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos 
mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Art. 367 	
Contaminación atmosférica. El que sin la debida autorización de la autoridad 
competente y en contravención de las normas técnicas respectivas, mediante el uso 
o la realización de quemas de materiales sólidos y líquidos, químicos o bioquímicos 
o tóxicos, genere o descargue emisiones puntuales o continuas que contaminen la 
atmósfera y el aire con gases, humo, polvos o contaminantes con grave daño a la 
salud de las personas, a los recursos naturales, a la biodiversidad o a los ecosistemas 
será sancionado con pena de tres a cinco años de prisión y de cien a mil días multa.

Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos 
mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Art. 368 
Transporte de materiales y desechos tóxicos, peligrosos o contaminantes. 
El que transporte en cualquier forma materiales y desechos tóxicos, peligrosos y 
contaminantes o autorice u ordene el transporte de estos materiales o sustancias 
en contravención a las disposiciones legales vigentes en materia de protección del 
ambiente de manera que se ponga en peligro o dañe la salud de las personas o el 
medio ambiente, se le impondrá una pena de seis meses a tres años de prisión y de 
cien a quinientos días multa.

Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos 
mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Art. 369 	
Almacenamiento o manipulación de sustancias tóxicas, peligrosas, explo-
sivas, radioactivas o contaminantes. El que sin cumplir con las medidas y pre-
cauciones establecidas en la legislación vigente de manera que se ponga en peligro 
o dañe la vida o la salud de la población o el medio ambiente o los recursos natura-
les; almacene, distribuya, comercialice, manipule o utilice gasolina, diesel, kerosén 
u otros derivados del petróleo, gas butano, insecticidas, fertilizantes, plaguicidas o 
cualquier otro agroquímico, sustancias tóxicas, peligrosas, explosivas, radioactivas 
o contaminantes, será sancionado con cien a mil días multa y prisión de tres a cinco 
años e inhabilitación especial por el mismo período para ejercer oficio, arte, profe-
sión o actividad comercial o industrial.

En ambos casos, el Juez ordenará la demolición de la obra a costa del sentenciado.

Iguales penas se impondrá a la autoridad, funcionario o empleado público que, 
a sabiendas de su ilegalidad, haya aprobado, por si mismo o como miembro de 
un órgano colegiado, una autorización, licencia o concesión que haya permitido la 
realización de las conductas descritas o que, con motivo de sus inspecciones, haya 
guardado silencio sobre la infracción de las leyes, reglamentos y demás disposicio-
nes normativas de carácter general que la regulen.

Art. 364 	
Alteración del entorno o paisaje natural. Quien altere de forma significativa o 
perturbadora del entorno y paisaje natural urbano o rural, de su perspectiva, belleza 
y visibilidad panorámica, mediante modificaciones en el terreno, rótulos o anuncios 
de propaganda de cualquier tipo, instalación de antenas, postes y torres de trans-
misión de energía eléctrica de comunicaciones, sin contar con el Estudio de Impacto 
Ambiental o las autorizaciones correspondientes, o fuera de los casos previstos en el 
estudio o la autorización, será sancionado con cien a trescientos días multa. En este 
caso, la autoridad judicial ordenará el retiro de los objetos a costa del sentenciado.

CAPÍTULO II
DELITOS CONTRA EL MEDIO AMBIENTE Y LOS RECURSOS NATURALES

Art. 365 
Contaminación del suelo y subsuelo. Quien, directa o indirectamente, sin la 
debida autorización de la autoridad competente, y en contravención de las normas 
técnicas respectivas, descargue, deposite o infiltre o permita el descargue, depósito 
o infiltración de aguas residuales, líquidos o materiales químicos o bioquímicos, 
desechos o contaminantes tóxicos en los suelos o subsuelos, con peligro o daño 
para la salud, los recursos naturales, la biodiversidad, la calidad del agua o de los 
ecosistemas en general, será sancionado con pena de dos a cinco años de prisión y 
de cien a mil días multa.

Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos 
mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Art. 366 
Contaminación de aguas. Quien, directa o indirectamente, sin la debida autoriza-
ción de la autoridad competente y en contravención de las normas técnicas respec-
tivas, descargue, deposite o infiltre o permita el descargue, depósito o infiltración 
de aguas residuales, líquidos o materiales químicos o bioquímicos, desechos o con-
taminantes tóxicos en aguas marinas, ríos, cuencas y demás depósitos o corrientes 
de agua con peligro o daño para la salud, los recursos naturales, la biodiversidad, la 
calidad del agua o de los ecosistemas en general, será sancionado con pena de dos 
a cinco años de prisión y de cien a mil días multa.
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Art. 372 
Incorporación o suministro de información falsa. Quien estando autorizado 
para elaborar o realizar estudios de impacto ambiental, incorpore o suministre infor-
mación falsa en documentos, informes, estudios, declaraciones, auditorías, progra-
mas o reportes que se comuniquen a las autoridades competentes y con ocasión de 
ello se produzca una autorización para que se realice o desarrolle un proyecto u obra 
que genere daños al ambiente o a sus componentes, a la salud de las personas o a 
la integridad de los procesos ecológicos, será sancionado con pena de dos a cuatro 
años de prisión.

La autoridad, funcionario o empleado público encargado de la aprobación, revisión, 
fiscalización o seguimiento de estudios de impacto ambiental que, a sabiendas, in-
corpore o permita la incorporación o suministro de información falsa a la que se 
refiere el párrafo anterior, será sancionado con pena de tres a cinco años de prisión 
e inhabilitación especial por el mismo período para el ejercicio de cargo público.

CAPÍTULO III
DELITOS CONTRA LOS RECURSOS NATURALES

Art. 373 	
Aprovechamiento ilegal de recursos naturales. El que, sin autorización de la 
autoridad competente o excediéndose de lo autorizado, aproveche, oculte, comer-
cie, explote, transporte, trafique o se beneficie de los especímenes, productos o par-
tes de los recursos de la fauna, de los recursos forestales, florísticos, hidrobiológicos, 
genéticos y sustancias minerales, será sancionado con prisión de seis meses a dos 
años de prisión y de cien a trescientos días multa.

Art. 374 	
Desvío y aprovechamiento ilícito de aguas. El que, sin autorización de la au-
toridad competente o excediéndose de lo autorizado, construya dique, muros de 
contención, perfore, obstruya, retenga, aproveche, desvíe o haga disminuir el libre 
curso de las aguas de los ríos, quebradas u otras vías de desagüe natural o del 
subsuelo, o en zonas manejo, de veda o reserva natural de manera permanente, 
afectando directamente los ecosistemas, la salud de la población o las actividades 
económicas, será sancionado con pena de uno a tres años de prisión y de cien a 
quinientos días multa.

Art. 375	 
Pesca en época de veda. El que pesque o realice actividades de extracción, reco-
lección, captura, comercio o transporte de recursos hidrobiológicos, en áreas prohi-
bidas o en época de veda, será sancionado con prisión de uno a dos años.

Las penas establecidas en este artículo se reducirán en un tercio en sus extremos 
mínimo y máximo, cuando el delito se realice por imprudencia temeraria.

Art. 370 	
Circunstancias agravantes especiales. Los extremos mínimos y máximos de las 
penas establecidas en los artículos anteriores, serán aumentadas en un tercio, cuan-
do el delito:

a)	 Recaiga en reservorios de agua destinada para consumo humano;

b)	 Produzca la destrucción de manglares o se rellenen lagunas naturales o arti-
ficiales o esteros o cualquier tipo de humedales;

c)	 Afecte los suelos y subsuelos de asentamientos poblacionales y la salud de 
las personas;

d)	 Se realice dentro de las áreas protegidas y zonas de amortiguamiento;

e)	 Destruya total o parcialmente ecosistemas costeros marítimos, lacustres o 
pluviales;

f)	 Se realice en áreas declaradas por la autoridad competente, como de espe-
cial valor biológico, ecológico, educativo, científico, histórico, cultural, re-
creativo, arqueológico, estético o de desarrollo económico;

g)	 Cause daño directo o indirecto a una cuenca hidrográfica;

h)	 Afecte recursos hidrobiológicos;

i)	 Implique que la quema de materiales sólidos, líquidos, químicos y biológicos 
se produzcan en calles o avenidas de ciudades, centros poblacionales o pre-
dios urbanos;

j)	 Ocasione enfermedades contagiosas que constituyan peligro para las perso-
nas y las especies de vida silvestre;

k)	 Se realice con sustancias, productos, elementos o materiales que sean can-
cerígenos o alteren la genética de las personas;

l)	 Se realice con sustancias, productos, elementos o materiales que ocasionen 
riesgos de explosión, o sean inflamables o sustancialmente radioactivos.

Art. 371 	
Violación a lo dispuesto por los estudios de impacto ambiental. El que 
altere, dañe o degrade el medioambiente por incumplimiento de los límites y previ-
siones de un estudio de impacto ambiental aprobado por la autoridad competente, 
será sancionado con prisión de dos a cuatro años e inhabilitación especial por el mis-
mo período para el ejercicio de la actividad, oficio, profesión o arte, empleo o cargo.
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declarados en peligro de extinción por los instrumentos internacionales ratificados 
por el Estado, o definición como tales por la ley o por disposición administrativa, 
será sancionado con pena de uno a cuatro años de prisión y de quinientos a mil 
días multa.

Los extremos mínimo y máximo de la pena prevista en el párrafo anterior serán 
aumentados al doble, si la actividad se realiza en áreas protegidas.

Si la caza se realiza sobre especies de animales que no están en peligro de extinción, 
pero sin el permiso de la autoridad competente o en áreas protegidas, se impondrá 
de cien a cuatrocientos días multa.

Art. 381 	
Comercialización de fauna y flora. Quien sin autorización de la autoridad com-
petente, comercialice o venda especies de la fauna o flora silvestre que no estén 
catalogadas por la ley o disposición administrativa como especies en peligro de 
extinción o restringida su comercialización, será sancionado de cincuenta a cien días 
multa.

Se exceptúa del párrafo anterior, la pesca o caza para el autoconsumo racional, 
cuando no se trate de especies o subespecies en vías de extinción o no se realice en 
parques nacionales, ecológicos o municipales y refugios de vida silvestre.

Art. 382 	
Circunstancia agravante. Las penas señaladas en los dos artículos anteriores se 
aumentaran en un tercio en sus límites mínimos y máximos cuando la caza o comer-
cialización de especies sea destinada al tráfico o comercio internacional.

Art. 383	
Incendios forestales. El que provoque un incendio forestal o incite a otros a la 
realización de un incendio forestal, será sancionado con pena de dos a cuatro años 
de prisión y de quinientos a mil días multa.

Quien estando autorizado por autoridad competente y a causa de su imprudencia, 
realice quemas agrícolas que causen daños fuera de las áreas destinadas para reali-
zar dicha quema, será sancionado de cincuenta a doscientos días multa.

Quien sin autorización de autoridad competente realice quemas agrícolas y cause 
daños en zonas de bosque será sancionado con las penas previstas en el párrafo 
primero, cuyos extremos mayor y menor serán aumentados al doble.

No constituirán delito las quemas controladas y autorizadas por la autoridad com-
petente, ni los daños producidos como consecuencia de una situación fortuita o 
inesperada.

Los extremos mínimo y máximo de la pena del párrafo anterior se aumentarán en el 
doble, si al realizar el hecho se utilizan aperos no autorizados o prohibidos por la au-
toridad competente, o se capturen o extraigan ejemplares declarados amenazados o 
en peligro de extinción de conformidad a la legislación nacional y los instrumentos 
internacionales de los que Nicaragua es parte, o que no cumplan con las tallas y 
pesos mínimos de captura establecidos por la autoridad competente.

El que capture o extraiga ejemplares de recursos hidrobiológicos que no cumplan 
con las tallas y pesos mínimos establecidos en las leyes correspondientes, aunque 
no sea en época de veda, será sancionado con pena de uno a dos años de prisión.

Art. 376 	
Trasiego de pesca o descarte en alta mar. El que trasiegue productos de la 
pesca en alta mar o no los desembarque en puertos nicaragüenses, será sancionado 
de tres a cinco años de prisión.

Con igual pena se sancionará al que realice descartes masivos de productos pes-
queros al mar o capture tiburones en aguas continentales, marítimas, lacustres o 
cualquier otro cuerpo de agua, solamente para cortarle las aletas o la cola.

En los casos de los párrafos anteriores, en la sentencia condenatoria, ordenará el 
Juez la cancelación definitiva de la licencia concedida para las actividades pesqueras 
con ocasión de las cuales se cometió el delito.

Art. 377 	
Pesca sin dispositivos de conservación. El que, autorizado para la pesca, reali-
ce actividades pesqueras sin tener instalados en sus embarcaciones los dispositivos 
de conservación y protección de especies establecidas por la legislación nacional y 
los instrumentos internacionales de los que el Estado es parte, será sancionado de 
dos a cuatro años de prisión.

Art. 378 	
Pesca con explosivo u otra forma destructiva de pesca. El que pesque con 
elementos explosivos, venenos o realice actividades pesqueras con métodos que 
permitan la destrucción indiscriminada de especies, así como el uso de trasmallos 
en bocanas o arrecifes naturales será sancionado de dos a cuatro años de prisión.

Art. 379 	
Pesca con bandera extranjera no autorizada. El que realice actividades pes-
queras con embarcaciones industriales o artesanales de bandera extranjera sin la 
debida autorización, será sancionado de tres a cinco años de prisión.

Art. 380	
Caza de animales en peligro de extinción. El que cace animales que han sido 
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vas técnicas y ambientales establecidas por la autoridad competente, será sanciona-
do con prisión de dos a cuatro años y de doscientos a quinientos días multa.

Art. 389 	
Restitución, reparación y compensación de daño ambiental. En el caso de 
los delitos contemplados en este Título, el Juez deberá ordenar a costa del autor 
o autores del hecho y de acuerdo al principio de proporcionalidad alguna de las 
siguientes medidas en orden de prelación:

a)	 La restitución al estado previo a la producción del hecho punible:

b)	 La reparación del daño ambiental causado; y

c)	 La compensación total del daño ambiental producido.

Si los delitos fueren realizados por intermedio de una persona jurídica, se le apli-
carán además las consecuencias accesorias que recaen sobre la persona jurídica 
previstas en este Código.

Art. 390 	
Introducción de especies invasoras, agentes biológicos o bioquímicos. 
Quien sin autorización, introduzca, utilice o propague en el país especies de flora y 
fauna invasoras, agentes biológicos o bioquímicos capaces de alterar significativa-
mente las poblaciones de animales o vegetales o pongan en peligro su existencia, 
además de causar daños al ecosistema y la biodiversidad, se sancionará con prisión 
de uno a tres años de prisión y multa de quinientos a mil días.

CAPÍTULO IV
MALTRATO A ANIMALES

Art. 391 	
Daños físicos o maltrato a animales. El que maltrate, someta a tratamientos 
crueles o se ensañe con un animal de cualquier especie, sea doméstico o no, e 
independientemente al uso o finalidad de los mismos, aún siendo de su propiedad, 
causándole daño físico por golpes, castigos o trabajos manifiestamente excesivos 
que lo lleven a padecer impedimentos o causen daños a su salud, estrés o la muerte, 
será sancionado de cincuenta a doscientos días multa o trabajo en beneficio de la 
comunidad de diez a veinte días por un período no menor de dos horas diarias.

Quien realice espectáculos violentos entre animales, sea en lugares públicos o priva-
dos será sancionado con prisión de tres a seis meses. Si el espectáculo se realiza con 
ánimo de lucro, se impondrá pena de seis meses a dos años de prisión.

Se exceptúa de las disposiciones anteriores los espectáculos o juegos de tradición 
popular, como peleas de gallos y corridas de toros.

Art. 384 	
Corte, aprovechamiento y veda forestal. Quien sin la autorización correspon-
diente, destruya, remueva total o parcialmente, árboles o plantas en terrenos esta-
tales, baldíos, comunales, propiedad particular y vías públicas, será sancionado con 
pena de seis meses a dos años de prisión y de doscientos a quinientos días multa.

Quien sin la autorización correspondiente, tale de forma rasante árboles en tierras 
definidas como forestales, o de vocación forestal, será sancionado con pena de dos 
a cinco años de prisión y de doscientos a quinientos días multa.

El que autorice la tala rasante en áreas definidas como forestal o de vocación forestal 
para cambiar la vocación del uso del suelo, será sancionado con pena de tres a siete 
años de prisión e inhabilitación especial por el mismo período para ejercer empleo 
o cargo público.

Si las actividades descritas en los párrafos anteriores, se realizan en áreas protegi-
das, la pena será de cuatro a diez años de prisión y de quinientos a mil días multa.

No constituirá delito el aprovechamiento que se realice con fines de uso o consumo 
doméstico, de conformidad con la legislación de la materia.

El que realice cortes de especies en veda, será sancionado con prisión de tres a siete años.

Art. 385 	
Talas en vertientes y pendientes. Quien, aunque fuese el propietario, deforeste, 
tale o destruya árboles o arbustos, en áreas destinadas a la protección de vertientes 
o manantiales naturales o pendientes determinadas por la ley de la materia, será 
sancionado con pena de dos a cinco años de prisión y de quinientos a mil días multa.

Art. 386 	
Corte, transporte y comercialización ilegal de madera. El que corte, transpor-
te o comercialice recursos forestales sin el respectivo permiso de la autoridad com-
petente, será sancionado con pena de dos a cuatro años de prisión y de quinientos 
a ochocientos días multa.

Art. 387 	
Corte o poda de árboles en casco urbano. El que corte o pode destructiva-
mente uno o más árboles a orillas de las carreteras, avenidas, calles o bulevares, 
servidumbres de tendido eléctrico o telecomunicaciones, será sancionado con pena 
de seis meses a cuatro años de prisión.

Art. 388 
Incumplimiento de Estudio de Impacto Ambiental. El que deforeste, tale o 
destruya, remueva total o parcialmente la vegetación herbácea, o árboles, sin cum-
plir, cuando corresponda, con los Estudios de Impacto Ambiental (EIA) y las normati-
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Estas son algunas de las leyes que en sus regulaciones contienen preceptos ambien-
tales, ya sea de gestión o de carácter institucional o complementando disposiciones 
constitucionales para la aplicación de las leyes sectoriales. 

1.- ESTATUTO DE LA AUTONOMÍA DE LAS REGIONES DE LA COSTA ATLÁN-
TICA DE NICARAGUA.  LEY N° 28 de 2 de septiembre de 1987. Publicado en 
La Gaceta No. 238 de 30 de octubre de 1987.

Arto. 8
Las Regiones Autónomas establecidas por el presente Estatuto son Personas Jurí-
dicas de Derecho Público que siguen en lo que corresponde, las políticas, planes y 
orientaciones nacionales. Tienen a través de sus órganos administrativos las siguien-
tes atribuciones generales:

4.	 Promover el racional uso, goce y disfrute de las aguas, bosques, tierras co-
munales y la defensa de su sistema ecológico. 

Arto. 9
En la explotación racional de los recursos mineros, forestales, pesqueros y otros 
recursos naturales de las Regiones Autónomas, se reconocerán los derechos de pro-
piedad sobre las tierras comunales, y deberá beneficiar en justa proporción a sus 
habitantes mediante acuerdos entre el Gobierno Regional y el Gobierno Central.

2.- REGLAMENTO A LA LEY No. 28 “ESTATUTO DE AUTONOMÍA DE LAS 
REGIONES DE LA COSTA ATLÁNTICA DE NICARAGUA”. DECRETO A.N. No. 
3584. Aprobado el 9 de Julio de 2003. Publicado en La Gaceta, Diario Ofi-
cial No. 186 del 2 de Octubre del 2003.

Arto. 17
Dentro de las atribuciones consignadas en el inciso 3 del Artículo 8 del Estatuto de 

LEYES RELACIONADAS
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cuotas de aprovechamiento de los recursos naturales con el objeto de garan-
tizar su uso sostenido. Igualmente, un sistema regional de regulación, con-
trol y evaluación, para cuyo funcionamiento se contemple la participación 
comunal y tenga un fuerte contenido educativo. 

d.	 Administrar, definir y aplicar medidas encaminadas a la educación ambiental 
referidos a los recursos pesqueros, forestales, recursos no renovables y sobre 
toda la aplicación de las leyes nacionales, resoluciones y ordenanzas regio-
nales vigentes o que se emitan en materia de recursos naturales. 

e.	 Formular y ejecutar en coordinación con el Instituto Nicaragüense de Estu-
dios Territoriales (INETER) y otras entidades, un programa encaminado al 
ordenamiento del territorio de las Regiones Autónomas para el aprovecha-
miento de sus recursos naturales.

f.	 Diseñar y poner en práctica, en coordinación con el Gobierno Central, las 
modalidades de explotación racional, intercambio y pagos, que beneficien 
al máximo el desarrollo de las comunidades donde existen estos recursos y 
contribuyan a la eliminación de posible conflictos por el uso y explotación 
de los mismos, entre instancias nacionales, regionales, municipales y las 
comunidades. 

g.	 Garantizar el respeto a la vigencia de las formas tradicionales de tendencia 
de la tierra y a la concepción práctica del uso y el aprovechamiento sostenido 
del suelo por parte de las comunidades. 

h.	 Promover la realización de investigaciones sobre las tecnologías tradiciona-
les y apropiadas empleadas por las organizaciones productivas comunales, 
las distintas formas de aplicación y transferencia de los resultados obtenidos. 

i.	 Regular el uso de tecnología por parte de las unidades económicas que 
operan dentro de su jurisdicción, a fin de posibilitar un adecuado manejo y 
aprovechamiento sostenido de los recursos naturales. Las empresas deberán 
transferir tecnología y conocimientos a las organizaciones productivas co-
munales que estén en su entorno y rescatarán de éstas, para incorporarlos 
a sus propios procesos productivos, aquellos elementos tecnológicos parti-
cularmente vinculados al adecuado aprovechamiento y conservación de los 
recursos naturales. 

j.	  Promover la introducción de tecnologías apropiadas para las condiciones del 
medio y de la cultura local. Para ello, los Consejos Regionales Autónomos, 
prepararán y gestionarán en coordinación con el Gobierno Central proyectos 
especiales de apoyo consistentes en lograr exoneraciones de gravámenes 
diversos para la introducción de estas tecnologías a las distintas formas de 
organización productiva y facilidades para el desaduanaje de los bienes de 
capital. 

Autonomía, de impulsar proyectos económicos, sociales y culturales propios, las 
Regiones Autónomas están facultadas para:

e. 	 Aprobar a través de ordenanzas las normas y procedimientos para el diseño 
de estrategias regionales sobre el uso y usufructo de los recursos naturales, 
renovables y no renovables y que además posibilite el fortalecimiento y de-
sarrollo institucional, para garantizar el proceso de normación, regulación, 
control, análisis, planificación, administración, aprovechamiento, conserva-
ción y sostenibilidad de los recursos naturales.

CAPÍTULO IV
EL USO RACIONAL DE AGUAS, BOSQUES Y TIERRAS COMUNALES Y DE LA 

DEFENSA DE SU SISTEMA ECOLÓGICO

Arto .18
Las Regiones Autónomas establecerán, conforme al numeral 4 del Artículo 8 del 
Estatuto de Autonomía, las regulaciones adecuadas para promover el racional uso, 
goce y disfrute de las aguas, bosques, tierras comunales y la defensa de su sistema 
ecológico, tomando en consideración los criterios de las comunidades de la Costa 
Atlántica de Nicaragua y las normas que al respecto establezcan los organismos 
competentes. 

Arto. 19
Las atribuciones establecidas en el artículo anterior comprenden las facultades si-
guientes: 

a.	 Establecer centros de investigación que posibiliten realizar estudios que per-
mitan diagnosticar la base material real en las Regiones Autónomas que 
contribuyan a la definición de las políticas, estrategias, planes, programas y 
proyectos requeridos para el desarrollo socio – económico regional. Dichos 
estudios estarán encaminados a determinar el potencial productivo regional, 
los ecosistemas existentes, la infraestructura disponible y necesaria, la tec-
nología apropiada para el aprovechamiento sostenido de los recursos natu-
rales, los recursos humanos calificados existentes e indispensables internos 
y externos, las inversiones que deberán ser realizadas para aumentar las 
posibilidades de aprovechamiento y otros. 

b.	 Definir y poner en práctica, en coordinación con los ministerios e institu-
ciones estatales pertinentes, normas específicas para regular el aprovecha-
miento sostenible de los recursos naturales en las Regiones Autónomas, sin 
perjuicio de las normas nacionales y lo dispuesto en las leyes relativas al uso 
racional y conservación de los mismos en la región. 

c.	 Determinar y definir en conjunto con las entidades estatales competentes, 
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Arto. 13
En los casos de aprovechamiento forestal en tierras comunales, la autoridad muni-
cipal podrá extender el aval correspondiente sólo cuando la comunidad lo solicite 
o ceda sus derechos a terceros, de conformidad con lo establecido en la legislación 
forestal vigente. 

En el caso de aprovechamiento de madera para uso doméstico en las comunidades, 
no se requerirá del aval de la municipalidad. El juez (Wihta) de la comunidad vigilará 
porque no se abuse de dicho aprovechamiento. En caso de abuso, la comunidad 
impondrá la sanción correspondiente, sin detrimento de las demás sanciones admi-
nistrativas establecidas en la ley. 

Arto. 14
Las municipalidades no podrán declarar parques ecológicos municipales en tierras 
comunales ubicadas dentro de su jurisdicción. 

Arto. 34
Los tributos recaudados por el Fisco en concepto de derechos de aprovechamiento 
de recursos naturales en las Regiones Autónomas, deben de beneficiar directamente 
a las comunidades indígenas en cuyas áreas se encuentren los recursos naturales.  
La distribución de estos recursos será así: 

1)	 Un 25% para la comunidad o comunidades indígenas donde se encuentre el 
recurso a aprovechar; 

2)	 Un 25% para el municipio en donde se encuentra la comunidad indígena; 

3)	 Un 25% para el Consejo y Gobierno Regional correspondiente; y 

d)	 Un 25% para el Gobierno Central. 

Estos Fondos deberán ser entregados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
al Representante legal de cada una de las instancias señaladas. 

El Uso de estas reservas, será supervisado por el Gobierno Central conjuntamente 
con las autoridades regionales.

4.- REFORMAS E INCORPORACIONES A LA LEY No. 40, “LEY DE MUNICI-
PIOS”. Publicada en La Gaceta, Diario Oficial, No. 155 DE 17 DE AGOSTO 
DE 1988. Leyes No. 40 y 261 de 28 de junio de 1988. Publicada en La Ga-
ceta No. 162 de 26 de agosto de 1997.

Arto. 7
El Gobierno Municipal tendrá, entre otras, las competencias siguientes:

k.	 Promover políticas para incentivar el establecimiento y desarrollo de la acui-
cultura, zoocriaderos, viveros y microviveros, plantaciones boscosas y otros, 
por parte de las empresas, cooperativas, comunidades y particulares. 

l.	 Promover, establecer y sostener parques nacionales y áreas protegidas de 
los recursos naturales existentes en las Regiones Autónomas y cuyo nivel de 
explotación los pone en peligro de extinción. Los parques nacionales y áreas 
protegidas creadas por el gobierno central en las Regiones Autónomas pa-
sarán bajo la administración de las mismas, garantizando la transferencia de 
los recursos materiales, financieros y técnicos con que cuenten al momento 
de la entrega. 

m.	 Proteger, en coordinación con los órganos especializados, las cuencas hidro-
gráficas con el conveniente manejo de suelos y aguas, a fin de obtener su 
desarrollo integral y múltiple y los beneficios de la conservación y aprove-
chamiento de sus recursos naturales.

3.- LEY DEL REGIMEN DE PROPIEDAD COMUNAL DE LOS PUEBLOS INDI-
GENAS Y COMUNIDADES ETNICAS DE LAS REGIONES AUTONOMAS DE LA 
COSTA ATLÁNTICA DE NICARAGUA Y DE LOS  RIOS BOCAY, COCO, INDIO 
Y MAIZ. Ley 445. Publicada en La Gaceta Diario Oficial, No. 16 del 23 de 
enero de 2003.

Arto. 2
Son objetivos específicos de esta Ley los siguientes:

1.	 Garantizar a los pueblos indígenas y comunidades étnicas el pleno reconoci-
miento de los derechos de propiedad comunal, uso, administración, manejo 
de las tierras tradicionales y sus recursos naturales, mediante la demarcación 
y titulación de las mismas. 

2.	 Regular los derechos de propiedad comunal, uso y administración de los 
recursos naturales en las tierras comunales tradicionales de los pueblos indí-
genas y comunidades étnicas

Arto. 12
En los casos de otorgamiento de concesiones y contratos de explotación racional de 
los recursos naturales del subsuelo en tierras indígenas, la municipalidad emitirá su 
opinión, previa consulta con la comunidad indígena en cuyas tierras se encuentren 
ubicados los recursos naturales. Esta consulta no agota el requisito para el Consejo 
Regional, o cualquier entidad, de consultar directamente a las comunidades en ma-
teria de explotación de los recursos naturales. 

Todo tipo de otorgamiento de concesiones y contratos de explotación racional, de 
los recursos naturales se liará coordinadamente con el Gobierno Central. 
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e higiene laboral y del ambiente en general para evitar los daños que pudieren cau-
sar estos productos por su impropia selección, manejo y el mal uso de los mismos

Arto. 20
Se establecen las siguientes funciones al Ministerio del Ambiente y Recursos Natu-
rales:

1)	 Formar y administrar el Centro Nacional de Información y Documentación de 
Sustancias Tóxicas, Peligrosas y otras similares;

2) 	 Ejercer la vigilancia y control de la contaminación por plaguicidas, sustancias 
tóxicas, peligrosas y otras similares en ecosistemas naturales y artificiales;

3) 	 Emitir para efectos de Registro, el dictamen técnico correspondiente sobre 
los productos y sustancias objeto de la regulación y control de la presente 
Ley y su Reglamento, en un plazo no mayor de treinta días;

4)	 Retener o decomisar y disponer de los saldos y desechos de plaguicidas, sus-
tancias tóxicas, peligrosas y otras similares, así como los envases usados o 
materiales contaminados por los mismos, según registro e inspección que al 
respecto se realice acompañado del respectivo dictamen técnico, o mediante 
denuncia efectuada ante la Autoridad Competente facultada por la presente 
Ley y su Reglamento o de oficio por esta misma.

Los gastos en que se incurra correrán por cuenta de los dueños, depositarios o guar-
dadores de dichos materiales, cuando éstos no los almacenen, reciclen o eliminen 
de acuerdo con las normas establecidas, previo dictamen técnico del Laboratorio 
Autorizado por el Centro de Diagnóstico de Referencia del Ministerio de Salud, salvo 
cuando el nivel o grado de toxicidad o peligrosidad sea evidente. 

El dictamen se realizará en los siguientes treinta días;

5) 	 Autorizar las modalidades de manejo y destino final de los saldos vencidos, 
desechos, residuos y otros restos de plaguicidas, sustancias tóxicas, peligro-
sas y otras similares, así como aprobar el diseño, ubicación y operación de 
sitios de tratamiento y desactivación y supervisar las operaciones de rescate 
o eliminación de las mismas, siempre por cuenta de los dueños, depositarios 
o guardadores de éstas. Los daños y perjuicios ocasionados se determinarán 
como leves, graves y muy graves, y los perjuicios se determinarán como 
menores y mayores. El pago correspondiente por éstos no podrá ser inferior 
al de la multa establecida en el Artículo 62 de la presente Ley para los rein-
cidentes, ni mayor a la establecida para los mismos;

6)	 Cuando se trate de la primera vez, deberá emitirse el Permiso Ambiental a 
más tardar treinta días después de presentada la solicitud para las activida-
des relacionadas con la importación, exportación, distribución y comerciali-

8)	 Desarrollar, conservar y controlar el uso racional del medio ambiente y los 
recursos naturales como base del desarrollo sostenible del Municipio y del 
país, fomentando iniciativas locales en estas áreas y contribuyendo a su mo-
nitoreo, vigilancia y control, en coordinación con los entes nacionales corres-
pondientes.

En tal sentido, además de las atribuciones establecidas en la Ley Nº 217 “Ley Ge-
neral del Medio Ambiente y los Recursos Naturales”, publicada en La Gaceta, Diario 
Oficial, del 6 de Junio de 1996, y en concordancia con la misma, corresponde al 
Municipio las competencias siguientes:

a)	 Emitir opinión respecto a los contratos o concesiones de explotación de los 
recursos naturales ubicados en su circunscripción, como condición previa 
para su aprobación por la autoridad competente;

b)	 Percibir al menos el 25 % de los ingresos obtenidos por el Fisco, en concepto 
de derechos y regalías que se recaudan por el otorgamiento de concesiones 
de exploración, explotación o licencias sobre los recursos naturales ubicados 
en su territorio;

c)	 Autorizar en coordinación con el Ministerio del Ambiente y los Recursos Na-
turales el marcaje y transporte de árboles y madera, para controlar su racio-
nal aprovechamiento

d)	 Declarar y establecer parques ecológicos municipales para promover la con-
servación de los recursos naturales más valiosos del municipio;

	 Dicha declaratoria podrá recaer en un área de dominio público o en terrenos 
privados, previa indemnización establecida en el Artículo 44 de la Constitu-
ción Política;

e)	 Participar en conjunto con el Ministerio del Ambiente y los Recursos Na-
turales en la evaluación de los Estudios de Impacto Ambiental de obras o 
proyectos que se desarrollen en el Municipio, previo al otorgamiento del 
permiso ambiental.

5.- LEY BÁSICA PARA LA REGULACIÓN Y CONTROL DE PLAGUICIDAS, SUS-
TANCIAS TÓXICAS,  PELIGROSAS Y OTRAS SIMILARES, Ley No. 274. Apro-
bada el 5 de Noviembre de 1997. Publicado en la Gaceta No. 30 de 13 de 
Febrero de 1998. 

Arto. 1
La presente Ley tiene por objeto establecer las normas básicas para la regulación 
control de plaguicidas, sustancias tóxicas, peligrosas y otras similares, así como de-
terminar a tal efecto la competencia institucional y asegurar la protección de la acti-
vidad agropecuaria sostenida, la salud humana, los recursos naturales, la seguridad 
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Ley, deberán cumplir con las normas referidas en el Artículo 50 de la presente Ley: 

a.	 Las actividades de exploración y explotación de hidrocarburos requieren de 
un Estudio de Impacto Ambiental para obtener el Permiso Ambiental;

b.	 El INE en coordinación con el MARENA definirá los términos de referencia de 
dicho estudio;

c.	 El solicitante entregará al INE como parte de la solicitud, los datos y do-
cumentos incluyendo el Estudio de Impacto Ambiental requeridos para el 
Permiso Ambiental según la legislación de la materia vigente.

Artículo 52.-
El contratista deberá tomar las medidas que sean necesarias para salvaguardar la 
seguridad de las personas y de sus bienes, ya sea dentro del área del contrato o bien 
fuera de ella, siempre que estén relacionadas con sus operaciones.

En caso de accidente o emergencia, el contratista deberá informar inmediatamente 
al INE de la situación, tomar las medidas adecuadas para salvaguardar la seguridad 
de las personas y de sus bienes y si lo considera necesario, suspender las actividades 
petroleras por el tiempo requerido para la seguridad de las operaciones.

Cuando existan circunstancias especiales que pongan en peligro vidas humanas, 
el medio ambiente, las propiedades o los yacimientos y el contratista no tome las 
medidas necesarias, el INE podrá suspender las actividades del contratista por el 
tiempo necesario, estipulando condiciones especiales para la continuación de las 
actividades.

7.- LEY BÁSICA DE SALUD ANIMAL Y SANIDAD VEGETAL. Ley No. 291, Apro-
bada el 16 Abril 1998. Publicado en la Gaceta No. 136, del 22 Julio 1998.

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto establecer las disposiciones fundamentales para la 
protección de la salud y conservación de los animales, vegetales, sus productos y 
subproductos, contra la acción perjudicial de las plagas y enfermedades de impor-
tancia económica, cuarentenaria y social en armonía con la defensa de la actividad 
agropecuaria sostenida, de la salud humana, los recursos naturales, biodiversidad 
y del ambiente.

8.- Código de Organización, Jurisdicción y Previsión Social Militar. LEY No. 
181, Aprobada el 23 de Agosto de 1994. Publicada en La Gaceta No. 165 
del 02 de Septiembre de 1994

Artículo 2.-
El Ejército es una Institución constitucional del Estado nicaragüense y cumple las 

zación de los productos y sustancias objeto de la regulación y control de la 
presente Ley y su Reglamento, de conformidad con lo establecido en el Ca-
pítulo Segundo, Sección IV de la Ley General del Medio Ambiente y Recursos 
Naturales;

7)	 Colaborar con la Autoridad de Aplicación para el Principio de Información y 
Consentimiento Previo, P. I. C., en aquellos aspectos relacionados al inter-
cambio comercial de sustancias tóxicas, peligrosas y otras similares para el 
ambiente.

6.- LEY ESPECIAL DE EXPLORACIÓN Y EXPLOTACIÓN DE HIDROCARBUROS. 
LEY No. 286. Aprobado el 18 Marzo 1998. Publicado en La Gaceta No. 109, 
del 12 Junio 1998.

CAPÍTULO Vll
MEDIDAS DE SEGURIDAD Y PROTECCIÓN DEL MEDIO AMBIENTE

Artículo 49.-
Previo a la apertura de áreas para las actividades de exploración y explotación, el 
INE realizará un análisis en coordinación con el Ministerio del Ambiente y los Recur-
sos Naturales (MARENA), los gobiernos locales y los diversos sectores involucrados 
en las áreas relevantes. El análisis deberá considerar los efectos ambientales, econó-
micos y sociales entre otros, que podrían causar dichas actividades.

La decisión de la apertura de nuevas áreas será tomada por el INE, sujeta a la apro-
bación del Presidente de la República.

Artículo 50.- 
El MARENA en colaboración con el INE, elaborará y pondrá en vigencia las normas 
sobre la protección del medio ambiente relacionadas con el subsector de hidrocar-
buros. El MARENA con la asistencia técnica del INE, tendrá la responsabilidad de la 
administración y fiscalización de estas normas.

Artículo 51.-
Las actividades autorizadas por la presente Ley, deberán realizarse de acuerdo a las 
normas de protección del medio ambiente y a las prácticas y técnicas actualizadas 
e internacionalmente aceptadas en la industria petrolera. Tales actividades deberán 
realizarse de manera compatible con la protección de la vida humana, la propiedad, 
la conservación de los hidrocarburos y otros recursos, evitando en lo posible daños 
a las infraestructuras, sitios históricos y a los ecosistemas del país, sean marinos o 
terrestres.

Los Estudios de Impacto Ambiental, planes de protección ambiental y planes de 
contingencias que deberán preceder a las actividades autorizadas por la presente 
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a los usuarios de las playas de la Republica de Nicaragua en los meses de Marzo y 
Abril

12.-  LEY DE PROMOCION AL SUBSECTOR HIDROELECTRICO, LEY 467, Publi-
cada en La Gaceta No. 169 del 5 de Septiembre del 2003.

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto promover la generación de energía utilizando fuen-
tes hidráulicas, dentro de un marco de aprovechamiento sostenible de los recursos 
hídricos que ayude a favorecer el desarrollo social y económico de la nación

13.- LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA. Ley No. 475, Aprobada el 22 de 
Octubre del 2003, Publicada en La Gaceta No. 241 del 19 de Diciembre 
del 2003

TÍTULO II 

CAPÍTULO I 
DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL PROCESO DE FORMACIÓN DE 

LA LEY Y EL DERECHO DE INICIATIVA

Artículo 9.- 
Participación ciudadana en la formación de la ley. La ciudadanía tiene derecho a 
presentar iniciativas de ley, de conformidad con el artículo 140, numeral 4) de la 
Constitución Política de la República; salvo lo establecido en el artículo 141, párrafo 
5 de la Constitución Política y las que por su naturaleza y materia quedan excluidas 
de consulta; toda ley debe de ser sometida a consulta a fin de garantizar una efecti-
va participación de la ciudadanía.

Artículo 15.- 
Consulta ciudadana. Una vez que la iniciativa de ley sea enviada a comisión para su 
dictamen, ésta dispondrá del plazo que al respecto establece el Estatuto General y el 
Reglamento Interno de la Asamblea Nacional, respectivamente, dentro del proceso 
de formación de la ley, para la realización del programa de consulta ciudadana. Para 
tal efecto se podrá citar a las instituciones públicas y privadas, asociaciones civiles 
sin fines de lucro, sindicatos, cooperativas, organizaciones de mujeres, juveniles y 
comunales, gobiernos regionales y municipales, instancias de consultas municipales 
y departamentales, personas particulares que representen intereses de un colectivo 
o cualquier organización y especialistas, todos ellos relacionados con el objeto de 
la presente Ley.

siguientes funciones:

7.-	 Colaborar conforme lo dispone el Presidente de la República, y sin ánimo 
de lucro, en la realización de obras que contribuyan al desarrollo del país, y 
colaborar de acuerdo a esta disposición en los planes de salud, educación y 
otras obras propias de servicio social. Así mismo coadyuvar en la con-
servación y renovación de los recursos naturales, en mejorar el me-
dio ambiente y el equilibrio ecológico y demás planes estratégicos, 
que establezca el Presidente de la República.

9.- LEY DE LA POLICÍA NACIONAL. LEY No. 228. Aprobada el 31 de Julio de 
1996. Publicada en La Gaceta No. 162 del 28 de Agosto de 1996.

Artículo 3.-
Son funciones de la policía, entre otras, las siguientes:

6) 	 Coadyuvar en coordinación con el Ministerio del Ambiente y Recursos Natu-
rales, las Alcaldías y Gobiernos Regionales en la vigilancia y protección del 
ambiente y el aprovechamiento racional de los recursos naturales.

10.- LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA. 
LEY No. 411, aprobada el 04 de Diciembre del 2001. Publicado en la Gace-
ta No. 244 del 24 de Diciembre del 2001. 

Artículo 2.- 
Atribuciones. 

5. 	 Intervenir en la defensa del ambiente con el fin de garantizar el derecho 
constitucional de toda persona a un ambiente sano y ecológicamente equili-
brado. 

6. 	 Representar al Estado como persona privada en causas penales, civiles, la-
borales, contencioso administrativo, constitucional, agrarias, ambientales, de 
finanzas, en asuntos sobre propiedad ya sea como demandante o demandado.

11.- 	 LEY ESPECIAL QUE AUTORIZA EL COBRO DE CONTRIBUCIÓN ESPE-
CIAL PARA EL MANTENIMIENTO, LIMPIEZA, MEDIO AMBIENTE Y SEGURI-
DAD CIUDADANA EN LAS PLAYAS DE NICARAGUA. LEY No. 451. Aprobado 
el 9 de Abril del 2003. Publicado en La Gaceta No.76 del 24 de Abril del 
2003. 

Artículo 1.-
Se autoriza a las municipalidades que posean playas a recaudar una contribución 
especial para el mantenimiento, limpieza, medio ambiente y seguridad ciudadana 
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17.- LEY DE SOBERANÍA Y SEGURIDAD ALIMENTARIA Y NUTRICIONAL. LEY 
No. 693, Aprobado el 18 de Junio del 2009 Publicado en La Gaceta No. 133 
del 16 de Julio del 2009 

Artículo. 4. 
Objetivos de la Ley de Soberanía y Seguridad Alimentaria y Nutricional los siguientes.

d. 	 Establecer una educación basada en la aplicación de prácticas saludables de 
alimentación sana y nutritiva, recreación y cuido del medio ambiente.

18.- LEY SOBRE PREVENCION DE RIESGOS PROVENIENTES DE ORGANIS-
MOS VIVOS MODIFICADOS POR MEDIO DE BIOTECNOLOGIA MOLECULAR, 
LEY 705, Publicado en La Gaceta No. 67 del 13 de abril del 2010.

Artículo 1
Objeto. La presente Ley tiene por objeto establecer disposiciones regulatorias sobre 
las actividades con organismos vivos modificados provenientes del uso de las técni-
cas de la biotecnología molecular con el fin de prevenir, evitar y reducir los riesgos 
que se pudieran ocasionar a la salud humana, en el ambiente, diversidad biológica, 
actividad agropecuaria, forestal y acuícola.

Artículo 30 
De los Objetivos Sectoriales del SINASSAN.

d. 	 Un Sistema Ambiental Natural que asegure la calidad del agua, suelo y bio-
diversidad, en el marco de la conservación y un manejo sostenible de los 
recursos naturales, que garantice la alimentación y nutrición, la salud, la cul-
tura y la riqueza de nuestras comunidades. El responsable de Coordinación 
es el Ministerio del Medio Ambiente y Recursos Naturales, en el marco de su 
Consejo Técnico Sectorial.

19.- LEY PARA EL CONTROL DEL TABACO. LEY  No. 727, Publicado en La 
Gaceta 151 del 10 de agosto del 2010.

Artículo. 2
Fines de la Ley. La presente Ley tiene como fines, los siguientes

4.	 Reducir las consecuencias sanitarias, sociales, ambientales y económicas del 
consumo del tabaco.

14.- LEY GENERAL DE TURISMO. LEY No. 495, Aprobada el 2 de Julio del 
2004. Publicada en La Gaceta No. 184 del 22 de Septiembre del 2004. 

Artículo 1.- 
La presente Ley tiene por objeto regular la industria turística mediante el estableci-
miento de normas para garantizar su actividad, asegurando la participación de los 
sectores públicos y privados. 

La industria turística se declara de interés nacional. Es una de las actividades eco-
nómicas fundamentales y de prioridad para el Estado, enmarcado en un modelo 
de desarrollo económico sostenible y sometida a las disposiciones de esta Ley, las 
cuales tienen carácter de orden público.

Artículo 10.-
Son factores básicos de la industria turística: 

e) 	 La conservación del medio ambiente saludable, de los recursos naturales y 
del patrimonio histórico - cultural.

15.- CÓDIGO PENAL. LEY No. 641. Publicada en La Gaceta Nos. 83, 84, 85, 
86 y 87 del 5, 6, 7, 8 y 9 de Mayo del 2008. 

TÍTULO XV
 CONSTRUCCIONES PROHIBIDAS Y DELITOS CONTRA LA NATURALEZA Y EL 

MEDIO AMBIENTE

16.-  LEY PARA EL DESARROLLO DE LAS ZONAS COSTERAS. APROBADO EL 
4 DE Junio del año 2009.

Articulo. 2. 
Finalidad de la Ley.

b.  Regular el uso y aprovechamiento sostenible de las zonas costeras con res-
guardo y conservación de su ambiente, especialmente, de sus recursos na-
turales

Artículo. 3.
Del Ámbito de Aplicación de la Ley. La presente ley es aplicable en todo el territorio 
nacional. En su aplicación se respetarán los derechos de los pueblos indígenas y 
comunidades étnicas que habitan en las Regiones Autónomas de la Costa Atlántica 
o del Mar Caribe. En lo correspondiente a la gestión ambiental, aprovechamiento de 
los recursos naturales, Sistema Nacional de Áreas Protegidas, ecosistemas frágiles, 
humedales y manglares, se procederá conforme a lo dispuesto en las leyes de la 
materia. 



COMPENDIO JURÍDICO DE MEDIO AMBIENTE Y RECURSOS NATURALES DE NICARAGUA

|356|

20.- LEY ESPECIAL PARA EL USO DE BANCOS DE MATERIALES SELECTOS 
PARA EL APROVECHAMIENTO EN LA INFRAESTRUCTURA. LEY 730. Publica-
do en La Gaceta No. 152 del 11 de agosto del 2010.

Artículo. 8
Banco de Materiales en Áreas Protegidas. Con el objeto de conservar el manejo 
racional y la restauración de la flora, fauna silvestre y otras formas de vida, así como 
la biodiversidad y la biosfera, y para dar garantía a la restauración y conservación 
de fenómenos geomorfológicos, excepcionalmente se requerirá de una autorización 
del Ministerio del Ambiente y de los Recursos Naturales (MARENA), para la explota-
ción de aquellos bancos de materiales selectos aptos para el aprovechamiento en la 
construcción de la infraestructura, que se encuentren localizada en áreas protegidas, 
para tal efecto MARENA dispondrá de un plazo no mayor de sesenta días para otor-
gar o no su aprobación.

21.- Ley de RÉGIMEN JURÍDICO DE FRONTERAS. LEY 749. Publicado en La 
Gaceta No. 244 del 22 de diciembre del 2010.

Artículo 1
Objeto de la Ley. La presente Ley tiene por objeto establecer un régimen jurídico 
especial en el territorio fronterizo, terrestre, marítimo y aéreo, para garantizar la 
soberanía, la independencia, la integridad territorial, la seguridad interna, la protec-
ción del medio ambiente y los recursos naturales, así como la inalienabilidad de los 
bienes inmuebles públicos y permitir el impulso y aplicación de una política integral 
de desarrollo.

22.- LEY DE FOMENTO A LA PRODUCCIÓN AGROECOLÓGICA U ORGÁNICA. 
Ley 765. Aprobada el 14 de abril del 2011, Publicada el 5 de Julio del 2011.

Artículo. 1
Objeto. La presente ley tiene por objeto fomentar el desarrollo de los Sistemas de 
producción agroecológica u orgánica, mediante la regulación, promoción e impulso 
de actividades, prácticas y procesos de producción con sostenibilidad ambiental, 
económica, social y cultural que contribuyan a la restauración y conservación de los 
ecosistemas, agro ecosistemas, así como al manejo sostenible de la tierra.
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El Derecho Ambiental es el conjunto de principios y 
normas jurídicas que regulan la conducta individual y 
colectiva de la sociedad en su relación con el ambiente. Se 
le ha definido también como una de la disciplina más 
renovadoras y discutidas del Derecho. 

El estudio de sus normas, de la doctrina y la jurisprudencia 
representa una de las necesidades más urgentes de la 
actividad jurídica actual. Hoy más que nunca es preciso 
entender de la manera más correcta la legislación ambien-
tal para influir constructivamente en la toma de decisiones 
de los órganos encargados de la administración legislativa 
y su justa gerencia.


